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Visto bueno
señor Ministro



Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al *********** de ********** de dos mil veinte.

VISTOS; Y
RESULTANDO:
Cotejó

1. [bookmark: _Hlk51324850]PRIMERO. Presentación de la acción, autoridades emisora y promulgadora, y norma impugnada. Por escrito digital presentado en línea el treinta de julio de dos mil veinte, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pedro Vázquez González firmó electrónicamente la demanda promovida por Alberto Anaya Gutiérrez, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Ricardo Cantú Garza, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo Sandoval Flores, Óscar González Yáñez, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Ángel Benjamín Robles Montoya, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, María Mercedes Maciel Ortiz, Magdalena del Socorro Núñez Monreal, Mary Carmen Bernal Martínez y Sonia Catalina Álvarez y María de Jesús Paz Güereca –quien no aparece en el rubro de la demanda, pero sí en el apartado correspondiente a las firmas–, quienes ostentándose como integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, promueven acción de inconstitucionalidad en contra de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, planteando la invalidez del Decreto número 703, que expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, del que se impugnan los artículos 6º, fracción XXIII; 47, párrafo segundo; 48, fracciones II, III y IV; 49, fracciones I, incisos c) y h), II, incisos s) y IV, inciso a), punto 4; 52, párrafos primero y tercero; 55, fracciones IV y V; 56; 63, fracción VII; 78; 94; 100, fracciones I, III y IX; 102, párrafo segundo; 108, fracción IV; 112; 113, fracciones IV y XV; 117, fracción IV; 120, párrafos primero y tercero; 121, fracciones IV, XVI y XXII; 130, fracción II; 139, fracción VI; 181; 182; 183; 184; 185; 186; 187; 239, fracción I, párrafo segundo; 240; 274, fracción I, párrafo segundo; 284, párrafo sexto; 285, párrafo sexto; 287, párrafo quinto; 288, párrafo primero; 294, parte inicial de su párrafo primero; 295, fracciones IV, V, incisos c) y j), y XI; 312, párrafo primero, fracción IV; 316, fracción I; 317, párrafo primero; 337, párrafo segundo, fracciones I y II; 340, párrafo tercero; 385, párrafo segundo; 386, fracciones II, inciso b) y III; 387; 391, párrafo primero; 400; 410, párrafo primero; 411, fracciones I y II; 420, párrafo tercero, fracción II; 424, párrafo tercero; 434, fracción VI; 444, párrafo segundo y 483, publicado el treinta de junio de dos mil veinte, en la edición extraordinaria electrónica del Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí “Plan de San Luis”.

2. SEGUNDO. Preceptos constitucionales que se estiman violados y conceptos de invalidez. El partido político consideró vulnerados los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, 14, 16, 40, 41, 116, 124 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los diversos 1, 2, 23.1, 24 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

3. Asimismo, el partido político esgrimió, en síntesis, los siguientes conceptos de invalidez:

4. [bookmark: _Hlk48661051]1o. Expresa que los artículos 6º, fracción XXIII, y 94, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, que, por una parte, definen como funcionarios electorales a las personas que forman parte de los organismos electorales y son electas por el Congreso del Estado y, por otra, facultan al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana a sancionar y remover por causas graves de responsabilidad administrativa al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso Local, exceden la competencia de las autoridades legislativa y administrativa electoral, ya que el Poder Legislativo no está legitimado para nombrar como funcionarios electorales a los ciudadanos que integren dichos organismos electorales, mientras que el Consejo Estatal no tiene atribuciones para sancionar y remover a las autoridades designadas por el Congreso.

5. Para arribar a dicha conclusión, expresa que el Congreso del Estado carece de competencia para elegir a los miembros de los organismos electorales, dado que el artículo 116, fracción IV, inciso c), punto 1º, de la Constitución General, define que el Organismo Público Local se integrará con un consejero presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto, a cuyas sesiones concurrirán solo con derecho de voz un Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos.  Asimismo, invoca que el artículo 41, párrafo tercero, base V, de la Norma Suprema, precisa que corresponde al Instituto Nacional Electoral designar y remover a los integrantes del órgano superior de dirección de los organismos públicos locales.

6. De esta manera, considera que en ninguna parte de la Constitución General se atribuye a los Congresos Estatales la potestad de elegir a los miembros de los organismos electorales locales, pues esta situación limita su independencia y autonomía.

7. En otro aspecto, señala que resulta inconstitucional que el legislador haya dotado de competencia al Consejo para resolver sobre la aplicación de sanciones al titular del órgano interno de control, pues estas facultades son competencia del Congreso del Estado, atendiendo el principio de que el que nombra puede remover.  Sin perjuicio de que tal atribución corresponda al Tribunal de Justicia Administrativa.

8. En relación con este último punto, arguye que el titular del órgano interno de control tiene atribuciones de índole administrativo, pues conforme al artículo 88 de la legislación en cuestión, este servidor público, que será nombrado por el Congreso Estatal, en el ejercicio de sus atribuciones, se abstendrá de interferir en el desempeño de las funciones y atribuciones de los servidores del Consejo General del Organismo Público Local.

9. De esta manera, concluye que, al no ser el titular del órgano interno de control una autoridad electoral y contar con funciones meramente administrativas, corresponde al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el sancionarlo con su destitución, en términos de los artículos 89 de la normativa en cuestión, 123 de la Constitución del Estado de San Luis Potosí, y 3º, fracción IV, inciso d), párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y los Municipios de San Luis Potosí.

10. 2o. Aduce que el artículo 48, fracciones II y IV, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, vulnera la forma de integración de los órganos superiores de dirección de los Organismos Públicos Locales, previsto en el artículo 116, fracción IV, inciso c), punto 1º, de la Constitución General, dado que incluye como integrantes del Consejo General de este organismo, sólo con derecho de voz, a dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría y otro de la primera minoría, nombrados por el propio Congreso del Estado.

11. Con el objeto de demostrar su aserto, expresa que la norma constitucional excluye la posibilidad de que los congresos locales concurran en la integración o asistencia a las sesiones de los órganos superiores de dirección de los Organismos Públicos Locales, en la medida que esta situación puede mermar su autonomía e independencia, de tal modo que se prevé una integración permanente de estos órganos compuesta por un consejero presidente y seis consejerías con derecho a voz y voto, al tiempo que concurren a las sesiones de este órgano superior, solo con derecho de voz, un secretario ejecutivo y representante de los partidos políticos.

12. De manera que, si la norma impugnada permite la representación de dos integrantes del Poder Legislativo a la composición del Consejo General del Organismo Público Local, distorsiona la forma de su integración.

13. Sin embargo, agrega que, de estimarse válida la concurrencia de representantes del Poder Legislativo, es inconstitucional que éstos sean uno de la mayoría y otro de la minoría, con sus respectivos suplentes, pues esta forma de designación excluye a los demás grupos parlamentarios y representaciones partidistas y, a la postre, otorga una indebida injerencia en los asuntos electorales y da ventaja a los partidos políticos con representación en el Consejo General.

14. En otro orden de ideas, destaca que el principio en materia de conformación de organismos electorales locales es que sus integrantes sean nombrados por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral o del Organismo Público Local, pero no por un órgano como el Poder Legislativo, quien tiene una naturaleza política que no permite garantizar la autonomía e independencia electorales.

15. 3o. Refiere que los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h), y IV, inciso a), punto 4, 113, fracciones IV y XV, y 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, vulneran las garantías de seguridad jurídica, legalidad, fundamentación y motivación, así como los principios rectores electorales de certeza, legalidad y objetividad, y los diversos de supremacía constitucional, en virtud de que dotan al Consejo General, a las comisiones distritales y a los comités municipales electorales de atribuciones que corresponden al Instituto Nacional Electoral.

16. En relación con este tema, aduce que las normas otorgan al Consejo General del Organismo Público Local las facultades de acordar sobre la ubicación e instalación de las casillas extraordinarias, de aprobar cursos y programas de capacitación electoral para las mesas directivas de casilla y de celebrar convenios con el Instituto Nacional Electoral para la integración, capacitación y funcionamiento de dichas mesas durante la jornada electoral.  Al igual, destaca que estos preceptos confieren a las comisiones distritales electorales y a los comités municipales electorales las facultades de proponer al Consejo General, cuando proceda, la ubicación e integración de las mesas directivas de casillas y la ubicación e instalación de casillas extraordinarias, así como capacitar y evaluar, cuando corresponda, a los funcionarios de las mesas directivas de casillas.

17. En confronta con los preceptos combatidos, invoca el artículo 41, base V, apartado B, inciso a), puntos 1 y 4, de la Constitución General, así como del diverso 32 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de los que desprende que el órgano competente en materia de capacitación electoral, especialmente cuando se trate de funcionarios de las mesas directivas de casilla, así como de la ubicación, integración e instalación de casillas, corresponde al Instituto Nacional Electoral.

18. De esta manera, sostiene que las normas, al atribuir competencia a los órganos electorales del Organismo Público Local, en materias que están reservadas a los funcionarios públicos electorales federales, infringe la Constitución General, en concreto su artículo 124.

19. No obstante, precisa que la única forma en que el Organismo Público Local podría realizar las funciones en cuestión sería a partir de que existiera una delegación expresa de atribuciones emitida por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y no por una ley electoral del Estado.

20. 4o. Manifiesta que los artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII y 78, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, contravienen los principios de certeza, legalidad, objetividad electoral, paridad entre géneros, así como la garantía de seguridad jurídica y el derecho de acceso al cargo público electoral.

21. Lo anterior, con motivo de que si bien dichas normas regulan que el Consejo General, a propuesta del titular de la presidencia puede nombrar o remover a la persona titular de la secretaría ejecutiva con la aprobación de, al menos, cinco votos de los consejeros electorales, dicha situación no garantiza la posibilidad de acceso igualitario a toda persona que considere reunir los requisitos constitucionales y legales para el cargo, en tanto que se omite establecer reglas para que su designación sea aprobada previa convocatoria abierta, por dictamen y evaluación objetiva, de manera que la propuesta que haga la presidencia al pleno del órgano colegiado sea en beneficio de quienes presenten los mejores perfiles de identidad y no de una sola persona, en cumplimiento al mandato constitucional previsto en el artículo 35, fracción VI, que reconoce como derecho de la ciudadanía el poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión de servicio público teniendo las calidades que establezca la ley.

22. De modo que, la existencia de una omisión legislativa incumple el derecho universalmente previsto en la norma constitucional, así como en el artículo 23.1 c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo que debe ordenarse al Congreso del Estado cumplir con la garantía de acceso al ejercicio de los cargos públicos, para que cualquier ciudadano que se considere con derecho a participar y, eventualmente a ser nombrado para uno de esos cargos, solicite su registro como aspirante, siempre y cuando también se garantice el principio de paridad de género.

23. 5o. Estima que los artículos 52, párrafos primero y tercero, 112 y 120, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, transgreden los principios de certeza, legalidad, objetividad electoral, régimen democrático, supremacía constitucional, así como los principios de seguridad jurídica, fundamentación, motivación y el de colegialidad de las decisiones electorales, pues si bien disponen que para que pueda sesionar el Consejo General, las comisiones distritales y comités municipales electorales es necesario que estén presentes la mayoría de los miembros con derecho a voto, también lo es que prevén que las decisiones se tomaran por mayoría de votos, sin que se distinga, para efectos del quórum, los casos en que se requiera mayoría calificada.

24. Con el fin de demostrar su pretensión, de manera preliminar señala que los artículos 112 y 120 regulan que, para que las comisiones y comités sesionen, es necesaria la presencia de la mayoría de sus miembros, sin embargo, cuando no se reúna la mayoría de los integrantes se citará de nuevo a sesión dentro de las veinticuatro horas siguientes, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que estarán el presidente y el secretario general, teniendo este primero voto de calidad.

25. Derivado de lo narrado, acusa que las normas permiten que las resoluciones de los órganos electorales se emitan con voto de calidad de la Presidencia cuando no hubiere quorum legal en las sesiones que se efectúen dentro de las veinticuatro horas siguientes a la primigeniamente convocada. Esto es, los órganos electorales del Consejo General, comisiones distritales y comités municipales pueden tomar resoluciones eventualmente inciertas e ilegales por una minoría de integrantes, inclusive en un extremo empate entre el titular de la Presidencia y otro miembro del consejo, lo que conlleva a que se pueda resolver en aquellos casos de votaciones que requieran de una mayoría calificada.  

26. De esta manera, sostiene que el hecho de que las decisiones se tomen por voto de calidad del presidente es inconstitucional y contraviene los principios democrático, de colegialidad y de supremacía constitucional, más aún si se toma en consideración que la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en su artículo 469.6, dispone que, en caso de empate motivado por la ausencia de alguno de los Consejeros Electorales, se procederá a una segunda votación y, en caso de existir empate, se resolverá en una sesión posterior en la que estén presentes todos los Consejeros.  

27. 6o. Aduce que el artículo 100, fracciones I, III y IX, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgrede los principios rectores de certeza, legalidad y objetividad, así como las garantías de legalidad, seguridad jurídica, profesionalismo, experiencia electoral e instrucción básica obligatoria, pues para ser consejera o consejero ciudadano de comisiones distritales y comités municipales electorales se exigen requisitos exiguos como tener domicilio preferentemente en el distrito o municipio respectivo, saber leer y escribir y tener 18 años de edad.

28. En este sentido refiere que los requisitos previstos en esta norma evidencian una infracción al principio de profesionalismo que reconoce el artículo 5, párrafo cuarto, de la Constitución General, pues no es posible que los consejeros ciudadanos de los comités distritales y municipales del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana vigilen el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y reglamentarias en materia electoral de preparar, desarrollar y vigilar los procesos electorales estatales y municipales si se exigen requisitos ínfimos a los aspirantes.

29. En concreto señala que el requisito de saber leer y escribir es insuficiente, pues por la especialidad de las atribuciones que durante su desempeño han de ejercer conforme a la legislación electoral del estado, es evidente que en esta materia la calidad de idoneidad para el cargo que deben tener los consejeros ciudadanos, obligan a que la ley establezca como requisito de acceso y permanencia que los servidores públicos cuenten con conocimientos suficientes para el desempeño de las funciones electorales que han de realizar.

30. En el mismo rumbo, se duele del requisito de contar como mínimo con 18 años de edad al momento de la designación, pues estima que, quienes al momento de su designación tienen apenas esa edad o una ligeramente mayor, carecen de la experiencia y los conocimientos necesarios para el cargo de consejeras o consejeros ciudadanos, ya que es evidente que no han sido funcionarios de mesa directiva de casilla, por lo que menos pueden ejercer las atribuciones que le competen a las comisiones distritales o comités municipales electorales.

31. 7o. Sostiene que los artículos 102, párrafo segundo, 108, fracción IV, 117, fracción IV y 274, fracción I, párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, infringen el derecho de los partidos políticos a concurrir a las sesiones del órgano superior de dirección y los órganos desconcentrados del Organismo Público Local, así como el participar en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral y los principios de autenticidad de las elecciones, certeza, legalidad, máxima publicidad y objetividad electorales.

32. En relación con este tema, expresa que las normas privan a los partidos políticos del derecho a nombrar representantes ante los órganos electorales en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate, no obstante que hay funciones del Consejo, Comisiones Distritales y Comités Municipales que pueden ser vigiladas por los propios partidos políticos, aunado a que hay elecciones como las de gobernador o diputaciones que, por el principio de representación proporcional, se verifican en toda la entidad, de manera que los partidos políticos tienen derecho a nombrar representantes aun cuando en determinado distrito o municipio no hayan postulado candidaturas.

33. Para demostrar su aserto, invoca los artículos 41, tercer párrafo, base I, párrafo cuarto, y 116, fracción IV, inciso c), punto 1º, de la Constitución General, y los interpreta en el sentido de que el Constituyente Permanente reconoce el derecho de los partidos políticos nacionales a participar en las elecciones municipales estatales y municipales, así como a contar con representantes políticos ante el Órgano Superior de Dirección del Organismo Público Local, sin condicionamiento alguno respecto si postula o no candidaturas en la elección de que se trate. 

34. De igual sentido, trae a cita que el artículo 23.1 de la Ley General de Partidos Políticos prescribe como derechos de los partidos políticos el nombrar representantes ante los órganos del Instituto o de los Organismos Públicos locales, en los términos de la Constitución, las constituciones locales y demás legislación aplicable, sin que se advierta condicionamiento alguno para el ejercicio de tal derecho.

35. A partir de las premisas aludidas, concluye que la circunstancia de que los partidos políticos no registren candidaturas en la elección de que se trate no es motivo para que el legislador local prive a los órganos electorales del derecho de representación de los partidos políticos nacionales o locales y atente en contra de las funciones de vigilancia que éstos desempeñan.

36. 8o. Refiere que el artículo 130, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, infringe los principios de certeza, legalidad, máxima publicidad y objetividad electorales, así como las garantías de seguridad jurídica, fundamentación y motivación, ya que dispone que el secretario de la mesa directiva de casilla debe revisar que todas las actas estén firmadas por, cuando menos, dos de los funcionarios de ésta y por los representantes que así lo quisieren hacer, siendo que el precepto 389 de la legislación electoral en mención, al igual que el artículo 275.1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, obligan a todos los funcionarios de dichas mesas directivas a firmarlas.

37. Asimismo, considera que se transgrede el principio de máxima publicidad electoral, pues la falta de firmas en cada una de las actas afecta la transparencia en la actuación de los funcionarios y representantes en documentos que consignan resultados electorales u otros actos ocurridos durante la jornada electoral en la casilla, lo que también puede dar lugar a conflictos valorativos de estas documentales.

38. 9o. Señala que el artículo 139, fracción VI, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, vulnera los principios de autodeterminación y auto organización de los partidos políticos, pues, con independencia de que el legislador local no puede regular el tema de las coaliciones electorales, el requisito de que las coaliciones, frentes y alianzas sean aprobadas por el órgano de dirección estatal impide el ejercicio del derecho de formar tales figuras asociativas o de participación política o electoral de los partidos políticos nacionales.

39. Al respecto, sostiene que la norma contraviene la libertad de auto organización y autodeterminación de los partidos políticos nacionales, pues la ley local no puede obligar a que sean reformados los estatutos del partido político, ni impedir que éstos, al haber autorizado coaliciones, frentes y alianzas, dependan de la aprobación del órgano de dirección local, pues esto es una potestad del Estatuto de cada partido y no de una ley.

40. Agrega que, a pesar de que es incorrecto que la formación de las figuras asociativas deba aprobarse por el órgano de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, también resulta inverosímil que ello acontezca en términos de la Ley General de Partidos Políticos, pues esta norma general regula, en todo caso, que sean los órganos de dirección nacional que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos los que aprueben la formación de coaliciones, frentes y fusiones.

41. A partir de estas premisas, concluye que la norma no es conforme con las bases constitucionales y las de la ley general, pues la uniformidad del sistema de coaliciones implica que sean los órganos directivos nacionales que autoricen las coaliciones, frentes y fusiones de los partidos políticos con registro nacional, de modo que el legislador local carece de atribuciones para regular que los órganos directivos estatales autoricen estas figuras asociativas cuando se trate de partidos políticos nacionales.

42. 10o. Considera que los artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, son inconstitucionales, en la medida que el Congreso del Estado legisla sobre coaliciones electorales sin tener competencia para ello, de conformidad con el artículo segundo transitorio, fracción II, inciso f), del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de los Estados Unidos Mexicanos en materia político-electoral, publicado en el Diario Oficial el 10 de febrero de 2014.

43. Para ello expresa que la norma constitucional mandató al Congreso de la Unión a expedir la ley general correspondiente en la que estableciera el sistema de participación electoral de los partidos políticos a través de la figura de coaliciones, con el fin de establecer un sistema uniforme para los procesos electorales federales y locales.  De esta manera, el Congreso de la Unión al expedir la Ley General de Partidos Políticos, en su título noveno, capítulo II, denominado “De las Coaliciones”, reguló las bases referentes a esta figura de participación electoral para los partidos políticos nacionales y locales.

44. Derivado de esta situación, sostiene que la competencia federal de dicha figura, así como el principio de no redundancia, conllevan a considerar inválidas las normas en cuestión.

45. Con independencia de esta situación, agrega que es incorrecto que el artículo 186 disponga que la solicitud de convenio de coalición se presentará y tramitará en términos del precepto 92 de la Ley General de Partidos Políticos. 

46. En relación con este tema, refiere que existe una antinomia entre la Constitución y la ley general, pues la primera, en su artículo segundo transitorio, fracción I, inciso f), puntos 1 y 2, del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia política-electoral, señala que se podrá solicitar el registro de coaliciones hasta la fecha en que inicie la etapa de precampañas, mientras que la norma general dispone como límite del plazo de presentación de la solicitud a más tardar treinta días antes de que se inicie el periodo de precampaña de la elección.

47. De esta manera concluye que la regulación prevista en el artículo 92 de la ley general no puede prevalecer frente al precepto constitucional en cuestión y, por tanto, la ley electoral local impugnada no puede remitir a dicha norma general.

48. 11o. Expresa que los artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto y 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, vulneran la debida integración de las planillas del ayuntamiento, ya que, al permitir que quede incompleta la fórmula de candidaturas a la Presidencia Municipal, transgreden los principios de certeza, legalidad, objetividad y supremacía constitucional, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

49. Con el objeto de demostrar su aserto, refiere que las normas omiten incluir un suplente al candidato o candidata a presidente municipal, pues tal situación no se advierte de los artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, y 287, párrafo quinto, lo que da lugar a situaciones conflictivas y a falta de certeza en su aplicabilidad, puesto que, de declararse inelegible el candidato único a presidente municipal electo, llevará a celebrar comicios extraordinarios y a que se genere un conflicto interpretativo –explicado en el párrafo subsecuente–, siendo que lo correcto es que todos los cargos de la planilla deben contar con suplente, con el objetivo de cumplir el principio contenido en el artículo 115, base I, párrafo cuarto, de la Constitución General.

50. En relación con el conflicto interpretativo, acusa que se origina una antinomia entre lo regulado en el artículo 424, tercer párrafo, que a su vez remite al artículo 43, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Municipio, cuando se declare la inelegibilidad de un candidato y permite que ante la falta definitiva del Presidente Municipal el ayuntamiento designe de entre sus miembros a uno interino y sustituto, y lo dispuesto en la Ley de Justicia Electoral para el Estado de San Luis Potosí, que, en su artículo 57, párrafo segundo, fracción II, prevé que, en caso de que el candidato al cargo de presidente municipal resulte inelegible, se convoque a elecciones extraordinarias que deberán verificarse dentro de los sesenta días siguientes a que se haya declarado la nulidad por esta causa.

51. En este sentido, manifiesta que los ordenamientos son del mismo rango, de corte especial, electorales y aunque uno sea sustantiva y el otro adjetivo, desde su perspectiva, ambas soluciones resultan inconstitucionales, pues violentan los principios de certeza, objetividad electoral y la garantía de seguridad jurídica, ya que los operadores jurídicos pueden dudar sobre cuál norma aplicar al caso de inelegibilidad del presidente municipal electo, dado que si declaran esta situación y notifican al Congreso del Estado y Consejo a fin de que convoquen a elecciones extraordinarias, mientras el cabildo designa de entre ellos al presidente municipal sustituto, no cabe interpretación conforme en el sentido de que se nombre a un presidente interino mientras se surte esta situación, ya que ello implicaría diferir la renovación total del ayuntamiento hasta que dichas elecciones extraordinarias se celebren y elija un nuevo ayuntamiento, a menos que se entienda que el proceso extraordinario sea solo para elegir al presidente municipal ante la inelegibilidad del primigeniamente electo, de manera que no se atente contra el derecho de los miembros electos del ayuntamiento no declarados inelegibles por el Tribunal.

52. 12o. Sostiene que los artículos 240 y 288, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgreden los derechos de los pueblos indígenas a nombrar sus ayuntamientos en municipios donde son mayoría, por el sistema de usos y costumbres, así como su derecho, en donde son minoría, a estar proporcionalmente representados en los ayuntamientos.

53. Al respecto, señala que las normas disponen que, en los municipios con población mayoritaria indígena, los partidos políticos y candidatos independientes incluirán en las planillas respectivas, a miembros de comunidades indígenas de tales municipios, integrando al menos una fórmula de candidatura indígena, ya sea en planilla de mayoría relativa o en lista de regidurías plurinominales, según el padrón de comunidades indígenas del Estado.

54. Con lo narrado, refiere que el legislador aun cuando reconoce la existencia de municipios con población mayoritariamente indígena, pasa por alto el derecho de dichas poblaciones a elegir, según sus usos y costumbres, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, ya que subsume tal derecho al sistema de elección por el régimen de partidos políticos, con lo que transgrede lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso e), de la Constitución General, que exceptúa a los partidos políticos el derecho a solicitar el registro de candidaturas a cargos de elección popular, cuando se trate de elecciones por usos y costumbres, reservando tal derecho a los pueblos y comunidades indígenas, en términos del artículo 2º, apartado A, fracción III, de la Norma Suprema.

55. Adicionalmente, manifiesta que el artículo 288, párrafo primer, limita o desconoce el principio de proporcionalidad en la elección de ayuntamientos indígenas, ya que en los municipios mayoritariamente indígenas reduce la representación de estos pueblos o comunidades a una sola fórmula de candidatas o candidatos a integrar el cabildo, ya sea postulada en la planilla de un partido político o independiente por el principio de mayoría relativa o en la lista de regidurías por el principio de representación proporcional.

56. En otro aspecto, manifiesta que, en los municipios de minoría indígena, en los que rige el régimen de partidos políticos, no se dispone el derecho de estas comunidades a nombrar representantes ante el Ayuntamiento, pues únicamente se prevé para las poblaciones con mayoría, lo que irrumpe con el mandato constitucional que permite a los municipios con población indígena a contar con representantes ante los ayuntamientos –sin que se pase por alto que también debe atenderse al principio de paridad de género–.

57. Con independencia de lo anterior, sostiene que también se incumple el Convenio número 169 de la Organización Internación del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, debido a que, al regular la elección de candidaturas indígenas por el régimen de partidos políticos y de planillas independientes, se dejó de consultar a los pueblos originarios, con lo que se les impide gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales, en la medida que no se atiende a los sistemas de usos y costumbres en la elección de sus autoridades de elección popular.

58. Concluye que se vulneran los principios de supremacía constitucional, certeza, legalidad y objetividad electorales, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica, al sujetar la determinación de la mayoría de población indígena en un municipio al Padrón de Comunidades Indígenas Estatal, siendo que este dato debe obtenerse del Sistema Nacional de Información Estadística y Geografía, transgrediendo lo dispuesto en el artículo 26, apartado B, de la Constitución General.

59. 13o. Acusa que el artículo 294, en la parte inicial del párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, obstruye de manera irrazonable y desproporcionada a los partidos políticos el procedimiento de registro de candidaturas, al disponer que cada solicitud de registro deberá presentarse por triplicado y firmada la presidenta o presidente estatal del partido solicitante.

60. De esta manera, estima que el legislador dificulta la presentación de solicitudes de registro, en especial en municipios alejados de la capital del Estado, desplazando a la representación de los partidos políticos para actuar en su nombre, al exigir que las solicitudes triplicadas sean firmadas por el Presidente Estatal, sin que exista necesidad racional de esta condicional, apartándose de lo contenido en los artículos 41 y 116, fracción IV, incisos c), punto 1º y e), de la Constitución General.

61. Añade que, si un partido político decide registrar a sus candidatas y candidatos ante cada órgano electoral, es una decisión que corresponden a la libertad de auto organización, contando para ello con sus respectivos representantes acreditados, sin perjuicio que pueda optar por que el presidente o presidente del órgano de dirección estatal que señalen sus estatutos. 

62. Por tanto, reitera que la regulación de la norma impugnada no da opción a que los representantes partidistas presenten tales solicitudes, siendo que jurídicamente pueden acudir en representación de los partidos políticos, de manera que no pasa el test de necesidad y proporcionalidad, pues existen diferentes formas en que el partido político puede presentar cada solicitud de registro, sin que ello deba afectar el ejercicio de sus derechos.

63. 14o. Estima que el artículo 295, fracciones IV, V, incisos c) y j), y XI, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí vulnera los principios rectores electorales de certeza, legalidad, objetividad, idoneidad de los requisitos de elegibilidad, así como las garantías de seguridad jurídica y competencia y el principio de presunción de inocencia, pues resulta innecesario y excesivo que deba acompañarse a la solicitud de registro de candidaturas a cargos de elección popular documentos como: el comprobante de declaración fiscal o estar el corriente en el pago de contribuciones; la manifestación bajo protesta de no contar con antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso, así como el no estar condenado por el delito de violencia política contra las mujeres por razón de género; y copia certificada del acta de asamblea del partido político en la que hayan sido elegidos sus candidatas o candidatos.

64. En este sentido, refiere que tales requisitos son inadecuados por su ajenidad al ámbito electoral, innecesarios y excesivos, ya que no persiguen una finalidad constitucionalmente válida y existen formas más sencillas de acreditarlos, siendo que corresponde a quien impugne a una candidata o candidato demostrar su inelegibilidad.

65. En relación con el requisito consistente en acompañar al registro de candidatura el comprobante de presentación de la declaración fiscal del último ejercicio, o constancia emitida por la autoridad competente mediante la que se acredite estar al corriente en el pago de las contribuciones fiscales, manifiesta que es excesivo y no tiene índole electoral, por lo que no puede ser equiparado a un requisito de elegibilidad o absolutamente indispensable para la procedencia el registro de candidaturas, pues el cumplimiento de obligaciones de índole fiscal tiene un objeto diverso y se rige por normas en materias y autoridades de distinta naturaleza y atribuciones.

66. En relación con el requisito consistente en la “manifestación bajo protesta de decir verdad” de no contar con antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso, así como no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género, aduce que es gravoso, desmedido y transgrede el derecho a que toda persona imputada tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa, pues implica una desconfianza generalizada en ciudadanos y ciudadanas aspirantes a un cargo de elección popular a pesar de tener modo honesto de vivir.

67. Finalmente, manifiesta que es excesivo el anexar la copia certificada del acta de asamblea del partido en la que hayan elegido a sus candidatas o candidatos, pues se pasa por alto que en la entidad federativa hay 55 municipios, 15 distritos uninominales y una circunscripción estatal, por lo que de registrarse planillas, fórmulas y listas de candidaturas a las diputaciones y regidurías, habría de acompañarse en copia certificada cada una de las asambleas referidas, lo que implica actos de molestia y afecta el ejercicio del derecho de los partidos políticos, pues basta con que éstos en las solicitudes de registro de candidaturas manifiesten por escrito “que las candidatos y candidatos cuyo registro solicita fueron seleccionados de conformidad con las normas estatutarias”.

68. 15o. Considera que los artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II, y 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgreden los principios de certeza, legalidad y objetividad electorales, ya que, por una parte, disponen periodos laxos dentro de los cuales se pueden desarrollar las precampañas, incluso mayores en días al de las respectivas campañas y, por otro lado, extienden la fecha límite de retiro de la propaganda de precampaña al periodo de inter campañas.

69. De este modo, refiere que las normas dejan de garantizar el apego de los partidos políticos y candidaturas a seguir difundiendo actos o propaganda de precampaña más allá del plazo máximo de su duración constitucional –artículo 116, fracción IV, inciso j), de la Constitución General–, pues las reglas contenidas en el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II, no dan certeza de la fecha concreta en que dará inicio la precampaña de cada partido político y, como consecuencia, de su duración.

70. Asimismo, expresa que lo contenido en este precepto difiere con lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, ya que este último sí señala el día concreto en que dará inicio cada una de las campañas federales, mientras que la ley local deja abiertas las fechas y plazos para desarrollarse dentro de periodos más amplios en cada caso que el de la duración máxima de las precampañas.

71. Por otra parte, señala que es inconstitucional el artículo 340, párrafo tercero, en la parte que prevé la extensión del plazo para el retiro de propaganda de precampañas, pues considera que el retiro debería ser a la conclusión de cada una de las precampañas o dentro de los tres días siguientes, a efecto de no incidir publicitariamente más allá del tiempo en que se puede difundir legalmente, pues de la manera regulada se afecta el principio de definitividad de las etapas del proceso comicial y se pone en riesgo la equidad en la competencia electoral, favoreciendo al partido o precandidatura con más dinero.

72. 16o. Sostiene que los artículos 385, párrafo segundo, 386, fracciones II, inciso b), y III, y 420, párrafo tercero, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgreden los principios de certeza, legalidad y objetividad electorales, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica, pues regulan de manera deficiente las reglas para el escrutinio y cómputo de la votación.

73. En relación con este tema, acusa que los preceptos pretenden equiparar a las alianzas partidarias con las coaliciones, en la forma de computar los sufragios, siendo que son figuras distintas de participación electoral de los partidos políticos.

74. De este modo manifiesta que, en la coalición electoral los votos cuentan para el partido político que individualmente los haya obtenido y se suman para los candidatos de la coalición, salvo en los casos que el elector marque más de un emblema de los partidos coaligados, por lo que durante el cómputo distrital o municipal se distribuirán los votos equitativamente y se sumaran a los individualmente obtenidos y contabilizados por cada partido, según corresponda.

75. Por lo que respecta a las alianzas, explica que, al emitirse los votos por un emblema común, cuentan para las candidaturas de dicha alianza y que, después de todos los obtenidos en común, se distribuirán conforme a lo pactado en el convenio respectivo.

76. A partir de lo planteado, señala que las normas reclamadas pretenden equiparar la forma de contabilizar los votos de una alianza partidaria con los obtenidos por cada partido político que contiende en coalición.

77. Abona que existe antinomia entre estos artículos y los diversos 188, fracción IV, inciso b), y 190 de la legislación electoral en cita, ya que, en el caso de coaliciones, cada uno de los partidos políticos aparecerá con emblema separado, lo cual trae como consecuencia lógica que se computen de manera distinta de los votos en coalición que los emitidos por la alianza partidaria.

78. De esta manera, reitera que el legislador local pretende equiparar a la alianza partidaria con las coaliciones, excediendo su competencia, dado que estas últimas se regularán por la Ley General de Partidos Políticos, expedida por el Congreso de la Unión. 

79. 17o. Manifiesta que el artículo 391, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgrede los principios de certeza, legalidad, objetividad electorales y razonabilidad de las normas jurídicas, así como los principios de autodeterminación y auto organización de los partidos políticos, ya que de manera excesiva e innecesaria obliga al representante del partido político o de la candidatura independiente a entregar por triplicado el escrito de protesta e incidentes y su original al organismo electoral que corresponda.

80. Al respecto, expresa que es excesivo lo referente al escrito de protesta, pues no es un requisito de procedibilidad del juicio de nulidad y solo constituye un medio para establecer la existencia de presuntas irregularidades durante el día de la jornada electoral, por lo que su exigencia da como consecuencia no establecer esa presunción a pesar de que se realice la denuncia sobre su posible existencia.

81. Asimismo, señala que el legislador local convierte en deber esta opción contemplada en el artículo 51 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por lo que soslaya las bases regulativas del escrito de protesta que el Congreso de la Unión reguló y que de manera alguna contempla los requisitos previstos en la norma impugnada.

82. De igual modo, considera que el derecho a optar ante qué autoridad u órgano electoral se presenta, qué representante lo exhibe y el momento en que se ofrece el escrito de protesta, corresponde sólo a los partidos políticos. En este sentido, explica que el ejercicio del derecho de defensa del sufragio y de la preparación o acceso a la justicia electoral forman parte del sistema de medios de impugnación en materia electoral, de modo que es innecesaria y desproporcionada la restricción consistente en la presentación del escrito original del escrito de protesta ante los órganos distintos a las mesas directivas de casilla, por el representante del partido o candidatura independiente, pues con ello se restringe que el representante ante el Consejo, Comisión Distrital o Comité Municipal Electoral pueda presentar su propio escrito hasta antes de las sesiones de cómputo respectivas.

83. 18o. Refiere que el artículo 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí es inconstitucional, toda vez que la sanción de suspensión de derechos políticos de ciudadanas o ciudadanos y de todo empleo público por el tiempo que dure su comisión excede el plazo de un año que contempla el artículo 38, fracción I, de la Constitución General.

84. En este sentido, expresa que los cargos de elección popular tienen una duración mayor a un año, por lo que, si los candidatos electos no se presentan a desempeñarlo, quedarán privados de sus derechos de ciudadanía, así como de cualquier empleo público durante el tiempo que dure su comisión.

85. Deriva de esto, acusa que la norma prevé que los infractores no podrán ser registrados como candidatos en las dos elecciones subsecuentes, lo cual se traduce en una suspensión de derechos de, al menos, seis años en los que no podrán ser candidatos o candidatas a cargos de elección popular.

86. Por tanto, concluye que la norma en cuestión extiende la duración de la sanción suspensoria por más tiempo del que expresamente dispone la Constitución General, por lo que debe decretarse su invalidez.

87. TERCERO. Admisión y trámite. Por acuerdo de tres de agosto de dos mil veinte, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido del Trabajo, a la que le correspondió el número 164/2020 y, por razón de turno, designó al Ministro Luis María Aguilar Morales como instructor del procedimiento.

88. Por diverso proveído de diez de agosto del mismo año, el Ministro instructor admitió la acción de inconstitucionalidad y ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, para que rindieran sus respectivos informes; dio vista a la Fiscalía General de la República, para que formulara pedimento; dio vista a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal para que, si considerara que la materia de la acción de inconstitucionalidad trasciende a sus funciones, manifestara lo que a su representación corresponda; solicitó al Presidente del Instituto Nacional Electoral que enviara copia certificada de los estatutos vigentes del Partido del Trabajo, de la certificación de su registro vigente y precisara quién era su representante e integrantes de su órgano de dirección nacional al momento de la presentación de este medio de control constitucional; y solicitó al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que expresara por escrito su opinión, en relación con este medio de control constitucional.

89. CUARTO. Inicio del proceso electoral en el Estado de San Luis Potosí. Mediante oficio recibido el veinticuatro de agosto de dos mil veinte, la Consejera Presidenta y el Secretario Ejecutivo, ambos del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de San Luis Potosí, informaron a esta Suprema Corte que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 274 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, el próximo proceso electoral iniciará el treinta de septiembre de dos mil veinte.

90. QUINTO. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí. El Consejero Jurídico, en representación del Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí únicamente manifestó que promulgó y publicó el Decreto 0703, relativo a la expedición Electoral del Estado de San Luis Potosí, en la página electrónica del Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, de conformidad con el artículo 8º, fracción II, de la Constitución local.

91. Asimismo, refiere que con la expedición del Decreto no se vulneró la independencia del Congreso local en su proceso legislativo y se respetó la división de poderes establecida, tanto en la Constitución General, como en la Constitución del Estado de San Luis Potosí.

92. Finalmente, considera que no se advierte que la norma combatida vulnere, de manera directa o indirecta, los derechos fundamentales, esto es, de manera restrictiva, amplia o extensiva.

93. SEXTO. Informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí. El Diputado Presidente de la Diputación Permanente del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí rindió el informe a cargo del Poder Legislativo local, en el que dio respuesta a cada uno de los conceptos de invalidez formulados por el partido político nacional accionante en el sentido siguiente: 

94. 1o. Sostiene que con la emisión de los artículos 6, fracción XXIII, y 94, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, el Congreso local no invade competencias, ya que las normas únicamente regulan que se entiende por funcionarios electorales a aquéllas personas que, en términos de la legislación electoral, forman parte de los organismos electorales, así como aquéllos que por nombramiento o designación de quien sea competente, estén autorizados para realizar tareas electorales, exceptuando a los representantes del Congreso local y de los partidos políticos.

95. Asimismo, expresa que, en relación con la atribución del Consejo sobre la aplicación de sanciones y remoción a la persona titular del órgano interno de control, se garantizará el derecho de audiencia del interesado y el acatamiento de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aunado a que se requerirá del voto de la mayoría calificada de los miembros presentes para aplicar la sanción o remoción correspondiente.  De igual forma, refiere que al tener la decisión el carácter administrativo, el funcionario removido puede acudir a judicializar su asunto.

96. 2o. Niega las violaciones formuladas en contra del artículo 48, fracciones II y IV, debido a que la norma trata sobre la integración del Consejo General, con representación del Poder Legislativo, un representante por cada partido político inscrito y el representante de la candidatura independiente a la Gobernatura, que, de ser el caso, solo tendrán derecho a voz.  Asimismo, señala que por cada representante propietario se designará un suplente, y que los partidos políticos y el Congreso del Estado podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes.

97. 3o. Indica que los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h) y IV, inciso a), punto 4, 113, fracciones IV, XVI y XXII, establecen diversas atribuciones al Consejo General, a las Comisiones Distritales Electorales y a los Comités Municipales Electorales, de manera que niega las violaciones expresadas por el accionante, pues sostiene que las normas contienen atribuciones normativas y operativas de los órganos en el ámbito de su autonomía electoral.

98. 4o. Aduce que son incorrectas las transgresiones hechas valer en contra de los artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII, y 78, debido a que las normas regulan las atribuciones normativas y operativas del Consejo General y de sus funcionarios en el ámbito de su autonomía electoral.

99. 5o. Niega las violaciones manifestadas en contra de los artículos 52, párrafos primero y tercero, 112 y 120, párrafos primero y tercero, toda vez que su contenido trata sobre las atribuciones normativas y operativas del Consejo General, referentes a la asistencia y quórum de sus integrantes, así como a su ámbito de autonomía electoral.

100. 6o. Refiere que no hay transgresión alguna respecto del artículo 100, fracciones I, III y IX, ya que éste pretende acreditar requisitos de elegibilidad para quienes deseen ser funcionarios electorales.

101. 7o. Considera que los artículos 102, párrafo segundo, 108, fracción IV, 117, fracción IV, y 274, fracción I, segundo párrafo, dan certeza al proceso electoral, en cuanto hace a la representación partidista ante el órgano electoral respectivo.

102. 8o A 18o. En respuesta a los conceptos de invalidez octavo a décimo octavo, de manera reiterativa, expresa que los artículos 130, fracción II (octavo); 139, fracción VI (noveno); 180, 181, 182, 183, 184, 185, 186, 187(décimo); 239, fracción I, segundo párrafo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto, 424, párrafo tercero(décimo primero); 240, 288, párrafo primero (décimo segundo); 294, parte inicial de su párrafo primero (décimo tercero); 295, fracciones IV, V, incisos c) y j), y XI (décimo cuarto); 337, párrafo segundo, fracciones I y II, 340, párrafo tercero (décimo quinto); 385, párrafo segundo, 385, fracciones II, inciso b) y III, 420, párrafo tercero, fracción II (décimo sexto); 391, párrafo primero (décimo séptimo); y 483 (décimo octavo), de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, dan certeza, legalidad, máxima publicidad y objetividad electorales, aunado a que son acordes con la garantía de seguridad jurídica, fundamentación y motivación.

103. Adicionalmente, en la contestación al noveno concepto de invalidez, refiere que el artículo 139, fracción VI, pretende regular y respetar los principios de autodeterminación y auto organización de los partidos políticos.

104. Asimismo, en respuesta al décimo segundo concepto, abona que con la emisión de los artículos 240 y 288, párrafo primero, no se vulnera la autonomía de los pueblos y comunidades indígenas.

105. De igual forma, en los argumentos con los que da respuesta al décimo tercero, décimo cuarto, décimo quinto y décimo sexto conceptos de invalidez, sostiene que las normas –294, parte inicial de su párrafo primero; 295, fracciones IV, V, incisos c) y j), y XI; 337, párrafo segundo, fracciones I y II; 340, párrafo tercero; 385, párrafo segundo, 385, fracciones II, inciso b) y III; y 420, párrafo tercero, fracción II– no obstruyen ni dificultan el acceso de los partidos políticos para el procedimiento de registro de candidaturas.

106. También, es conveniente señalar que la legislatura, en cada respuesta a los conceptos de invalidez, reproduce que no existió violación procesal alguna, ya que durante el desarrollo de la sesión ordinaria número 70 de veintiocho de junio de dos mil veinte, publicada en el Portal de Internet del Congreso del Estado de San Luis Potosí, no se vulneraron las garantías de legalidad y debido proceso, previstas en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución General. De igual forma, indica que con la emisión de la norma no se vulneraron los principios de la democracia representativa, ni el principio deliberativo, pues se dio oportunidad a los diputados que integran la LXII Legislatura que conocieran con el debido tiempo la iniciativa e intervinieran en el debate, de manera que no hubo simulación del proceso legislativo.

107. SÉPTIMO. Opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Mediante oficio TEPJF-P-FAFB-297/2020, recibido de manera electrónica por esta Suprema Corte de Justicia el veintidós de agosto de dos mil veinte, el Magistrado Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, remitió la opinión del órgano jurisdiccional que representa, manifestando, respecto cada uno de los artículos impugnados inmersos en los conceptos de invalidez formulados, lo siguiente:

108. 1o. La opinión concerniente a este concepto de invalidez fue dividida en los dos temas siguientes:

109. I. En este primer apartado, estima que es inconstitucional el artículo 6, fracción XXIII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, pues el legislador local, al prever que son miembros de los órganos electorales las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado, invade la facultad exclusiva del Instituto Nacional Electoral relativa a la integración de los Organismos Públicos Locales, en términos del artículo 41, apartado C, último párrafo, de la Constitución General.

110. En este sentido, expresa que la integración de los Organismos Públicos Locales fue regulada por el constituyente federal en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la cual prevé que los miembros de los organismos públicos electorales se encuentran integrados por el órgano superior de dirección y los miembros del Servicio Profesional Electoral Nacional y personal de la rama administrativa, designados por el Instituto Nacional Electoral y regulados a través de su estatuto, de modo que si el legislador local decretó a través de la normativa electoral local la integración de diversos ciudadanos como miembros del organismo público local, ello supone una invasión de competencias.

111. II. Por lo que refiere a este segundo apartado, opina que es inválido el artículo 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, el cual faculta al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana Estatal a sancionar y remover por causas graves de responsabilidad administrativa al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso.

112. Con el fin de demostrar su aseveración, trae al caso la acción de inconstitucionalidad 103/2015, en la que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó la invalidez del artículo 87 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Tlaxcala, que establecía, en lo que interesa, que el Consejo General resolvería la aplicación de sanciones al Contralor General, incluida la remoción por causas graves de responsabilidad administrativa. Al respecto, explica que, en dicha ocasión, el Pleno invalidó la norma por considerar que su regulación no permitía al Contralor General realizar su función con la autonomía que a nivel constitucional se le exige, ya que al permitirse que el Consejo General resolviera sobre la aplicación de sanciones a este funcionario, equivalía a subordinarlo y atentaba contra su autonomía.  

113. Adicionalmente, externa que en el precedente se determinó que la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales otorga potestad a la Cámara de Diputados para sancionar y remover al Contralor General, a solicitud del Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

114. Conforme a lo narrado, concluye que la norma impugnada, al ser de contenido similar a la analizada en la acción de referencia, es inválida, pues los principios de independencia y autonomía técnica de los que goza el órgano de control interno para ejercer sus funciones de fiscalización, control y vigilancia podrían verse vulnerados ante la facultad de aplicación de sanciones por parte del Consejo Electoral Estatal, máxime que la aplicación de sanciones debe ser efectuada por el poder legislativo estatal, quien fue la autoridad que designó al titular del órgano de control interno.

115. 2o. Estima que el artículo 48, fracciones II y IV, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí debe invalidarse, debido a que regula de manera diversa a la Constitución General la integración del órgano superior de los Organismos Públicos Locales.

116. Esto es, la Norma Suprema, en su artículo 116, fracción IV, inciso c), numeral 1, establece que la integración de los organismos se compondrá por un órgano de dirección superior integrado por un consejero presidente, seis consejeros electorales, un secretario ejecutivo y los representantes de los partidos políticos, quienes concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz.

117. Mientras que el precepto en sus fracciones impugnadas prevé que el Consejo General se integrará por: “Dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría, y uno de la primera minoría, que serán nombrados por el Congreso del Estado y sólo tendrán derecho a voz. Por cada representante propietario se designará un suplente” y que “(…) el Congreso del Estado, podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes”. 

118. De esta manera, arguye que el Legislador Local mandata una integración diversa a la dispuesta en la Constitución General, en la que adiciona dos representantes del legislativo, propietarios y suplentes, por lo que el precepto combatido debe declararse inválido.

119. 3o. Considera que se deben invalidar las disposiciones contenidas en los artículos 49, fracciones I, inciso c), h), IV, inciso a), numeral 4, 113, fracciones IV y XV, 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, debido a que las atribuciones concedidas en dichos preceptos al Consejo Local, a las Comisiones Distritales y a los Comités Municipales, relacionadas con las funciones de capacitación electoral, geografía electoral, así como el diseño y determinación de los distritos electorales y división del territorio en secciones electorales, al igual que la ubicación de las casillas y la designación de los funcionarios de sus mesas directivas, son atribuciones que le corresponden al Instituto Nacional Electoral y, por ende, el Congreso local carece de facultades para legislar sobre dichas temáticas, en términos del artículo 41, fracción V, apartado B, inciso a), de la Constitución General.

120. Con el objeto de sentar las bases de su conclusión, invoca la acción de inconstitucionalidad 42/2015 y sus acumuladas, en la que el Pleno de este Máximo Tribunal, en lo que interesa, sostuvo que, de conformidad con el artículo octavo transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Federal en materia político-electoral publicado el diez de febrero de dos mil catorce, una vez integrado el Instituto Nacional Electora y a partir de que entren en vigor las leyes generales de partidos, procedimientos y delitos electorales, las funciones correspondientes a la capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de las mesas directivas, en los procesos electorales, se entenderían delegadas a los organismos públicos locales electorales, en términos del artículo 41, fracción V, apartado B, inciso a), de la Norma Suprema en cita.

121. Adicionalmente, recalcó que el veintinueve de mayo de dos mil quince se publicó en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo INE/CGI100/2014 aprobado por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, en el que se determinó que el Instituto reasumiría las funciones correspondientes a la capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de la mesa directiva que habían sido delegadas a los organismos públicos locales electorales. De manera que quedó superada la delegación en favor de los organismos públicos locales electorales.

122. Con base en estas consideraciones, sostiene que el anterior criterio se hace patente en el presente caso y, como consecuencia de ello, deben invalidarse las normas en cuestión, pues el Congreso local carece de atribuciones para legislar y otorgar atribuciones a los organismos públicos locales en las materias en mención.

123. 4o. Expresa que no es dable emitir opinión respecto del motivo de inconformidad de los artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII, y 78, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, ya que los argumentos del partido político se encuentran relacionados con la omisión de legislar en paridad de género en el nombramiento de la persona titular de la Secretaría Ejecutiva u Órgano Técnico, lo cual es de carácter administrativo y no se relaciona con el derecho político-electoral de acceder a un cargo de elección popular.

124. 5o. Considera que los artículos 52, párrafos primero y tercero, 112, y 120, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son acordes con la Constitución Federal.

125. Al respecto, señala que el hecho de que las decisiones de los órganos electorales se emitan con voto de calidad de la Presidencia, aún si no hubiere quórum legal en caso de las sesiones que se efectúen dentro de las veinticuatro horas siguientes a la primigenia convocada, queda exclusivamente en el régimen interno de ese cuerpo colegiado, lo que resulta armónico con lo previsto en el artículo 116, fracción IV, incisos b) y c), de la Constitución General.

126. En este sentido, manifiesta que la normatividad impugnada establece que el Consejo General del Instituto Electoral Local sesionará válidamente con la presencia de cuatro de sus integrantes, previendo como excepción que, en caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del consejo, la sesión tendrá verificativo las veinticuatro horas siguientes con las Consejeras, Consejeros y representantes que asistan.

127. A partir de lo narrado, refiere que el sistema que se prevé imposibilita que se generen empates, dado que, al asistir el titular de la presidencia, éste tendrá voto de calidad y, en caso de inasistencia, será sustituido por otra consejería que se encuentre presente. 

128. En relación con el voto de calidad, opina que ésta es una facultad reconocida y específica que sólo el Presidente posee extraordinariamente cuando se suscita un empate, la cual no evidencia ilegalidad alguna y permite que el órgano pueda cumplir con sus funciones para la toma de decisiones en las que se requiere que exista mayoría. Con el fin de fundamentar su dicho, da noticia de la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, en la que el Pleno de este Máximo Tribunal concluyó que no era inconstitucional el artículo en el que se preveía el voto de calidad del Presidente del Consejo General del Instituto Electoral local o quien lo supla, precisando que esta figura es un mecanismo razonable que permite hacer viable la toma de decisiones en el órgano colegiado, sin detrimento de los principios rectores de la materia, máxime si se toma en cuenta lo perentorio de los plazos y términos con que se cuenta para hacer efectivo el principio de definitividad de las distintas etapas del proceso electoral.

129. Finalmente, expresa que, una vez analizada la independencia y autonomía del órgano administrativo local, así como las atribuciones otorgadas en la Constitución, no se advierte la obligación del legislador para regular más atribuciones que las ya conferidas, como sería el caso de las inasistencias de los miembros del consejo electoral local, máxime si se toma en cuenta la normativa ya prevé las situaciones extraordinarias que pudieran ocurrir y cómo solventarlas.

130. 6o. Estima que los requisitos exigidos a los aspirantes a las consejerías ciudadanas municipales o municipales de los órganos electorales desconcentrados del Organismo Público Local de San Luis Potosí, previstos en el artículo 100, fracciones III y IX, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí se ajustan a la realidad constitucional.

131. En relación con el requisito de “saber leer y escribir”, previsto en la fracción III, sostiene que es acorde con el texto constitucional, pues no establece mayores restricciones a las previstas en la Norma Suprema, en tanto que ésta, en su artículo 35, fracción VI, dispone que es un derecho de la ciudadanía poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley.

132. Asimismo, refiere que el “saber leer y escribir” no debe entenderse de forma aislada, pues el legislador Potosino estableció una serie de requisitos adicionales para ocupar los cargos de las consejerías electorales en las comisiones distritales y en los comités municipales electorales, de manera que, en concordancia con estos requisitos, se pretende que los participantes se sometan a los procedimientos de selección que determine el Instituto Electoral local, con el fin de que sean designados los mejores perfiles.

133. De esta manera opina que la exigencia de “saber leer y escribir” no establece mayores restricciones que la Norma Suprema, no es un requisito único y se trata del ejercicio de la libertad configurativa legislativa de la que gozan las entidades federativas, en términos de los artículos 5, párrafo cuarto, 35, fracción VI, y 116, fracción IV, inciso b), de la Constitución Federal.

134. En otro orden, manifiesta que también es acorde con la Constitución General el requisito previsto en la fracción IX, del artículo en cita, consistente en tener como mínimo dieciocho años al momento de la designación para el cargo de consejera o consejero ciudadano.

135. Respecto de esta fracción, expresa que el partido político promovente parte de una lectura parcial de este requisito, siendo que no es único para la designación del cargo, de manera que se concatena con otros al momento del nombramiento.  Asimismo, refiere que la Norma Suprema dispone que la ciudadanía se adquiere a los dieciocho años, lo cual implica que, cuando la persona alcance esta edad, está en aptitud de ser designada para cualquier empelo o comisión del servicio público, de manera que puede aspirar a ser consejera o consejero de los consejos distritales y de los comités municipales electorales al cumplir con la edad mínima requerida.

136. 7o. Opina que los artículos 102, párrafo segundo, 108, fracción IV, 117, fracción IV, y 274, fracción I, párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son inconstitucionales, pues el hecho de que los partidos políticos no postulen candidatos en determinada elección o cierto número de elecciones, no constituye un impedimento para que cuenten con representantes ante el órgano electoral correspondiente, dado que sus labores no se circunscriben a la defensa de intereses particulares, sino que el propio diseño constitucional del sistema electoral les concede funciones adicionales que tienden a garantizar la observancia de la norma fundamental, así como los principios que rigen los comicios.

137. A manera de precedente, cita la acción de inconstitucionalidad 38/2014 y sus acumuladas 91/2014, 92/2014 y 93/2014, en la que el Pleno de esta Suprema Corte estudió un artículo similar al que ahora se impugna y declaró su invalidez –38, fracción I, de la Ley Electoral del Estado de Nuevo León–, expresando que, a partir de los artículos 41 y 116, fracción IV, inciso c), apartado 1, de la Constitución General, se advierte el derecho que le asiste a los partidos políticos de nombrar representantes ante los órganos de dirección de las autoridades administrativas electorales, el cual no puede verse restringido ante supuestos no contemplados en la propia Norma Suprema.

138. En términos del precedente en mención, concluye que son inconstitucionales las normas impugnadas en su parte normativa que dispone “tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate”.

139. 8o. Manifiesta que los planteamientos de inconformidad relacionados con el artículo 130, fracción II, de la Ley Electoral de San Luis Potosí no constituyen una cuestión propiamente constitucional que impliquen la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo de la Norma Suprema, sino que atañen a cuestiones de legalidad, por lo que este tema no es motivo de opinión.

140. En este sentido, refiere que este Alto Tribunal en el criterio de rubro: “CUESTIÓN CONSTITUCIONAL. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO, SE SURTE CUANDO SU MATERIA VERSA SOBRE LA COLISIÓN ENTRE UNA LEY SECUNDARIA Y UN TRATADO INTERNACIONAL, O LA INTERPRETACIÓN DE UNA NORMA DE FUENTE CONVENCIONAL, Y SE ADVIERTA PRIMA FACIE QUE EXISTE UN DERECHO HUMANO EN JUEGO”[footnoteRef:1], ha sostenido que cuando se alega una confrontación entre dos normas secundarias, tal problema conlleva en principio una cuestión de legalidad, debido a que se pretende dilucidar cuál es la debida aplicación de la ley al caso concreto, lo que en modo alguno origina un asunto de contraste constitucional. [1:  Registro 2006223. [J]; 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.; Libro 5, abril de 2014; Tomo I; Pág. 94. P./J. 22/2014 (10a.).] 


141. 9o y 10o. De manera conjunta da contestación a estos conceptos de invalidez y opina que los artículos 139, fracción VI, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187, de la Ley Electoral de San Luis Potosí son inconstitucionales, pues regulan el tema de las coaliciones y contravienen aspectos de la regulación de esta figura contemplada en la Ley General de Partidos Políticos.

142. Con el fin de demostrar su conclusión, señala que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 22/2014 y sus acumuladas, estableció que el régimen de coaliciones aplicables tanto a procesos federales como locales, por disposición constitucional, debe ser regulado por el Congreso de la Unión en la ley general que expida en materia de partidos políticos, de manera que las entidades federativas no cuentan con atribuciones para legislar sobre dicha figura.

143. Con base en lo establecido, sostiene que los artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187, ubicados en el Título Sexto, Capítulo VI, denominado “De las Coaliciones”, de la legislación electoral local, son inconstitucionales, ya que regulan de manera directa la figura de la coalición, de modo que exceden la posibilidad de las entidades federativas de establecer este tipo de disposiciones, pues se contraviene toda la regulación respecto de coaliciones contenida en la Ley General de Partidos Políticos. 

144. En igual sentido, considera que es inconstitucional la porción normativa del artículo 139, fracción VI, que prevé que son derechos de los partidos políticos, formar coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones, las que, en todo caso, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, en los términos de la Ley General de Partidos Políticos.  En este caso, señala que la inclusión de la porción normativa estatal produce una contravención al artículo 23.1, inciso f), de la Ley General de Partidos Políticos, pues establece que la formación de coaliciones, frentes y fusiones, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección nacional que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos políticos.

145. Por esta razón, concluye que resulta incongruente que se ordene el registro de las coaliciones en los órganos de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada partido político, cuando la ley general regula que se puede llevar a cabo en el órgano de dirección nacional, de modo que esta regulación indirecta de las figuras de las coaliciones excede de las atribuciones de las entidades federativas.

146. 11o. Manifiesta que los artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto, y 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son acordes al texto constitucional, pues la determinación de no contemplar la figura de presidente municipal suplente dentro de las planillas que los partidos políticos presentan para contender en la elección de los ayuntamientos que conforman dicha entidad federativa no transgreden artículo alguno de la Norma Suprema, pues no existe dispositivo que obligue a que dichos cargos de elección popular cuenten con un suplente.

147. En este sentido, expresa que el partido político accionante sostiene que la falta de suplente en el cargo de presidente municipal contraviene el artículo 115, fracción I, párrafo segundo, de la Constitución General, sin embargo, de este precepto no se aprecia hipótesis alguna que ordene a los Congresos de los Estados a contemplar dentro de sus ordenamientos legales la figura del presidente municipal suplente como cargo de elección popular para ser registrado y votado por la ciudadanía en los procesos electorales que se lleven a cabo en las entidades federativas.

148. Finalmente, en relación con el tema de la antinomia suscitada entre el artículo 424 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, que remite al precepto 43, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal, y el diverso 57, párrafo segundo, fracción III, de la Ley de Justicia Electoral Local, estima que no puede emitirse opinión especializada, pues corresponderá al operador jurídico determinar cuál es la norma que resulta aplicable; habida cuenta que la disposición sustantiva se pretende contrastar con una norma que corresponde al derecho procesal electoral, por lo que no está comprendida dentro de la clasificación de normas generales de ese carácter para efectos de la acción de inconstitucionalidad.

149. 12o. Expresa que los artículos 240 y 288, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son inconstitucionales, con motivo de que, durante su proceso de creación, no se garantizó el derecho a la consulta libre, previa, informada y culturalmente adecuada de los pueblos y comunidades indígenas.

150. Con el fin de demostrar su conclusión, expresa que la normativa local impugnada tiene como finalidad primordial el reconocimiento y protección de diversos derechos de los pueblos y comunidades indígenas, pues en las propuestas presentadas por los partidos políticos y candidaturas independientes, en los municipios donde la población sea mayoritariamente indígena, sea incluida, cuando menos, una fórmula de candidaturas propietaria y suplente de tales comunidades, ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional.

151. De esta manera, estima que si las autoridades estatales, conforme a la documentación y medios de prueba aportados, no demuestran que realizaron una consulta a los pueblos y comunidades indígenas de San Luis Potosí, entonces, los preceptos combatidos son inconstitucionales.  Máxime si el legislador local reconoce que no fue posible realizar la consulta correspondiente con motivo de la contingencia sanitaria por la enfermedad COVID-19, no obstante que la Sala Superior, desde mayo de dos mil dieciocho, vinculó a la autoridad administrativa electoral de la entidad federativa a realizar estudios para la implementación de acciones afirmativas en materia indígena, respecto del registro de candidaturas a diputaciones locales.

152. Con el objeto de fundamentar su opinión, cita a manera de precedentes la acción de inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/2019, así como la diversa 116/2019 y su acumulada 117/2019.

153. 13o. Manifiesta que el artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral de San Luis Potosí se encuentra apegado a la regularidad constitucional, pues el requisito para la solicitud de registro de candidaturas para cargos de elección popular consistente en presentarse por triplicado y firmada por la Presidenta o el Presidente Estatal del partido solicitante, anexando datos y documentos, no obstaculiza desmedida e injustificadamente el derecho a ser votado, además de que cumple con el objetivo de otorgar certeza en la contienda electoral.

154. Al respecto, cita que este Máximo Tribunal, en la ejecutoria de la acción de inconstitucionalidad 7/2009 y sus acumuladas 8/2009 y 9/2009[footnoteRef:2], señaló que, conforme a lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Castañeda, el precepto 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que la ley, con el fin de evitar la posibilidad de discriminación contra individuos en el ejercicio de sus derechos políticos, puede reglamentar el ejercicio y las oportunidades a los derechos, siendo exclusivamente los referentes a la edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. [2:  De la cual derivó el criterio de rubro: “REGISTRO DE CANDIDATURAS DE DIPUTADOS LOCALES Y EDILES DE LOS AYUNTAMIENTOS. EL ARTÍCULO 183, FRACCIÓN XI, INCISO F), DEL CÓDIGO NÚMERO 307 ELECTORAL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE, AL ESTABLECER QUE A LAS SOLICITUDES RELATIVAS DEBERÁ ACOMPAÑARSE LA CONSTANCIA DE RESIDENCIA RELATIVA, NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 35 CONSTITUCIONAL”. Registro 160361. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro IV, enero de 2012; Tomo 1; Pág. 609. P./J. 96/2011 (9a.).] 


155. Con base en lo descrito, opina que la norma impugnada se encuentra dentro de los parámetros de regularidad constitucional, ya que la postulación se realiza a través de los partidos políticos y con ello se justifica la participación y la vinculación de sus candidaturas, de manera que la solicitud de registro que se debe firmar por la Presidenta o el Presidente Estatal del partido político solicitante se traduce en un elemento de aprobación de las instituciones políticas respecto a quienes los representan y es una consecuencia, en sí misma, de la participación que se pretende, con lo que se demuestra el vínculo entre el candidato y el partido político.

156. 14o. En relación con la impugnación del artículo 295, fracciones IV, V, incisos c) y j) y XI, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, arriba a conclusiones diversas, pues sostiene que la mayoría de las hipótesis combatidas son inconstitucionales, con excepción de la prevista en la fracción XI.

157. Respecto de la primer hipótesis, contenida en la fracción IV, que prevé que a la solicitud de registro deberá anexarse comprobante de declaración fiscal o de estar al corriente en el pago de contribuciones, estima que contraviene el artículo 35, fracción II, de la Constitución General, así como el precepto 23, apartado 1, inciso b), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al establecer un requisito que afecta el derecho político-electoral de la ciudadanía de ser votada a los cargos de Gobernaturas, Diputaciones locales e integrantes de los Ayuntamientos, pues tal cuestión no persigue un fin legítimo y no resulta idóneo, eficaz ni proporcional en sentido estricto, pues es una medida restrictiva e injustificada del derecho de la ciudadanía a ser votada que carece de asidero constitucional.

158. Por su parte, opina que es contrario a la Constitución General el requisito contenido en la fracción V, inciso c), referente a la manifestación bajo protesta de decir verdad de no tener antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso, ya que, con independencia de que no encuentra sustento en la Norma Suprema, restringe de forma injustificada y sin perseguir un fin legítimo el derecho político-electoral de ser votado a los cargos de elección popular.  Agrega que, este Alto Tribunal, en las acciones de inconstitucionalidad 85/2018, 40/2019, 86/2018 y 50/2019, reiteró su criterio en el sentido de que el exigir el requisito de no tener antecedentes penales para ejercer una actividad, sin hacer distinción o excepción alguna, viola los principios de igualdad y no discriminación, establecidos en el artículo 1º de la Constitución Federal.

159. En otro aspecto, por cuanto ve al requisito regulado en la fracción XI, consistente en acompañar a la solicitud copia certificada del acta de asamblea del partido en la que hayan sido electos sus candidatas o candidatos, considera que es inconstitucional ya que es desproporcional y afecta el derecho de los ciudadanos a ser votados y de registrarse a cualquier candidatura, aunado a que el Instituto Electoral Local cuenta con esta información o documentación, por lo que no constituye un fin de convicción legítimo, además de que no es favorable al derecho humano de ser votado.

160. Finalmente, considera que es constitucional la fracción V, en su inciso j), que regula la manifestación bajo de protesta de decir verdad de no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género.  En efecto, considera que este precepto es apegado a la Norma Suprema, pues, a partir de una interpretación hermenéutica y del principio pro persona, es razonable y proporcional, esto es, debe delimitarse el ámbito temporal de la causa de impedimento exclusivamente al tiempo exacto que dure la condena penal, de manera que una vez agotada desaparecerá esta causa para ocupar un cargo de elección popular –lo cual resulta acorde con la idea de que, una vez que la persona cumplió con la pena impuesta en un proceso penal, está lista para reintegrarse a la sociedad y gozar de los mismos derechos que cualquier otro individuo–.

161. Aunado a ello, refiere que interpretar la expresión estar condenada o condenado como equivalente a cualquier tipo de condena vigente o actual a fin de que en dicha expresión estén comprendidas tanto la pena privativa de la libertad como otras distintas a ésta, resulta ser una decisión razonable que mantiene una proporción justa entre el fin que persigue el impedimento y la medida utilizada para alcanzarlo. No obstante, sostiene que lo más adecuado es limitar la aplicación de la causa de impedimento a los casos en los que la condena penal sea firme, de manera que exista una plena certidumbre en torno a la responsabilidad del infractor, disipando toda duda en torno a si existieron vicios en la decisión judicial penal de primera instancia.

162. Adicionalmente, manifiesta que el hecho relativo a que solo se establezca como causa de inelegibilidad la condena por delito de violencia política en contra de las mujeres y no por otros delitos no implica una omisión legislativa, pues forma parte de la libre configuración del legislador local en la que busca destacar el respecto a los derechos de las mujeres, máxime que la Constitución General o las disposiciones convencionales no obligan al congresista a establecer necesariamente como causa de inelegibilidad la comisión de delitos.

163. 15o. Manifiesta que los artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II, y 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí se ajustan a la regularidad constitucional.

164. Sostiene que los plazos de sesenta y cuarenta días establecidos en el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I, II y III, para la duración de las precampañas a la Gobernatura y a las diputaciones locales y de Ayuntamientos, se adecuan con los regulados en el artículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso j), de la Constitución Federal, ya que equivalen a las dos terceras partes de los previstos para la duración máxima de las campañas a los referidos cargos de elección popular que son de noventa y sesenta días.  Asimismo, expresa que la fracción III de esta norma es clara en prever que las precampañas deberán celebrarse dentro de los mismos plazos, por lo que no deberán exceder de sesenta y cuarenta días –ya sea en caso de Gobernatura, diputaciones locales y de ayuntamiento–, lo cual no quiere decir que los procesos internos de todos los partidos políticos deban ajustarse a fechas determinadas, pues, al no haber disposición expresa en la norma constitucional, el congreso local, en aras de su libertad de configuración, determinó regular de tal forma.

165. Por lo que se refiere al artículo 340, señala que la regulación de la propaganda electoral es una materia concurrente, de manera que las entidades federativas no pueden establecer reglas que sean contrarias a los lineamientos mínimos que se contemplan en las leyes generales. Con el fin de dilucidar este tema, trae a colación la acción de inconstitucionalidad 45/2015 y sus acumuladas, en la cual este Alto Tribunal precisó que, al no existir mandato constitucional de uniformidad, los preceptos 209 a 212 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales no agotan la regulación en materia de propaganda electoral, pues constituyen una regulación mínima a partir de las cuales las entidades federativas pueden desarrollar su propia normativa.

166. Con base en lo relatado, concluye que esta norma local es una reiteración del lineamiento contemplado en el artículo 212, párrafo 1, de la Ley General, aunado a que no se advierte que su contenido produzca una violación al principio constitucional de equidad en la contienda electoral, ya que todos los participantes están sujetos al cumplimiento de las mismas prohibiciones y obligaciones en materia de propaganda, máxime si se toma en consideración que la propia legislación contempla un régimen de responsabilidades y procedimientos especiales sancionadores.

167. 16o. Sostiene que los artículos 385, párrafo segundo, 386, fracciones II, inciso b), y III, y 420, párrafo tercero, fracción II, de la Ley Electoral de San Luis Potosí son inconstitucionales, toda vez que contravienen el principio de certeza en materia electoral, previsto en los preceptos 41, párrafo tercero, base V, apartado A, y 116, párrafo segundo, apartado V, inciso b), de la Constitución Federal, pues el legislador local incurre en una indebida regulación respecto de la forma de computar los votos para las alianzas partidarias, ya que las asemeja a las coaliciones electorales, las cuales tienen diferencias sustanciales.

168. En este sentido, considera que es indebido que el legislador local regule la forma de computar los votos tanto para las coaliciones como para las alianzas electorales de forma similar, cuando es necesario atender a las particularidades de cada una, lo cual trasciende a la votación que cada partido político debe realmente obtener, de manera que se debe invalidar de las disposiciones legales cuestionadas la porción normativa que alude a las alianzas partidarias.

169. Con la finalidad de fundamentar su conclusión, invoca la acción de inconstitucionalidad 54/2017, en la que el Pleno de este Máximo Tribunal se pronunció respecto al tema de la alianza partidaria, transferencia de votos y emblema común de los institutos políticos que participan bajo la figura de alianza partidaria.

170. De esta resolución destaca que la Suprema Corte resolvió que no existía similitud entre la figura de la alianza partidaria y de la coalición, pues con independencia de que las entidades federativas tenían vedada su competencia para regular respecto a ésta última, era factible que la regularan en lo atinente a la alianza partidaria, de manera que el congreso local contaba con libertad de configuración para legislar sobre los requisitos y lineamientos para la postulación de alianzas partidarias y la forma de cómputo de sus votos.

171. 17o. Refiere que el artículo 391, primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí es inconstitucional, en virtud de que constituye un obstáculo para el acceso a la justicia y vulnera el artículo 17 de la Norma Suprema, con motivo de que, la norma impugnada, al estipular que los escritos de protesta deben contener una serie de requisitos como presentarse por triplicado, debiendo constar en ellos nombre y firma de la secretaria o secretario de casilla, así como la hora en que se hayan recibido, hace condicionar la posibilidad de hacer patentes las irregularidades al cumplimiento de un requisito formal, negando valor alguno a dichos documentos cuando se concretiza la hipótesis jurídica en cuestión.

172. Al respecto, sostiene que la medida es desproporcional e innecesaria, pues ningún requisito debe privar de efectos a los escritos de protesta, ya que se tratan de actos jurídicos diversos e independientes entre sí, que pretenden asentar un antecedente sobre las irregularidades advertidas, de manera que no constituyen un requisito formal y solo buscan hacer patente lo ocurrido en la jornada electoral, lo cual será corroborado con lo visto por los representantes de los partidos políticos y candidaturas independientes, quienes tienen el carácter de coadyuvantes en la vigilancia del proceso electoral.

173. 18o. Considera que el artículo 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí es inconstitucional al exceder el límite de un año que el artículo 38 de la Constitución General prevé expresamente para la suspensión de los derechos políticos ante el incumplimiento de una obligación ciudadana, esto es, la norma regula que las personas que, habiendo sido electas para ocupar un cargo de elección popular, no se presenten sin causa justificada a desempeñarlo, quedarán privadas de sus derechos de ciudadanos y de todo empleo público por el tiempo que dure su comisión y, además, de que no podrán ser registradas como candaditas en dos elecciones subsecuentes. 

174. Para arribar a dicha conclusión, refiere que este Alto Tribunal al resolver la acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017, expresó que el incumplimiento de la obligación ciudadana de desempeñar un cargo de elección popular, previsto en el artículo 36, fracción IV, de la Constitución General, se sanciona con la suspensión de los derechos políticos en términos del precepto 38, fracción I, del ordenamiento supremo en cita, de manera que existe una condición temporal de un año de suspensión del derecho, con independencia de otras penas que por el mismo hecho se determinen. 

175. Derivado de lo narrado, sostiene que el caso en cuestión resulta similar, pues en aquélla resolución se determinó que era contrario al texto constitucional el artículo 9, numeral 2, fracción V, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, ya que el legislador local excedió el límite de un año que prevé la Constitución General al establecer que la suspensión de derechos políticos ante el incumplimiento del deber ciudadano de desempeñar el cargo de síndico, regidor, presidente municipal, diputado o gobernador, por el tiempo que debería durar el cargo a desempeñar.

176. OCTAVO. Opinión de la Fiscalía General de la República y de la Consejería Jurídica del Gobierno Federal. No formularon opinión en relación con el presente asunto.

177. NOVENO. Cierre de la instrucción y remisión del expediente para formular proyecto de sentencia. Agotado en sus términos el trámite respectivo y previo acuerdo de cierre de instrucción, el veintiocho de agosto de dos mil veinte se recibió el expediente en la ponencia del Ministro instructor, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.


CONSIDERANDO:

178. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y, finalmente, en términos del Punto Segundo del Acuerdo General 5/2013, toda vez que se plantea la posible contradicción entre una norma de carácter estatal y la Constitución General, así como la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

179. SEGUNDO. Oportunidad. Por razón de orden, en primer lugar, se debe analizar si la acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente.

180. El Decreto número 703 que expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, fue publicado el treinta de junio de dos mil veinte, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí “Plan de San Luis”.

181. Así, de conformidad con el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:3], el plazo para promover la acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales y su cómputo debe iniciarse a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el correspondiente medio oficial, precisando que, como regla general, si el último día del plazo fuera inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.  No obstante, en el párrafo segundo del referido precepto se especifica que, en materia electoral todos los días y horas son hábiles, de manera que el cómputo de la oportunidad de una acción de inconstitucionalidad debe realizarse en el entendido de que la demanda debe presentarse antes o durante el día treinta del plazo correspondiente, incluso si se trata de un día que ordinariamente es inhábil[footnoteRef:4].   [3:  “Artículo 60 [Ley Reglamentaria]. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.]  [4:  Así se ha sostenido por este Tribunal Pleno en la tesis jurisprudencial P./J. 81/2001, de rubro y texto: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. EL PLAZO PARA PROMOVER LA DEMANDA RESPECTIVA FENECE A LOS TREINTA DÍAS NATURALES CONTADOS A PARTIR DEL SIGUIENTE A LA FECHA EN QUE LA NORMA GENERAL CONTROVERTIDA SEA PUBLICADA, AUN CUANDO EL ÚLTIMO DÍA DE ESE PERIODO SEA INHÁBIL. Al tenor de lo previsto en el artículo 60, párrafo segundo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de acciones de inconstitucionalidad en las que se impugne una ley en materia electoral todos los días son hábiles. En tal virtud, si al realizar el cómputo del plazo para la presentación de la demanda respectiva se advierte que el último día es inhábil, debe estimarse que en éste fenece el referido plazo, con independencia de que el primer párrafo del citado artículo 60 establezca que si el último día del plazo fuese inhábil la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente, toda vez que esta disposición constituye una regla general aplicable a las acciones de inconstitucionalidad ajenas a la materia electoral, respecto de la cual priva la norma especial mencionada inicialmente.”  Registro 189541. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XIII, Junio de 2001; Pág. 353.] 


182. Precisado lo anterior, el plazo de treinta días naturales para promover la acción transcurrió del miércoles uno al jueves treinta de julio de dos mil veinte, por lo que, si la demanda fue presentada, precisamente el jueves treinta de julio de dos mil vente, a través del sistema electrónico de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, según se advierte de la evidencia criptográfica de la firma electrónica certificada correspondiente al integrante de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo Pedro Vázquez González, entonces, su presentación fue oportuna.

183. TERCERO. Legitimación. La acción de inconstitucionalidad fue promovida por parte legitimada para ello, como a continuación se explica.

184. De conformidad con los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Federal[footnoteRef:5] y 62, último párrafo, de la Ley Reglamentaria de la Materia[footnoteRef:6], los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigentes nacionales, podrán promover acción de inconstitucionalidad en contra de leyes federales o locales.  [5:  “Artículo 105 [Constitución General]. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:
(…)
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:
(…)
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorgó el registro;
(…)”.]  [6:  “Artículo 62 [Ley Reglamentaria]. (…)
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta Ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento”.] 


185. Asimismo, con fundamento en los artículos citados, los partidos políticos podrán promover acciones de inconstitucionalidad, siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos:

186. I. Cuenten con registro ante la autoridad electoral correspondiente.

187. II. Promuevan por conducto de su dirigencia nacional o estatal, según sea el caso.

188. III. Quien suscriba a nombre y en representación del partido político cuente con facultades para ello.

189. IV. Se impugnen normas de naturaleza electoral y tratándose de partidos políticos con registro estatal, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro.

190. Expuestos los requisitos, debe destacarse que, del oficio número INE/DJ/DIR/5749/2020, firmado electrónicamente por Gabriel Mendoza Elvira, Director Jurídico del Instituto Nacional Electoral, y de los documentos anexos a éste, se advierte que el Partido del Trabajo cuenta con registro como partido político nacional.

191. Por su parte, el artículo 44, inciso c), de los Estatutos del Partido del Trabajo[footnoteRef:7], dispone que la Comisión Coordinadora Nacional estará legitimada para interponer las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes.  Asimismo, este precepto en su inciso a)[footnoteRef:8], prevé que la Comisión Coordinadora Nacional tendrá la facultad de ejercer la representación política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de asuntos de carácter judicial, político, electoral, administrativo, patrimonial, así como para delegar poderes y/o establecer contratos o convenios en el marco de la legislación vigente. [7:  “Artículo 44. Son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional:
(…)
c) La Comisión Coordinadora Nacional estará legitimada para interponer, en términos de la fracción II del Artículo 105 Constitucional, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes.
(…)”]  [8:  “Artículo 44. Son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional:
a) Ejercer la representación política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de asuntos de carácter judicial, político, electoral, administrativo, patrimonial y para delegar poderes y/o establecer contratos o convenios en el marco de la legislación vigente. También tendrá facultad de mandatar y conceder poder cambiario y autorizar la apertura, cierre, cancelación, ejercicio y operación de cuentas bancarias a los tesoreros nacionales y de las Entidades Federativas, así como a los candidatos Federales, Estatales, de la Ciudad de México, Demarcaciones territoriales y Municipales cuando lo obligue las Legislaciones Electorales vigentes o así se considere necesario.
(…)”] 


192. Aunado a ello, de acuerdo con el artículo 43 de los estatutos del partido[footnoteRef:9], la Comisión Nacional se integra con un mínimo de nueve y hasta diecisiete miembros, siendo la representación política y legal del partido y de su dirección nacional y todos sus acuerdos, resoluciones y actos tendrán plena validez con la aprobación y firma de la mayoría de sus integrantes. [9:  “Artículo 43. La Comisión Coordinadora Nacional se integrará con un mínimo de nueve y hasta diecisiete miembros, en ninguna caso, habrá un número superior al cincuenta por ciento más uno de un mismo género, se elegirán en cada Congreso Nacional Ordinario y será la representación política y legal del Partido del Trabajo y de su dirección Nacional. Deberá ser convocada por lo menos con tres días de anticipación, de manera ordinaria una vez a la semana y de manera extraordinaria por lo menos con un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus miembros. El quórum legal para sesionar se integrará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos, resoluciones y actos de la Comisión Coordinadora Nacional tendrán plena validez en su caso, con la aprobación y firma de la mayoría de sus integrantes”.] 


193. Ahora bien, de acuerdo con la certificación anexa al oficio remitido por el Director Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, consta que la integración actual de la Comisión Coordinadora Nacional está conformada por los siguientes miembros (diecisiete): Alberto Anaya Gutiérrez, Alejandro González Yáñez, Ángel Benjamín Robles Montoya, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, Ma. Mercedes Maciel Ortiz, Magdalena del Socorro Núñez Monreal, María Jesús Páez Güereca, María del Consuelo Estrada Plata, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Mary Carmen Bernal Martínez, Óscar González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo Sandoval Flores, Ricardo Cantú Garza, Rubén Aguilar Jiménez y Sonia Catalina Álvarez.

194. Por su parte, en el oficio PT-CEN-CNN-13/2020, signado por Alberto Anaya Gutiérrez, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Reginaldo Sandoval Flores, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Magdalena del Socorro Núñez Monreal, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, Ma. Mercedes Maciel Ortiz, Oscar González Yáñez, Ángel Benjamín Robles Montoya, Mary Carmen Bernal Martínez y Sonia Catalina Álvarez, trece de los miembros que integran la Comisión Coordinadora Nacional, se mandata a Pedro Vázquez González y/o José Alberto Benavides Castañeda, para que, de forma indistinta y separada, a nombre y representación de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, utilicen su firma electrónica FIREL, para efecto de instrumentar todas las acciones técnicas y tecnológicas necesarias para promover, presentar y enviar por cualquier sistema informático o medio electrónico todas las acciones de inconstitucionalidad, promociones, actuaciones o cualquier medio de impugnación relacionado con la materia electoral.

195. Una vez expuesto el marco jurídico y los documentos que obran en la presente acción, conviene destacar que de la evidencia criptográfica de la demanda se advierte que ésta fue firmada de manera electrónica por Pedro Vázquez González, quien cuenta con representación de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, que se encuentra facultada para promover acciones de inconstitucionalidad en materia electoral en representación del partido político nacional, en términos de los artículos 43 y 44, incisos a) y c), de los Estatutos del Partido del Trabajo, y del oficio PT-CEN-CNN-13/2020, suscrito por los miembros de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del trabajo.

196. Sin que sea óbice para arribar a dicha conclusión, que el archivo digital de la demanda se encuentre firmado, al parecer, por distintos miembros de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, pues al haberse presentado la demanda de manera electrónica, dichas firmas no serán tomadas en consideración, ya que la presentación electrónica de una demanda de acción de inconstitucionalidad cuenta con distinta reglamentación, esto es, en estos casos la FIREL o los certificados digitales producirán los efectos de la firma autógrafa, de manera que la legitimación del accionante se acreditará a partir de la calidad que ostente la persona que firmó de manera electrónica la promoción digital, ello en términos de los artículos 5 y 6 del Acuerdo General 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impresos y electrónico en Controversias Constitucionales y en Acciones de Inconstitucionalidad, así como el uso del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los expedientes respectivos[footnoteRef:10]. [10:  “Artículo 5. Para que las partes en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad ingresen al Sistema Electrónico de la SCJN, será indispensable que utilicen su FIREL o bien, los certificados digitales emitidos por otros órganos del Estado con los cuales el Poder Judicial de la Federación, a través de la Unidad del Poder Judicial de la Federación para el Control de Certificación de Firmas, haya celebrado convenio de coordinación para el reconocimiento de certificados digitales homologados en términos de lo previsto en el artículo 5, párrafo segundo, del Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de a Federación y al expediente electrónico.
Los servidores públicos y las partes podrán acceder a los diferentes módulos del Sistema Electrónico de la SCJN, en un horario entre las ocho y las veinticuatro horas –horario del Centro de la República Mexicana–.
Las partes, antes de remitir cualquier documento electrónico a través del Sistema Electrónico de la SCJN, deberán:
I. Verificar el correcto y completo registro de la información solicitada en los diversos campos de los módulos de dicho Sistema;
II. Verificar el adecuado funcionamiento, integridad, legibilidad y formato de los archivos electrónicos, incluso los digitalizados, que adjunten, y
III. Corroborar que los archivos electrónicos a remitir se encuentren libres de virus, y en caso contrario, aplicar los mecanismos necesarios para eliminarlos”.
“Artículo 6. El uso de la FIREL o de los certificados digitales a que hace referencia el artículo anterior en los expedientes electrónicos, produce los mismos efectos que la firma autógrafa”.] 


197. Por último, se desprende que la demanda de acción de inconstitucionalidad fue promovida en contra del Decreto número 703, que expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, en lo relativo a la falta de consulta a pueblos y comunidades indígenas, a la integración del organismo público local, a las atribuciones y sistema de toma de decisiones del Consejo General de este organismo, a los requisitos para ser nombrado consejero o consejera de las comisiones distritales y comités municipales, a la vulneración del derecho de los partidos políticos para nombrar representantes ante los órganos electorales en caso de no postular candidaturas, a la antinomia respecto de la obligación de firmar las actas electorales, a la vulneración de la autodeterminación de los partidos políticos, a la violación competencial por regular el tema de coaliciones, a la postulación de candidaturas para elegir ayuntamientos, a la constitucionalidad de los requisitos y documentos para solicitar el registro de candidaturas, a la duración de precampañas electorales, a la regulación deficiente de las reglas de escrutinio y cómputo, a las reglas de presentación de escritos de protesta e incidentes y a la sanción a las personas que siendo electas para ocupar un cargo, no se presenten, injustificadamente, a desempeñarlo. Como se advierte, se trata de normas con un eminente impacto en la materia electoral de la entidad.

198. En consecuencia, se tiene por acreditada la legitimación procesal de la persona que promueve la presente acción de inconstitucionalidad en representación del partido político nacional.

199. CUARTO. Causales de improcedencia. Previo al estudio de fondo del asunto y de los conceptos de invalidez, este Tribunal Pleno analizará las causales de improcedencia que hagan valer las partes en la presente acción, o bien, las que se adviertan de oficio.

200. I. El Consejero Jurídico, en representación del Gobernador del Estado de San Luis Potosí manifestó en su informe que, de conformidad con el artículo 80, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, tuvo a bien promulgar y publicar el decreto 703, que expidió la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí. En este sentido, si bien no lo señaló expresamente, es evidente que la intención del Poder Ejecutivo local era invocar una causal de improcedencia.

201. No obstante, contrario a lo manifestado por el representante del Gobernador, a pesar de que en los conceptos de invalidez formulados en contra del decreto impugnado no se hicieron valer cuestiones de ilegalidad en contra de la promulgación y publicación, no es posible decretar la improcedencia de la acción en contra de estos actos y por esta autoridad, toda vez que esta cuestión no constituye una causa de improcedencia en términos del artículo 19 de la Ley Reglamentaria que rige a las controversias y acciones de inconstitucionalidad, aunado a que su estudio involucra el estudio de fondo del asunto.

202. Al respecto, este Tribunal Pleno ya se ha pronunciado al emitir la jurisprudencia de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. DEBE DESESTIMARSE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PLANTEADA POR EL PODER EJECUTIVO LOCAL EN QUE ADUCE QUE AL PROMULGAR Y PUBLICAR LA NORMA IMPUGNADA SÓLO ACTUÓ EN CUMPLIMIENTO DE SUS FACULTADES”[footnoteRef:11], en la que concluye que la circunstancia de que el Poder Ejecutivo tenga injerencia en el proceso de creación de las normas generales para otorgarles plena validez y eficacia hace que se encuentre invariablemente implicado en la emisión del Decreto impugnado, por lo que debe responder por sus actos. [11:  Registro 164865. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, abril de 2010; Pág. 1419. P./J. 38/2010.] 


203. II. Por otra parte, por lo que se refiere a la impugnación de los artículos 55, fracciones IV y V; 56; 285 –se impugna en específico el párrafo sexto, no obstante se analizará este precepto en su totalidad–; 312, párrafo primero, fracción IV; 316, fracción I; 317, párrafo primero; 387; 400; 410, párrafo primero; 411, fracciones I y II; 434, fracción VI; y 444, párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, este Tribunal Pleno advierte de oficio que, si bien estos preceptos se señalaron de manera expresa como impugnados en la demanda de acción de inconstitucionalidad                            —concretamente en el apartado número III denominado “la norma general cuya invalidez se reclame y el medio oficial en que se hubiere publicado”—, lo cierto es que, del análisis integral de su escrito, no se advierte que el partido nacional accionante hubiera hecho valer concepto de invalidez en su contra, pues de los argumentos que se formularon ninguno se relaciona con la temática que regulan estos artículos.

204. En efecto, del contenido de los dieciocho conceptos de invalidez planteados, se advierte que estos se encuentran relacionados con: la falta de consulta a pueblos y comunidades indígenas; la integración del organismo público local; las atribuciones y sistema de toma de decisiones del Consejo General de este organismo; los requisitos para ser nombrado consejero o consejera de las comisiones distritales y comités municipales; la vulneración del derecho de los partidos políticos para nombrar representantes ante los órganos electorales en caso de no postular candidaturas; la antinomia respecto de la obligación de firmar las actas electorales; la vulneración de la autodeterminación de los partidos políticos; la violación competencial por regular el tema de coaliciones, a la postulación de candidaturas para elegir ayuntamientos; la constitucionalidad de los requisitos y documentos para solicitar el registro de candidaturas; la duración de precampañas electorales; la regulación deficiente de las reglas de escrutinio y cómputo; las reglas de presentación de escritos de protesta e incidentes y  la sanción a las personas que siendo electas para ocupar un cargo, no se presenten, injustificadamente, a desempeñarlo. 

205. Cabe señalar que el artículo 55, fracciones IV y V[footnoteRef:12], es relativo a las faltas definitivas o absolutas del consejero presidente o los consejeros o consejeras electorales que se susciten por la declaración que establezca la procedencia del juicio por delitos graves del orden común y por la resolución derivada de la instauración del juicio político. [12:  “ARTÍCULO 55. Se consideran faltas definitivas o absolutas de la o el consejero presidente, o los consejeros o consejeras electorales, las que se susciten por:
(…)
IV. Declaración que establezca la procedencia del juicio por delitos graves del orden común;
V. Resolución derivada de la instauración de juicio político;
(…)”] 


206. Por su parte, el precepto 56[footnoteRef:13] regula que sólo se tendrá por ausencia justificada del consejero presidente o los consejeros o consejeras electorales, cuando por caso fortuito o fuerza mayor, la imposibilidad de asistir al cumplimiento de sus deberes haya sido manifiesta.  De igual manera, define que se entenderá por ausencia temporal aquélla que no exceda de seis meses. [13:  “ARTÍCULO 56. Sólo se tendrá por ausencia justificada cuando por caso fortuito o fuerza mayor, la imposibilidad de asistir al cumplimiento de sus deberes haya sido manifiesta.
Se entiende por ausencia temporal, aquella que no exceda a un término de seis meses”.] 


207. Ahora bien, el partido legal accionante pretende combatir el artículo 285, párrafo sexto, no obstante, del análisis de este precepto legal[footnoteRef:14], se advierte que sólo cuenta con cinco párrafos, de manera que, con el fin de no generar incertidumbre jurídica, será tomado en consideración en su totalidad. [14:  “ARTÍCULO 285. En la elección de diputaciones, se elegirán candidaturas propuestas por los principios de mayoría relativa, en cada uno de los distritos uninominales que conforman la Entidad federativa; y por el principio de representación proporcional, en una única circunscripción estatal.
Las candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional, se registrarán en lista, numerando por orden las candidaturas.
Tanto las candidaturas a diputaciones por el principio de mayoría relativa, como las listas de diputaciones por el principio representación proporcional, deberán cumplir con el principio de paridad de género establecido en la Constitución Federal.
Para lo anterior, adicionalmente a lo dispuesto por el artículo 284, de la presente Ley, en el caso de las diputaciones de representación proporcional, las candidaturas se registrarán en listas, de forma alternada, integrando candidaturas propietarias de género distinto. Las candidaturas suplentes serán del mismo género que las candidaturas propietarias.
Así también, los partidos políticos, una vez que registren sus fórmulas de candidaturas a diputados y diputadas por el principio de mayoría relativa, deberán observar que de la suma total que arrojen dichos registros, la lista de candidatas o candidatos de representación proporcional deberá ser encabezada por el género que obtuvo el menor número de registros de candidatos o candidatas de mayoría relativa.”] 


208. Aclarado este aspecto, el precepto en mención regula, en su totalidad, el sistema de registro de candidaturas a diputaciones, de manera que prevé que se elegirán candidaturas propuestas por los principios de mayoría, en cada uno de los distritos uninominales que conforman la entidad federativa, y por el principio de representación proporcional, en una única circunscripción territorial.  Asimismo, prevé que las candidaturas a diputaciones, tanto por el principio de mayoría como por el de representación proporcional, deberán cumplir con el principio de paridad de género, de manera que se establecen las fórmulas de registro de las candidaturas atendiendo al género de sus candidatos.

209. En otro orden, el artículo 312, párrafo primero, fracción IV[footnoteRef:15], regula que los partidos, candidatas y candidatos independientes, para registrar los nombramientos, tanto de representantes ante las mesas directivas de casillas, como de representantes generales, deberán presentar la solicitud correspondiente en los formatos que previamente les hubiera entregado el organismo electoral respectivo, en el que se consignará, entre otros datos, el número de distrito electoral, sección y casilla en que actuarán. [15:  “ARTÍCULO 312. Los partidos, candidatas y candidatos independientes, para registrar los nombramientos, tanto de representantes ante las mesas directivas de casillas, como de representantes generales, deberán presentar la solicitud correspondiente en los formatos que previamente les haya entregado el organismo electoral respectivo en los que se consignará:
(…)
IV. Número del distrito electoral, sección y casilla en que actuarán;
(…)”] 


210. Por cuanto hace al precepto 317, párrafo primero[footnoteRef:16], prevé que las y los representantes acreditados ante las mesas directivas de casillas, tendrán a su cargo la función de vigilar el desarrollo de las diversas fases de la jornada electoral, y ejercerán su cargo exclusivamente ante la mesa directiva de casilla instalada para la que fueron acreditados, debiendo identificarse con la acreditación debidamente sellada y firmada por la o el presidente y su secretaria o secretario del organismo electoral respectivo, así como su credencial para votar con fotografía. [16:  “ARTÍCULO 317. Las y los representantes acreditados ante las mesas directivas de las casillas, tendrán a su cargo la función de vigilar el desarrollo de las diversas fases de la jornada electoral, y ejercerán su cargo exclusivamente ante la mesa directiva de casilla instalada para la que fueron acreditados, debiendo presentar para identificarse, la acreditación debidamente sellada y firmada por la o el presidente, y secretaria o secretario del organismo electoral respectivo, así como su credencial para votar con fotografía”.] 


211. Por lo que refiere al artículo 400[footnoteRef:17], éste se encuentra inmerso dentro del título referente a los actos posteriores a la elección y los resultados electorales, en concreto, en el capítulo correspondiente a la información preliminar de resultados, por lo que regula que la validez o nulidad del voto emitido a favor de la candidata o el candidato que la encabeza afectará a toda la fórmula o planilla. [17:  “ARTÍCULO 400. La validez o nulidad del voto emitido a favor de la candidata o el candidato que la encabeza afectará a toda la fórmula o planilla”.] 


212. Mientras que el artículo 410, párrafo primero[footnoteRef:18], prevé que la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional será independiente y adicional a las constancias de mayoría relativa que hubiesen obtenido las y los candidatos del partido de acuerdo con su votación, por lo que en la asignación deberá seguirse el orden que tuvieran las y los candidatos en la lista correspondiente. [18:  “ARTÍCULO 410. La asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, será independiente y adicional a las constancias de mayoría relativa que hubiesen obtenido las y los candidatos del partido de acuerdo a su votación. En la asignación deberá seguirse el orden que tengan las y los candidatos en la lista correspondiente, salvo que se presente el supuesto previsto por la fracción V del artículo siguiente.
(…)”] 


213. En relación con el artículo 411, fracciones I y II[footnoteRef:19], esta norma determina que para la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional se atenderá al partido político que obtenga en las respectivas elecciones el tres por ciento de la votación emitida, al cual se le asignará un curul, con independencia de los triunfos de mayoría que hubiese obtenido.  Asimismo, contempla que, realizada la distribución previamente señalada, se procederá a asignar el resto de las diputaciones de representación proporcional. [19:  “ARTÍCULO 411. Para la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional se atenderá a lo siguiente:
I. Al partido político que obtenga en las respectivas elecciones el tres por ciento de la votación emitida, se le asignará una curul por el principio de representación proporcional, independientemente de los triunfos de mayoría que hubiese obtenido, y
II. Realizada la distribución anterior, se procederá a asignar el resto de las diputaciones de representación proporcional conforme a la fórmula siguiente:
a) Cociente natural: el resultado de dividir la votación efectiva entre el número de diputaciones pendientes de asignar.
b) Resto mayor: el remanente más alto entre los restos de las votaciones de cada partido político, una vez hecha la distribución de diputaciones mediante el cociente natural. El resto mayor se utilizará cuando aún hubiese diputaciones por distribuir;
(…)”] 


214. En otro aspecto, en el artículo 434, fracción VI[footnoteRef:20], se prevé parte de las reglas del procedimiento sancionador ordinario, pues establece que el requisito de la queja o denuncia de los partidos políticos deberá presentarse por escrito, en el entendido de que, en caso que los representantes no acrediten su personería, ésta se tendrá por no presentada. [20:  “ARTÍCULO 434. La queja o denuncia podrá ser presentada por escrito, en forma oral o por medios de comunicación electrónicos y deberá cumplir con los siguientes requisitos:
(…)
VI. Los partidos políticos deberán presentar las quejas o denuncias por escrito. En caso de que las o los representantes no acrediten su personería, la queja o denuncia se tendrá por no presentada.
(…)”] 


215. Por último, el precepto 444, párrafo segundo[footnoteRef:21], regula que los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que se considere calumniosa sólo podrán iniciar a instancia de parte afectada, entendiéndose por calumnia la imputación de hechos o delitos falsos con impacto en un proceso electoral. [21:  “ARTÍCULO 444. (…)
Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que se considere calumniosa, sólo podrán iniciar a instancia de parte afectada. Se entenderá por calumnia la imputación de hechos o delitos falsos con impacto en un proceso electoral.”] 


216. Con base en lo anotado, al no haberse hecho valer conceptos de invalidez respecto de la impugnación de los artículos 55, fracciones IV y V; 56; 285; 312, párrafo primero, fracción IV; 316, fracción I; 317, párrafo primero; 387; 400; 410, párrafo primero; 411, fracciones I y II; 434, fracción VI; y 444, párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, ni relacionarse éstos con el contenido de los argumentos formulados en la demanda, aunado a que no se advierte por este Tribunal Pleno que deban suplirse de ningún modo, lo procedente es sobreseer en la acción de inconstitucionalidad respecto de la impugnación de estos artículos.

217. Lo anterior encuentra sustento en el criterio jurisprudencial de este Tribunal Pleno, de rubro: “ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LÍMITES DE LA SUPLENCIA DE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ”[footnoteRef:22], en el que ha sostenido que cuando en una acción de inconstitucionalidad en materia electoral se señale de manera imprecisa como norma impugnada un decreto en su totalidad mediante el cual se hayan reformado diversos preceptos o, incluso, se haya expedido un nuevo ordenamiento legal en su integridad, se debe analizar y tener como preceptos impugnados los que correspondan a los argumentos formulados en los conceptos de invalidez, siempre que no advierta la posibilidad de suplirlos.  Lo anterior, debido a que la suplencia de los conceptos de invalidez prevista en el artículo 71 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es tan amplia, como para que, al no existir argumento alguno contra un precepto impugnado, puedan crearse en su integridad los conceptos de invalidez.  [22:  Registro 2002691. [J]; 10a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro XVII, febrero de 2013; Tomo 1; Pág. 196. P./J. 4/2013 (10a.).] 


218. De manera que, cuando el promovente no hubiese elaborado conceptos de invalidez contra una norma general que haya señalado como impugnada y este Alto Tribunal no advierta la posibilidad de suplirlos, debe sobreseerse en la acción de inconstitucionalidad al actualizarse la causa de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 19, en relación con los diversos 20, fracción II, y 65 de la Ley citada

219. En igual sentido, es pertinente dar noticia con el criterio jurisprudencial de rubro “ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL, ANTE LA AUSENCIA DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ DEBE SOBRESEERSE EN LA ACCIÓN Y NO DECLARARLOS INOPERANTES”[footnoteRef:23], en el que este Pleno concluyó que cuando en una acción de inconstitucionalidad en materia electoral se señalan diversos preceptos legales como contrarios a la Constitución General de la República, pero se omite expresar algún concepto de invalidez en su contra, lo correcto jurídicamente es sobreseer en la acción de inconstitucionalidad respecto de dichos preceptos y no declarar inoperante el argumento, en razón de que aquélla se interpone en contra de normas generales y no de actos. [23:  Registro 165360. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, febrero de 2010; Pág. 2312. P./J. 17/2010.] 


220. Finalmente, al no haberse advertirse de oficio alguna otra causal de sobreseimiento diversa a la analizada, se procede al estudio de los conceptos de invalidez planteados.

221. QUINTO. Autoridades adicionales a la emisora y promulgadora. El Partido del Trabajo señaló como autoridades demandadas al Secretario General y al Director del Periódico Oficial, ambos del Estado de San Luis Potosí, sin que en el acuerdo de admisión se haya proveído respecto de ellas. No obstante, tal circunstancia no impide la resolución del presente asunto, pues, en términos de los artículos 61, fracción II, y 64 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:24], en las acciones de inconstitucionalidad sólo existe obligación de señalar y dar vista a los órganos legislativo y ejecutivo que hubieren emitido y promulgado las normas generales impugnadas. [24:  Artículo  61. La demanda por la que se ejercita la acción de inconstitucionalidad deberá contener: (…)
II. Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas;
Artículo  64. Iniciado el procedimiento, conforme al artículo 24, si el escrito en que se ejercita la acción fuere obscuro o irregular, el ministro instructor prevendrá al demandante o a sus representantes comunes para que hagan las aclaraciones que correspondan dentro del plazo de cinco días. Una vez transcurrido este plazo, dicho ministro dará vista a los órganos legislativos que hubieren emitido la norma y el órgano ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Tratándose del Congreso de la Unión, cada una de las Cámaras rendirá por separado el informe previsto en este artículo.
En los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, los plazos a que se refiere el párrafo anterior serán, respectivamente, de tres días para hacer aclaraciones y de seis días para rendir el informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la constitucionalidad de la ley impugnada.
La admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará lugar a la suspensión de la norma cuestionada.] 


222. Asimismo, el Partido del Trabajo no impugnó el acuerdo de admisión al no entablar la relación jurídico-procesal con dichas autoridades, por lo que dicha determinación adquirió firmeza.


223. SEXTO. Precisión de los temas abordados en esta resolución. Los temas planteados por el partido político accionante se estudiarán en un orden distinto al expuesto en la demanda, como a continuación se enuncia:

	TEMAS
	CONTENIDO
	NORMAS IMPUGNADAS
	CONCEPTO DE INVALIDEZ
(NUMERACIÓN EN LA DEMANDA)

	1.
	Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí. Falta de consulta previa.
	Artículos 240 y 288, primer párrafo.
	12º

(pp. 85 a 99)

	2.
	Integración del Organismo Público Local Electoral (OPLE) y su facultad para sancionar y remover al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso local.

	Artículos 6º, fracción XXIII y 94.
	1º

(pp. 9 a 16)

	3.
	Integración del organismo público local electoral (OPLE): inclusión de dos representantes del Poder Legislativo con voz y sin voto.
	Artículo 48, fracciones II y IV.
	2º

(pp. 16 a 22)

	4.
	Atribuciones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE) para realizar actos de ubicación e instalación de casillas extraordinarias, aprobar cursos y capacitación electoral, y celebrar convenios con el INE. 
	Artículos 49, fracciones I, incisos c) y h), y IV, inciso a), punto 4, 113, fracciones IV y XV, y 121, fracciones IV, XVI y XXII.
	3º

(pp. 22 a 29)

	5.
	Atribuciones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE) para nombrar, remover o ratificar a la persona titular de la Secretaría Ejecutiva, así como a los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo.
	Artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII y 78.
	4º

(pp. 29 a 36)

	6.
	Sistema de toma de decisiones del Consejo General del Organismo Público Local Electoral (OPLE).
	Artículos 52, párrafos primero y tercero, 112 y 120, párrafos primero y tercero.
	5º

(pp. 37 a 44)

	7.
	Requisitos para desempeñar el cargo de consejerías de las comisiones distritales y comités municipales electorales.
	Artículo 100, fracciones I, III y IX.
	6º

(pp. 44 a 49)

	8.
	Vulneración del derecho de los partidos políticos de nombrar representantes ante los órganos electorales —por no postular candidaturas—.
	Artículos 102, párrafo segundo, 108, fracción IV, 117, fracción IV y 274, fracción I, párrafo segundo.
	7º

(pp. 49 a 57)

	9.
	Antinomia respecto de la obligación de firmar las actas electorales.
	Artículo 130, fracción II
	8º
(pp. 57 a 61)

	10.
	Violación competencial por regular el tema de coaliciones y vulneración del principio de autodeterminación de los partidos políticos.
	Artículo 139, fracción VI.

Artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187
	9º
(pp. 61 a 66)

10º
(pp. 66 a 77)

	11.
	Regulación sobre el escrutinio y cómputo de alianzas partidarias.
	Artículos 385, párrafo segundo, 386, fracciones II, inciso b), y III, y 420, párrafo tercero, fracción II.
	16º

(pp. 128 a 137)

	12.
	Regulación sobre la postulación de candidaturas para elegir ayuntamientos: inexistencia de una candidatura suplente a la presidencia municipal.
	Artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto y 424, párrafo tercero.
	
11º

(pp. 77 a 85)

	13.
	Requisitos de registro de candidaturas a cargos públicos representativos.
	Artículo 294, parte inicial del párrafo primero.

Artículo 295, fracciones IV, V, incisos c) y j), y XI.
	
13º
(pp. 99 a 104)

14º
(pp. 104 a 114)

	14.
	Duración de las precampañas electorales y retiro de propaganda electoral.
	Artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II, y 340, párrafo tercero.
	15º

(pp. 114 a 128)

	15.
	Constitucionalidad de las reglas para la presentación de escritos de protesta e incidentes: entrega por triplicado de los escritos y el original al organismo electoral correspondiente.
	Artículo 391, párrafo primero.
	17º

(pp. 137 a 141)

	16.
	Sanción a las personas que, siendo electas en un cargo de elección popular, no se presenten a desempeñarlo.
	Artículo 483.
	18º

(pp. 141 a 145)



224. SÉPTIMO. Estudio de fondo. A continuación, se realiza el estudio de los conceptos de invalidez en el orden propuesto en la tabla del considerando que antecede. 

225. Tema 1. Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí y falta de regulación para adoptar sistemas normativos internos. Falta de consulta previa.

226. Como se refirió en páginas precedentes, dentro de los conceptos de invalidez esgrimidos por el partido político promovente se plantea que los artículos 240 y 288, primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales porque, entre otros motivos, regulan una serie de aspectos relacionados con la vida interna de los pueblos y comunidades indígenas de la entidad, sin que se les hubiera consultado previamente. 

227. En concreto, porque al regular la elección de candidaturas indígenas dentro del sistema de elección por partidos políticos y candidaturas independientes, debía consultarse a los pueblos originarios de San Luis Potosí, máxime porque —según el partido político promovente— en la reforma impugnada no se atiende a los sistemas de usos y costumbres en la elección de las autoridades municipales de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, ni se les permite elegir a sus representantes conforme a sus procedimientos normativos internos.

228. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que, en forma previa y de estudio prioritario, es necesario analizar dicho concepto de invalidez, esto es, si el legislador potosino reguló una serie de aspectos relacionados con la vida interna de los pueblos y comunidades indígenas de la entidad sin que se les hubiera consultado previamente.

229. A efecto de resolverlo, a continuación, se reitera la doctrina desarrollada por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en torno a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, así como el deber de las autoridades del Estado de garantizar y promover los principios de autodeterminación de dichos pueblos originarios y sus integrantes, para posteriormente aplicarla al caso concreto.

230. A. La consulta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

231. Como se verá a continuación, siguiendo lo sostenido por este Tribunal Pleno al resolver los últimos precedentes sobre el tema, en específico, la acción de inconstitucionalidad 151/2017[footnoteRef:25], así como la acción de inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/2019[footnoteRef:26], y la acción de inconstitucionalidad 116/2019 y su acumulada 117/2019[footnoteRef:27], y más recientemente la acción de inconstitucionalidad 136/2020, los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas[footnoteRef:28] del país tienen derecho a ser consultados en forma previa, informada, culturalmente adecuada a través de sus representantes o autoridades tradicionales, informada y de buena fe, cuando las autoridades legislativas pretendan emitir una norma general o adoptar una acción o medida susceptible de afectar sus derechos e intereses. [25:  Acción de inconstitucionalidad 151/2017, resuelta el 28 de junio de 2018, se aprobó por unanimidad de 11 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del Decreto 534/2017 por el que se modifica la Ley para la Protección de los Derechos de la Comunidad Maya del Estado de Yucatán y la Ley del Sistema de Justicia Maya del Estado de Yucatán.]  [26:  Acción de inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/2019, resuelta el 5 de diciembre de 2019, se aprobó por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto al estudio de fondo del proyecto. El Ministro Laynez Potisek votó en contra.]  [27:  Acción de inconstitucionalidad 116/2019 y su acumulada 117/2019, resuelta el 12 de marzo de 2020, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales (ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del Decreto impugnado. Los Ministros Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron en contra.]  [28:  Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 2019, se adicionó un apartado C al artículo 2º de la Constitución General, a efecto de reconocer a los pueblos y comunidades afromexicanas, como parte de la composición pluricultural de la Nación, señalando, además, que tendrán los derechos reconocidos para los pueblos y comunidades indígenas del País, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión social. ] 


232. En principio, debe destacarse que es criterio reiterado de este Tribunal Pleno que, de una interpretación del artículo 2 de la Constitución General y el artículo 6 del Convenio 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, las autoridades legislativas, en el ámbito de sus atribuciones, están obligadas a consultar a los pueblos y comunidades indígenas antes de adoptar acción o medida susceptible de afectar sus derechos e intereses, la cual deberá ser previa, culturalmente adecuada a través de sus representantes o autoridades tradicionales, informada y de buena fe.

233. Este criterio ha sido sostenido en una variedad de casos, teniendo como los ejemplos más recientes, lo resuelto en las acciones de inconstitucionalidad 83/2015 y sus acumuladas[footnoteRef:29] y 15/2017 y sus acumuladas[footnoteRef:30]. En el primer precedente se decretó la inconstitucionalidad de la totalidad de la Ley de Sistemas Electorales Indígenas para el Estado de Oaxaca, al haber sido emitido sin una consulta previa. Por su parte, en el segundo precedente, se reconoció la validez de la Constitución Política de la Ciudad de México, porque, previo a su emisión y durante el procedimiento legislativo, se llevó a cabo una consulta con los pueblos y comunidades indígenas que acreditó los requisitos materiales de ser previa, culturalmente adecuada, informada y de buena fe. [29:  Acción de inconstitucionalidad 83/2015 y sus acumuladas 86/2015, 91/2015 y 98/2015, resuelta el 19 de octubre de 2015, se aprobó por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto al estudio de fondo del proyecto.]  [30:  Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, resuelta el 16 de agosto de 2017, se aprobó por unanimidad de 11 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto al tema 1, denominado “Obligación de consultar a las personas con discapacidad y los pueblos y comunidades indígenas”, consistente en reconocer la validez del procedimiento legislativo que dio origen a la Constitución Política de la Ciudad de México, en razón de que se realizó la consulta a los pueblos y comunidades indígenas.] 


234. En este sentido, se advierte que, para arribar a tales determinaciones, se partió de la idea de la interpretación progresiva del artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:31], en el que se reconoció el derecho de los pueblos indígenas —lo que ahora se hace extensivo a los pueblos y comunidades afromexicanas— a la libre determinación y autonomía para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural. [31:  El texto constitucional reformado el 14 de agosto de 2001 disponía lo siguiente:
“Artículo 2°. La Nación Mexicana es única e indivisible.
(…)
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando la participación de las mujeres en condiciones de equidad frente a los varones, en un marco que respete el pacto federal y la soberanía de los estados.
(…)
B. La Federación, los Estados y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.
Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:
(…)
IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y municipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen.
(…)”.
] 


235. Sobre esta norma, como se refirió en la acción de inconstitucionalidad 83/2015 y sus acumuladas, es imprescindible traer a colación la exposición de motivos de la reforma a dicho precepto constitucional, publicada el catorce de agosto de dos mil uno, presentada por el Presidente de la República, en la cual se expuso, entre los antecedentes históricos que dieron lugar a la iniciativa de reformas a tal precepto, lo siguiente:

“A este respecto, el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la Organización Internacional del Trabajo (N° 169, 1988-1989), reconoce que los pueblos indígenas, en muchas partes del mundo, no gozan de los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los países en que viven. Igualmente, sostiene que las leyes valores, costumbres y perspectivas de dichos pueblos se erosionan constantemente.
Nuestro país no es la excepción. A dos siglos de la fundación del Estado nacional, la situación jurídica de los pueblos indígenas es aun profundamente insatisfactoria y su condición social, motivo de honda preocupación nacional.
Los pueblos originarios de estas tierras han sido histórica y frecuentemente obligados a abandonar sus tierras y a remontarse a las más inhóspitas regiones del país; han vivido muchas veces sometidos al dominio caciquil, así como a humillaciones racistas y discriminatorias, y les ha sido negada la posibilidad de expresión y participación políticas.
En el transcurso de las últimas décadas, se han realizado esfuerzos para superar la falta de reconocimiento de la situación legal de los indígenas. En esos intentos, se reformó el artículo 4° de la Carta Magna y, con ello, se dio relevancia constitucional a la composición pluricultural de la Nación mexicana, que se sustenta originalmente en sus pueblos indígenas.
Sin embargo, la reforma no resultó jurídicamente suficiente para aliviar las graves condiciones de los pueblos y comunidades indígenas del país.
Esa situación, que se ha mantenido desde hace mucho tiempo, propició, entre otras cosas, el levantamiento de un grupo armado, el EZLN, que reivindicaba mejores condiciones para los indígenas chiapanecos en particular, y para totalidad de los indígenas del país en lo general.
Después del cese de fuego en Chiapas y de una larga etapa de negociaciones entre el gobierno federal y el EZLN, pudieron adoptarse una serie de medidas legislativas y consensuales importantes, entre las cuales destaca la Ley para el Diálogo, la Conciliación y la Paz Digna en Chiapas. A partir de ella, las partes en conflicto convinieron en conjunto de documentos que sirvieron de base para los Acuerdos de San Andrés Larráinzar.
Dichos Acuerdos de San Andrés en materia de derechos cultura indígenas, surgieron de un esfuerzo por conciliar los problemas de raíz que dieron origen al levantamiento y, además, recogieron las demandas que han planteado los pueblos y comunidades indígenas del país.
Una vez suscritos los Acuerdos, el Poder Legislativo contribuyó con su parte a la solución del conflicto. La Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA), como coadyuvante en el proceso de paz, se dio a la tarea de elaborar un texto que reflejara lo pactado en San Andrés Larraínzar, mismo que fue aceptado por el EZLN.
La iniciativa de la COCOPA es una manifestación del propósito común de lograr la paz y la reconciliación, así como el reconocimiento de la autonomía de los pueblos indígenas.
Como Presidente de la República, estoy seguro que, hoy, la manera acertada de reiniciar el proceso de paz en Chiapas, es retomarla y convertirla en una propuesta de reforma constitucional.
El gobierno federal está obligado a dar cumplimiento cabal a los compromisos asumidos, así como a convocar, desde luego, a un diálogo plural, incluyente y constructivo en el que participen los pueblos y comunidades indígenas, cuyo propósito central sea el establecimiento de las soluciones jurídicas que habrán de prevalecer ahora sí, con la jerarquía de normas constitucionales.
He empeñado mi palabra para que los pueblos indígenas se inserten plenamente en el Estado Mexicano, para garantizar que sean sujetos de su propio desarrollo y tengan plena participación en las decisiones del país.
Convencido de ello de la necesidad de lograr la paz en Chiapas, envío como iniciativa de reforma constitucional la propuesta formulada por la COCOPA. Al hacerlo, confirmo que el nuevo diálogo habla con la sinceridad del cumplimiento a la palabra dada. Habrá que señalar que ese documento fue producto del consenso de los representantes, en esa Comisión, de todos los grupos parlamentarios que integraron la LVI legislatura.
El principal objetivo de las reformas propuestas es desarrollar el contenido constitucional respecto de los pueblos indígenas. Ella se inscriben en el marco nuevo derecho internacional en la materia -de la cual el Convenio 169 de la OIT ya mencionado es ejemplo destacado-”.

236. Entre las propuestas conjuntas contenidas en los Acuerdos de San Andrés Larraínzar[footnoteRef:32] destaca, para los efectos que al caso interesan, la aprobada el dieciocho de enero de mil novecientos noventa y seis, en los siguientes términos: [32:  En acuerdo se encuentra transcrito en la Controversia Constitucional 32/2012, páginas 68 y 69.] 


“Propuestas conjuntas que el gobierno federal y el EZLN se comprometen a enviar a las instancias de debate y decisión nacional, correspondientes al punto 1.4. de las Reglas de Procedimiento.
Las partes se comprometen a enviar a las instancias de debate y decisión nacional las siguientes propuestas conjuntas acordadas: En el marco de la nueva relación del Estado con los pueblos indígenas se requiere reconocer, asegurar y garantizar sus derechos, en un esquema federalista renovado. Dicho objetivo implica la promoción de reformas y adiciones a la Constitución federal y a las leyes que de ella emanan, así como a las constituciones estatales y disposiciones jurídicas de carácter local para conciliar, por una parte, el establecimiento de bases generales que aseguren la unidad y los objetivos nacionales y, al mismo tiempo, permitir que las entidades federativas cuenten con la posibilidad real de legislar y actuar en atención a las particularidades que en materia indígena se presentan en cada una.
(…)
d) Autodesarrollo. Son las propias comunidades y pueblos indígenas quienes deben determinar sus proyectos y programas de desarrollo. Por eso, se estima pertinente incorporar en las legislaciones local y federal los mecanismos idóneos que propicien la participación de los pueblos indígenas en la planeación del desarrollo en todos los niveles; en forma tal que ésta se diseñe tomando en consideración sus aspiraciones, necesidades y prioridades. 
(…)
IV. La adopción de los siguientes principios, que deben normar la nueva relación entre los pueblos indígenas y el Estado y el resto de la sociedad. 
(…)
4. Consulta y acuerdo. Las políticas, leyes, programas y acciones públicas que tengan relación con los pueblos indígenas serán consultadas con ellos. El Estado deberá impulsar la integridad y concurrencia de todas las instituciones y niveles de gobierno que inciden en la vida de los pueblos indígenas, evitando las prácticas parciales que fraccionen las políticas públicas. Para asegurar que su acción corresponda a las características diferenciadas de los diversos pueblos indígenas, y evitar la imposición de políticas y programas uniformadores, deberá garantizarse su participación en todas las fases de la acción pública, incluyendo su concepción, planeación y evaluación.
Asimismo, deberá llevarse a cabo la transferencia paulatina y ordenada de facultades, funciones y recursos a los municipios y comunidades para que, con la participación de estas últimas, se distribuyan los fondos públicos que se les asignen. En cuanto a los recursos, y para el caso que existan, se podrán transferir a las formas de organización y asociación previstas en el punto 5.2 del documento de Pronunciamientos Conjuntos.
Puesto que las políticas en las áreas indígenas no sólo deben ser concebidas por los propios pueblos, sino implementadas con ellos, las actuales instituciones indigenistas y de desarrollo social que operan en ellas deben ser transformadas en otras que conciban y operen conjunta y concertadamente con el Estado los propios pueblos indígenas”. 

237. Lo anterior también se hizo evidente en lo resuelto en la controversia constitucional 32/2012[footnoteRef:33], en la que se sostuvo que en la reforma al artículo 2 constitucional se tomó como referente normativo el Convenio 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes y los Acuerdos de San Andrés Larráinzar.  [33:  Controversia constitucional 32/2012, resuelta el 29 de mayo de 2014, se aprobó por mayoría de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, respecto al estudio de fondo.] 


238. Así, en el citado precedente, se consideró necesario analizar el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado el veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nueve, en Ginebra Suiza, y aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el once de julio de mil novecientos noventa[footnoteRef:34], el cual prevé lo siguiente: [34:  Publicado en el Diario oficial de la Federación el 3 de agosto de 1990.] 


“Artículo 6
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;
c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.”

“Artículo 7
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en la que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.”

239. Ahora bien, de conformidad con el marco normativo y los precedentes antes expuestos, este Tribunal Pleno ha concluido reiteradamente que, en términos de lo dispuesto en los artículos 1, párrafo primero, y 2 de la Constitución General de la República[footnoteRef:35] y 6 del Convenio 169 de la OIT, los pueblos indígenas y afromexicanos tienen el derecho humano a ser consultados, mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe a través de sus representantes cada vez que se prevean medidas susceptibles de afectarles directamente[footnoteRef:36].  [35:  Véase la jurisprudencia de rubro: “DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL”. Registro 2006224. [J]; 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.; Libro 5, Abril de 2014; Tomo I; Pág. 202. P./J. 20/2014 (10a.).]  [36:  Sustenta esta consideración lo determinado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos del Pueblo Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador y de los Doce clanes Saramaka vs. Surinam; así como el amparo en revisión 631/2012, resuelto el ocho de mayo de dos mil trece por la Primera Sala la resolución de la Primera Sala de este Alto Tribunal, aprobado por unanimidad de 5 votos de los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz, Gutiérrez Ortiz Mena, Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Pardo Rebolledo.] 


240. Ello, en suma, porque la reforma al artículo 2 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el catorce de agosto de dos mil uno, reconoció la composición pluricultural de la Nación, estableció que los pueblos indígenas son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas. Además, estableció los criterios para determinar qué comunidades pueden considerarse indígenas y contempló que el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía.

241. Asimismo, se reconoció el derecho de las comunidades indígenas de decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural; elegir, de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno; destacándose que las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación y representación política, de conformidad con sus tradiciones y normas internas.

242. Adicionalmente, el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y afromexicanos en todos los temas que les afecten se encuentra reconocido expresamente en el Convenio 169 de la OIT, al que se hizo referencia en el trabajo legislativo que dio origen a la reforma analizada del artículo 2 constitucional. Incluso, dicho derecho puede válidamente desprenderse del propio texto del artículo 2 constitucional a partir, precisamente, de los postulados que contiene en cuanto a que reconoce su derecho a la autodeterminación, a la preservación de su cultura e identidad, al acceso a la justicia, a la igualdad y no discriminación. 

243. Actualmente, el artículo 2 constitucional dispone lo siguiente:

“Artículo 2o.- La Nación Mexicana es única e indivisible.
La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.
La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.
Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes.
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.
IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que constituyan su cultura e identidad.
(…)
VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad de género conforme a las normas aplicables.
Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas.
(…)
Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las características de libre determinación y autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades de interés público.
B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.
Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:
(…)
IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes de las entidades federativas, de los Municipios y, cuando proceda, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen.
(…)
C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del presente artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión social.
(…)”[footnoteRef:37]. [37:  Marco constitucional vigente al día de hoy.] 


244. Como se puede apreciar, el texto constitucional vigente guarda sincronía con la evolución normativa y jurisprudencial en favor de la protección de los derechos de interculturalidad de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de México y, en particular, de la necesidad de consultarlos en todo momento en que una medida legislativa o de autoridad sea susceptible de afectarles directamente.

245. Específicamente, en el primer párrafo del apartado B, se impone la obligación de la Federación, los Estados y los Municipios, de eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecer las instituciones y las políticas necesarias a fin de garantizar la vigencia de los derechos de las personas indígenas y afromexicanas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

246. Además, este derecho se puede extraer del principio de autodeterminación previsto en el artículo 2°, apartado A, fracciones I y II, de la Constitución, que faculta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.

247. En efecto, en el artículo 2 de la Constitución General se protege el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de autodeterminación y auto gobierno.  En este sentido, la autodeterminación es “un conjunto de normas de derechos humanos que se predican genéricamente de los pueblos, incluidos los pueblos indígenas, y que se basan en la idea de que todos los sectores de la humanidad tienen el mismo derecho a controlar su propio destino”[footnoteRef:38]. [38:  ANAYA, James, Los pueblos indígenas en el derecho internacional, Madrid, Trotta, 2005, p. 137.] 


248. Esta facultad de auto gobierno o auto organización constituye la principal dimensión del principio de autodeterminación, y consiste en la idea de que los sistemas políticos deben funcionar de acuerdo con los deseos de las personas gobernadas[footnoteRef:39]. [39:  Ibídem, p. 224.] 


249. Siguiendo este hilo conductor, el derecho a la consulta se encuentra íntimamente ligado con los derechos de participación política y autogobierno de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas y sus integrantes.

250. En este sentido, en el artículo 35 de la Constitución General[footnoteRef:40] se reconoce el derecho de toda persona ciudadana de votar y ser votada en las elecciones populares, y de asociarse para tomar parte en los asuntos políticos del país.  En consecuencia, la ciudadanía que integra los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del país tiene derecho a participar en la toma de decisiones de relevancia pública y, sobre todo, en aquellas que sean susceptibles de afectarles directamente. [40:  “Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:
I.- Votar en las elecciones populares;
II.- Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;
III.- Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos del país;
(…)”.] 


251. A partir de estos principios, en la Constitución General se encuentran inmersos otros derechos y características propias de la tutela de derechos con una perspectiva intercultural. Por ejemplo, tienen la facultad de elegir a sus autoridades conforme a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, así como el ejercicio de sus formas propias de convivencia y organización social, económica, política y cultural, lo que incluye, por supuesto, el derecho a la consulta.

252. Al respecto, el Pleno —en los precedentes antes referidos— y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han sostenido que las autoridades están obligadas a consultar a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas antes de adoptar alguna acción o medida susceptible de afectar sus derechos e intereses. 

253. De esta forma, los pueblos indígenas y afromexicanos tienen el derecho humano a ser consultados, mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe con la finalidad de llegar a un acuerdo a través de sus representantes, cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente, conforme a lo siguiente:

254. - La consulta debe ser previa. Debe realizarse durante las primeras etapas del plan o proyecto de desarrollo o inversión o de la concesión extractiva y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad.

255. - La consulta debe ser culturalmente adecuada. El deber estatal de consultar a los pueblos indígenas y afromexicanos debe cumplirse de acuerdo con sus costumbres y tradiciones, a través de procedimientos culturalmente adecuados y teniendo en cuenta sus métodos tradicionales para la toma de decisiones. Lo anterior, exige que la representación de los pueblos sea definida de conformidad con sus propias tradiciones.

256. Incluso, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido[footnoteRef:41] que las consultas a pueblos indígenas deben realizarse a través de procedimientos culturalmente adecuados, es decir, en conformidad con sus propias tradiciones y a través de sus instituciones representativas. Para ello debe analizarse el contexto contexto cultural de las comunidades, empleando diversos mecanismos como lo pueden ser, por ejemplo, las visitas o estudios periciales en materia antropológica.   [41:  Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador. Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 27 de junio de 2012 (Fondo y Reparaciones), párrafos 201 y 202.] 


257. Para que una consulta indígena sea culturalmente adecuada, es necesario que se respete el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la no asimilación cultural, consistente en que que se reconozca y respete la cultura, historia, idioma y modo de vida de las poblaciones indígenas como un factor de enriquecimiento de la identidad cultural del Estado y se garantice su preservación[footnoteRef:42]. [42:  Así lo ha sostenido el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la ONU en su Recomendación general Nº XXIII relativa a los derechos de los pueblos indígenas, del 51° periodo de sesiones, 1997, en su párrafo 4, inciso a). ] 


258. Asimismo, se deben tomar las medidas necesarias para garantizar que los miembros de los pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles traductores si es necesario.

259. - La consulta informada. Los procesos de otorgamiento exigen la provisión plena de información precisa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto a las comunidades consultadas, previo y durante la consulta. Debe buscarse que tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto de forma voluntaria.

260. - La consulta debe ser de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo. Se debe garantizar, a través de procedimientos claros de consulta, que se obtenga su consentimiento previo, libre e informado para la consecución de dichos proyectos. La obligación del Estado es asegurar que todo proyecto en área indígena o que afecte su hábitat o cultura, sea tramitado y decidido con participación y en consulta con los pueblos interesados con vistas a obtener su consentimiento y eventual participación en los beneficios. 

261. Es importante enfatizar que, para poder hablar de una consulta indígena y afromexicana realmente válida, no basta con realizar foros no vinculantes que se desarrollen a partir de procedimientos que no sean culturalmente adecuados y que no tutelen los intereses de las comunidades indígenas y afromexicanas. 

262. Debe señalarse, como también se ha destacado en precedentes, particularmente en las acciones de inconstitucionalidad 83/2015 y acumuladas, así como 151/2017, que si bien la decisión del Órgano Reformador de la Constitución de incorporar la consulta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas ha sido materializada en distintas leyes secundarias, como la Ley de Planeación, la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas o la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, lo cierto es que el ejercicio del derecho de consulta no debe estar limitado a esos ordenamientos, pues las comunidades indígenas deben contar con tal prerrogativa, también cuando se trate de procedimientos legislativos, cuyo contenido verse sobre derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos. 

263. Al fallar la acción de inconstitucionalidad 81/2018, esta Alta Corte se pronunció sobre la necesidad de que, en los procesos de consulta, se establezcan metodologías, protocolos o planes de consulta que las permitan llevar a buen término, bajo los principios rectores característicos ya expuestos.

264. Al respecto, el Tribunal Pleno estimó que los procedimientos de consulta deben preservar las especificidades culturales y atender a las particularidades de cada caso según el objeto de la consulta. Si bien deben ser flexibles, lo cierto es que deben prever necesariamente algunas fases que —concatenadas— impliquen la observancia del derecho a la consulta y la materialización de los principios mínimos de ser previa, libre, informada, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo y culturalmente adecuada, observando, como mínimo, las siguientes características y fases:

265. I. Fase preconsultiva que permita la identificación de la medida legislativa que debe ser objeto de consulta, la identificación de los pueblos y comunidades indígenas a ser consultados, así como la determinación de la forma de llevar a cabo el proceso, la forma de intervención y la formalización de acuerdos lo cual se deberá definir de común acuerdo entre autoridades gubernamentales y representantes de las comunidades indígenas.

266. II. Fase informativa de entrega de información y difusión del proceso de consulta, con la finalidad de contar con información completa, previa y significativa sobre las medidas legislativas. Ello puede incluir, por ejemplo, la entrega por parte de las autoridades de un análisis y evaluación apropiada de las repercusiones de las medidas legislativas.

267. III. Fase de deliberación interna. En esta etapa —que resulta fundamental— los pueblos y comunidades indígenas, a través del diálogo y acuerdos, evalúan internamente la medida que les afectaría directamente.

268. IV. Fase de diálogo entre los representantes del Estado y representantes de los pueblos indígenas con la finalidad de generar acuerdos.

269. V. Fase de decisión, comunicación de resultados y entrega de dictamen.

270. Así, las legislaturas locales tienen el deber de prever una fase adicional en el proceso de creación de las leyes para consultar a los representantes de ese sector de la población, cuando se trate de medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente.

271. B. Caso concreto.

272. Una vez precisado lo anterior, se procede a analizar si en el proceso legislativo que dio lugar a la emisión del Decreto 0703, por el que se expidió la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, se respetó el derecho a la consulta previa, para lo cual debe determinarse si: 1) las medidas legislativas son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades indígenas, y 2) si se realizó una consulta que cumpla con los parámetros ya referidos. 

273. Al respecto, la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí tiene por objeto —de conformidad con su artículo 1— regular la preparación, el desarrollo y la vigilancia de los procesos electorales ordinarios y extraordinarios de la elección de Gobernadores, diputados y ayuntamientos de la entidad; el ejercicio de las obligaciones y los derechos políticos de las y los ciudadanos; la organización, funcionamiento, derechos y obligaciones de los partidos y de las agrupaciones políticas estatales; establecer las sanciones por infracciones a la normatividad electoral; y la integración y funcionamiento de los organismos administrativos electorales locales.

274. De lo referido, se sigue que el Decreto 0703, por el que se expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí sí es susceptible de afectar a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de la entidad y, por ende, el Congreso del Estado de San Luis Potosí tenía la obligación de consultarles directamente, previo a la emisión de la norma general cuestionada. 

275. El partido político actor alega que, con motivo de lo dispuesto en los artículos 240 y 288, primer párrafo, el legislador estatal debió consultar a los pueblos originarios de San Luis Potosí. Dicha normatividad establece los siguiente: 

· En la integración de fórmulas de candidaturas a diputaciones, así como de planillas de mayoría relativa, y listas de representación proporcional para los ayuntamientos, las candidatas y los candidatos independientes deberán atender a la inclusión de miembros de comunidades indígenas (Artículo 240).

· En los municipios donde la población sea mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes incluirán en las planillas para la renovación de ayuntamientos, a miembros que pertenezcan a las comunidades indígenas de dichos municipios, integrando, cuando menos, una fórmula de candidatas o candidatos propietarios y suplentes de dichas comunidades, ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional. (Artículo 288).

· Para determinar la mayoría de población indígena, se sujetará al Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y de acuerdo a los lineamientos que al efecto expida el Consejo General del organismo electoral. (Artículo 288).


276. De lo antes mencionado, se advierte que, efectivamente, el Decreto impugnado contiene medidas que son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de la entidad y, en consecuencia, existía la obligación de consultarles directamente, en forma previa a la emisión del decreto impugnado. 

277. En efecto, se tratan de actos legislativos que inciden o pueden llegar incidir directamente en los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, pues establecen, entre otras cuestiones, que, en la integración de las fórmulas de candidaturas para ayuntamientos, se deberá atender a la fórmula contemplada en ley para la inclusión de integrantes de comunidades indígenas en los ayuntamientos.

278. Asimismo, se pretende desarrollar una “acción afirmativa” en la que se prevé que en los municipios donde hay una población mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes incluirán en sus planillas, a personas que pertenezcan a las comunidades indígenas de dichos municipios. Y para ese efecto, deberán integrar, cuando menos, una fórmula de candidatas o candidatos con personas indígenas de dichas comunidades ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional.

279. De igual forma, se establece que para determinar en qué municipios existe una población mayoritariamente indígena, se deberá atender a lo dispuesto en el Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y a los lineamientos que expida el Consejo General del organismo electoral.

280. Como puede advertirse, efectivamente, se trata de reglas que, como se señaló, inciden o pueden llegar a incidir en los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, por lo que existía la obligación de consultarles directamente, en forma previa a la emisión del decreto impugnado.

281. Al respecto, el Poder Ejecutivo, en su informe, únicamente manifestó que promulgó y publicó el Decreto 0703, relativo a la expedición de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, sin que con ello vulnerara la independencia del Congreso local en su proceso legislativo y en respecto de la división de poderes.

282. Por su parte, el Poder Legislativo, en su informe, al momento de dar respuesta a la impugnación de cada uno de los conceptos de violación, en concreto, los relacionados con la impugnación de los artículos 240 y 288, párrafo primero, de la Ley Electoral Local, se limitó a expresar que con su emisión no se vulneró la autonomía de los pueblos y comunidades indígenas de la entidad federativa, aunado a que su contenido da certeza y respeta los principios de legalidad, máxima publicidad y objetividad electorales.  

283. Asimismo, refirió que con la emisión de las normas se pretende reconocer y regular los derechos indígenas en los municipios, los mecanismos de elección de sus representantes populares, con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas, garantizando el principio de paridad de género, la representación legislativa en proporción al número de habitantes, así como las limitantes en el número de diputados por cada partido político.

284. En otro aspecto, informó que, ante los constantes cambios que acontecen en el devenir de la vida política del País, en concordancia con las experiencias, opiniones y consultas, se llevaron a cabo foros, iniciativas, mesas de trabajo y opiniones con grupos parlamentarios y partidos políticos, agrupaciones políticas, la sociedad civil organizada y ciudadanos en general, para recopilar ideas en la construcción de un marco jurídico integral.

285. De esta manera, relata que se instauró la Comisión Especial para la Reforma Político-Electoral, que, en conjunto con el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, el Tribunal Electoral del Estado, y diversos entes públicos administrativos, deliberativos y jurisdiccionales, llevaron a cabo cinco foros de consulta en los meses de enero y febrero de dos mil veinte, en los que plasmaron los esfuerzos compartidos para generar nuevas dinámicas que dieran cauce al pluralismo político, con apego a condiciones de imparcialidad y transparencia, creando un proceso electoral efectivo que generara certidumbre, y diera cumplimiento con el artículo 41 de la Constitución General.

286. Así, refiere que en correspondencia a las dinámicas que generaron la participación activa de la sociedad, surgió la nueva Ley Electoral del Estado, que tiene el objeto de cubrir las necesidades de contar con un proceso eficaz en la preparación y desarrollo de los procesos electorales, así como la regulación de los derechos, obligaciones y competencias de los actores en los procesos, y las sanciones que permitan erradicar acciones contrarias a los valores democráticos.

287. Finalmente, destaca que, en cuanto a las disposiciones aplicables a la comunidad indígena y de personas con discapacidad, un artículo transitorio —cuarto[footnoteRef:43]— constriñe al Consejo Estatal y de Participación Ciudadana para elaborar lineamientos con acciones afirmativas en favor de ellos, por la imposibilidad de llevarse a cabo las consultas correspondientes debido a la contingencia sanitaria provocada por la enfermedad denominada COVID-19.  [43:  “CUARTO. EL Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, deberá elaborar lineamientos con acciones afirmativas en favor de los grupos y comunidades indígenas en la Entidad, así como de las personas discapacitadas, ello derivado de la imposibilidad de llevarse a cabo las consultas correspondientes debido a la contingencia sanitaria provocada por la enfermedad denominada COVID-19, por lo que es necesario contar con tales disposiciones en favor de estos grupos”.] 


288. En relación con lo anterior, justifica que tal aspecto es acorde con la sentencia de treinta de mayo de dos mil dieciocho, emitida en el expediente SUP-REC-214/2018, por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la que decidió vincular al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de San Luis Potosí, para que, en el próximo proceso electoral realice los estudios concernientes e implemente acciones afirmativas en materia indígena para el caso de registro de candidaturas a diputaciones locales, pudiendo apoyarse en buenas prácticas, tales como las emitidas en el ámbito federal.

289. De lo anterior, se advierte que el Poder Ejecutivo no hace referencia a la realización de una consulta indígena, mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe con la finalidad de llegar a un acuerdo a través de sus representantes.  Mientras que el Poder Legislativo expresamente confiesa que, dada la contingencia sanitaria generada por el virus COVID-19, se encontró imposibilitado para llevar a cabo las consultas a los pueblos y comunidades indígenas con motivo de la expedición de la Ley Electoral Local. Confesión que tiene efectos plenos, en términos del artículo 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de la materia, en términos de su artículo 1º.

290. Adicionalmente, este Alto Tribunal advierte de los anexos que acompañó el Poder Legislativo a su respectivo informe, que se llevaron a cabo los siguientes actos (relatados conforme a la fecha en que acontecieron):

· El veintisiete de diciembre de dos mil dieciocho, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el decreto legislativo número 021, por el que se creó la Comisión Especial para la Reforma Político-Electoral, y se establece su integración, objetivos, atribuciones, así como lo relativo a sus reuniones.  Dentro de este decreto se definieron las atribuciones de este órgano, en lo que interesa, el artículo 4º, fracción III[footnoteRef:44], reguló que éste llevaría a cabo reuniones de trabajo, conferencias, consultas ciudadanas, foros y talleres, entre otros mecanismos, con el objeto de recabar propuestas y planteamientos que se habrían de considerar en las leyes que en materia político-electoral se expidan[footnoteRef:45]. [44:  Artículo 4º. La Comisión Especial para la Reforma Político-Electoral del Estado de San Luis Potosí, tendrá las atribuciones siguientes:
(…)
III. Llevar a cabo reuniones de trabajo, conferencias, consultas ciudadanas, foros y talleres, entre otros mecanismos, siempre que lo estime necesarios para la consecución de sus fines, con el objeto de recabar propuestas y planteamientos, que se habrán de considerar en las leyes que en materia político-electoral se expidan; para lo cual bastará con la presencia de quien lo preside, y de uno o más diputados que lo integren.
(…)”]  [45:  Fojas certificadas con los números 560 a 562 del Anexo 1 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 163 a 168 del archivo electrónico número 2 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Con motivo de la creación de la Comisión Especial, el Congreso local expidió los lineamientos que habría de aplicar, los cuales se encuentran contenidos en el decreto legislativo 16, publicado en el Periódico Oficial de la entidad federativa el nueve de mayo de dos mil diecinueve[footnoteRef:46]. [46:  Fojas certificadas con los números 563 a 565 del Anexo 2 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 169 a 174 del archivo electrónico número 2 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· En otro aspecto, en sesión ordinaria de veinte de junio de la anualidad de referencia[footnoteRef:47], la Directiva turnó la iniciativa número 2779, que adicionalmente dirigió a la Comisión de Asuntos Indígenas, presentada por Javier Antonio Castillo, quien se identifica como indígena náhuatl, y Adán Maldonado Sánchez, por la que consideraron reformar los artículos 3º, 297 y 412 de la Ley Electoral Estatal, además de los preceptos 3º, 30 y 32, de la Ley de Justicia Electoral del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad que se garantice la representación de las personas indígenas en el Congreso Local y en los Ayuntamientos[footnoteRef:48]. [47:  Fojas certificadas con los números 1871 a 1881 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 403 a 423 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [48:  Fojas certificadas con los números 1884 a 1892 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 429 a 446 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Posteriormente, el doce de septiembre siguiente, el Congreso del Estado de San Luis Potosí, representado por la Presidenta de la Mesa Directiva de la Legislatura, celebró con el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana (CEEPAC), representado por su Presidenta, y con el Tribunal Electoral del Estado de Sa Luis Potosí, representado por su Presidenta, el convenio específico para organizar los trabajos para la reforma a la legislación electoral del Estado[footnoteRef:49]. [49:  Fojas certificadas con los números 993 y 994 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 467 a 470 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Independiente a la organización de los foros de consulta, el catorce de octubre del año anterior[footnoteRef:50], la Directiva, en sesión ordinaria, turnó, de manera adicional a la Comisión de Asuntos Indígenas, la iniciativa con el número 2967, presentada por el Diputado Rubén Guajardo Barrera, por la que consideró reformar los artículos 244 y 297 de la Ley Electoral local, con el objeto de que se establezcan las normas que garanticen que en aquéllos municipios y distritos con población mayoritariamente indígena –distritos donde la población indígena sea mayor del 60%–, sean elegidas personas que tengan esta calidad[footnoteRef:51]. [50:  Fojas certificadas con los números 1817 a 1831 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 295 a 323 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [51:  Fojas certificadas con los números 1832 a 1840 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 325 a 341 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· De manera similar, en sesión ordinaria de veintiuno de noviembre siguiente[footnoteRef:52], la Directiva turnó la iniciativa identificada con el número 3371, presentada por el Diputado Óscar Carlos Vera Fabregat, por la que planteó adicionar al artículo 293 de la Ley Electoral local, un párrafo cuarto, con el objetivo de establecer que, para el caso de los distritos electorales en que la mayoría de los ayuntamientos que lo integren su población sea mayoritariamente indígena, en términos del Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, los partidos políticos o en su caso los candidatos independientes tengan la obligación de postular candidatos a diputados de mayoría relativa que sean representantes de extracción indígena con la finalidad de que en el Congreso de garantice su participación[footnoteRef:53]. [52:  Fojas certificadas con los números 1688 a 1699 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 35 a 57 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [53:  Fojas certificadas con los números 1714 a 1717 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 89 a 96 del archivo electrónico número 5 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Retomando lo concerniente a los foros de consulta, mediante oficio PRESIDENCIA/LXII-II/234/2019, de cinco de diciembre de dos mil diecinueve, se solicitó al Secretario General de Gobierno del Estado publicar la convocatoria a la ciudadanía, partidos políticos, agrupaciones políticas electorales, académicas, líderes de opinión, expertos en el tema, para que presentaran propuestas para reformar la legislación en materia electoral del Estado[footnoteRef:54].  Asimismo, dicha instrucción se giró a la Coordinación de Informática[footnoteRef:55].  [54:  Reverso de la foja certificada 1146 a 1149 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 774 a 780 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [55:  Foja certificada con el número 1150 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Foja 781 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Durante la preparación de estos foros, tuvo lugar la sesión ordinaria de trece de diciembre del año previo, en la que la Directiva turnó con el número 3571, el oficio CEEPC/PRE/SE/1026/2019, signado por la Presidenta y el Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana[footnoteRef:56], por el que envió el primer avance de las observaciones a la legislación electoral con base en las experiencias del proceso electoral 2017-2018[footnoteRef:57]. [56:  Reverso de la foja certificada con el número 1139, así como la foja 1143 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 760 y 766 y 767 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [57:  Fojas certificadas con los números 566 a 682 del Anexo 3 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 175 a 408 del archivo electrónico número 2 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Asimismo, el dieciséis de diciembre siguiente, el Congreso del Estado recibió el oficio CEEPC/PRE/SE/1062/2019, signado por la Presidenta y el Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, por el que señalaron que, con motivo de la resolución de treinta de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-REC-214/2018, el Consejo Estatal Electoral inició los trabajos concernientes al estudio de la población indígena y pueblos originarios asentados en el Estado, con la finalidad de llevar a cabo acciones afirmativas para el próximo proceso electoral 2020-2021.  Derivado de esta situación, se anexó a este oficio las preguntas que habrán de incluirse respecto a la participación del Consejo Estatal Electoral en la consulta indígena 2020[footnoteRef:58]. [58:  Fojas certificadas con los números 1144 y 1145 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 769 a 772 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Retomando el tema de los foros de consulta, el Congreso del Estado, en coordinación con el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana y el Tribunal Electoral de San Luis Potosí, llevaron seis foros de consulta para la reforma a la Legislación Electoral de San Luis Potosí –el Poder Legislativo únicamente hace referencia a cinco–, que tuvieron verificativo en las fechas y sedes siguientes:

A. El cinco de enero de dos mil veinte en Soledad de Graciano Sánchez[footnoteRef:59]; [59:  Fojas certificadas con los números 1041 a 1044 y 1090 a 1092 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 563 a 569 y 661 a 666 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 

B. El diez de enero de dos mil veinte en Matehuala[footnoteRef:60]; [60:  Fojas certificadas con los números 995 a 1002 y 1122 a 1125 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 471 a 486 y 725 a 732 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 

C. El diecisiete de enero de dos mil veinte en Rioverde[footnoteRef:61]. [61:  Fojas certificadas con los números 1003 a 1014 y 1115 a 1121 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 487 a 562 y 711 a 723 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 

D. El veinticuatro de enero de dos mil veinte en Tamazunchale[footnoteRef:62]. [62:  Fojas certificadas con los números 1107 a 1114 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 695 a 710 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 

E. El treinta y uno de enero de dos mil veinte en Ciudad Valles[footnoteRef:63]. [63:  Fojas certificadas con los números 1093 a 1100 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 667 a 681 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 

F. El siete de febrero de dos mil veinte en San Luis Potosí[footnoteRef:64]. [64:  Fojas certificadas con los números 1045 a 1051 y 1101 a 1106 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 571 a 585 y 683 a 694del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Estos foros se realizaron con una metodología similar, pues, al dar comienzo, se hizo la presentación de los Diputados participantes, los Consejeros Electorales, Magistrados y el Fiscal Especializado en Materia de Delitos Electorales.  De forma posterior, se realizó el mensaje de bienvenida y se informó que el siete de febrero siguiente era la fecha máxima para la presentación de propuestas a través de los portales de internet.

· Seguidamente, se comenzó formalmente al evento, por lo que se dio la palabra a los asistentes, con el fin de que se recabaran las propuestas presentadas por la ciudadanía, o bien, se formularan preguntas relacionadas con la reforma Político-Electoral y se diera respuesta a estas interrogantes.  Por último, en las conclusiones se enumeraron el número de propuestas recabadas, las participaciones efectuadas y las mociones realizadas.

· Concluidos los foros, en sesión ordinaria de trece de febrero siguiente[footnoteRef:65], la Directiva turnó la iniciativa identificada con el número 3921, presentada por el Diputado Óscar Carlos Vera Fabregat, en la que planteó la reforma del artículo 244, y adicionar al artículo 299, los párrafos segundo y tercero, de la Ley Electoral Estatal, con el objetivo de que en los distritos electorales en donde la totalidad de los municipios que lo integran cuenten con una población mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes deberán postular como candidatos propietarios y suplentes a miembros que pertenezcan a las comunidades indígenas de dicho Distrito[footnoteRef:66]. [65:  Fojas certificadas con los números 1575 a 1588 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 836 a 862 del archivo electrónico número 4 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.]  [66:  Fojas certificadas con los números 1613 a 1617 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 912 a 921 del archivo electrónico número 4 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· El tres de marzo del año en curso, fue recibido un documento firmado por diversos representantes de comunidades indígenas del Estado de San Luis Potosí, en el que formularon propuestas para la reforma electoral, relacionadas con la participación de ciudadanos potosinos, partidos políticos y candidatos, autoridades y proceso electoral[footnoteRef:67]. [67:  Fojas certificadas con los números 1085 a 1088 del Anexo 6 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 651 a 656 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· El dos de abril de dos mil veinte, se presentó ante la Oficialía Mayor del Congreso del Estado un oficio fechado el treinta de marzo anterior, signado por la Presidenta de la Comisión Especial para la Reforma Político-Electoral, por el que remitió al Presidente de la Junta de Coordinación Política y a la Presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales la propuesta 2020 de reforma político-electoral[footnoteRef:68]. [68:  Fojas certificadas con los números 1345 a  del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 376 a 656 del archivo electrónico número 4 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Dentro de este documento, en su apartado I, tema II “Participación de los ciudadanos Potosinos”, se advierte que obran las propuestas recabadas durante los foros celebrados en San Luis Potosí, Ciudad Valles, Matehuala, Tamazunchale y Soledad de Graciano Sánchez –con excepción de Rioverde–.  Estas propuestas fueron referentes a: la reducción de número de respaldo ciudadano del 2% al 1%; la posibilidad de que se permita el registro de todos los candidatos que obtengan el número de respaldo de ciudadanos exigidos por la ley; establecer mecanismos de presupuestos participativos y creación de distritos indígenas[footnoteRef:69]. [69:  Foja certificada con los números 1444 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 574 y 575 del archivo electrónico número 4 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· En otro aspecto, por lo que refiere al tema de la consulta indígena, el nueve de junio del año en curso, la Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas, informó a la Presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales que continuaba planificada la realización de la consulta indígena, la cual estaba programada para realizarse del diecinueve de marzo al veintitrés de abril; sin embargo, con motivo de la situación de emergencia sanitaria que empezó a vivir el país, se emitió un decreto que inició el veintitrés de marzo, el cual concluyó el treinta y uno de mayo, por lo que se tuvo que posponer la consulta indígena.  Adicionalmente, expresó que, a pesar de que terminó el periodo de Sana Distancia y comenzó a operar el llamado “semáforo de reactivación de actividades sociales, económicas y educativas”, no era posible volver a considerar la programación de la consulta indígena hasta que el semáforo se encuentre en verde[footnoteRef:70]. [70:  Reverso de la foja certificada número 4 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.
 Reverso de la foja certificada con el número 424 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Foja 849 del archivo electrónico número 1 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Luego, en sesión ordinaria de doce de junio de dos mil veinte, la Directiva turnó, con el número 4411, el oficio CEEPC/PRE/SE/021172020, suscrito por la Presidenta del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, en el que envía el segundo y último documento de las observaciones a la legislación electoral con base en las experiencias del proceso electoral 2017-2018[footnoteRef:71]. [71:  Fojas certificadas con los números 789 a 813 del Anexo 5 del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 59 a 108 del archivo electrónico número 3 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Mediante sesión de videoconferencia de veinticuatro de junio siguiente, la Comisión de Puntos Constitucionales decidió someter a la Asamblea Legislativa el dictamen de las iniciativas y propuestas que plantean reformas a la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí[footnoteRef:72].  En concreto, en su consideración décima primera, relativa a las iniciativas identificadas con los turnos 2279, 2967 y 3371, que plantean reformas relativas a las comunidades y pueblos indígenas, expresó que estas deberían ser motivo de consulta indígena; sin embargo, dada la imposibilidad de llevarla a cabo, resolvió dejar pendiente su dictaminación, en cuanto que no se trataba de acciones afirmativas.  Agregó que debía establecerse una disposición transitoria que estableciera la obligación para que el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana elabore lineamientos con acciones afirmativas en favor de los grupos y comunidades indígenas de la entidad, así como de las personas discapacitadas, ante la imposibilidad de llevarse a cabo las consultas correspondientes debido a la contingencia sanitaria provocada por la enfermedad denominada COVID-19 SARS-CoV-2, pues era necesario contar con tales disposiciones en favor de estos grupos[footnoteRef:73]. [72:  Foja certificada con el número 371 a 559 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 702 a 957 del archivo electrónico número 1 y fojas 1 a 162 del archivo electrónico 2, adjuntos al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.  ]  [73:  En concreto, las fojas certificadas con los números 424 y 425 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 848 a 850 del archivo electrónico número 1 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· Posteriormente, en sesión ordinaria número 72 de treinta de junio de dos mil veinte, el Congreso local aprobó, por mayoría en lo general y en lo particular, el Decreto por el que se expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí [footnoteRef:74]. [74:  Fojas certificadas con los números 120 a 124 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Fojas 240 a 249 del archivo electrónico número 1 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


· En esta fecha, también se remitió al Gobernador Constitucional del Estado la minuta de decreto, por la que se expidió la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí[footnoteRef:75].  [75:  Foja certificada con el número 1 del Anexo del Informe rendido por el Congreso del Estado de San Luis Potosí.  Foja 2 del archivo electrónico número 1 adjunto al informe del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí.] 


291. Una vez expuestos los antecedentes que dieron lugar a la expedición de la Ley Electoral local, es importante destacar que, si bien la Presidenta y el Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, a través del oficio CEEPC/PRE/SE/1062/2019, informaron que el Consejo Estatal Electoral dio inició los trabajos concernientes al estudio de la población indígena y pueblos originarios asentados en el Estado, con la finalidad de llevar a cabo acciones afirmativas para el próximo proceso electoral 2020-2021, estos no pudieron realizarse con motivo de la contingencia sanitaria provocada por la enfermedad denominada COVID-19 SARS-CoV-2.

292. Expuesto lo anterior, este Tribunal Pleno concluye que no se llevó a cabo una consulta indígena válida, conforme a los elementos de la consulta previa y las características mínimas que deben de observar estos procesos.

293. Como ha quedado expuesto, el hecho de que la consulta sea previa implica que se realice durante la primera etapa del procedimiento legislativo como una garantía de protección del principio de autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, pues les permite participar en la toma de decisiones que puedan afectar los intereses de la Comunidad, evitando con ello, una vulneración de su derecho a la no asimilación cultural.

294. Como se ha señalado, los procesos de consulta exigen la provisión plena de información precisa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto a las comunidades consultadas, en forma previa y durante la consulta. Debe buscarse que, en todo momento, tengan conocimiento de los posibles riesgos, efectos o consecuencias, a fin de que estén en aptitud de aportar su visión.

295. En este orden de ideas, como se ha sostenido a lo largo de esta sentencia, el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades indígenas tiene asidero en el artículo 2°, Apartado B, de la Constitución Federal, específicamente al señalar que, para promover la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier forma de discriminación, la Federación, las entidades federativas y los municipios están obligados a implementar las políticas necesarias para garantizar los derechos de las personas indígenas y afromexicanas y el desarrollo comunitario, lo cual deberá ser diseñado y operado conjuntamente con ellos. 

296. Además, este derecho se puede extraer del principio de autodeterminación previsto en el artículo 2°, apartado A, fracciones I y II, de la Constitución, que faculta a los pueblos y comunidades indígenas para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural, y en el apartado C, que reconoce estos derechos, también, para los pueblos y comunidades afromexicanas.

297. En efecto, en el artículo 2° de la Constitución Federal se protege el principio de autodeterminación de los pueblos y comunidades, que es “un conjunto de normas de derechos humanos que se predican genéricamente de los pueblos, incluidos los pueblos indígenas, y que se basan en la idea de que todos los sectores de la humanidad tienen el mismo derecho a controlar su propio destino”[footnoteRef:76]. [76:  ANAYA, James, Los pueblos indígenas en el derecho internacional, op cit., p. 137.] 


298. Este principio de autodeterminación implica, también, la facultad de autogobierno o autoorganización que consiste en la idea de que los sistemas políticos deben funcionar de acuerdo con los deseos de las personas gobernadas[footnoteRef:77]. [77:  Ibídem, p. 224.] 


299. Por tanto, para que podamos hablar de una verdadera protección del principio de autodeterminación, es necesario que las normas e instituciones que puedan afectar los derechos de personas o colectivos indígenas, no sean producto de una imposición, sino resultado de procedimientos que respeten sus preferencias dentro de una serie de opciones razonables[footnoteRef:78]. [78:  Ibid., p. 241.] 


300. El derecho a la consulta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas protege su autodeterminación a través de la participación activa de los integrantes de los pueblos originarios en la toma de decisiones de relevancia pública.  Además, la importancia de este derecho radica en aceptar las diferencias culturales y escuchar —conforme a las propias tradiciones, usos y costumbres— a las personas que integran una Comunidad.

301. Por tanto, el legislador local estaba obligado a realizar una consulta previa en materia indígena, pues, al no hacerlo, se soslaya la autodeterminación de los pueblos y comunidades, y se les veda la oportunidad de opinar sobre un tema que es susceptible de impactar en su cosmovisión, lo que implica una forma de asimilación cultural.

302. Conforme al artículo 2°, apartado A, último párrafo, de la Constitución General, la necesidad de implementar una consulta indígena tiene una doble justificación: por una parte, es necesaria para impedir que se genere una medida o una carga que pueda perjudicarles; pero por la otra, permite escuchar las voces de un colectivo históricamente discriminado y enriquecer el diálogo con propuestas que, posiblemente, el cuerpo legislativo no habría advertido en forma unilateral.

303. Por ello, basta que en este caso se advierta que el decreto impugnado contiene normas que inciden en los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas para exigir constitucionalmente como requisito de validez que se haya celebrado una consulta específica para la emisión de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

304. A mayor abundamiento, no pasa desapercibido para esta potestad jurisdiccional los foros de consulta pública organizados por la autoridad legislativa local a efecto de convocar a la ciudadanía, partidos políticos, agrupaciones políticas electorales, académicas, líderes de opinión y expertos en el tema, para que presentaran propuestas para reformar la legislación electoral del Estado.

305. Sin embargo, es claro que dichos esfuerzos no pueden ser considerados como una consulta previa, culturalmente adecuada, a través de los representantes o autoridades tradicionales, informada y de buena fe, bajo los requisitos previstos en los artículos 1º y 2º de la Constitución General, 5º de la Constitución del Estado de Hidalgo, así como 4, 5, 6, 7 y 8 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

306. Sin que la autoridad legislativa estatal lo haya alegado, no está demás señalar que dichos foros no cumplen con los estándares y los requisitos expuestos a lo largo de esta sentencia como para considerar una adecuada consulta previa, pues únicamente representó una convocatoria a la población en general, con el fin de recabar las propuestas que la ciudadanía quisiera presentar, o bien, responder a las preguntas que quisieran formular.

307. Para reconocer que la consulta indígena fue culturalmente adecuada, ésta debe realizarse desde una perspectiva intercultural y protegiendo el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la no asimilación cultural; y ello sólo se logra a través de un ejercicio dialógico en el que los órganos del Estado realicen la consulta in situ respetando —y adoptando, incluso— los mismos métodos, usos y costumbres que se emplean en cada comunidad para la toma de decisiones.

308. El derecho a la consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas está reconocido en el artículo 2°, Apartado B, de la Constitución Federal, específicamente al señalar que, para promover la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier forma de discriminación, la Federación, las entidades federativas y los municipios están obligados a implementar las políticas necesarias para garantizar los derechos de los indígenas y de la Comunidad, lo cual deberá ser diseñado y operado conjuntamente con ellos[footnoteRef:79]. [79:  Así lo ha sostenido el suscrito en sesión plenaria de 19 de octubre de 2015, al resolver la acción de inconstitucionalidad 83/2015 y acumuladas.] 


309. Además, este derecho se puede extraer del principio de autodeterminación previsto en el artículo 2°, apartado A, fracciones I y II, de la Constitución Federal, que faculta a los pueblos y comunidades indígenas para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.

310. Asimismo, el derecho a la consulta encuentra sustento, pero sobre todo tiene contenido, en los artículos 6 y 7 del Convenio 169, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes[footnoteRef:80], en el que se establece que los gobiernos deberán consultar a los pueblos, mediante procedimientos apropiados, a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente. [80:  Adoptado el 27 de junio de 1989, y ratificado por el Senado el 11 de junio de 1990 (D.O.F. 3 de agosto de 1990).
“Artículo 6. 1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
(…) 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.” 
“Artículo 7. 1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
(…) 3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas (…).”] 


311. Siguiendo este hilo conductor, el derecho a la consulta se encuentra íntimamente ligado con los derechos de participación política y autogobierno de los pueblos y comunidades indígenas.

312. En este sentido, en el artículo 35 de la Constitución Federal[footnoteRef:81] se reconoce el derecho de toda persona ciudadana de votar y ser votada en las elecciones populares, y de asociarse para tomar parte en los asuntos políticos del país.  En consecuencia, la ciudadanía que integra los pueblos y comunidades indígenas del País tiene derecho a participar en la toma de decisiones de relevancia pública y, sobre todo, en aquellas que sean susceptibles de afectarles directamente. [81:  “Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:
I.- Votar en las elecciones populares;
II.- Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;
III.- Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos del país;
(…)”.] 


313. Así lo ha estimado la Corte Interamericana al reiterar que, conforme a los artículos 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 18 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, todos los ciudadanos deben gozar del derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos y en la adopción de las decisiones en todas las cuestiones que afecten a sus derechos, por lo que los estados deben contar con mecanismos para garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas a través de procedimientos culturalmente adecuados[footnoteRef:82]. [82:  Al respecto, Vid. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs Surinam (Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 25 de noviembre de 2015, párrafos 202 y 203; y Caso Yatama Vs. Nicaragua (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 23 de junio de 2005, párrafo 225.] 


314. A partir de estos principios, en la Constitución Federal se encuentran inmersos otros derechos y características propias de la tutela de derechos con una perspectiva intercultural. Por ejemplo, tienen la facultad de elegir a sus autoridades conforme a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, así como el ejercicio de sus formas propias de convivencia y organización social, económica, política y cultural, lo que incluye, por supuesto, el derecho a la consulta.

315. En este sentido, como lo he sostenido en diversas ocasiones —por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 83/2015 y acumuladas, en la controversia constitucional 32/2012 y en la acción 31/2014[footnoteRef:83]—, siguiendo los precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador y Caso del Pueblo Saramaka vs Surinam), cuando un acto o medida legislativa sea susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas, el Estado tiene el deber de consultarlos mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe. [83:  Además, el Pleno ha reconocido el derecho de consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas, en la acción de inconstitucionalidad 31/2014, del 8 de marzo de 2016, por mayoría de 8 votos, se declaró la invalidez de una norma de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas de San Luis Potosí.  Y también en la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas, del 17 de agosto del 2017, por unanimidad de 11 votos, en la que se reconoció la validez del procedimiento legislativo y de consulta indígena del proceso constituyente de la Ciudad de México. ] 


316. En estos precedentes interamericanos[footnoteRef:84], se ha establecido que las consultas a pueblos indígenas deben realizarse a través de procedimientos culturalmente adecuados, es decir, en conformidad con sus propias tradiciones y a través de sus instituciones representativas. Asimismo, se deben tomar las medidas necesarias para garantizar que los miembros de los pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles traductores si es necesario. [84:  Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador (Fondo y Reparaciones), Sentencia de 27 de junio de 2012, párrafos 201 y 202.] 


317. En este orden de ideas, es dable concluir que el Poder Legislativo local no realizó una consulta indígena realmente válida, pues únicamente llevó a cabo una serie de foros generales y no vinculantes a partir de un procedimiento que no fue culturalmente adecuado y que no tuteló los intereses de las comunidades indígenas.

318. Por tanto, si del análisis del procedimiento legislativo que dio origen al Decreto impugnado se advierte que, como fue planteado por los accionantes y externado por el Legislativo de la entidad federativa, no se llevó a cabo consulta alguna a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas previo a la emisión del decreto impugnado, este Tribunal Pleno estima que se vulneraron en forma directa los artículos 2 de la Constitución Federal y 6 del Convenio 169 de la OIT y, en consecuencia, se declara su invalidez total.

319. Ahora, el efecto lógico de una falta de consulta indígena sobre medidas legislativas que son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades debe ser la invalidez total de la ley, ya que los actos que integran el procedimiento legislativo constituyen una unidad indisoluble con la norma general emanada de ese procedimiento. Aunado a que, de aceptar lo contrario, se estaría convirtiendo a la consulta indígena en una convalidación posterior a una ley publicada.

320. No obstante, esta máxima potestad jurisdiccional es consciente de que la Ley impugnada regula la totalidad del proceso electoral en el Estado de San Luis Potosí, por lo que, a pocos días de que comience este proceso comicial (el treinta de septiembre de dos mil veinte) ya no daría tiempo de realizar una consulta culturalmente adecuada.

321. Así, tomando en cuenta la relevancia que tiene la celebración de los comicios, se determina que la declaración de invalidez surtirá efectos a partir del día siguiente a aquél en el que concluya el proceso electoral ordinario 2020-2021 en el Estado de San Luis Potosí, cuya jornada electoral habrá de celebrarse el domingo seis de junio de dos mil veintiuno, en términos del artículo 14 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí[footnoteRef:85]. [85:  “Artículo 14. Las elecciones ordinarias se verificarán el primer domingo de junio de cada seis años para la gubernatura; y el mismo día de cada tres años para diputaciones y ayuntamientos del año correspondiente, según se trate.”] 


322. En la inteligencia de que la consulta respectiva y la legislación correspondiente deberán realizarse y emitirse, a más tardar, dentro del año siguiente a la conclusión de ese proceso electoral, de conformidad con los estándares señalados a lo largo de esta sentencia[footnoteRef:86]. [86:  En los mismos términos se ha pronunciado este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 136/2020, resuelta el 8 de septiembre de 2020, mayoría de 8 votos de los Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; voto en contra de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá y de la señora Ministra Piña Hernández, quien anuncia voto particular.] 


323. Lo determinado encuentra apoyo en lo dispuesto en los artículos 41, fracción IV, y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución General[footnoteRef:87], que permiten a esta Corte Suprema fijar en sus sentencias "todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda", lo que, en último término, tiende a salvaguardar el principio de certeza jurídica en materia electoral, que consiste en que, al iniciar el proceso electoral, los participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán el marco legal del procedimiento y que permitirá a los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público. [87:  “Artículo 41. Las sentencias deberán contener:
(…)
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a  todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; (…)”.
“Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley”.
“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia”.] 


324. Establecido lo anterior, dado que la invalidez total del Decreto 703, por el que se expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, surtirá efectos una vez que concluya el proceso electoral ordinario 2020-2021 en la entidad, por lo que deben estudiarse los restantes conceptos de invalidez planteados por el accionante, en virtud de que dichas reglas tendrán aplicación en el proceso.  
(NOTA: EN CASO DE QUE ESTE APARTADO NO SEA APROBADO O NO SE ALCANCE LA VOTACIÓN CALIFICADA NECESARIA PARA LA INVALIDEZ DEL DECRETO, AL FINAL DEL PROYECTO SE PRESENTA EL ESTUDIO ALTERNO DE LOS ARTÍCULOS IMPUGNADOS).


325. Tema 2. Integración del Organismo Público Local Electoral (OPLE) y su facultad para sancionar y remover al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso local. 

326. El accionante señala que los artículos 6, fracción XXIII, y 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí que, por una parte, definen como funcionarios electorales a las personas que forman parte de los organismos electorales y son electas por el Congreso del Estado y, por otra, facultan al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana a sancionar y remover por causas graves de responsabilidad administrativa al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso Local, exceden la competencia de las autoridades legislativa y administrativa electoral, ya que el Poder Legislativo no está legitimado para nombrar como funcionarios electorales a los ciudadanos que integren dichos organismos electorales, mientras que el Consejo Estatal no tiene atribuciones para sancionar y remover a las autoridades designadas por el Congreso.

327. Para arribar a dicha conclusión, expresa que el Congreso del Estado carece de competencia para elegir a los miembros de los organismos electorales, dado que el artículo 116, fracción IV, inciso c), punto 1º, de la Constitución General, define que el Organismo Público Local se integrará con un consejero presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto, a cuyas sesiones concurrirán solo con derecho de voz un Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos.  Asimismo, invoca que el artículo 41, párrafo tercero, base V, de la Norma Suprema, precisa que corresponde al Instituto Nacional Electoral designar y remover a los integrantes del órgano superior de dirección de los organismos públicos locales.

328. De esta manera, considera que en ninguna parte de la Constitución General se atribuye a los Congresos Estatales la potestad de elegir a los miembros de los organismos electorales locales, pues esta situación limita su independencia y autonomía.

329. En otro aspecto, señala que resulta inconstitucional que el legislador haya dotado de competencia al Consejo para resolver sobre la aplicación de sanciones al titular del órgano interno de control, pues estas facultades son competencia del Congreso del Estado, atendiendo el principio de que el que nombra puede remover.  Sin perjuicio de que tal atribución corresponda al Tribunal de Justicia Administrativa.

330. En relación con este último punto, arguye que el titular del órgano interno de control tiene atribuciones de índole administrativo, pues conforme al artículo 88 de la legislación en cuestión, este servidor público, que será nombrado por el Congreso Estatal, en el ejercicio de sus atribuciones, se abstendrá de interferir en el desempeño de las funciones y atribuciones de los servidores del Consejo General del Organismo Público Local.

331. De esta manera, concluye que, al no ser el titular del órgano interno de control una autoridad electoral y contar con funciones meramente administrativas, corresponde al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el sancionarlo con su destitución, en términos de los artículos 89 de la normativa en cuestión, 123 de la Constitución del Estado de San Luis Potosí, y 3º, fracción IV, inciso d), párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y los Municipios de San Luis Potosí.

332. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 6. Para los efectos de esta Ley se entiende por: (…)

XXIII. Funcionarias y funcionarios electorales: las personas que en términos de la legislación electoral, forman parte de los organismos electorales, así como aquéllos que por nombramiento o designación de quien sea competente, estén autorizados para realizar tareas o funciones electorales. Se exceptúan de esta definición a los representantes del Congreso del Estado y de los partidos políticos. Son miembros de los organismos electorales, las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado y los designados por el Consejo; (…)”.

[bookmark: _Hlk48722505]“Artículo 94. El Consejo resolverá sobre la aplicación de las sanciones a la persona titular del órgano interno de control, incluida, entre éstas, la remoción por causas graves de responsabilidad administrativa, debiendo garantizar el derecho de audiencia al imputado, y en observancia a lo que dispone la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí. La remoción requerirá del voto de la mayoría calificada de los miembros presentes”.

333. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez de los artículos 6, fracción XXIII, en la porción normativa “las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado y” y 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, por las razones siguientes.

334. Los artículos 41, apartado C, último párrafo[footnoteRef:88]; 73[footnoteRef:89] y 116, fracción IV, inciso c)[footnoteRef:90], punto 1º, de la Constitución General disponen que corresponde al Instituto Nacional Electoral la designación y la remoción de los integrantes del órgano superior de dirección de los organismos público locales; asimismo, que las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán que las autoridades que tengan a cargo la organización de las elecciones gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, conforme a las propias bases del Ordenamiento Supremo y las leyes generales que distribuyan competencia entre la Federación y las entidades federativas. [88:  “Artículo 41. (…)
Apartado C. (…)
Corresponde al Instituto Nacional Electoral designar y remover a los integrantes del órgano superior de dirección de los organismos públicos locales, en los términos de esta Constitución. (…).”]  [89:  Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…)
XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución. (…).]  [90:  Artículo 116. (…)
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que: (…)
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes: 
1o. Los organismos públicos locales electorales contarán con un órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido político contará con un representante en dicho órgano. (…).
] 


335. Una de las bases constitucionales dadas por el texto fundamental es que los organismos públicos locales electorales contarán con un órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; así como por un Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos sólo con derecho a voz.

336. Por su parte, los artículos 1, numerales 1 y 3[footnoteRef:91]; 98, numeral 1[footnoteRef:92]; y 99[footnoteRef:93] de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales establecen que las disposiciones de dicho ordenamiento son de observancia general en toda la República, previendo las normas aplicables en todo el territorio nacional en materia de instituciones electorales; distribuyendo competencias entre la Federación y las entidades federativas; y ordenando que las Constituciones y las leyes locales se ajusten a sus previsiones. [91:  Artículo 1.
1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para los Ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales. (…)
3. Las Constituciones y leyes locales se ajustarán a lo previsto en la Constitución y en esta Ley. (…).]  [92:  Artículo 98.
1. Los Organismos Públicos Locales están dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios. Gozarán de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la Constitución, esta Ley, las constituciones y leyes locales. Serán profesionales en su desempeño. Se regirán por los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad. (…).]  [93:  Artículo 99.
1. Los Organismos Públicos Locales contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; la Secretaria o el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones solo con derecho a voz.] 


337. Una de esas previsiones es que los organismos públicos electorales gozan de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones y que, para tal efecto, su integración se encuentra diseñada desde el Ley Fundamental y la Ley General, de modo que a las entidades federativas no les resulta disponible realizar alternación alguna, pues, al hacerlo, distorsionan el diseño determinado desde el Pacto Federal.

338. Con apoyo en dichas disposiciones, este Tribunal Constitucional ha determinado[footnoteRef:94] que ni la Constitución de la República, ni la Ley General, autorizan a las entidades federativas la posibilidad de establecer o modificar la conformación del órgano de dirección superior de los organismos electorales locales, en virtud de que, en ejercicio de la facultades otorgadas constitucionalmente al Congreso de la Unión, el legislador federal determinó la forma de integrar el Consejo General de los organismos electorales locales, de donde se sigue que no hay posibilidad constitucional de que las entidades federativas establezcan o modifiquen su conformación. [94:  Acción de inconstitucionalidad 77/2015 y su acumulada 78/2015, resuelta por el Pleno el 26 de octubre de 2015, por unanimidad de 10 votos, de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos (ponente), Franco González Salas por consideraciones distintas, Zaldívar Lelo de Larrea por consideraciones distintas, Pardo Rebolledo separándose de algunas consideraciones, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales por consideraciones distintas, respecto a declarar la invalidez del artículo 3, fracción II, párrafo séptimo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, que establecía que los partidos políticos representados en el Congreso podrán participar mediante un representante legislativo en las sesiones del consejo general como invitados permanentes, no contarán para la integración del quórum, y sólo tendrán derecho a voz sin voto.] 


339. De esta manera, contrastando el marco normativo expuesto y los criterios interpretativos que al respecto esta potestad jurisdiccional ha emitido, concluimos que el legislador potosino indebidamente estableció, en el artículo 6, fracción XXIII, de la Ley Electoral del Estado que: “Son miembros de los organismos electorales las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado”, pues, como ha quedado expuesto, la norma fue emitida sin competencia para hacerlo.

340. Además, su contenido confronta directamente lo dispuesto en los artículos 41, apartado C, último párrafo, y 116, fracción IV, inciso c), de la Constitución General, por cuanto corresponde al Instituto Nacional Electoral la designación y la remoción de los integrantes del órgano superior de dirección de los organismos público locales; así como en relación a la autonomía e independencia de la que gozan los citados organismos, pues el Congreso estatal se arroga atribuciones para elegir miembros de los organismos electorales, lo que representa una clara intromisión en su integración y funcionamiento.

341. Por tanto, se declara la invalidez del artículo 6, fracción XXIII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, en la porción normativa “las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado y”.

342. Por otra parte, este Alto Tribunal también ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la existencia y la regulación de un órgano interno de control en los organismos públicos electorales por parte de los Congresos de los Estados; las condiciones necesarias para que el titular del órgano interno de control realice sus funciones con autonomía; y la competencia para investigar, sustanciar y resolver sobre las faltas administrativas graves cometidas por dicho servidor. 

343. Al respecto, hemos señalado[footnoteRef:95] que, aunque las legislaturas locales gozan de una amplia libertad de configuración legislativa para regular la manera en que deben establecerse los órganos internos de control de los institutos locales, su diseño debe garantizar, en todo momento, la autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones. [95:  Acción de inconstitucionalidad 103/2015, resuelta por el Pleno el 3 de diciembre de 2015, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz apartándose de algunas consideraciones, Luna Ramos obligada por la mayoría respecto de que no operaba el sobreseimiento en el asunto, Zaldívar Lelo de Larrea por consideraciones distintas, Pardo Rebolledo obligado por la mayoría respecto de que no operaba el sobreseimiento en el asunto, Medina Mora I., Pérez Dayán (ponente) y presidente Aguilar Morales obligado por la mayoría respecto de que no operaba el sobreseimiento en el asunto; respecto a declarar la invalidez del artículo 87 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Tlaxcala, que establecía que el Consejo General, resolverá sobre la aplicación de las sanciones al contralor general, incluidas entre éstas la remoción por causas graves de responsabilidad administrativa, debiendo garantizar el derecho de audiencia al afectado en los términos que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Tlaxcala.] 


344. En relación con esto, el artículo 41, fracción V, apartado A[footnoteRef:96], de la Constitución General es claro en ordenar que los órganos internos de control tendrán a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la fiscalización de todos los ingresos y egresos de los institutos electorales. [96:  “Artículo 41. (…)
V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución. (…)
A. (…)
El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento, y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrará por un consejero Presidente y diez consejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los órganos, las relaciones de mando entre éstos, así como la relación con los organismos públicos locales. Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para el ejercicio de sus atribuciones. Un órgano interno de control tendrá a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la fiscalización de todos los ingresos y egresos del Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo con los servidores del organismo público. Los órganos de vigilancia del padrón electoral se integrarán mayoritariamente por representantes de los partidos políticos nacionales. Las mesas directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos. (…).”] 


345. Esto es, a nivel constitucional se reconoce el principio de autonomía técnica y de gestión de los órganos internos de control de los institutos electorales, en la fiscalización de los ingresos y egresos a cargo de esos organismos, lo que implica, por tanto, la existencia de disposiciones que lo salvaguarden, que procuren una situación que permita emitir sus decisiones sin injerencia o sometimiento alguno de los distintos órganos directivos que conformen el instituto electoral de que se trate.

346. Por otra parte, hemos dicho[footnoteRef:97] que el artículo 108[footnoteRef:98] de la Constitución General enumera quiénes se consideran servidores públicos para efectos de responsabilidades; y el diverso 109[footnoteRef:99] especifica que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; sanciones que consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones y que la ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. [97:  Acción de inconstitucionalidad 97/2016 y su acumulada, resuelta por el Pleno el 5 de enero de 2017, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo por diversas razones, Piña Hernández, Medina Mora I., Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales respecto a reconocer la validez de los artículos 82, fracción V, 101, párrafos primero, segundo, cuarto y quinto, 102, 103, 104, 105 y 106 de la Ley Electoral del Estado de Nayarit. Los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Pardo Rebolledo anunciaron sendos votos concurrentes.]  [98:  “Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. (…)
Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de recursos públicos y la deuda pública. (…).”]  [99:  “Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: (…)
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.
Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control. (…).”] 


347. De donde se desprende que todo servidor público está vinculado a un régimen de responsabilidad administrativa, es decir, aquella en la que puede incurrir por realizar actos u omisiones que afecten la honradez, legalidad, lealtad, imparcialidad y eficiencia que debe observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. A partir de ello, hemos concluido que aquellas disposiciones de las entidades federativas que prevén la existencia de un órgano interno de control en el instituto estatal electoral no son contrarias a la autonomía e independencia de la que gozan dichos órganos, pues se entiende que funcionan con servidores públicos y éstos se encuentran sujetos, invariablemente, a un régimen de responsabilidad administrativa.

348. Ahora, por lo que hace a la posibilidad de sancionar al titular del órgano interno de control con motivo de alguna responsabilidad administrativa considerada como grave, este Tribunal Pleno ha indicado[footnoteRef:100] que, por mandato constitucional del artículo 109, las faltas administrativas graves serán investigadas y sustanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o bien, por sus homólogos en las entidades federativas, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa competente. Además de que, del sistema de responsabilidades administrativas previsto en la Ley General en la Materia[footnoteRef:101], se desprende claramente que la única autoridad competente para resolver sobre la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves es el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y sus homólogos en las entidades federativas. De ahí que hemos considerado que los Congresos locales carecen de atribuciones para resolver sobre la aplicación de sanciones por causas de responsabilidad administrativa del titular del órgano interno de control de los organismos públicos locales electorales[footnoteRef:102].  [100:  Acción de inconstitucionalidad 53/2017 y su acumulada 57/2017, resuelta por el Pleno el 29 de agosto de 2017, por unanimidad de 11 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea (ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 46, párrafo cuarto, del Código Electoral del Estado de Michoacán de Ocampo, que establecía que el titular del órgano interno de control podrá ser sancionado conforme a los términos de la normatividad en materia de responsabilidad de servidores públicos. El Congreso del Estado resolverá sobre la aplicación de las sanciones, incluida entre éstas la remoción, por causas graves de responsabilidad administrativa, debiendo garantizar el derecho de audiencia al afectado. La remoción requerirá del voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.]  [101:  “Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…)
XVI. Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los Servidores Públicos catalogadas como graves en los términos de la presente Ley, cuya sanción corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administrativa y sus homólogos en las entidades federativas; (…)
XXVII. Tribunal: La Sección competente en materia de responsabilidades administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa o las salas especializadas que, en su caso, se establezcan en dicha materia, así como sus homólogos en las entidades federativas. (…).”
“Artículo 12. Los Tribunales, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estarán facultados para resolver la imposición de sanciones por la comisión de Faltas administrativas graves y de Faltas de particulares, conforme a los procedimientos previstos en esta Ley.”]  [102:  Acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada, resuelta el 28 de septiembre de 2017, por unanimidad de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas con reservas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek y presidente en funciones Cossío Díaz respecto a declarar la invalidez del artículo 71, numeral 1, fracción XII, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, en la porción normativa que establece "... al Congreso del Estado, parque (sic) éste resuelva en un plazo no mayor a 30 días naturales ...".] 


349. Aplicando lo anterior al presente caso, este Tribunal Pleno da la razón al accionante, en virtud de que el artículo 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí establece que el Consejo General resolverá sobre la aplicación de la sanciones al titular del órgano interno de control, incluidas, la remoción por causas graves de responsabilidad administrativa, lo que resulta inconstitucional, pues, como quedó expuesto, no es la autoridad competente para investigar, sustanciar y resolver sobre la imposición de las sanciones de responsabilidad administrativa del titular de su órgano interno de control, incluida, entre éstas, la remoción por causas graves, en virtud de que el Texto Supremo y la Ley Reglamentaria de la Materia establecen que las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente.

350. De hecho, esta Suprema Corte observa que el artículo 123, párrafos primero y segundo[footnoteRef:103], de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, establece que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves. [103:  “Artículo 123. La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 
El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública Estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.(…).”] 


351. En esa misma línea, los artículos 12[footnoteRef:104] y 77[footnoteRef:105] de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí disponen que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa resolverá e impondrá las sanciones derivadas de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves —con excepción de las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular y de los magistrados—. [104:  “Artículo 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; con excepción de las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y de los magistrados, en cuyo caso se tramitarán de conformidad con lo dispuesto en la (sic) este Ordenamiento.”]  [105:  “Artículo 77. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los servidores públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, consistirán en:
I. Suspensión del empleo, cargo o comisión;
II. Destitución del empleo, cargo o comisión;
III. Sanción económica, y
IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas.
A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la falta administrativa grave.
La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa días naturales.
En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de la afectación de la falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. Cuando no se causen daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación.”] 


352. Dicho marco normativo, si bien es cierto que no es parámetro para revisar la regularidad del artículo controvertido; también lo es que, reitera la incompetencia del Consejo General del organismo público local electoral para sancionar y remover al titular del órgano interno de control, por causas de responsabilidad administrativa graves.

353. Aunado a ello, de conformidad con el artículo 41, fracción V, apartado A, de la Constitución General, el artículo cuestionado compromete profusamente las condiciones necesarias para que el titular del órgano interno de control realice su función con la autonomía técnica y de gestión constitucionalmente exigible, pues, permitir que el Consejo General resuelva la aplicación de sanciones, equivale a subordinarlo al órgano de dirección del Instituto Electoral local.

354. En consecuencia, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez del artículo 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

355. Tema 3. Integración del organismo público local electoral (OPLE): inclusión de dos representantes del Poder Legislativo con voz y sin voto. 

356. El Partido del Trabajo aduce que el artículo 48, fracciones II y IV, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, vulnera la forma de integración de los órganos superiores de dirección de los Organismos Públicos Locales, previsto en el artículo 116, fracción IV, inciso c), punto 1º, de la Constitución General, dado que incluye como integrantes del Consejo General de este organismo, sólo con derecho de voz, a dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría y otro de la primera minoría, nombrados por el propio Congreso del Estado.

357. Con el objeto de demostrar su aserto, expresa que la norma constitucional excluye la posibilidad de que los congresos locales concurran en la integración o asistencia a las sesiones de los órganos superiores de dirección de los Organismos Públicos Locales, en la medida que esta situación puede mermar su autonomía e independencia, de tal modo que se prevé una integración permanente de estos órganos compuesta por un consejero presidente y seis consejerías con derecho a voz y voto, al tiempo que concurren a las sesiones de este órgano superior, solo con derecho de voz, un secretario ejecutivo y representante de los partidos políticos.

358. De manera que, si la norma impugnada permite la representación de dos integrantes del Poder Legislativo a la composición del Consejo General del Organismo Público Local, distorsiona la forma de su integración.

359. Sin embargo, agrega que, de estimarse válida la concurrencia de representantes del Poder Legislativo, es inconstitucional que éstos sean uno de la mayoría y otro de la minoría, con sus respectivos suplentes, pues esta forma de designación excluye a los demás grupos parlamentarios y representaciones partidistas y, a la postre, otorga una indebida injerencia en los asuntos electorales y da ventaja a los partidos políticos con representación en el Consejo General.

360. En otro orden de ideas, destaca que el principio en materia de conformación de organismos electorales locales es que sus integrantes sean nombrados por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral o del Organismo Público Local, pero no por un órgano como el Poder Legislativo, quien tiene una naturaleza política que no permite garantizar la autonomía e independencia electorales.

361. Las porciones normativas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 48. El Consejo General se integra de la siguiente manera: (…)
II. Dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría, y uno de la primera minoría, que serán nombrados por el Congreso del Estado y sólo tendrán derecho a voz. Por cada representante propietario se designará un suplente; (…)
IV. Un representante por cada partido político registrado o inscrito, y el representante de la candidatura independiente a la Gubernatura, si es el caso, los que sólo tendrán derecho a voz. Por cada representante propietario se designará un suplente. Los partidos políticos y el Congreso del Estado, podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes”.

362. Como quedó establecido en el estudio del punto anterior, este Tribunal Pleno tiene criterio definido en relación con la imposibilidad de que las entidades federativas establezcan o modifiquen la conformación del órgano de dirección superior de los organismos locales[footnoteRef:106]. [106:  Acción de inconstitucionalidad 77/2015 y su acumulada 78/2015, resuelta por el Pleno el 26 de octubre de 2015, por unanimidad de 10 votos, de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos (ponente), Franco González Salas por consideraciones distintas, Zaldívar Lelo de Larrea por consideraciones distintas, Pardo Rebolledo separándose de algunas consideraciones, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales por consideraciones distintas, respecto a declarar la invalidez del artículo 3, fracción II, párrafo séptimo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, que establecía que los partidos políticos representados en el Congreso podrán participar mediante un representante legislativo en las sesiones del consejo general como invitados permanentes, no contarán para la integración del quórum, y sólo tendrán derecho a voz sin voto.] 


363. En síntesis, quedó señalado que el artículo 73, fracción XXIX-U, de la Constitución General otorga facultad al Congreso de la Unión para expedir las leyes generales que distribuyan competencia entre la Federación y los Estados, entre otras materias, respecto de los organismos electorales, conforme a las bases previstas en el propio ordenamiento supremo. 

364. En este sentido, los artículos 1, numerales 1 y 3[footnoteRef:107], y 2, numeral 1, inciso d)[footnoteRef:108], de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen que dicha normativa es de observancia general en el territorio nacional, siendo aplicable a las elecciones en los ámbitos federal y local; asimismo, prescribe que las Constituciones y leyes locales se ajustarán a sus previsiones, dentro de las cuales se encuentra la integración de los organismos electorales.  [107:  “Artículo 1.
1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para los Ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales. (…)
3. Las Constituciones y leyes locales se ajustarán a lo previsto en la Constitución y en esta Ley. (…).”]  [108:  “Artículo 2.
1. Esta Ley reglamenta las normas constitucionales relativas a: (…)
d) La integración de los organismos electorales.”] 


365. En efecto, el artículo 99, numeral 1, párrafo primero[footnoteRef:109], de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales establece la forma de integrar el órgano de dirección superior de los organismos electorales locales, limitándose a un consejero presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el secretario ejecutivo y los representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz. [109:  “Artículo 99.
1. Los Organismos Públicos Locales contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; la Secretaria o el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones solo con derecho a voz. (…).”] 


366. A partir del anterior marco normativo, esta Suprema Corte de manera muy consistente ha entendido que las entidades federativas no tienen competencia para establecer o modificar la conformación del órgano de dirección superior de los organismos locales; lo que ha dicho, se corrobora con lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso c), párrafo primero[footnoteRef:110], de la Constitución General, que, al prever el número de personas que limitativamente participarán en los debates del órgano de dirección superior de los citados organismos, no señala ningún representante del Poder Legislativo Local que corresponda. [110:  “Artículo 116. (…)
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que: (…)
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes:
1o. Los organismos públicos locales electorales contarán con un órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido político contará con un representante en dicho órgano. (…).”] 


367. En el caso, el artículo 48, fracciones II y IV, establece que el Consejo General del organismo público electoral local de San Luis Potosí se integrará por dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría, y uno de la primera minoría, que serán nombrados por el Congreso del Estado y sólo tendrán derecho a voz. Asimismo, que por cada representante propietario se designará un suplente, los cuales podrán ser sustituidos en todo tiempo por el Congreso del Estado.

368. [bookmark: _Hlk51323142]Consecuentemente, debe concluirse que la norma cuestionada fue emitida por el Congreso local sin competencia para hacerlo y, por tanto, estimar que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez del artículo 48, en fracciones II y IV, ésta última en la porción normativa “y el Congreso del Estado”, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

369. Tema 4. Atribuciones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE) para realizar actos de ubicación e instalación de casillas extraordinarias, aprobar cursos y capacitación electoral, y celebrar convenios con el INE. 

370. [bookmark: _Hlk48837099]El instituto político actor refiere que los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h), y IV, inciso a), punto 4; 113, fracciones IV y XV; y 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí vulneran las garantías de seguridad jurídica, legalidad, fundamentación y motivación, así como los principios rectores electorales de certeza, legalidad y objetividad, y los diversos de supremacía constitucional, en virtud de que dotan al Consejo General, a las comisiones distritales y a los comités municipales electorales de atribuciones que corresponden al Instituto Nacional Electoral.

371. En relación con este tema, aduce que las normas otorgan al Consejo General del Organismo Público Local las facultades de acordar sobre la ubicación e instalación de las casillas extraordinarias, de aprobar cursos y programas de capacitación electoral para las mesas directivas de casilla y de celebrar convenios con el Instituto Nacional Electoral para la integración, capacitación y funcionamiento de dichas mesas durante la jornada electoral.  Al igual, destaca que estos preceptos confieren a las comisiones distritales electorales y a los comités municipales electorales las facultades de proponer al Consejo General, cuando proceda, la ubicación e integración de las mesas directivas de casillas y la ubicación e instalación de casillas extraordinarias, así como capacitar y evaluar, cuando corresponda, a los funcionarios de las mesas directivas de casillas.

372. En confronta con los preceptos combatidos, invoca el artículo 41, base V, apartado B, inciso a), puntos 1 y 4, de la Constitución General, así como del diverso 32 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de los que desprende que el órgano competente en materia de capacitación electoral, especialmente cuando se trate de funcionarios de las mesas directivas de casilla, así como de la ubicación, integración e instalación de casillas, corresponde al Instituto Nacional Electoral.

373. De esta manera, sostiene que las normas, al atribuir competencia a los órganos electorales del Organismo Público Local, en materias que están reservadas a los funcionarios públicos electorales federales, infringe la Constitución General, en concreto su artículo 124.

374. No obstante, precisa que la única forma en que el Organismo Público Local podría realizar las funciones en cuestión sería a partir de que existiera una delegación expresa de atribuciones emitida por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y no por una ley electoral del Estado.

375. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 49. El Consejo General tendrá las siguientes atribuciones:

I. Normativas: (…)
c) Acordar, cuando proceda, previo análisis con los representantes de los partidos políticos en el Consejo, la ubicación e instalación de las casillas extraordinarias necesarias, cuando en una sección electoral por razones demográficas, topográficas, o de cualquiera otra circunstancia que dé lugar a la existencia de comunidades con electores inconvenientemente dispersos, para facilitar el ejercicio del sufragio. (…)
h) Aprobar, en su caso, los programas y cursos de capacitación electoral para los consejeros y funcionarios electorales de las comisiones distritales electorales y de los comités municipales electorales, así como los de educación cívica para la ciudadanía en general. Tratándose de los programas y cursos de capacitación electoral para mesas directivas de casilla, para el establecimiento de los mismos, deberán atenderse, en su caso, los lineamientos que en la materia emita el Instituto. (…).

IV. De coordinación:
a) Celebrar convenios con el Instituto, si así lo considera conveniente para: (…)
4. La mejor organización de los procesos electorales en la Entidad, en lo referente a la integración, capacitación y funcionamiento de las mesas directivas de casilla que se instalarán durante el desarrollo de la jornada electoral. (…).”

“Artículo 113. Son atribuciones de las comisiones distritales electorales, las siguientes: (…)
IV. Cuando proceda, proponer al Consejo General, la ubicación e integración de las mesas directivas de las casillas de conformidad con su demarcación seccional, y publicar las listas respectivas. Asimismo, cuando en una sección electoral, por razones demográficas, topográficas, o de cualquiera otra índole, existan localidades con electores inconvenientemente dispersos, proponer la ubicación e instalación de las casillas extraordinarias que sean necesarias para facilitar el ejercicio del sufragio; (…)
XV. Capacitar y evaluar, cuando corresponda y de acuerdo al procedimiento que establezca el Consejo General, a las funcionarias y los funcionarios de las mesas directivas de casilla, en los términos de esta Ley; (…).”

“Artículo 121. Los comités municipales electorales tendrán las siguientes atribuciones: (…)
IV. Proponer al Consejo General, cuando proceda, la ubicación e integración de las mesas directivas de las casillas de conformidad con su demarcación seccional, y publicar las listas respectivas. Asimismo, cuando en una sección electoral, por razones demográficas, topográficas o de cualquiera otra índole, existan localidades con electores inconvenientemente dispersos, proponer la ubicación e instalación de las casillas extraordinarias que sean necesarias para facilitar el ejercicio del sufragio; (…)
XVI. Capacitar y evaluar, cuando corresponda y de acuerdo al procedimiento que establezca el Consejo General, a las funcionarias y los funcionarios de las mesas directivas de casilla, en los términos de esta Ley; (…)
XXII. Acompañar las actividades que el Instituto lleva a cabo en materia de integración, ubicación de mesas directivas de casilla y de capacitación de funcionarias y funcionarios electorales en los términos que prevenga el Consejo y que para ese efecto señale el Instituto, y (…).”

376. [bookmark: _Hlk51323176][bookmark: _Hlk51323198][bookmark: _Hlk48837272]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es parcialmente fundado, por lo que se declara la invalidez de los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h); 113, fracciones IV y XV; y 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí; y se reconoce la validez del artículo 49, fracción IV, inciso a), punto 4, del citado ordenamiento, por las razones siguientes.

377. En múltiples precedentes, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que el legislador local no puede disponer de este tipo de competencias a favor de los órganos electorales locales, dado que el artículo 41, base V, apartado B, inciso a)[footnoteRef:111], de la Constitución General establece que corresponde al Instituto Nacional Electoral, para los procesos electorales federales y locales, entre otras competencias, la capacitación electoral, la ubicación de las casillas y la designación de los funcionarios de sus mesas directivas. [111:  “Artículo 41. (…)
V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución. (…)
Apartado B. Corresponde al Instituto Nacional Electoral en los términos que establecen esta Constitución y las leyes:
a) Para los procesos electorales federales y locales:
1. La capacitación electoral;
2. La geografía electoral, así como el diseño y determinación de los distritos electorales y división del territorio en secciones electorales;
3. El padrón y la lista de electores;
4. La ubicación de las casillas y la designación de los funcionarios de sus mesas directivas;
5. Las reglas, lineamientos, criterios y formatos en materia de resultados preliminares; encuestas o sondeos de opinión; observación electoral; conteos rápidos; impresión de documentos y producción de materiales electorales;
6. La fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y candidatos, y
7. Las demás que determine la ley. (…).”] 


378. Al respecto, el artículo octavo transitorio[footnoteRef:112] del Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil catorce, estableció que, una vez integrado el Instituto Nacional Electoral, y a partir de que entraran en vigor las leyes generales de partidos, procedimientos electorales y delitos electorales, las funciones correspondientes a la capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de la mesa directiva, en los procesos electorales locales, se entenderían delegadas a los organismos públicos locales. [112:  “Artículo octavo transitorio. Una vez integrado el Instituto Nacional Electoral y a partir de que entren en vigor las normas previstas en el Transitorio Segundo anterior, las funciones correspondientes a la capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de la mesa directiva, en los procesos electorales locales, se entenderán delegadas a los organismos públicos locales.
En este caso, el Instituto Nacional Electoral podrá reasumir dichas funciones, por mayoría del Consejo General. (…).”] 


379. De manera que dicho dispositivo transitorio, en principio, delegó a los organismos públicos locales el ejercicio de una competencia que constitucionalmente corresponde al Instituto Nacional Electoral. Sin embargo, el propio dispositivo octavo transitorio también precisó que el Instituto Nacional Electoral podría reasumir dichas funciones, por acuerdo mayoritario del su Consejo General.

380. En este sentido, el Tribunal Pleno ha determinado[footnoteRef:113] que, por virtud del Acuerdo INE/CG100/2014, aprobado por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral en sesión de catorce de julio de dos mil catorce  y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de mayo de dos mil quince, el Instituto Nacional Electoral reasumió las funciones correspondientes a la capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de las mesas directivas y, al hacerlo, los Congresos locales no pueden legislar sobre dichas funciones electorales. [113:  Acción de inconstitucionalidad 42/2015 y sus acumuladas 43/2015 y 44/2015, resuelta por el Pleno el 3 de septiembre de 2015, por unanimidad de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de algunas consideraciones, Cossío Díaz (ponente), Luna Ramos apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 172 de la Ley Electoral del Estado de Baja California que establecía que en las elecciones Locales concurrentes con la federal, la integración, ubicación y designación de integrantes de las mesas directivas de casilla a instalar para la recepción de la votación, se realizará con base en las disposiciones de la Ley General. Tratándose de elecciones locales extraordinarias la integración, ubicación y designación de integrantes de las mesas directivas de casilla a instalar para la recepción de la votación se realizará por los consejos electorales correspondientes en los términos de esta ley. En el caso de que el Instituto Nacional ejerza de manera exclusiva las funciones de la capacitación electoral, así como la ubicación de casillas y la designación de los funcionarios de la mesa directiva de casillas en los procesos electorales locales, se estará a lo dispuesto en la ley general.] 


381. Lo anterior, porque la emisión del Acuerdo emitido por el Instituto Nacional Electoral superó la delegación en favor de los organismos públicos locales electorales contenida en el artículo octavo transitorio de la reforma constitucional en materia política-electoral de dos mil catorce, pues el Instituto Nacional Electoral, órgano constitucionalmente competente para llevar a cabo las citadas funciones, decidió reasumirlas.

382. Incluso, esta Suprema Corte precisó que la autoridad electoral local está obligada a ejercer sus atribuciones, de conformidad con el marco legal federal —como si fuera la autoridad federal— y en los términos que le señale directamente el acuerdo delegatorio.

383. En consecuencia, dado que el Congreso del Estado de San Luis Potosí no tiene competencia para regular sobre tales aspectos, se declara la invalidez de los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h); 113, fracciones IV y XV; y 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

384. En cambio, se reconoce la validez del artículo 49, fracción IV, inciso a), punto 4, del citado ordenamiento, en virtud de que establece la atribución del Consejo General del organismo público local electoral para celebrar convenios con el Instituto Nacional Electoral para la mejor organización de los procesos electorales de la entidad, por cuanto a la integración, capacitación y funcionamiento de las mesas directivas de casilla, a condición de que el citado organismo constitucional autónomo así lo considere conveniente, por lo que debe entenderse que la aplicación de dicho supuesto normativo queda sujeta al caso de que el Instituto Nacional Electoral considere delegar expresamente alguna facultan al instituto electoral local.[footnoteRef:114] [114:  Acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, resuelta por el Pleno el 27 de octubre de 2016, respecto a reconocer la validez de los artículos 196; 344; 359; párrafo 1, inciso d); 377, párrafo 1, incisos d) e i); 383, párrafo 1, inciso d); 389 y 390 del Código Electoral para el Estado de Coahuila, porque su aplicación está sujeta para el caso de que se le deleguen facultades al organismo público local de Coahuila.
Por mayoría de 6 votos de los Ministros Luna Ramos apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas (ponente), Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto a reconocer la validez del artículo 196 del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández y presidente Aguilar Morales votaron en contra. El Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se ausentó durante esta votación.
Por mayoría de 8 votos de los Ministros Luna Ramos apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas (ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez de los artículos 344, párrafo 1, inciso u), y 359, párrafo 1, inciso d), del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. El Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra. El Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se ausentó durante esta votación.
Por unanimidad de 9 votos de los Ministros Luna Ramos, apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas (ponente), Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez del artículo 344 -salvo su párrafo 1, inciso u)- del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. El Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se ausentó durante esta votación.
Por mayoría de 7 votos de los Ministros Luna Ramos, apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas (ponente), Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez de los artículos 377, párrafo 1, incisos d) e i), 389 y 390 del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Piña Hernández votaron en contra. El Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se ausentó durante esta votación.
Por mayoría de 7 votos de los Ministros Luna Ramos, apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas (ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto a reconocer la validez del artículo 383, párrafo 1, inciso d), del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y presidente Aguilar Morales votaron en contra. El Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se ausentó durante esta votación.
] 


385. Tema 5. Atribuciones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE) para nombrar, remover o ratificar a la persona titular de la Secretaría Ejecutiva, así como a los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo. 

386. El Partido accionante manifiesta que los artículos 47, párrafo segundo; 48, fracción III; 49, fracción II, inciso s); 63, fracción VII; y 78 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí contravienen los principios de certeza, legalidad, objetividad electoral, paridad de género, así como la garantía de seguridad jurídica y el derecho de acceso al cargo público electoral.

387. Lo anterior, con motivo de que si bien dichas normas regulan que el Consejo General, a propuesta del titular de la presidencia, puede nombrar o remover a la persona titular de la Secretaría Ejecutiva con la aprobación de al menos cinco votos de los consejeros electorales, dicha situación no garantiza la posibilidad de acceso igualitario a toda persona que considere reunir los requisitos constitucionales y legales para el cargo, en tanto que se omite establecer reglas para que su designación sea aprobada previa convocatoria abierta, por dictamen y evaluación objetiva, de manera que la propuesta que haga la presidencia al pleno del órgano colegiado sea en beneficio de quienes presenten los mejores perfiles de identidad y no de una sola persona, en cumplimiento al mandato constitucional previsto en el artículo 35, fracción VI, que reconoce como derecho de la ciudadanía el poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión de servicio público teniendo las calidades que establezca la ley.

388. De modo que, la existencia de una omisión legislativa incumple el derecho universalmente previsto en la norma constitucional, así como en el artículo 23.1 c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo que debe ordenarse al Congreso del Estado cumplir con la garantía de acceso al ejercicio de los cargos públicos, para que cualquier ciudadano que se considere con derecho a participar y, eventualmente a ser nombrado para uno de esos cargos, solicite su registro como aspirante, siempre y cuando también se garantice el principio de paridad de género.

389. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 47.  (…)
La persona titular de la secretaría ejecutiva podrá ser nombrada y removida a propuesta de la o el titular de la presidencia del Consejo, y con la aprobación de al menos cinco votos de las y los consejeros electorales.”

“Artículo 48. El Consejo General se integra de la siguiente manera: (…)
III. Una persona titular de la secretaría ejecutiva con derecho a voz, designada por el Consejo General, a propuesta de la persona que presida ese organismo, y (…).”

“Artículo 49. El Consejo General tendrá las siguientes atribuciones: (…)
II. Ejecutivas: (…)
[bookmark: _Hlk48720923]s) Nombrar, ratificar o remover a la persona titular de la secretaría ejecutiva, a propuesta de la o el consejero presidente, así como a los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo, en un plazo no mayor a sesenta días hábiles a partir de que el Órgano Superior de Dirección sea renovado. (…).”

“Artículo 63. Son atribuciones de la persona que presida del Consejo: (…)

[bookmark: _Hlk48720947]VII. Proponer al Consejo General el nombramiento, la ratificación o la remoción, en su caso, de la persona titular de la secretaría ejecutiva, así como de las o los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo, en un plazo posterior a sesenta días hábiles a la toma de protesta del cargo en la presidencia, y en aquellos que la integración del Órgano Superior de Dirección sea renovado por cuando menos tres Consejeros Electorales con derecho a voto. (…)”

“Artículo 78. La persona titular de la secretaría ejecutiva del Consejo podrá ser nombrada o ratificada, a propuesta de la presidencia, en un plazo posterior de sesenta días hábiles a la toma de protesta del cargo de la presidencia; y en aquellos que la integración del Órgano Superior de Dirección sea renovado por cuando menos tres consejeros electorales con derecho a voto.”.

390. [bookmark: _Hlk51323361][bookmark: _Hlk51323393]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que son infundados los motivos de disenso hechos valer en contra de los artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII, y 78 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí y, en consecuencia, se reconoce su validez, por las razones siguientes.

391. Este Tribunal Pleno ha considerado[footnoteRef:115] que, de acuerdo con la reforma constitucional en materia política-electoral de dos mil catorce, la forma de integración y las atribuciones de los organismos públicos locales electorales fueron modificadas sustancialmente, buscando, en todo momento, el respeto irrestricto a su autonomía e independencia. [115:  Acción de inconstitucionalidad 88/2015 y sus acumuladas 93/2015 y 95/2015, resuelta por el Pleno el 24 de noviembre de 2015, por unanimidad de 10 votos de los Ministros de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo décimo primero transitorio del decreto por el que se reformó el Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla, publicado en el Periódico Oficial de la entidad, el veintidós de agosto de dos mil quince, que establecía que el secretario ejecutivo del instituto, que se encuentre en funciones una vez que asuman sus cargos los nuevos consejeros electorales derivado de la renovación del Consejo General del Organismo Público Local, continuará en el desempeño de su cargo por el periodo que fue designado.] 


392. A partir de ello, en diversos precedentes en los que se ha analizado la permanencia de un Secretario Ejecutivo frente a la renovación de los consejeros del organismo público local electoral, se ha dicho que las atribuciones que suelen encomendarse a tal funcionario guardan una relación directa e inmediata con la tarea que el organismo tiene encomendada constitucionalmente, lo que justifica que sea el órgano de dirección quien lo nombre.

393. Asimismo, esta Alta Corte se ha pronunciado[footnoteRef:116] de manera específica en el sentido de que resulta inconstitucional que las legislaturas estatales concedan facultad a los presidentes de los Consejos Generales de los organismos públicos locales electorales para remover libremente al Secretario Ejecutivo, considerando que, en atención a la participación relevante que tiene dentro de los institutos electorales, debe encomendarse su designación y permanencia al máximo órgano de dirección. [116:  Acción de inconstitucionalidad 92/2015 y sus acumuladas 94/2015 y 96/2015, resuelta por el Pleno el 26 de noviembre de 2015, por unanimidad de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos (ponente), Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez de la porción normativa "o antes si éste lo decide, oyendo previamente la opinión del consejo estatal” del artículo 56, párrafo cuarto, de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua, que establecía que el cargo de secretario ejecutivo concluye junto con el del consejero presidente que lo propuso, o antes si éste lo decide, oyendo previamente la opinión del consejo estatal. El secretario ejecutivo podrá ser reelecto.
Acción de inconstitucionalidad 131/2017 y sus acumuladas 132/2017, 133/2017 y 136/2017, resuelta por el Pleno el 27 de noviembre de 2017, por mayoría de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 56, numerales 2, en la porción normativa "éste podrá hacer la remoción del secretario ejecutivo" y 4, en la porción normativa "o antes, si así lo dispone el consejero presidente", de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua que establecía que la designación del secretario ejecutivo, se efectuará en la primera sesión a la que convoque el consejero presidente del Instituto Estatal Electoral, para llevar a cabo la instalación del Consejo Estatal. El cargo de secretario ejecutivo concluye junto con el del consejero presidente que lo propuso, o antes, si así lo dispone el consejero presidente. El Ministro Laynez Potisek votó en contra.] 


394. Pues bien, aterrizando lo anterior al presente caso, este Alto Tribunal considera que las normas controvertidas son acordes a los principios rectores de la función electoral, en virtud de que el modelo diseñado por el legislador del Estado de San Luis Potosí garantiza que, en todo momento, sea el Consejo General, en su carácter de máximo órgano de dirección del organismo público local electoral, el que decida sobre el nombramiento, ratificación o remoción de los titulares de la secretaría ejecutiva y demás órganos ejecutivos y técnicos.

395. Con ello, se garantiza que la autoridad administrativa electoral goce de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, pues, si bien es cierto que el nombramiento, ratificación o remoción de los titulares se da a propuesta del Presidente del Consejo General, también es cierto que esto está supeditado a la aprobación de, cuando menos, cinco votos de los consejeros electorales. 

396. Condición esta última que permite a la autoridad administrativa electoral cumplir con su función constitucional con plena imparcialidad y objetividad, al designar en dichos cargos a las personas que consideren idóneas para el desempeño de las relevantes atribuciones que tiene a cargo el Secretario Ejecutivo[footnoteRef:117] y los órganos ejecutivos y técnicos del organismo. [117:  “Artículo 80. Son atribuciones de la o el titular de la secretaría ejecutiva del Consejo, las siguientes:
I. Como secretaria o secretario del Consejo General:
a) Orientar al Consejo General sobre las disposiciones de esta Ley, y de los demás ordenamientos aplicables en materia electoral.
b) Concurrir a las sesiones de Consejo, con voz, pero sin voto.
c) Preparar el orden del día de las sesiones del Consejo General, declarar el quórum necesario para sesionar y dar fe de todo lo actuado en las sesiones del Consejo, certificando con su firma y sello los documentos que así lo ameriten; y levantar las actas de las sesiones y someterlas a la aprobación de las y los consejeros asistentes.
d) Estar a cargo del archivo del Consejo General.
e) Auxiliar a la Presidencia y, al propio Consejo General, en el ejercicio de sus atribuciones.
f) Informar del cumplimiento de los acuerdos del Consejo General.
g) Recibir y despachar, a través de la Oficialía de Partes, la correspondencia del Consejo.
h) Recibir y sustanciar los recursos de revocación que se interpongan en contra de los actos o resoluciones del Consejo y preparar el proyecto correspondiente; así como recibir y dar el trámite previsto en la ley de la materia, a los medios de impugnación que se interpongan en contra de los actos o resoluciones del Consejo, informándole sobre los mismos en la sesión inmediata.
i) Informar al Consejo General de las resoluciones que le competan dictadas por el Tribunal Electoral.
j) Expedir los documentos que acrediten la personalidad de las consejeras y los consejeros, y de los representantes de los partidos políticos.
k) Firmar, con la o el Presidente del Consejo, todos los acuerdos y resoluciones que emitan.
l) Llevar el registro de candidaturas a cargos de elección popular.
m) Formar los expedientes relativos a las solicitudes que presenten las organizaciones que pretendan el registro como partidos políticos o agrupaciones políticas estatales; o los de la inscripción en el caso de los partidos políticos nacionales.
n) Proveer lo necesario para que se publiquen en el Periódico Oficial, bajo el principio de máxima publicidad, los acuerdos y resoluciones que pronuncie el Consejo General, que deban publicarse por ese conducto.
ñ) Integrar los expedientes con las actas de cómputo distrital de la elección de diputaciones por el principio de mayoría relativa y presentarlos oportunamente al Consejo General.
o) Integrar los expedientes con las actas del cómputo de las elecciones de ayuntamientos y presentarlos oportunamente al Consejo General.
p) Dar cuenta al Consejo General con los informes que sobre las elecciones se reciban de las comisiones distritales electorales y de los comités municipales electorales.
q) Cumplir las instrucciones de la Presidencia del Consejo y auxiliarlo en sus tareas.
r) Lo demás que le sea conferido por esta Ley, el Consejo General y su Presidencia;
II. Como secretaria o secretario ejecutivo:
a) Actuar como secretaria o secretario del Consejo General con voz pero sin voto, y
b) Orientar y coordinar las acciones de las direcciones ejecutivas y unidades técnicas, informando permanentemente al Consejo General a través de la Presidencia.
c) Suscribir, junto con la o el presidente del Consejo, los convenios que el Consejo celebre.
d) Coadyuvar con la o el titular del Órgano Interno de Control en los procedimientos que éste acuerde para la vigilancia de los recursos y bienes del Consejo y, en su caso, en los procedimientos para la determinación de responsabilidades e imposición de sanciones a las y los servidores públicos del Consejo.
e) Presentar a la consideración del Consejo General, el calendario electoral para la elección de que se trate, y en su momento dar a conocer el plan integral de coordinación y calendario electoral que al efecto apruebe el Instituto Nacional.
f) Firmar, con la o el el (sic) presidente del Consejo, las boletas y carteles electorales que se utilicen durante la jornada electoral correspondiente.
g) Proporcionar a las comisiones distritales, y comités municipales electorales, dentro del término legal, la documentación oficial y el material electoral que se utilizará durante los comicios.
h) Proveer oportunamente a los órganos electorales de los medios necesarios para su funcionamiento.
i) Proponer a la Presidencia, el modelo de boletas, carteles electorales, formatos de actas relativas a la instalación, cierre, escrutinio y cómputo, urnas, mamparas y demás materiales a emplearse en la jornada electoral, atendiendo para ello la LGIPE, esta Ley y los acuerdos generales del Instituto en la materia.
j) Proveer lo necesario para la impresión y distribución de la documentación electoral autorizada.
k) Elaborar el anteproyecto de tope máximo de gastos de precampaña y campaña, que puedan erogar los partidos políticos en las distintas elecciones, en los términos previstos por esta Ley.
l) Elaborar el anteproyecto de tope máximo de gastos de la etapa de obtención de apoyo ciudadano, que puedan erogar las y los aspirantes a candidato independiente, en los términos previstos por esta Ley.
m) Elaborar el proyecto de financiamiento anual y de campaña a los partidos políticos registrados e inscritos ante el Consejo, según lo dispuesto por esta Ley.
n) Elaborar el proyecto de financiamiento público para las campañas de las candidaturas independientes que participen en los procesos electorales.
ñ) Elaborar el proyecto de presupuesto de egresos que deberá aplicarse en el ejercicio anual correspondiente.
o) Elaborar el proyecto de aplicación de fórmula electoral para la asignación de diputaciones, y regidurías, por el principio de representación proporcional, presentándolos oportunamente al Consejo General.
p) Proponer el mecanismo para la difusión de los resultados preliminares de las elecciones.
q) Representar legalmente con acuerdo de la o el Presidente, al Consejo ante particulares y toda clase de autoridades.
r) Ejercer la función de la oficialía electoral y expedir las certificaciones que se requieran.”] 


397. Incluso, por lo que hace a la posibilidad concreta de que el titular de la Secretaría Ejecutiva del Consejo, así como los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos, sean removidos, a partir de que el Órgano Superior de Dirección sea renovado, o bien, con motivo de la toma de protesta del cargo en la presidencia, ello es acorde a la forma de integración y atribuciones de los organismos públicos locales electorales, pues se entiende que tales posibilidades responden al respeto irrestricto de la autonomía e independencia de la autoridad administrativa electoral.

398. Sobre esta misma lógica, no se comparte el argumento del Partido del Trabajo en el sentido de que los preceptos cuya constitucionalidad disputa deben prever un tiempo máximo de duración en la titularidad de la Secretaría Ejecutiva y de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo.

399. A juicio de este Tribunal Pleno, las renovaciones constantes tanto en la integración del Órgano Superior de Dirección del Consejo General, como de su Presidente, incentivan un escrutinio permanente en el perfil de quienes ostenten la titularidad de la Secretaría Ejecutiva y de los órganos ejecutivos y técnicos, con lo que, al final del día, se garantiza el correcto desempeño en las labores de la autoridad administrativa electoral.

400. Aunado a ello, se entiende que la permanencia de los citados titulares se encuentre condicionado, no sólo a su aprobación por parte del Consejo General, sino, incluso, a que las personas que fueron designadas y pretendan una ratificación, continúen cumpliendo con los requisitos legales e idoneidad necesarias para ocupar el cargo.

401. De ahí que, el hecho de que la norma no prevea un límite para el número de posibles ratificaciones no puede traducirse en un vicio de inconstitucionalidad en sí mismo, dado que el sistema diseñado por el legislador potosino no contradice las directrices que emanan del respeto a la autonomía e independencia de la autoridad administrativa electoral.

402. En este mismo orden de ideas, la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí no es inconstitucional por omitir establecer reglas para que la designación de los titulares de la Secretaría Ejecutiva y de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo General sea previa convocatoria abierta, por dictamen y evaluación objetiva, como lo aduce el partido accionante.

403. El artículo 35, fracción VI[footnoteRef:118], de la Constitución General establece el derecho de los ciudadanos mexicanos para poder ser nombrados en cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley. [118:  “Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía: (…)
VI. Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley; (…).”] 


404. Al determinar que el ejercicio de tal derecho debe darse “teniendo las calidades que establezca la ley” el Ordenamiento Supremo otorga una amplia libertad configurativa a los legisladores de las entidades para prever las reglas selectivas que conduzcan a un perfil idóneo para el desempeño del empleo o comisión de que se trate, sin más límites que aquéllos que emanan de los demás preceptos constitucionales, en particular, de los que regulan la función pública.

405. Al respecto, esta Alta Corte ha determinado[footnoteRef:119] que la utilización del concepto “calidades” se refiere a las cualidades o el perfil de la persona que vaya a ser nombrada en el empleo o comisión de que se trate, que pueden ser: capacidad, aptitudes, preparación profesional, edad y demás circunstancias que pongan en relieve el perfil idóneo para desempeñarse con eficiencia y eficacia en la función pública que se le asigne. [119:  Controversia constitucional 38/2003, resuelta por el Pleno el 27 de junio de 2005, por mayoría de 9 votos de los Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Góngora Pimentel, Ortiz Mayagoitia, Valls Hernández, Sánchez Cordero, Silva Meza y Presidente Azuela Güitrón, respecto a declarar la invalidez del artículo 271, fracción IV, de la Código Hacendario para el Municipio de Veracruz, que establecía como obligación de los servidores públicos que recauden, manejen, custodien o administren fondos o valores de la propiedad municipal o al cuidado del Ayuntamiento, Pagar de su peculio las primas relativas a las fianzas suficientes para garantizar el pago de las responsabilidades en que pudiere incurrir en el desempeño de su encargo.] 


406. Hemos sostenido que, para efectos de su correcta intelección, el concepto “calidades” también debe vincularse con el principio de eficiencia en el desempeño del empleo o comisión, de manera que la Constitución impone la obligación de no exigir, para el acceso a la función pública, requisito o condición alguna que no se refiera a los principios de eficiencia, mérito y capacidad, mismos que deben ser respetados por el legislador en la regulación que realice; de manera que deben considerarse violatorios del derecho de acceso a los empleos o comisiones públicos todos aquellos supuestos que, sin esta referencia, establezcan una diferencia discriminatoria entre los ciudadanos mexicanos[footnoteRef:120]. [120:  Acción de inconstitucionalidad 28/2006 y sus acumuladas 29/2006 y 30/2006, resuelta por el Pleno el 5 de octubre de 2006, por mayoría de 6 votos de los Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Góngora Pimentel, Ortiz Mayagoitia, Sánchez Cordero y Silva Meza (ponente), respecto a reconocer la validez de los artículos 28, 29, 30 y 31 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán, al permitir candidaturas independientes. Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Díaz Romero, Gudiño Pelayo, Valls Hernández y del Presidente Azuela Güitrón votaron en contra y reservaron su derecho de formular, en su caso y oportunidad, voto de minoría.
Acción de inconstitucionalidad 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015, resuelta por el Pleno el 5 de octubre de 2015, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (ponente), Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 68, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, en la porción normativa "o vecino con residencia efectiva no menor de tres años inmediatamente anteriores al día de los comicios".] 


407. Específicamente, esta Suprema Corte también se ha posicionado[footnoteRef:121] en el sentido de que el amplio margen de configuración normativa que el artículo 35, fracción VI, de la Constitución General otorga a las entidades federativas, permite concluir que las convocatorias abiertas no son los únicos mecanismos que garanticen el derecho de acceso a los empleos o comisiones públicos, puesto que de manera expresa, el Orden Supremo permite a la ley ordinaria regular las condiciones de acceso a los distintos empleos o comisiones del servicio público y, en ese sentido, no existe una restricción o limite indebido por no establecerse de manera expresa un procedimiento de convocatoria abierta para ocupar un empleo o comisión público. [121:  Acción de inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas 88/2017, 89/2017, 91/2017, 92/2017, 96/2017 y 98/2017, resuelta por el Pleno el 26 de octubre de 2017, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos apartándose de algunas consideraciones, Pardo Rebolledo (ponente), Piña Hernández por consideraciones diferentes, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez de los artículos 108, párrafo segundo, y 109 de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León. Los Ministros Franco González Salas y Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. La Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente.] 


408. Lo expuesto conduce a concluir que, contrariamente a lo que aduce el partido accionante, la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí no es inconstitucional por omitir establecer reglas para que la designación del titular de la Secretaría Ejecutiva y de los órganos ejecutivos y técnicos, sea aprobada previa convocatoria abierta, por dictamen y evaluación objetiva.

409. Lo anterior, en virtud de que debe entenderse que el legislador estatal establece la posibilidad de acceso igualitario a toda persona que considere reunir los requisitos constitucionales y legales para ocupar los cargos respectivos[footnoteRef:122]; y si bien la posibilidad de que un gobernado pueda aspirar a ser designado como Secretario Ejecutivo o titular de los órganos ejecutivos o técnicos del Consejo, se encuentra sujeta a que la presidencia haga la propuesta respectiva al pleno del Consejo General y, finalmente, éste lo apruebe por el voto de al menos cinco de los consejeros electorales, para esta Suprema Corte, ello guarda correspondencia con la finalidad constitucional establecida en el artículo 116, fracción IV, inciso c)[footnoteRef:123], de la Constitución General, consistente en que las leyes de los Estados en materia electoral, garanticen que la autoridad administrativa electoral goce de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones. [122: “Artículo 86. Al frente de cada uno de los órganos ejecutivos o técnicos del Consejo, habrá una persona titular, quien será nombrada por el Consejo General, a propuesta de la o el consejero presidente.]  [123:  “Artículo 116. (…)
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que: (…)
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes: (…).”] 


410. Lo anterior porque, como quedó expuesto, el derecho de los ciudadanos mexicanos para poder ser nombrados en cualquier empleo o comisión del servicio público, no sólo se garantiza mediante una convocatoria abierta, sino que la Ley Fundamental otorga una amplia libertad configurativa a los legisladores para prever diversos mecanismos. De manera que, si en el caso, el Congreso de San Luis Potosí optó por un diseño a propuesta del titular de la presidencia del Consejo General, esta Corte no puede valorar los méritos de un mecanismo en lugar de otro, pues ello equivaldría a sustituir la función del legislador ordinario, o bien, vulnerar la libertad que el Orden Supremo decidió otorgarle.

411. De igual forma, este Tribunal Constitucional encuentra infundado el reproche formulado por el accionante en contra del legislador potosino, en cuanto a que es omiso en establecer reglas que garanticen el principio de paridad de género en la titularidad de la Secretaría Ejecutiva, así como de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo General.

412. Ha quedado establecido que, de conformidad con la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, corresponde al Consejo General la designación de las personas titulares de la Secretaría Ejecutiva, así como de los órganos ejecutivos y técnicos.

413. Dicha facultad no puede ser leída de manera aislada, sino interpretada de manera sistémica con los artículos 3, último párrafo[footnoteRef:124], y 45[footnoteRef:125] del citado ordenamiento local electoral, que establecen la obligación del Consejo General de, en todas sus actividades, regirse y guiarse por el principio de paridad, lo que, desde luego, incluye sus atribuciones ejecutivas[footnoteRef:126] para nombrar, ratificar o remover a la persona titular de la Secretaría Ejecutiva, así como a los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo. [124:  “Artículo 3. (…)
Todas las actividades del Consejo se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad, máxima publicidad, equidad, paridad, y se realizarán con perspectiva de género.”]  [125:  “Artículo 45. El Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, equidad, paridad, y objetividad guíen todas las actividades del Consejo, las cuales se realizarán con perspectiva de género.”]  [126:  “Artículo 49. El Consejo General tendrá las siguientes atribuciones: (…)
II. Ejecutivas: (…)
s) Nombrar, ratificar o remover a la persona titular de la secretaría ejecutiva, a propuesta de la o el consejero presidente, así como a los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo, en un plazo no mayor a sesenta días hábiles a partir de que el Órgano Superior de Dirección sea renovado. (…).”] 


414. El establecer que la paridad de género es un principio que rige el actuar del Consejo General, trae como consecuencia el deber de garantizar con sus actos una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos humanos de todas las personas, no sólo en lo inherente al ejercicio de la función electoral propiamente dicha, sino, también, en relación con sus atribuciones orgánicas, ejecutivas y operativas.

415. De esta manera, a juicio de esta Alta Corte, en todo caso, corresponde al Consejo General, como órgano de dirección superior del organismo público local —y no al legislador local— establecer las acciones afirmativas de carácter administrativo que brinden el acceso de mujeres al cargo de la secretaría ejecutiva, así como a las titularidades de los órganos ejecutivos y técnicos; de ahí que se estime infundada la supuesta omisión legislativa. 

416. No pasa inadvertida para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la reforma constitucional en materia de paridad de género publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil diecinueve, que, entre otros, reformó el artículo 41 en los términos siguientes: 

Artículo 41. (...)
La ley determinará las formas y modalidades que correspondan, para observar el principio de paridad de género en los nombramientos de las personas titulares de las secretarías de despacho del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes en las entidades federativas. En la integración de los organismos autónomos se observará el mismo principio. (…).

417. Al respecto, el artículo cuarto transitorio[footnoteRef:127] de la citada reforma constitucional dispuso que las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, deberían realizar las reformas correspondientes en su legislación, para procurar la observancia del principio de paridad de género en los términos del artículo 41. [127:  Cuarto. Las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, deberán realizar las reformas correspondientes en su legislación, para procurar la observancia del principio de paridad de género en los términos del artículo 41.] 


418. Como el propio texto de las normas lo indica, dicha reforma constitucional buscó la observancia del principio de paridad de género en la titularidad de las Secretarías de Estado de las entidades federativas y en la forma de integración de los organismos autónomos locales; de ahí que esta Corte, al resolver la acción de inconstitucionalidad 132/2020, concluyó que los procesos de nombramiento de estos titulares corresponden a una cuestión orgánica ajena a los procesos electorales y, por lo mismo, no tienen por qué estar regulados en las disposiciones electorales como la que se analiza, al exceder su objeto.

419. La reforma constitucional al artículo 41, párrafo segundo, en materia de paridad entre géneros, constituye un mandato expreso a los Congresos locales para que, en ejercicio de su libertad configurativa, determinen las formas y las modalidades que estimen más convenientes para observar el principio de paridad de género en los nombramientos de las Secretarías de Estado y de las integrantes de los organismos autónomos locales; sin embargo, de ello no se desprende una competencia de ejercicio obligatorio para prever reglas que garanticen tal principio por lo que hace a la designación de titulares de la Secretaría Ejecutiva y los órganos ejecutivos y técnicos de un organismo público local electoral, pues no se trata de los organismos a que hace referencia el texto fundamental.

420. Lo que se corrobora de los antecedentes legislativos de la reforma constitucional en cuestión, en cuya exposición de motivos se advierte:

“La presente iniciativa de reforma tiene como propósito proteger y garantizar que el principio de igualdad sustantiva se traduzca, en la práctica, en un mandato para la participación paritaria en aquellos espacios donde persisten desigualdades entre hombres y mujeres, como son los puestos de elección popular, la administración pública, la impartición de justicia y los organismos autónomos administrativos y jurisdiccionales electorales en los tres órdenes de gobierno, poniendo atención, como ya antes se advirtió, a la interseccionalidad, de tal suerte que ninguna mujer sea doblemente discriminada por razones de preferencia o condición sexual, étnicas, etarias, de discapacidad, o cualquier otra que comprometa el pleno ejercicio de sus derechos humanos, incluidos sus derechos políticos.
Así, con sustento en los anteriores motivos, se establece lo siguiente:
1. En el poder ejecutivo, deberá garantizarse una integración paritaria del Gabinete presidencial, tanto legal como ampliado; (…)
6. Lo anterior, deberá reproducirse en sus respectivos ámbitos y según proceda, en cada una de las 32 entidades federativas, tanto a nivel estatal como municipal.
7. En idénticos términos será la integración de los máximos órganos de dirección de los organismos públicos autónomos, tales como el Instituto Nacional Electoral, Comisión Nacional de Derechos Humanos, Banco de México, Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación; Instituto Nacional de Estadística y Geografía, entre otros.”

421. Tampoco pasa inadvertido para este Tribunal Constitucional que el trece de abril de dos mil veinte, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el “DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.”, que reformó el artículo 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 99. Los Organismos Públicos Locales contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; la Secretaria o el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones solo con derecho a voz.

En su conformación deberá garantizarse el principio de paridad de género. (…).

422. Sin embargo, esa adición debe leerse en el contexto y en los fines de la reforma en que se originó.

423. En el Dictamen de las Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de Gobernación y Población, de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, que conoció de las reformas referidas, se observa que la iniciativa presentada a efecto de reformar el citado artículo 99 fue con la intencionalidad expresa de establecer el principio de paridad de género en la conformación de los Consejos Generales del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales[footnoteRef:128]. [128:  La diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, en su iniciativa para reformar los artículos 36 y 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, destacó que el marco jurídico en materia de Derecho Electoral se encuentra regulado a través de distintas leyes, en la fracción XXIX-U del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como también la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que regula al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, mismas donde identificó que no contemplan el principio de paridad de género en la conformación de los Consejos Generales del Instituto Nacional Electoral, ni de los organismos públicos locales, lo que permite la discriminación indirecta de la mujer en el ejercicio de sus derechos. La diputada refirió que era necesario “analizar si la ausencia de servidores públicos de sexo femenino con labores propias de un juzgador, como lo son los consejeros electorales de los consejos generales del Instituto Nacional Electoral (INE), y de los Organismos Públicos Electorales Locales (OPLES), así como los magistrados electorales del TEPJF, puede generar algún tipo de discriminación que repercuta en la esfera de una candidata que eventualmente recurra a la justicia lectoral para que se respeten y garanticen sus derechos político-electorales.”] 


424. Al estudiar la viabilidad jurídica de las reformas, las Comisiones consideraron procedente la adición, indicando que:

“(…) el tema objeto de las iniciativas de análisis es otorgarle fundamento a la violencia política en razón de género en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, cuya consecuencia implica la reforma de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, [en la] que adicionalmente se incorpora el principio de paridad de género en la conformación, entre otros, de los órganos electorales y jurisdiccionales federales, propuesta que es coincidente con el contenido y alcances de la reforma constitucional del pasado 6 de junio de 2019, con la que se modificaron los artículos 2, 4, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115 en materia de paridad de género, ya que las reformas propuestas y sujetas a dictamen vienen a pormenorizar en los ordenamientos referidos el principio que ahora encuentra sustento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que a la vez cumple con la obligación contenida en el artículo transitorio segundo de la referida reforma constitucional en el sentido de que el Congreso de la Unión debe, en el plazo de un año, contado a partir de la entrega en vigor de la citada reforma (7 de junio de 2019), en el sentido de realizar las adecuaciones normativas necesarias a efectos de observar el principio de paridad de género (…)”.

425. Como se aprecia, la adición al artículo 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales fue parte de un paquete de reformas a distintas legislaciones que se llevó a cabo con el objeto de proteger los derechos de participación de la mujer en condiciones paritarias y libre de violencia política de género, considerando, de manera adicional, incorporar el principio de paridad de género en la conformación de los órganos locales electorales, a efecto de contar con consejeras electorales. 

426. De ahí que, la adición del segundo párrafo del artículo 99 de la Ley General, no pueda ser entendida como lo propone el accionante, esto es, considerar que constituye una orden expresa dirigida a los Congresos estatales para que regulen el establecimiento de acciones afirmativas legislativas para el acceso de mujeres al cargo de titular de la secretaría ejecutiva o de los titulares de los órganos ejecutivos y técnicos del Consejo.

427. Esto es relevante, sobre todo porque la finalidad del Órgano Reformador de la Constitución es maximizar el acceso de las mujeres a integrar los consejos generales de los organismos públicos locales electorales y, en caso de interpretar —como lo sugiere la parte actora— que la Secretaría Ejecutiva es parte integrante del órgano, podría tener un efecto contrario al pretendido en la reforma constitucional, pues al sumar a la Secretaría Ejecutiva con las consejerías, se ocasionaría una distorsión capaz de disminuir el número de consejerías para mujeres.

428. Lo anterior, porque interpretar que la Secretaría Ejecutiva forma parte del Consejo General en la misma posición que las consejerías, implica una distorsión de la integración del órgano y, además, abre las puertas a que se pudiera entender —indebidamente— que en vez de designar a una mujer para el cargo de Consejera Electoral, se le pueda designar como Secretaria Ejecutiva y, así cumplir con el mandato de paridad.

429. Por tanto, ni del artículo 41, párrafo segundo, de la Constitución General, en relación con el artículo cuarto transitorio de la reforma constitucional en materia de paridad entre géneros, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil diecinueve, ni del artículo 99, párrafo segundo, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, es posible configurar la omisión legislativa pretendida por el accionante.

430. En consecuencia, se reconoce la validez de los artículos 47, párrafo segundo, 48, fracción III, 49, fracción II, inciso s), 63, fracción VII, y 78 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

431. Tema 6. Sistema de toma de decisiones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE). 

432. [bookmark: _Hlk48930359]El Partido del Trabajo estima que los artículos 52, párrafos primero y tercero; 112 y 120, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, transgreden los principios de certeza, legalidad, objetividad electoral, régimen democrático, supremacía constitucional, así como los principios de seguridad jurídica, fundamentación, motivación y el de colegialidad de las decisiones electorales, pues si bien disponen que para que pueda sesionar el Consejo General, las comisiones distritales y comités municipales electorales es necesario que estén presentes la mayoría de los miembros con derecho a voto, también lo es que prevén que las decisiones se tomarán por mayoría de votos, sin que se distinga, para efectos del quórum, los casos en que se requiera mayoría calificada.

433. Con el fin de demostrar su pretensión, de manera preliminar señala que los artículos 112 y 120 regulan que, para que las comisiones y comités sesionen, es necesaria la presencia de la mayoría de sus miembros; sin embargo, cuando no se reúna la mayoría de los integrantes se citará de nuevo a sesión dentro de las veinticuatro horas siguientes, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que estarán el presidente y el secretario general, teniendo este primero voto de calidad.

434. Derivado de lo narrado, acusa que las normas permiten que las resoluciones de los órganos electorales se emitan con voto de calidad de la Presidencia cuando no hubiere quorum legal en las sesiones que se efectúen dentro de las veinticuatro horas siguientes a la primigeniamente convocada. Esto es, los órganos electorales del Consejo General, comisiones distritales y comités municipales pueden tomar resoluciones eventualmente inciertas e ilegales por una minoría de integrantes, inclusive en un extremo empate entre el titular de la Presidencia y otro miembro del consejo, lo que conlleva a que se pueda resolver en aquellos casos de votaciones que requieran de una mayoría calificada.  

435. De esta manera, sostiene que el hecho de que las decisiones se tomen por voto de calidad del presidente es inconstitucional y contraviene los principios democrático, de colegialidad y de supremacía constitucional, más aún si se toma en consideración que la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en su artículo 469.6, dispone que, en caso de empate motivado por la ausencia de alguno de los Consejeros Electorales, se procederá a una segunda votación y, en caso de existir empate, se resolverá en una sesión posterior en la que estén presentes todos los Consejeros.  

436. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 52. El Consejo General para poder sesionar necesitará la presencia de la mayoría de sus integrantes con derecho a voto, entre los que deberá estar la o el Presidente, quien será suplido en sus ausencias momentáneas por a (sic) o el consejero que él mismo designe. Asimismo, deberán estar presentes la o el secretario ejecutivo y por lo menos la mitad más uno de los representantes de los partidos políticos con registro o inscripción. Sus acuerdos o determinaciones se tomarán por mayoría de votos. La o el Presidente ejercerá además, voto de calidad. (…)

En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del Consejo General a que se refiere el párrafo primero del presente artículo, se citará de nuevo a sesión para celebrarse dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan. (…).”

“Artículo 112. Para que sesionen las comisiones distritales electorales se requiere la asistencia de la mayoría de sus miembros con derecho a voto. Las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica deberán asistir. Sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos; y la presidencia tendrá voto de calidad.

En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes de la comisión a que se refiere el párrafo anterior, se citará de nuevo a sesión dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que deberán estar presentes, las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica.”

“Artículo 120. Se requiere la asistencia de la mayoría de sus miembros con derecho a voto para que sesionen los comités municipales electorales. Las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica deberán asistir. Sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos; y la presidenta o el presidente, tendrá voto de calidad. (…)

En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del comité señalados en el párrafo primero del presente artículo, se citará de nuevo a sesión dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que deberán estar presentes, el presidente, y el secretario técnico.”

437. [bookmark: _Hlk51323462][bookmark: _Hlk51323480]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es infundado, por lo que se reconoce la validez de los artículos 52, párrafos primero y tercero; 112 y 120, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, por las razones siguientes.

438. Los artículos 41, fracción V[footnoteRef:129]; 73, fracción XXIX-U[footnoteRef:130];  y 116, fracción IV[footnoteRef:131], incisos b) y c), de la Constitución General, establecen que: a) La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece la Constitución General; b) Uno de los términos establecidos en la Constitución es que, mediante una Ley General, el Congreso de la Unión distribuye competencias entre la Federación y las entidades federativas en materia de organismos electorales; y c) De conformidad con las bases constitucionales y la Ley General emitida en la materia por el Congreso de la Unión, las entidades federativas deben garantizar que, los organismos públicos locales, se rijan por los principios rectores de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad; y que gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones. [129:  “Artículo 41. (…)
V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución. (…).”]  [130:  “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…)
XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución. (…).”]  [131:  “Artículo 116. (…)
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que: (…)
b) En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades electorales, sean principios rectores los de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad;
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes: (…).”] 


439. Por su parte, los artículos 1[footnoteRef:132] y 98 a 104 de Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales prevén que: a) Dicha normativa es de observancia general en toda la República, estableciendo las disposiciones aplicables en materia de instituciones electorales, distribuyendo competencia entre la Federación y las entidades federativas, de manera que éstas deben ajustarse a lo previsto en ella; b) Los organismos públicos locales gozarán de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la Constitución General, la propia Ley General y las constituciones y leyes locales; c) Los organismos públicos locales son la autoridad en materia electoral y contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; la Secretaria o el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones solo con derecho a voz; y d) Regula los requisitos de elegibilidad, así como el proceso de elección y de remoción de los integrantes de su órgano de dirección superior y las atribuciones del organismo. [132:  “Artículo 1.
1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para los Ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales.
2. Las disposiciones de la presente Ley son aplicables a las elecciones en el ámbito federal y en el ámbito local respecto de las materias que establece la Constitución.
3. Las Constituciones y leyes locales se ajustarán a lo previsto en la Constitución y en esta Ley. (…).”] 


440. De lo anterior, se obtiene que, ante la falta de disposición expresa, en la Constitución y en la Ley General de la Materia, que imponga a las entidades federativas reglas específicas en relación con el sistema de toma de decisiones del órgano de dirección superior del organismo público local electoral, los legisladores locales cuentan con una amplia libertad configurativa para diseñar los términos bajo los cuales los Consejos Generales de los institutos electorales estatales podrán válidamente funcionar y resolver; lo que, claro, no podrá alejarse de las propias bases constitucionales antes descritas.

441. Establecido lo anterior, tememos que, conforme a la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, el Consejo General Estatal se integra por una Consejera o Consejero presidente, y seis consejeras o consejeros electorales, quienes tendrán derecho a voz y voto; una persona titular de la secretaría ejecutiva con derecho a voz, y un representante por cada partido político registrado o inscrito, y el representante de la candidatura independiente a la Gubernatura, si es el caso, los que sólo tendrán derecho a voz.

442. Para sesionar, el Consejo General requiere de la presencia de la mayoría de sus Consejeros con derecho a voto (cuatro de siete), debiendo estar presente el Presidente, el Secretario Ejecutivo y, por lo menos, la mitad más uno de los representantes de los partidos políticos con registro o inscripción. Sus determinaciones se toman por mayoría de votos.[footnoteRef:133] [133:  “Artículo 48. El Consejo General se integra de la siguiente manera:
I. Una Consejera o Consejero presidente, y seis consejeras o consejeros electorales, quienes tendrán derecho a voz y voto;
II. Dos representantes del Poder Legislativo, uno de la mayoría, y uno de la primera minoría, que serán nombrados por el Congreso del Estado y sólo tendrán derecho a voz. Por cada representante propietario se designará un suplente;
III. Una persona titular de la secretaría ejecutiva con derecho a voz, designada por el Consejo General, a propuesta de la persona que presida ese organismo, y
IV. Un representante por cada partido político registrado o inscrito, y el representante de la candidatura independiente a la Gubernatura, si es el caso, los que sólo tendrán derecho a voz. Por cada representante propietario se designará un suplente. Los partidos políticos y el Congreso del Estado, podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes.” 
“Artículo 52. El Consejo General para poder sesionar necesitará la presencia de la mayoría de sus integrantes con derecho a voto, entre los que deberá estar la o el Presidente, quien será suplido en sus ausencias momentáneas por a (sic) o el consejero que él mismo designe. Asimismo, deberán estar presentes la o el secretario ejecutivo y por lo menos la mitad más uno de los representantes de los partidos políticos con registro o inscripción. Sus acuerdos o determinaciones se tomarán por mayoría de votos [de sus integrantes y no de los presentes]. La o el Presidente ejercerá además, voto de calidad. (…)
En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del Consejo General a que se refiere el párrafo primero del presente artículo, se citará de nuevo a sesión para celebrarse dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan. (…).”
] 


443. En caso de que no se reúnan los integrantes necesarios para sesionar, se citará de nueva cuenta dentro de las siguientes veinticuatro horas, pudiendo efectuar la sesión con los miembros que asistan.

444. Como puede observarse, por regla general, el Consejo General toma de decisiones por unanimidad o mayoría de votos, lo que garantiza que el acuerdo o determinación emitido por el órgano colegiado refleje un consenso o, al menos, la conformidad sumada de las personas que lo integran con derecho a voto.

445. Ahora, ante la eventual falta de alguno de los consejeros con derecho a voto, el Consejo General puede válidamente sesionar si se encuentran presentes la mayoría de sus consejeros (cuatro); lo que también es acorde a las bases constitucionales que rigen a los órganos públicos locales electorales, en la medida en que garantiza el continuo funcionamiento del órgano de dirección superior del Consejo, cuando se reúne la mayoría de los integrantes con derecho a voto.

446. En caso de que ello no ocurra, esto es, que no se reúna la mayoría de los integrantes del Consejo General referida en el párrafo anterior, se citará de nueva cuenta para celebrar una sesión dentro de las siguientes veinticuatro horas, la que podrá efectuarse con los miembros que asistan. En este supuesto, conforme al sistema de toma de decisiones previsto en ley, es posible que los acuerdos o determinaciones se adopten por mayoría de los presentes.

447. Hacia esta posibilidad se enfoca uno de los reproches del instituto político actor, pues considera que, en dicho supuesto, el Consejo General puede tomar resoluciones eventualmente inciertas e ilegales por una minoría de integrantes.

448. Al respecto, esta Alta Corte ya se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de normas emitidas por los Congresos de los Estados que establecen la posibilidad de que los Consejos Generales puedan llevar a cabo sus sesiones con cuatro de sus siete integrantes, en un primer momento, y si tal quórum no se encuentra satisfecho, de manera excepcional, con los consejeros o consejeras que asistan en un segundo momento. Las razones que subyacen para que consideremos válidas dichas reglas son, en primer lugar, la amplia libertad configurativa que sobre tal aspecto tienen las entidades federativas y, en segundo, porque dicha forma de tomar de decisiones resulta excepcional y responde a la necesidad de continuación en el proceso electoral, es decir, su finalidad es considerada legítima y razonable en atención a los plazos y actuaciones perentorias que acontecen en un proceso electoral[footnoteRef:134]. [134:  Acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020, resuelta por el Pleno el 7 de septiembre de 2020, por unanimidad de 11 votos, de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente), González Alcántara Carranca, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de declarar la validez de los artículos 93, párrafo tercero, y 109, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral del Estado de Tamaulipas que establecen que las decisiones del Consejo General se tomarán por mayoría de votos de las Consejeras y Consejeros Presentes, salvo que la Ley prevea una mayoría calificada; para que el Consejo General pueda sesionar es necesario que estén presentes al menos, 4 Consejeros y Consejeras. En el supuesto de que la Consejera o Consejero Presidente no asista o se ausente en forma definitiva de la sesión, el Consejo General designará a uno de los Consejeros o Consejeras Electorales presentes para que presida la sesión por mayoría de los presentes; y en caso de que no se reúna la mayoría a la que se refiere el párrafo primero del presente Artículo, la sesión tendrá lugar dentro de las 24 horas siguientes, con los Consejeros, Consejeras y representantes que asistan.] 


449. Por tanto, debe calificarse de infundado el motivo de disenso del accionante, en virtud de que el legislador estatal de San Luis Potosí, en ejercicio de su libertad configurativa, válidamente estableció como sistema de toma de decisiones excepcional del Consejo General un quórum de asistencia, en el que, una mayoría simple, pueden tomarse acuerdos o determinaciones.

450. A juicio de esta Suprema Corte, la anterior posibilidad no es contraria al deber del legislador estatal de garantizar que la autoridad administrativa goce de una autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, pues favorece la toma de decisiones ante la eventual ausencia de algún consejero y da certeza sobre la actuación ininterrumpida de la autoridad sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su desarrollo y en las etapas posteriores a la misma.

451. El quorum de asistencia es una forma de sesión legal empleada por los legisladores, a fin de lograr que un órgano colegiado pueda legalmente deliberar y adoptar una determinación de manera válida; particularmente, en aquellos supuestos en que la emisión de un acuerdo o resolución no puede ser postergada, o bien, se trata de evitar que la ausencia, voluntaria o no, de sus integrantes impida su funcionamiento.

452. Dicho quorum no es ajeno en nuestro sistema normativo, de hecho, es evidente que el sistema de toma de decisiones que el legislador potosino previó para el Consejo General del organismo público local electoral guarda gran similitud con el regulado por el Congreso de la Unión para el Consejo General del Instituto Nacional Electoral[footnoteRef:135]. [135:  “Artículo 41 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
1. Para que el Consejo General pueda sesionar es necesario que esté presente la mayoría de sus integrantes, entre los que deberá estar el Consejero Presidente, quien será suplido en sus ausencias momentáneas por el consejero que él mismo designe. En el supuesto de que el Consejero Presidente no asista o se ausente en forma definitiva de la sesión, el Consejo General designará a uno de los Consejeros Electorales presentes para que presida. (…)
3. En caso de que no se reúna la mayoría a la que se refiere el párrafo 1 de este artículo, la sesión tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes, con los consejeros y representantes que asistan.
4. Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos, salvo las que conforme a esta Ley requieran de una mayoría calificada. (…).”] 


453. Así, en ejercicio de su libertad configurativa, el legislador local previó válidamente la posibilidad de que, en caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del Consejo General, se citará de nuevo cuenta a sesión para celebrarse dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan.

454. Debe considerarse que la emisión de acuerdos o determinaciones en los términos apuntados es de carácter excepcional, dado que la regla general es que sean adoptadas con la participación de la totalidad de los miembros del órgano de dirección y de la mayoría de los integrantes que lo conforman.

455. El diseño cuestionado al legislador estatal obedece a un escenario que debe ser regulado con motivo de la naturaleza de un órgano colegiado, precisamente, a efecto de garantizar el funcionamiento y el dictado de las determinaciones, lo que brinda certeza y seguridad, ante la eventual, pero factible, ausencia de unos de sus consejeros.

456. De manera que, para esta Suprema Corte, es incorrecto lo sostenido por el accionante en el sentido de que la norma estatal permite que las resoluciones del órgano electoral sean emitidas sin quorum legal, cuando se efectúen en un segundo momento, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la sesión primigeniamente convocada.

457. Lo anterior es así, pues, se insiste, existen diversas formas de integrar un quorum legal y, en el caso, el legislador potosino, en ejercicio de su libertad configurativa, optó por un quorum de asistencia, de modo que el Consejo General podrá sesionar con el número de integrantes que asistan y la votación válida para aprobar acuerdos o determinaciones será una mayoría simple de los presentes.

458. Dichas normas, no conculcan el objeto de la colegialidad del órgano electoral, pues no constituyen la forma ordinaria de funcionar, sino soluciones reguladas a efecto de que puedan desempeñar su función institucional ante la ausencia de alguno de sus integrantes.

459. Tampoco, consideramos que el quorum antes referido pugne con alguno de los principios rectores en la materia electoral, en virtud de que se trata de un diseño que pretende evitar una situación conflictiva, como lo es la ausencia de un concejal; dota de facultades expresas al órgano de dirección superior, de modo que todos los participantes en el proceso conocen previamente, con claridad y seguridad, las reglas a las que la actuación de la autoridad electoral está sujeta; y brinda una situación institucional que permite a la autoridad electoral continuar emitiendo sus decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o insinuaciones externas.

460. Por otra parte, aunque el número de integrantes votantes del Consejo General corresponde a un número impar (siete), lo que, en principio, hace legalmente posible adoptar decisiones por unanimidad o mayoría de votos, el legislador potosino previó una solución para el contingente escenario de empate, que puede presentarse, entre otras posibilidades, con motivo de la ausencia de alguno de los consejeros.

461. En este supuesto, estableció que el Presidente ejercerá voto de calidad, esto es, que cuando en relación con un acuerdo o determinación exista el mismo número de votos en sentidos no coincidentes por parte de los Consejeros, será el Consejero que preside el que termine por determinar la voluntad del órgano electoral.

462. Este Alto Tribunal ha tenido oportunidad de pronunciarse[footnoteRef:136] en relación con el voto de calidad del Presidente de un órgano local electoral, considerando que se trataba de una facultad que se otorga en los órganos colegiados al Presidente o quien lo supla, para que este lo ejerza al momento de que se resuelva un asunto y exista un empate en la votación que haga imposible resolver el asunto o conflicto objeto de discusión; ello atendiendo a la naturaleza de los órganos colegiados, los cuales, generalmente, se integran por números impares y las decisiones que en ellos se toman se hacen por mayoría de sus miembros, por lo que, en el supuesto de que no se lograra una mayoría y surgiera un empate al momento de la votación, se otorga la facultad del referido voto de calidad al Presidente o quien lo supla, el cual deberá hacer uso de el para que se puedan resolver los asuntos objeto de discusión y controversia, ya que de lo contrario se dejaría sin resolver asuntos en los que hubiera empate. [136:  Acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, resuelta por el Pleno el 28 de mayo de 2009, por unanimidad de 11 votos, de respecto a reconocer la validez el artículo 103, fracción VII, párrafo segundo, del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, que establece que, en caso de empate, el Consejero Presidente o quien legalmente deba suplirlo, tendrá voto de calidad.] 


463. Al respecto, esta Suprema Corte ha concluido[footnoteRef:137] que la figura del voto de calidad constituye un mecanismo razonable, idóneo y necesario, pues permite hacer viable la toma de decisiones en el órgano colegiado, sin detrimento de los principios rectores de la materia electoral, máxime si se toma en cuenta lo perentorio de los plazos y términos con que se cuenta para hacer efectivo el principio de definitividad de las diferentes etapas del proceso electoral. Hemos sostenido que el voto de calidad constituye una atribución especial y extraordinaria que dota de un poder particular a un determinado integrante de un cuerpo colegiado respecto de sus pares, dado que en el supuesto de que se presente una decisión dividida, el voto de la funcionaria o funcionario así investido se considera como especial y preponderante de modo que decide la regla que debe prevalecer. Así, es una atribución congruente con la dinámica de decisión de los órganos electorales, en virtud de que reconoce una potestad de actuar definida porque solo ese funcionario la posee; es extraordinaria porque solo se puede usar en el caso de empates, y dota de un poder especial debido a que el voto emitido cuenta de forma distinta al de los restantes.  [137:  Acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020, resuelta por el Pleno el 7 de septiembre de 2020, por unanimidad de 11 votos, de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente), González Alcántara Carranca, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de declarar la validez de los artículos 147, párrafo cuarto, y 155, párrafo cuarto, de la Ley Electoral del Estado de Tamaulipas que establecen que los Consejos Distritales y Municipales tomarán sus resoluciones por mayoría de votos, y en caso de empate, será de calidad el de la Presidenta o Presidente.] 


464. Pues bien, este Tribunal Constitucional considera que la atribución prevista en el artículo 52 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, en favor del Presidente del Consejo General, no confronta los principios rectores de materia electoral. 

465. En efecto, el voto de calidad del Presidente garantiza que la institución electoral estatal ejerza las funciones que le son propias sin depender de nadie más que de la voluntad de los integrantes con derecho a voto y, con ello, que no se paralicen la toma de decisiones del órgano de dirección superior, ni el ejercicio de las atribuciones que le han sido encomendadas.

466. Debe insistirse en que lo cuestionado por el instituto político actor, no son las reglas generales para el funcionamiento y la decisión del órgano superior de dirección, sino soluciones que el legislador estatal reguló a efecto de superar las vicisitudes inherentes a una integración colegiada.

467. El voto de calidad es de carácter excepcional, la regla general es que la autoridad electoral adopte sus decisiones por unanimidad o mayoría y, en ese sentido, que, en la inmensa generalidad de casos, su voluntad refleje el consenso o la conformidad sumada de las personas que lo integran con derecho a voto; sin embargo, en la regulación de un órgano colegiado, no puede dejarse de prever mecanismos para desempatar las voluntades y generar toma de decisiones, porque, de no hacerlo, su facultad de resolución se vería eventualmente comprometida.

468. Por otra parte, este Tribunal Constitucional no comparte la lectura realizada por el partido accionante al artículo 52, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado, precepto que, como vimos, establece que, en caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del Consejo General, se citará de nuevo a sesión para celebrarse dentro de las siguientes veinticuatro horas, la que se efectuará con los miembros que asistan.

469. En opinión del accionante, la norma es inconstitucional por no distinguir que dicha posibilidad será salvo los casos en que se requiera una mayoría calificada.

470. Como se adelantó, no se comparte dicha visión, pues parte de una lectura aislada. Para esta Alta Corte, cuando la ley electoral local prevé la exigencia de una mayoría calificada, debe entenderse que lo hace en función del número total de los integrantes del órgano colegiado con derecho a voto, en tanto dicha figura es un límite establecido en los sistemas de votación de un órgano colegiado, en relación con la aprobación de acuerdos o decisiones que se estiman de gran trascendencia o relevancia; lo que no se garantizaría de considerar, como lo hace el accionante, que tal grado de votación se alcanza en función del número de consejeros presentes a una sesión.

471. En ese sentido, aunque la norma no sea expresa, debe entenderse que, en aquellos supuestos jurídicos en que la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí prevea que el acuerdo o determinación se tomará por mayoría calificada del Consejo General, se trata de decisiones o acuerdos que, para ser aprobados, requieren ineludiblemente de, cuando menos, cinco de los siete votos de los consejeros.

472. Luego, la posibilidad de que, en el supuesto previsto en el artículo 52, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado, se adopten decisiones que requieren de una mayoría calificada, dependerá de que asistan a sesión los miembros necesarios del Consejo General e integren una postura con la votación suficientemente idónea en función del total de sus integrantes, no de los presentes.

473. Por otra parte, el Partido del Trabajo cuestiona que la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí no regula el deber de justificar inasistencias, esto es, el deber de los integrantes del Consejo General para acreditar que su ausencia fue por causa justificada de fuerza mayor o algún impedimento legal.

474. Es infundado el anterior motivo de disenso, en virtud de que el artículo 55, fracción III[footnoteRef:138], de la Ley Electoral establece que se considerarán faltas definitivas o absolutas de los conejeros electorales las que se susciten por la inasistencia consecutiva y sin causa justificada, a tres sesiones programadas y previamente notificadas conforme a las disposiciones legales aplicables. [138:  “Artículo 55. Se consideran faltas definitivas o absolutas de la o el consejero presidente, o los consejeros o consejeras electorales, las que se susciten por: (…)
III. Inasistencia consecutiva y sin causa justificada, a tres sesiones programadas y previamente notificadas conforme a las disposiciones legales aplicables; (…).”] 


475. Con ello, el legislador estatal, en ejercicio de su libertad configurativa, previó implícitamente la obligación de los consejeros electorales de justificar las faltas a las sesiones a que fueron convocados, bajo el apercibimiento que, de no hacerlo y tratarse de tres consecutivas, será motivo de falta definitiva o absoluta, lo que, en relación con el diverso artículo 54[footnoteRef:139] del citado ordenamiento, da lugar a que el Consejo General declaré la vacante y dé aviso al Instituto Nacional Electoral, a efecto de que proceda a la elección de un nuevo consejero. [139:  “Artículo 54. El Consejo General, al darse la falta absoluta del consejero presidente o de cualquiera de los consejeros electorales, declarará la vacante y dará aviso inmediato al Instituto, para que proceda a la elección de una nueva o un nuevo consejero en los términos de la Constitución Federal, y de la LGIPE.”] 


476. Por su parte, el artículo 56[footnoteRef:140] de la Ley Electoral establece que se tendrá por ausencia justificada cuando por caso fortuito o fuerza mayor, la imposibilidad de asistir al cumplimiento de sus deberes haya sido manifiesta. [140:  “Artículo 56. Sólo se tendrá por ausencia justificada cuando por caso fortuito o fuerza mayor, la imposibilidad de asistir al cumplimiento de sus deberes haya sido manifiesta.
Se entiende por ausencia temporal, aquella que no exceda a un término de seis meses.”] 


477. Lo que demuestra que el legislador estatal sí regulo un sistema de justificación de inasistencias para los Consejeros electorales e, incluso, consecuencias legales para el caso de que tres consecutivas de estas no se llegaran a solventar.

478. En relación con las Comisiones Distritales y los Comités Municipales, el Partido accionante hace valer los mismos motivos de disenso, en cuanto a que el diseño del legislador permiten indebidamente que dichos organismos adopten resoluciones por una minoría de sus integrantes; se otorga la atribución de voto de calidad al Presidente y no distingue la necesidad de quórum legal; reproches que esta potestad jurisdiccional no comparte por los motivos ya expuestos.

479. En efecto, de conformidad con la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, los miembros con derecho a voto en las Comisiones Distritales y Comités Municipales son el Consejero Presidente y cuatro consejeros ciudadanos; para sesionar se requiere de la presencia de la mayoría de sus miembros con derecho a voto y sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos, contando con voto de validad el Presidente[footnoteRef:141]. Es importante precisar que habrá dos consejeros ciudadanos suplentes[footnoteRef:142], que cubrirán las ausencias de los propietarios. [141:  “Artículo 108. Las comisiones distritales electorales se integrarán de la siguiente manera:
I. Un Presidente o presidenta;
II. Un Secretario o secretaria técnica;
III. Cuatro consejeras o consejeros ciudadanos, y
IV. Un representante por cada partido político registrado que contienda o, en su caso, un representante por cada una de las candidaturas independientes que participen.
Los funcionarios a que se refieren las fracciones I, II y III de este artículo, serán designados por el Consejo General.
Los representantes de los partidos políticos, o de candidatos independientes, y la o el secretario Técnico, solamente tendrán derecho voz.” 
“Artículo 112. Para que sesionen las comisiones distritales electorales se requiere la asistencia de la mayoría de sus miembros con derecho a voto. Las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica deberán asistir. Sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos; y la presidencia tendrá voto de calidad.
En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes de la comisión a que se refiere el párrafo anterior, se citará de nuevo a sesión dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que deberán estar presentes, las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica.”]  [142:  “Artículo 109. (…)
Habrá dos consejerías ciudadanas suplentes, quienes cubrirán las ausencias de las consejeras y los consejeros ciudadanos propietarios, y serán designadas en la misma forma que las consejerías propietarias. (…).”
“Artículo 117. Los comités municipales se integrarán de la siguiente manera:
I. Un Presidente o Presidenta;
II. Un Secretario o Secretaria Técnica;
III. Cuatro consejeras o consejeros ciudadanos, y
IV. Un representante por cada partido político registrado que contienda y, en su caso, un representante de candidatura independiente que participe.
Las y los funcionarios a que se refieren las fracciones I, II y III de este artículo serán designados por el Consejo General.
Las y los representantes de los partidos políticos, de candidaturas independientes y la o el secretario técnico, sólo tendrán derecho a voz.”
“Artículo 118. (…)
Habrá dos consejerías ciudadanas suplentes, quienes cubrirán las ausencias de las consejerías ciudadanas propietarias, y serán designadas en la misma forma que los (sic) propietarias. (…).”
“Artículo 120. Se requiere la asistencia de la mayoría de sus miembros con derecho a voto para que sesionen los comités municipales electorales. Las personas titulares de la presidencia y de la secretaría técnica deberán asistir. Sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos; y la presidenta o el presidente, tendrá voto de calidad. (…)
En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes del comité señalados en el párrafo primero del presente artículo, se citará de nuevo a sesión dentro de las siguientes veinticuatro horas, la cual se efectuará con los miembros que asistan, entre los que deberán estar presentes, el presidente, y el secretario técnico.”] 


480. En caso de que no se reúna la mayoría de los integrantes de la comisión, se citará a una nueva sesión dentro de las siguiente veinticuatro horas, la que se efectuará con los miembros que asistan.

481. Pues bien, a juicio de este Máximo Tribunal, el legislador estatal no infringe las bases constitucionales que rigen la actuación de la autoridad electoral, pues su diseño garantiza que las Comisiones Distritales y los Comités Municipales puedan válidamente sesionar y tomar los acuerdos necesarios frente a las ausencias de alguno de sus integrantes con derecho a voto o con motivo de un empate.

482. Incluso, esta Alta Corte observa que existen dos consejerías ciudadanas suplentes que son designadas por el Consejo General de la misma forma que las consejerías propietarias, lo que hace más remota la posibilidad de que las sesiones de los organismos se celebren sin la mayoría de sus integrantes y, por ende, de una deliberación empatada.

483. De la misma forma, el hecho de que, después de no haberse reunido la mayoría de los integrantes, se cite a sesión dentro de las veinticuatro horas siguientes y pueda deliberarse y resolver con los miembros que concurran, no se traduce en un vicio de inconstitucionalidad, pues se trata de un quorum legal de asistencia.

484. Finalmente, el artículo 104[footnoteRef:143] de Ley Electoral establece que el Consejo General proveerá la sustitución de los integrantes de las comisiones distritales y de los comités municipales, que falten a tres sesiones consecutivas sin causa justificada. Por su parte, el artículo 105, fracción V[footnoteRef:144], del citado ordenamiento, dispone que el Consejo General podrá revocar el nombramiento a las presidencias y consejerías ciudadanas de dichos organismos, por dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que tengan a su cargo. [143:  “Artículo 104. El Consejo General proveerá la sustitución de los integrantes de las comisiones distritales, y los comités municipales, que falten a tres sesiones consecutivas sin causa justificada.
En caso de ausencia en dos sesiones consecutivas, de la representación de un partido, los organismos electorales comunicarán por escrito este hecho al partido respectivo.”]  [144:  “Artículo 105. El nombramiento de las presidencias, consejerías ciudadanas, y secretarías técnicas, de las comisiones distritales electorales, y de los comités municipales electorales, podrá ser revocado por el Consejo General, por incurrir en alguna de las siguientes causas graves: (…)
V. Dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que tenga a su cargo; (…).”
] 


485. Así, de dichas porciones normativas se sigue que es infundada la supuesta omisión del legislador de regular la justificación de faltas de los integrantes con derecho a voto de las comisiones distritales y de los comités municipales, pues la ley otorga atribución al órgano de dirección para decidir al respecto.

486. En consecuencia, se reconoce la validez de los artículos 52, párrafos primero y tercero; 112 y 120, párrafos primero y tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

487. Tema 7. Requisitos para desempeñar el cargo de consejerías de las comisiones distritales y comités municipales electorales. 

488. El Partido del Trabajo señala que el artículo 100, fracciones I, III y IX, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales pues establecen una serie de requisitos insuficientes para garantizar la certeza, legalidad y objetividad en los procesos comiciales y, además, innecesarios e inconducentes —más bien propios de la integración de mesas directivas de casilla— para integrar las consejerías de las comisiones distritales y comités municipales electorales.

489. En este sentido, considera que los requisitos previstos en las normas cuestionadas —consistentes en tener domicilio preferentemente en el distrito o municipio donde se encuentra la comisión distrital o el comité municipal, saber leer y escribir y ser mayor de dieciocho años—, no son suficientes para garantizar los principios rectores de certeza, legalidad, objetividad, legalidad, seguridad jurídica, profesionalismo y experiencia electoral e instrucción básica obligatoria.

490. Lo anterior, porque a juicio del partido actor, más que saber leer y escribir debería exigirse contar con una educación básica y media superior obligatoria, ya que es necesario acreditar conocimientos suficientes para el desempeño de las funciones electorales.

491. Del mismo modo, la edad mínima de dieciocho años es muy corta, ya que esa edad supone que las personas que pueden aspirar al cargo carecen de la experiencia y conocimientos necesarios para desempeñar los puestos referidos.

492. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 100. Para ser consejera o consejero ciudadano de las comisiones distritales electorales o de los comités municipales electorales, se requiere cumplir con los siguientes requisitos:
I. Ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles, preferentemente con domicilio en el distrito respectivo en el caso de las comisiones distritales; y en el municipio, según se trate, de los comités municipales o de las mesas directivas de casilla;
II. Tener una residencia efectiva en el Estado de cuando menos dos años;
III. Saber leer y escribir;
IV. Estar inscrito en el Registro Federal de Electores, y contar con su credencial para votar con fotografía vigente;
V. Tener un modo honesto de vivir;
VI. No desempeñar, ni haber desempeñado el cargo de la presidencia del comité ejecutivo nacional, estatal, municipal o su equivalente, en un partido político en los últimos cinco años anteriores a la elección y, en todo caso, no estar, o no haber estado afiliado a algún partido político estatal o nacional vigente, desde cuando menos tres años antes al día de su elección;
VII. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de culto alguno;
VIII. No desempeñar, ni haber desempeñado ningún cargo de elección popular en los últimos cinco años anteriores a la elección; no haber sido candidato para algún cargo de elección popular en un periodo de tres años anteriores a su nombramiento, ni ser servidor público de confianza con mando superior en la Federación, Estado o municipio. Con excepción de los organismos autónomos del Estado;
IX. Tener como mínimo dieciocho años de edad al momento de la designación, y
X. No estar inhabilitada o inhabilitado para desempeñar funciones, empleos, cargos, o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público”.
[Las porciones subrayadas son las impugnadas].

493. Al respecto, este Tribunal Pleno considera que al margen de que el partido político demandante hace valer la invalidez de determinadas porciones, en realidad pretende evidenciar una deficiente regulación en torno a los requisitos que la ley local exige para desempeñar el cargo de consejerías en las comisiones distritales electorales o en los comités municipales electorales, pues a su juicio, se trata de requisitos insuficientes para garantizar los principios rectores que deben primar en toda elección.

494. [bookmark: _Hlk51323597]No obstante, esta Suprema Corte estima que el concepto de invalidez hecho valer es infundado, por lo que se reconoce la validez del artículo 100, fracciones I, III y IX, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, como a continuación se explica.

495. En primer término, es necesario recordar que conforme a lo previsto en el artículo 41, fracción V, apartado B, de la Constitución General, la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece la Constitución[footnoteRef:145].  [145:  “Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.
(…) V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución.
(…) Apartado C. En las entidades federativas, las elecciones locales y, en su caso, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato, estarán a cargo de organismos públicos locales en los términos de esta Constitución, que ejercerán funciones en las siguientes materias:
1. Derechos y el acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos;
2. Educación cívica;
3. Preparación de la jornada electoral;
4. Impresión de documentos y la producción de materiales electorales;
5. Escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley;
6. Declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales;
7. Cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo;
8. Resultados preliminares; encuestas o sondeos de opinión; observación electoral, y conteos rápidos, conforme a los lineamientos establecidos en el Apartado anterior;
9. Organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados en los mecanismos de participación ciudadana que prevea la legislación local;
10. Todas las no reservadas al Instituto Nacional Electoral, y
11. Las que determine la ley.
(…)”.] 


496. Asimismo, en cuanto a sus funciones, dispone entre otras cuestiones, que los organismos públicos locales encargarse de organizar las elecciones locales —y en su caso, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato— y ejercerán funciones en materia de a) derechos y acceso a las prerrogativas de candidaturas y partidos políticos; b) educación cívica; c) preparación de la jornada electoral; d) impresión de documentos y la producción de materiales electorales; e) realizar los escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley; f) declarar la validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales; g) realizar el cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo, h) encargarse de los resultados preliminares, encuestas o sondeos, observación electoral, y conteos rápidos, i) la organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados en los mecanismos de participación ciudadana; y j) todas las que no estén reservadas al Instituto Nacional Electoral o que determine la Ley General.

497. Asimismo, en el artículo 116, fracción IV, incisos b) y c), de la Constitución General[footnoteRef:146] se prevé que las constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar, entre otras cuestiones, que el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades respectivas, se realice con observancia a los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad, y que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones. [146:  “Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
(…)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
(…)
b) En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades electorales, sean principios rectores los de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad;
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes:
(…)”.] 


498. De esta manera, como se puede apreciar, el Órgano Reformador de la Constitución dispuso que la organización de las elecciones de las entidades federativas se organice por un organismo público local, de acuerdo con las bases fijadas en la Constitución y las establecidas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

499. En el artículo 98 de la referida Ley General[footnoteRef:147] se establece que los organismos públicos locales están dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios, que gozarán de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la Constitución, esa Ley, las constituciones y leyes locales; igualmente se dispone que serán profesionales en su desempeño y se regirán por los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad. [147:  “Artículo 98.
1. Los Organismos Públicos Locales están dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios. Gozarán de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la Constitución, esta Ley, las constituciones y leyes locales. Serán profesionales en su desempeño. Se regirán por los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad.
2. Los Organismos Públicos Locales son autoridad en la materia electoral, en los términos que establece la Constitución, esta Ley y las leyes locales correspondientes.
(…)”.] 


500. Con base en lo anterior, y como lo sostuvo este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 Y 47/2017[footnoteRef:148], ni en la Constitución General o en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales —que constituyen el sistema electoral que rige a nivel federal y local— se advierte la existencia de disposiciones que ordenen la forma en la que los organismos públicos locales deben desarrollar sus atribuciones, es decir, ese marco constitucional y legal fija la naturaleza de dichos organismos y los principios que rigen su función. [148:  Acción de inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 Y 47/2017, resuelta por el Pleno el 24 de agosto de 2017, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán (ponente) y Presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez de los artículos 78, 79, 83, 84, 88, 88 Bis, 88 Ter, 89, 90, 90 Bis, 90 Ter, 90 Quáter, 90 Quintus, 90 Sextus, 90 Septimus, 90 Octavus y 98 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos.] 


501. En el artículo 99 de la Ley General[footnoteRef:149] únicamente se define cómo debe ser la integración de los organismos públicos locales: contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto, por la Secretaría Ejecutiva y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal quienes concurrirán a las sesiones con sólo derecho a voz.  [149:  “Artículo 99.
1. Los Organismos Públicos Locales contarán con un órgano de dirección superior integrado por una Consejera o un Consejero Presidente y seis Consejeras y Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; la Secretaria o el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, quienes concurrirán a las sesiones solo con derecho a voz.
En su conformación deberá garantizarse el principio de paridad de género.
(…)”.] 


502. Lo anterior implica que cada entidad federativa, al emitir su legislación electoral, goza de libertad de configuración para decidir la forma en la que cada instituto electoral local debe estar organizado administrativamente y de qué órganos dispondrá para la planeación y desarrollo del proceso electoral local, de manera que queda en la legislatura de la entidad, la decisión de prever los requisitos necesarios para garantizar que la integración de las comisiones distritales y comités municipales electorales sea idónea y apta para desempeñar las labores encomendadas, siempre y cuando se respeten los principios y valores que proclama la Constitución y, especialmente los que rigen en la materia electoral.

503. En este sentido, como se refirió en párrafos precedentes, en el artículo 116, fracción IV, incisos b) y c) de la Constitución General se prevé que las constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar, entre otras cuestiones, que el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades respectivas, se realice con observancia a los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad, y que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones.

504. Sobre estos principios, este Alto Tribunal se ha pronunciado en la tesis jurisprudencial P./J. 144/2005, de rubro: “FUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES. PRINCIPIOS RECTORES DE SU EJERCICIO”[footnoteRef:150], al definirlos de la siguiente manera:  [150:  Registro 176707. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXII, Noviembre de 2005; Pág. 111. P./J. 144/2005.] 


505. - Principio de legalidad: significa la garantía formal para que la ciudadanía y las autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al margen del texto normativo.

506. - Principio de imparcialidad: consiste en que en el ejercicio de sus funciones las autoridades electorales eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista.

507. - Principio de objetividad: obliga a que las normas y mecanismos del proceso electoral estén diseñadas para evitar situaciones conflictivas sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su desarrollo y en las etapas posteriores a la misma.

508. - Principio de certeza: consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia actuación y la de las autoridades electorales están sujetas. 

509. - Por su parte, los conceptos de autonomía en el funcionamiento e independencia en las decisiones de las autoridades electorales implican una garantía constitucional a favor de los ciudadanos y de los propios partidos políticos, y se refiere a aquella situación institucional que permite a las autoridades electorales emitir sus decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o insinuaciones provenientes de superiores jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de personas con las que guardan alguna relación de afinidad política, social o cultural.

510. Siguiendo esta lógica, a juicio de este Tribunal Pleno es válida la regulación prevista por el legislador local para realizar la integración de los consejos municipales electorales y las comisiones distritales electorales, que son los organismos dependientes del Instituto Electoral local encargados de preparar, desarrollar y vigilar el proceso de elección de los cargos públicos representativos de la entidad[footnoteRef:151], en el ámbito de sus respectivas demarcaciones territoriales. [151:  “Artículo 107 [Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí]. Las comisiones distritales electorales son los organismos dependientes del Consejo, encargados de preparar, desarrollar y vigilar el proceso de elección para la Gubernatura, y diputaciones al Congreso del Estado, en sus respectivas demarcaciones territoriales, conforme lo dispone la presente Ley.
En la cabecera de cada distrito electoral uninominal habrá una comisión distrital electoral integrada bajo el principio de paridad de género. Durante el proceso electoral deberán sesionar cuando menos dos veces por mes. Cuando en un mismo municipio exista más de una cabecera distrital, el Consejo podrá autorizar que las respectivas comisiones electorales establezcan sus sedes en un mismo domicilio”.
“Artículo 116 [Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí]. Los comités municipales electorales son organismos dependientes del Consejo, encargados de preparar, desarrollar y vigilar el proceso de elección para ayuntamientos en sus respectivos ámbitos, conforme lo señala la presente Ley.
Habrá un comité municipal electoral durante el proceso electoral, que tenga domicilio, preferentemente en cada una de las cabeceras de los municipios de la Entidad”.] 


511. En este sentido, este Tribunal Pleno no advierte que los requisitos para ser integrante de los consejos municipales y las comisiones distritales, previstos en la norma impugnada, sean insuficientes o pongan en riesgo los principios rectores de la materia electoral y, por el contrario, el aumento de la edad mínima y la exigencia de un determinado nivel de escolarización, no implicarían, por sí solos, una fórmula para garantizar una mayor protección de los principios rectores.

512. Más aun, lo que pretende el partido demandante es que se incluyan requisitos adicionales a partir de categorías sospechosas previstas en el artículo 1º constitucional[footnoteRef:152] como la edad y las condiciones sociales y económicas que suponen un mayor nivel de escolarización, sin que aporte o se adviertan oficiosamente, razones imperiosas en un Estado constitucional de Derecho que fueran razonables y proporcionales para justificar que exigir mayores requisitos ayudaría a mejorar la calidad democrática de la entidad. [152:  “Artículo 1º En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.] 


513. Además, a partir de una lectura sistemática del Capítulo IX, del Título Quinto, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí denominado “De las Disposiciones Generales para las Comisiones Distritales, de los Comités Municipales, y de las Mesas Directivas de Casilla” que, en concreto, en los artículos 98, 99 101, 103 y 105 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí establecen lo siguiente:

514. - Las comisiones distritales y los comités municipales deberán instalarse a más tardar el último día del mes de enero del año de la elección que se trate[footnoteRef:153]. [153:  “Artículo 98. Las comisiones distritales y comités municipales deberán instalarse a más tardar el último día del mes de enero del año de la elección que se trate”.] 


515. - El Consejo General del organismo público local implementará el procedimiento de integración de las comisiones distritales y comités municipales, de conformidad con las bases establecidas en el Reglamento de Elecciones emitido por el Instituto Nacional Electoral.

516. - El Consejo General informará a cada uno de los partidos políticos del proceso de integración de los organismos electorales en estudio, y se les concederá la oportunidad a efecto de que realicen sus observaciones con respecto de las listas de propuestas de integrantes[footnoteRef:154]. [154:  “Artículo 99. Las consejeras y los consejeros electorales del Consejo General implementarán el procedimiento de integración de comisiones distritales electorales y comités municipales electorales, de conformidad con las bases establecidas en el Reglamento de Elecciones emitido por el Instituto.
A cada uno de los partidos políticos se le informará del proceso de integración de los organismos electorales, a efecto de que realicen sus observaciones con respecto de las listas de propuestas de integrantes.
En el caso de que un partido político presente alguna observación a los integrantes de la lista, ésta deberá estar debidamente justificada con las pruebas que respalden su dicho.
Del análisis realizado a las observaciones presentadas por los partidos políticos, en las listas de personas que integrarán las comisiones distritales electorales y comités municipales electorales, el Consejo determinará lo conducente”.] 


517. - En caso de que un partido político presente alguna observación a los integrantes de la lista, ésta deberá estar debidamente justificada con las pruebas que respalden su dicho.

518. - Una vez analizadas las propuestas y las observaciones presentadas por los partidos políticos a las listas de personas que integrarán las comisiones distritales electorales y comités municipales electorales, el Consejo General del organismo público local electoral determinará lo conducente.

519. - Los integrantes de las comisiones distritales electorales y los comités municipales electorales deberán rendir la protesta de guardar y hacer guardar la Constitución General y la local y las leyes que de ellas emanen, así como desempeñar leal y patrióticamente la función que se les ha encomendado[footnoteRef:155]. [155:  “Artículo 101. Los consejeros y consejeras ciudadanas que integran las comisiones distritales electorales y los comités municipales electorales deberán rendir la protesta de guardar y hacer guardar la Constitución Federal, la Constitución del Estado y las leyes que de ellas emanen, cumplir con las normas contenidas en esta Ley, y desempeñar leal y patrióticamente la función que se les ha encomendado”.] 


520. - El Consejo General del organismo público local electoral designará en cada comisión distrital, y comité municipal, a una secretaria o secretario técnico, encargado de orientar y coadyuvar con los integrantes de dichos órganos, respecto de la aplicación de la presente Ley en el ámbito de sus respectivas competencias; así como de cumplir con las funciones que el propio Consejo le señale. La Secretaría contará con voz en las sesiones de los organismos señalados, y deberá ser de reconocida solvencia moral y, preferentemente, contar con licenciatura en Derecho, o ser abogada o abogado[footnoteRef:156]. [156:  “Artículo 103. El Consejo General designará en cada comisión distrital, y comité municipal, a una secretaria o secretario técnico, encargado de orientar y coadyuvar con los integrantes de los mismos, respecto de la aplicación de la presente Ley en el ámbito de sus respectivas competencias; así como de cumplir con las funciones que el propio Consejo le señale. Dicha secretaria o secretario contará con voz en las sesiones de los organismos señalados, y deberá ser de reconocida solvencia moral y, preferentemente, contar con licenciatura en Derecho, o ser abogada o abogado”.] 


521. - Además, el nombramiento de las personas que integran las comisiones distritales y los comités municipales podrá ser revocado por el Consejo General del Instituto Electoral local por incurrir en causas graves, como lo son, entre otras: a) realizar conductas que atenten contra la independencia e imparcialidad de la función electoral, o cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de terceros; b) tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deban realizar; c) dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que tenga a su cargo; d) violar de manera grave o reiterada las reglas, lineamientos, criterios y formatos que emita el Consejo General del Instituto Electoral local[footnoteRef:157]. [157:  “Artículo 105. El nombramiento de las presidencias, consejerías ciudadanas, y secretarías técnicas, de las comisiones distritales electorales, y de los comités municipales electorales, podrá ser revocado por el Consejo General, por incurrir en alguna de las siguientes causas graves:
I. Realizar conductas que atenten contra la independencia e imparcialidad de la función electoral, o cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de terceros;
II. Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deban realizar;
III. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;
IV. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento y no haberse excusado del mismo;
V. Dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que tenga a su cargo;
VI. Violar de manera grave o reiterada las reglas, lineamientos, criterios y formatos que emita el Consejo General. Para los efectos de este inciso se considera violación grave, aquélla que dañe los principios rectores de la elección de que se trate, y
VII. Desempeñar otra función, empleo o actividad dentro del Consejo o de otro órgano electoral, que imposibilite el desempeño de las funciones del cargo para el que fue designado.
(…)”.] 


522. Como se puede apreciar, el mecanismo ideado por el legislador local está dirigido a maximizar el acceso de las personas potosinas para participar —a través de las comisiones distritales o los comités municipales— en cargos públicos esenciales para la organización de los procesos electorales locales, lo cual es respetuoso del artículo 35 de la Constitución General[footnoteRef:158] que protege el derecho de la ciudadanía de acceder a cualquier empleo o comisión del servicio público. [158:  “Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:
(…)
VI.- Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley;
(…)”.] 


523. Además, los requisitos previstos en la norma impugnada no se limitan a los cuestionados —tener domicilio preferentemente en el distrito o municipio donde se encuentra la comisión distrital o el comité municipal, saber leer y escribir y ser mayor de dieciocho años—. En el artículo 100 se prevén otros requisitos que, en su conjunto, están dirigidos a preservar los principios rectores de la materia electoral, por ejemplo: encontrarse en pleno ejercicio de los derechos políticos y civiles, tener una residencia efectiva en la entidad de al menos dos años, estar inscrito en el Registro Federal de Electores y contar con la credencial para votar correspondiente.  

524. Asimismo, se imponen exigencias de no haber ejercido cargos partidistas en los últimos cinco años y no tener una militancia partidista en los últimos tres años. También se impide participar a quienes ejerzan el ministerio de algún culto o confesión religiosa, o hubieran desempeñado algún cargo de elección popular en los últimos cinco años o que hubiera sido postulado en una candidatura a cargos públicos representativos en los últimos tres años.  Igualmente se exige no tener una inhabilitación para desempeñar cargos públicos.

525. A partir de estos requisitos, analizados en su conjunto, la legislación local garantiza que quienes intenten acceder a integrar las comisiones distritales o los comités municipales, sean personas con una base mínima de civilidad y ciudadanía, lo cual es indispensable para la organización y vigilancia del proceso electoral.

526. Además, como se señaló en párrafos anteriores, el sistema previsto por el legislador local para designar a las personas que integrarán las comisiones distritales o los comités municipales no es unilateral, se trata de un sistema en el que participan activamente los partidos políticos, quienes tienen el derecho de observar las listas de participantes e, incluso, señalar y aportar pruebas sobre la falta de idoneidad o el incumplimiento de los requisitos de las personas que, a su juicio, no deban formar parte de estos órganos auxiliares. 

527. Así, para este Tribunal Pleno, la fórmula y requisitos que diseñó el Congreso local es suficiente para proteger los principios de legalidad, autonomía e imparcialidad, objetividad y certeza que rigen en el proceso electoral.

528. No pasa desapercibido para este Tribunal Pleno que la función electoral implica una función técnica y jurídica —que es la principal preocupación del partido político actor—. Sin embargo, en este caso sería discriminatorio exigir mayores requisitos, pues la legislación local contempla un mecanismo para preservar, precisamente, el correcto desarrollo del proceso electoral.  

529. En efecto, en el artículo 103 de la Ley Electoral local se establece que el Consejo General del organismo público local electoral designará en cada comisión distrital, y comité municipal, a una secretaria o secretario técnico, encargado de orientar y coadyuvar con los integrantes de dichos órganos, respecto de la aplicación de la presente Ley en el ámbito de sus respectivas competencias; así como de cumplir con las funciones que el propio Consejo le señale, quien entre otros requisitos, deberá contar preferentemente, con licenciatura en Derecho, o ser abogada o abogado.

530. De esta manera, el sistema de designación de los integrantes de las comisiones distritales y comités municipales no es, en abstracto, contrario a los principios rectores de la materia electoral, razón por la que se estima que el concepto de invalidez es infundado.

531. Además, los requisitos previstos en la norma impugnada son similares a los contemplados en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales en el artículo 66 para los integrantes de los consejos locales del Instituto Nacional Electoral[footnoteRef:159]. [159:  “Artículo 66 [Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales].
1. Los Consejeros Electorales de los consejos locales, deberán satisfacer los siguientes requisitos:
a) Ser mexicano por nacimiento que no adquiera otra nacionalidad y estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos políticos y civiles, estar inscrito en el Registro Federal de Electores y contar con credencial para votar;
b) Tener residencia de dos años en la entidad federativa correspondiente;
c) Contar con conocimientos para el desempeño adecuado de sus funciones;
d) No haber sido registrado como candidato a cargo alguno de elección popular en los tres años inmediatos anteriores a la designación;
e) No ser o haber sido dirigente nacional, estatal o municipal de algún partido político en los tres años inmediatos anteriores a la designación, y
f) Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito alguno, salvo que hubiese sido de carácter no intencional o imprudencial.
2. Los Consejeros Electorales serán designados para dos procesos electorales ordinarios pudiendo ser reelectos para un proceso más.
3. Para el desempeño de sus funciones tendrán derecho a disfrutar de las facilidades necesarias en sus trabajos o empleos habituales.
4. Los Consejeros Electorales recibirán la dieta de asistencia que para cada proceso electoral se determine. Estarán sujetos en lo conducente al régimen de responsabilidades administrativas previsto en el Libro Octavo de esta Ley y podrán ser sancionados por el Consejo General por la violación en que incurran a los principios rectores de la función electoral que establece la Constitución”.] 


532. Ahora bien, este Alto Tribunal advierte en suplencia de la queja, en términos del artículo 71 de la Ley Reglamentaria de la materia[footnoteRef:160], que la fracción V, del artículo 100, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, es inconstitucional por establecer el requisito de “contar con un modo honesto de vivir”. [160:  “Artículo 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial.
Las sentencias que dicte la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la no conformidad de leyes electorales a la Constitución, sólo podrán referirse a la violación de los preceptos expresamente señalados en el escrito inicial”.] 


533. La norma referida es la siguiente:

“Artículo 100. Para ser consejera o consejero ciudadano de las comisiones distritales electorales o de los comités municipales electorales, se requiere cumplir con los siguientes requisitos:
(…)
V. Tener un modo honesto de vivir;
(…)”.

534. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha pronunciado sobre la inconstitucionalidad de este tipo de requisitos. Por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 107/2016[footnoteRef:161], este Tribunal Pleno declaró la invalidez de una norma que contenía el requisito de tener “un modo honesto de vivir” para ser jefe de manzana o comisario municipal en los ayuntamientos de Veracruz. [161:  Acción de inconstitucionalidad 107/2016, resuelta por el Pleno el 23 de enero de 2020, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de la declaración de invalidez, en suplencia de la queja, del artículo 64, en su porción normativa “un modo honesto de vivir”, de la Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre, del Estado de Veracruz. Los Ministros González Alcántara Carrancá y Pardo Rebolledo, así como la Ministra Esquivel Mossa (ponente) no se pronunciaron sobre la propuesta.] 


535. En aquel precedente, se sostuvo que la condición exigida y consistente en tener “un modo honesto de vivir” para ser jefe de manzana o comisario municipal constituye un requisito que si bien está constitucionalizado en el artículo 34 de la Norma Fundamental[footnoteRef:162] como condición para ejercer los derechos derivados de la ciudadanía, se trata de una fórmula que resulta sumamente subjetiva, porque depende de lo que cada quien opine, practique o quiera entender, sobre cuáles son los componentes éticos en la vida personal, de modo que la alta ambigüedad de esa expresión y la dificultad en su uniforme apreciación, se traduce en una forma de discriminación en el caso particular que ahora se analiza y, por tanto, no puede tratar de trasladar ese requisito a la legislación local. [162:  “Artículo 34.- Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos:
I.- Haber cumplido 18 años, y
II.- Tener un modo honesto de vivir”.] 


536. En efecto, cuando en la Constitución General se refiere que son ciudadanos mexicanos quienes hayan cumplido dieciocho años y tengan un “modo honesto de vivir”, el Órgano Reformador de la Constitución no la usa en un contexto en el que se imponga una barrera o impedimento para desempeñar un derecho —como sí ocurre en este caso— en el que los operadores jurídicos locales tendrían qué definir quién tiene o no un modo honesto de vivir para efectos de conceder el registro para participar en los procesos de designación de integrantes de las comisiones distritales y comités municipales electorales, lo cual sería extremadamente subjetivo.

537. De este modo, como se sostuvo en el precedente citado, aceptar como requisito para integrar las comisiones distritales y comités municipales electorales, el consistente en “tener un modo honesto de vivir” implicaría subordinar los derechos de acceso a la función pública a la plena voluntad del juicio valorativo y de orden discrecional de quienes participan en la designación, pues dependerá de lo que, en su conciencia, supongan acerca de cómo se concibe un sistema de vida honesto, y si los interesados califican o no satisfactoriamente sus expectativas morales sobre esa forma de vivir ejemplarmente; lo cual podría llevar al extremo de negar el acceso al cargo tan solo por prejuicios de orden religioso, condición social, preferencia sexual, estado civil, entre otros.

538. Además, si se quisiera valorar el requisito en cuestión, debe partirse de la premisa favorable de que toda persona tiene un modo honesto de vivir, y en todo caso, quien afirme lo contrario, tendría que acreditar por qué objeta tan relativo concepto en el ámbito social, por lo que no cabe exigir a quienes aspiran acceder a un cargo público que demuestren lo que, en principio y salvo prueba irrefutable en contrario, es inherente a su persona, ya que a todo individuo le asiste una presunción de su honestidad tan solo por el hecho de su naturaleza humana.

539. Por tanto, resulta discriminatorio exigirle a quien pretende acceder a la función pública tener que acreditar no haber incurrido en alguna conducta sociablemente reprobable, es decir, que demuestre que ha llevado a cabo una vida decente, decorosa, razonable y justa, sin siquiera saber cuáles son los criterios morales de las personas que lo calificarán, y peor aún, ignorando si esos valores son compartidos por el propio aspirante o por los demás integrantes de la comunidad en forma mayoritaria y sin prejuicios.

540. [bookmark: _Hlk51325453]Por lo anterior y siguiendo el criterio sentado por este Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 107/2016, en suplencia de la queja, se declara la invalidez exclusivamente de la fracción V, del artículo 100, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, por establecer el requisito de “contar con un modo honesto de vivir”.

541. En síntesis, como ha quedado anunciado, se reconoce la validez del artículo 100, en sus fracciones I, III y IX, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, y se declara la invalidez, en suplencia de la queja, exclusivamente de la fracción V, de ese artículo. 

542. Tema 8. Vulneración del derecho de los partidos políticos de nombrar representantes ante los órganos electorales —por no postular candidaturas—. 

543. En su séptimo concepto de invalidez, el Partido del Trabajo impugnó la constitucionalidad de los artículos 102, párrafo segundo, 108, fracción IV, 117, fracción IV, 274, fracción I, segundo párrafo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales pues impiden que los partidos políticos puedan nombrar representantes ante los órganos electorales (Consejo General del organismo público local, así como sus comisiones distritales y comités municipales) si no postulan candidaturas en las elecciones correspondientes.

544. De este modo, el Partido del Trabajo aduce que esta restricción infringe el derecho de los partidos políticos de concurrir a las sesiones del órgano superior de dirección del organismo público local, así como de sus comisiones distritales y comités municipales, lo que les impide participar en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral y de los principios de autenticidad de las elecciones, certeza, legalidad, máxima publicidad y objetividad, rectores de la materia electoral.

545. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 102. Los partidos políticos deberán acreditar a sus representantes ante las comisiones distritales electorales y los comités municipales electorales a más tardar dentro de los diez días siguientes a la fecha de la sesión de instalación del organismo de que se trate.
Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate.
Los partidos políticos podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes en los organismos electorales mencionados, dando aviso al Consejo, el que lo comunicará, en su caso, al organismo electoral correspondiente”.

“Artículo 108. Las comisiones distritales electorales se integrarán de la siguiente manera:
I. Un Presidente o presidenta;
II. Un Secretario o secretaria técnica;
III. Cuatro consejeras o consejeros ciudadanos, y
IV. Un representante por cada partido político registrado que contienda o, en su caso, un representante por cada una de las candidaturas independientes que participen.
Los funcionarios a que se refieren las fracciones I, II y III de este artículo, serán designados por el Consejo General.
Los representantes de los partidos políticos, o de candidatos independientes, y la o el secretario Técnico, solamente tendrán derecho voz”.

“Artículo 117. Los comités municipales se integrarán de la siguiente manera:
I. Un Presidente o Presidenta;
II. Un Secretario o Secretaria Técnica;
III. Cuatro consejeras o consejeros ciudadanos, y
IV. Un representante por cada partido político registrado que contienda y, en su caso, un representante de candidatura independiente que participe.
Las y los funcionarios a que se refieren las fracciones I, II y III de este artículo serán designados por el Consejo General.
Las y los representantes de los partidos políticos, de candidaturas independientes y la o el secretario técnico, sólo tendrán derecho a voz”.

“Artículo 274. El Consejo General dará inicio al proceso electoral, mediante una sesión pública de instalación convocada por la o el Presidente del mismo, el treinta de septiembre del año anterior al de la elección, a fin de iniciar la preparación de la elección que corresponda, en la que se procederá a:
I. Convocar a los partidos políticos para que designen o ratifiquen ante el Consejo, a quienes deban representarlos:
a) En el Consejo, en un plazo que no exceda de diez días a partir de su instalación.
b) En las comisiones distritales, y comités municipales electorales, en un plazo que no exceda de diez días a partir de la instalación de cada organismo.
Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate.
Los partidos políticos podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes ante los organismos electorales, dando aviso al Consejo, el que lo comunicará, en su caso, al organismo electoral correspondiente, y
II. Aprobar el calendario electoral, para lo cual la secretaría ejecutiva deberá presentar el proyecto respectivo para su análisis, discusión y aprobación, según la elección de que se trate”.

546. Como se puede advertir, las normas impugnadas determinan, en esencia, que los partidos políticos tienen derecho a nombrar representantes partidistas ante los órganos electorales de la entidad en los que hubieran postulado candidaturas. Es decir, se prevé un límite consistente en que los partidos no podrán tener representación ante los órganos en los que no hubieran postulado candidaturas.

547. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez es fundado, por las razones siguientes. 

548. En torno a este tema, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya ha tenido ocasión de pronunciarse al resolver la acción de inconstitucionalidad 38/2014 y sus acumuladas 91/2014, 92/2014 y 93/2014[footnoteRef:163], declaró la invalidez de una norma similar, en la que se establecía que los partidos políticos perderían su derecho a contar con representantes ante los organismos electorales cuando no postularan candidaturas para la elección de que se trate. [163:  Acción de inconstitucionalidad 38/2014 y sus acumuladas 91/2014, 92/2014 y 93/2014, resuelta por el Pleno el 2 de octubre de 2014, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Sánchez Cordero de García Villegas (ponente), Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, respecto a declarar la invalidez del artículo 38, fracción I, de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León, que establecía la pérdida del derecho de los partidos políticos a contar con representantes ante los órganos electorales en donde no hubieran postulado candidaturas. Los Ministros Franco González Salas y Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra.] 


549. En aquella ocasión, este Tribunal Pleno interpretó que, de conformidad con el artículo 116, fracción IV, inciso c), apartado 1, de la Constitución General, “se advierte con claridad el derecho que asiste a los partidos políticos de nombrar representantes ante los órganos de dirección de las autoridades administrativas electorales, el cual no puede verse restringido ante supuestos no contemplados en la propia Constitución Federal”[footnoteRef:164]. [164:  Énfasis añadido.] 


550. En este sentido, se estimó que el hecho de que los partidos no postulen candidaturas en determinada elección o en cierto número de elecciones, “no constituye un impedimento para que cuenten con representantes ante el órgano electoral correspondiente, dado que, como se apuntó, sus labores no se circunscriben a la defensa de intereses particulares, sino que el propio diseño constitucional del sistema electoral, les concede funciones adicionales que tienden a garantizar la observancia de la propia norma fundamental, así como de los principios que rigen los comicios”.

551. Asimismo, al fallar la acción de inconstitucionalidad 132/2020[footnoteRef:165], esta Alta Corte determinó declarar la invalidez del artículo 80, tercer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, que establecía que cuando un partido político no obtuviera o perdiera su registro, quedaría sin efectos la acreditación de sus representantes en aquellos órganos que conozcan parcial o totalmente de las elecciones relacionadas con dichas candidaturas. [165:  Resuelta el 21 de septiembre de 2020, por mayoría de 8 votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán. En contra de los votos de los señores Ministros Franco González Salas y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.] 


552. Al respecto, el Tribunal Pleno consideró que dicha norma representaba una afectación en la participación de los partidos políticos en los procesos electorales, considerando las funciones específicas que los consejos distritales y municipales desarrollaban, con base en el propio ordenamiento electoral local, aunado a que los representantes que se acreditan ante dichos órganos son en nombre del instituto político y no actúan exclusivamente en nombre de un determinado candidato o candidata.

553. En este sentido, este Tribunal Pleno reitera la postura sustentada al resolver la acción de inconstitucionalidad 38/2014 y sus acumuladas 91/2014, 92/2014 y 93/2014, así como en la acción de inconstitucionalidad 132/2020, pues, de conformidad con lo previsto en el artículo 41, párrafo tercero, bases I, IV y V, de la Constitución General[footnoteRef:166] se establece que la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas en las que podrán participar partidos políticos y candidaturas independientes.  En este sentido, se define que los partidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la integración de los órganos de representación política y hacer posible el acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder público. [166:  “Artículo 41.- (…)
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de género.
Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la integración de los órganos de representación política, y como organizaciones ciudadanas, hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como con las reglas que marque la ley electoral para garantizar la paridad de género, en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular. (…)
IV. La ley establecerá los requisitos y las formas de realización de los procesos de selección y postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las reglas para las precampañas y las campañas electorales.
(…)
V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución.
(…)”.] 


554. Asimismo, se reserva a las leyes generales la regulación de los requisitos y forma de realización de los procesos de selección y postulación de candidaturas a cargos públicos representativos, así como para establecer las reglas para las precampañas y campañas electorales, lo cual incluye, por supuesto, los derechos de los partidos; todo lo cual formará parte de la función estatal que se realiza a través de los organismos públicos locales en el ámbito particular de la entidad federativa.

555. En cuanto a sus funciones, dispone entre otras cuestiones, que los organismos públicos locales se encargan de organizar las elecciones locales y ejercerán diversas funciones, de las que destacan los siguientes rubros que se actualizan una vez que los partidos postulen candidaturas a las elecciones: a) derechos y acceso a las prerrogativas de candidaturas y partidos políticos; b) preparación de la jornada electoral; c) impresión de documentos y la producción de materiales electorales; d) realizar los escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley; e) declarar la validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales; f) realizar el cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo, g) encargarse de los resultados preliminares, encuestas o sondeos, observación electoral, y conteos rápidos.

556. Asimismo, en el artículo 116, fracción IV, incisos b) y c), de la Constitución General[footnoteRef:167] se prevé que las constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar, entre otras cuestiones, que el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades respectivas, se realice con observancia a los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad, y que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones. [167:  “Artículo 116.- (…) Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
(…)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
b) En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades electorales, sean principios rectores los de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad;
c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las leyes:
1o. Los organismos públicos locales electorales contarán con un órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido político contará con un representante en dicho órgano.
(…)”.] 


557. Asimismo, fija el modelo que deben replicar las entidades federativas para la integración de los organismos públicos locales electorales, de manera que deberán contarán con un órgano de dirección superior integrado por un consejero o consejera Presidente y seis consejerías electorales, con derecho a voz y voto, una Secretaría Ejecutiva y las representaciones de los partidos políticos, quienes concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz, en el entendido de que cada partido político contará con una representación en dicho órgano.

558. De esta manera, como se puede apreciar, el Órgano Reformador de la Constitución dispuso que la organización de las elecciones de las entidades federativas se organice por un organismo público local, de acuerdo con las bases fijadas en la Constitución y las establecidas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

559. Así, acudiendo a la Ley General de Partidos Políticos —de aplicación en todo el País, tanto para partidos políticos nacionales como locales—, se advierte que en su artículo 23[footnoteRef:168] se dispone que los partidos tienen derecho a participar, conforme a lo dispuesto en la Constitución y las leyes aplicables, en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral, así como a participar en las elecciones y a nombrar representantes ante los órganos de los organismos públicos locales, en los términos de la Constitución, las constituciones locales y demás legislación aplicable. [168:  “Artículo 23.
1. Son derechos de los partidos políticos:
a) Participar, conforme a lo dispuesto en la Constitución y las leyes aplicables, en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral;
b) Participar en las elecciones conforme a lo dispuesto en la Base I del artículo 41 de la Constitución, así como en esta Ley, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y demás disposiciones en la materia;
c) Gozar de facultades para regular su vida interna y determinar su organización interior y los procedimientos correspondientes;
(…)
j) Nombrar representantes ante los órganos del Instituto o de los Organismos Públicos Locales, en los términos de la Constitución, las constituciones locales y demás legislación aplicable;
(…)”.] 


560. Del mismo modo, conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley General de Partidos Políticos, no podrán actuar como representantes ante los órganos de los organismos públicos locales, aquellas personas que se encuentren incursos en determinados supuestos: a) ser juez o magistrado de algún Poder Judicial local o Federal, b) ser ministro de la Suprema Corte, c) ser magistrado electoral o secretario del Tribunal Electoral; d) Ser miembro en servicio activo de cualquier fuerza armada o policiaca, y e) Ser agente del Ministerio Público federal o local.

561. Con base en lo anterior, ni en la Constitución General o en la Ley General de Partidos Políticos —que constituyen el sistema electoral que rige a nivel federal y local— se advierte la existencia de disposiciones que impongan mayores requisitos para que los partidos políticos puedan nombrar representaciones ante los órganos de los organismos públicos locales.

562. Además, este Alto Tribunal estima que las porciones normativas impugnadas impiden que los partidos políticos ejerzan plena y adecuadamente sus derechos y obligaciones constitucionales, para las que sus representaciones ante los órganos del Instituto Electoral local son importantes, aun cuando no hayan concurrido con candidaturas en todas las elecciones.

563. En primer lugar, porque de conformidad con el artículo 41, párrafo tercero, de la Constitución General los partidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin, entre otros, promover la participación del pueblo en la vida democrática y hacer posible el acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder público.

564. En este sentido, los partidos políticos tienen funciones y finalidades constitucionalmente asignadas y que ante el papel que están llamados a cumplir en el Estado constitucional democrático de derecho, se hace necesario conferir al Estado la obligación de asegurar las condiciones para su desarrollo y de proporcionar y suministrar el mínimo de elementos que éstos requieran en su acción destinada a recabar la adhesión ciudadana. 

565. Debe recordarse que fue hasta mil novecientos setenta y siete cuando inició la formación de un sistema de partidos a partir de cuatro medidas: a) La creación de diputaciones por el principio de representación proporcional, b) registro condicionado, c) financiamiento público y prerrogativas a los partidos políticos, y d) asistencia automática de los partidos con registro nacional a las elecciones locales y municipales.

566. En este sentido, en la exposición de motivos de la reforma constitucional de mil novecientos setenta y siete en la que se creó el sistema de partidos, se destaca lo siguiente:

“Elevar a la jerarquía del texto constitucional la normación de los partidos políticos asegura su presencia como factores determinantes en el ejercicio de la soberanía popular y en la existencia del gobierno representativo, y contribuye a garantizar su pleno y libre desarrollo.
Imbricados en la estructura del Estado, como cuerpos intermedios de la sociedad que coadyuvan a integrar la representación nacional y a la formación del poder público el Ejecutivo Federal a mi cargo estima conveniente adicionar el artículo 41 para que en este precepto quede fijada la naturaleza de los partidos políticos y el papel decisivo que desempeñan en el presente y el futuro de nuestro desarrollo institucional.
Los partidos políticos aparecen conceptuados en el texto de la adición que se prevé, como entidades cuyo fin consiste en promover la participación del pueblo y en hacer posible, mediante el sufragio universal, libre, directo y secreto, el acceso de los ciudadanos a la representación popular, de acuerdo con los programas y principios que postulan.
El carácter de interés público que en la Iniciativa se reconoce a los partidos políticos, hace necesario conferir al Estado la obligación de asegurar las condiciones para su desarrollo y de propiciar y suministrar el mínimo de elementos que éstos requieran en su acción destinada a recabar la adhesión ciudadana.
(…)”[footnoteRef:169]. [169:  Exposición de motivos del Ejecutivo Federal correspondiente a la reforma constitucional en materia político-electoral de 1977.] 


567. De lo anterior se advierte la intención clara del Órgano Reformador de la Constitución de crear un sistema de partidos políticos que ha venido apuntalándose al dar entrada, en años recientes, a las candidaturas independientes y a las elecciones por usos y costumbres indígenas y afromexicanas.

568. Así, los partidos políticos son organizaciones de ciudadanos que están llamados a realizar funciones indispensables en la vida pública del País, por lo que tienen un deber de lealtad hacia la Constitución y los principios que en ella se proclaman, como aquellos dirigidos a proteger el sistema democrático y los procesos comiciales.

569. En segundo lugar, porque de acuerdo con el artículo 161 de la Ley Electoral de San Luis Potosí[footnoteRef:170], los partidos políticos tienen la obligación de postular candidaturas en un mínimo de elecciones, a saber: deberán participar en al menos diez distritos electorales postulando candidaturas a diputaciones y registrando una lista de candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional; y postulando planillas para ayuntamientos en al menos quince municipios. [170:  “Artículo 161. Los partidos políticos deberán registrar listas de candidatos a diputados según el principio de representación proporcional, y fórmulas de diputados de mayoría relativa, en cuando menos diez distritos locales electorales.
Asimismo, deberán registrar a las planillas de mayoría relativa y listas de candidatos a regidores de representación proporcional en los términos del artículo 279, de esta Ley, que deseen participar en las elecciones para la renovación de los ayuntamientos, en cuando menos quince municipios.
El partido político que no dé cumplimiento a lo dispuesto en los párrafos anteriores de este artículo, solamente tendrá derecho a recibir la parte proporcional del total del financiamiento público que le corresponda, conforme al número de fórmulas de candidaturas a diputaciones de mayoría relativa, y planillas de candidaturas a los ayuntamientos, que hayan sido registradas durante el año de la elección. Este financiamiento será entregado una vez cumplidos los requisitos y concluido cada uno de los plazos señalados en el artículo 158 de la presente Ley”.] 


570. De esta manera, los partidos políticos se encontraban obligados a registrar una lista de candidaturas a las diputaciones locales por el principio de representación proporcional, por lo que se hace evidente que los partidos no tienen únicamente un interés tuitivo en preservar la legitimidad del voto de la ciudadanía, sino que tienen un interés directo en garantizar que las elecciones se hayan desarrollado en forma limpia y sin vicios que pusieran en riesgo los principios esenciales del voto —que sea universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible, como se señala en el artículo 7 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales[footnoteRef:171]—. [171:  “Artículo 7.
1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una obligación que se ejerce para integrar órganos del Estado de elección popular. También es derecho de los Ciudadanos y obligación para los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos de elección popular.
2. El voto es universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible. Quedan prohibidos los actos que generen presión o coacción a los electores.
(…)”.] 


571. En efecto, tratándose de los procesos para elegir diputaciones locales, aunque los partidos políticos no postulen candidaturas en todos los distritos uninominales, tienen derecho a participar en la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, lo cual se torna trascendente para los intereses de los partidos, pues de conformidad con el artículo 406 de la Ley Electoral local[footnoteRef:172], el Consejo General del Instituto Electoral local realizará el cómputo de la votación recibida en todo el Estado para efectos de la asignación de los escaños por representación proporcional, cómputo que se realizará sumando el resultado total de votos que obtenga cada partido político en los distritos electorales de todo el Estado. [172:  “Artículo 406. El Consejo realizará el cómputo de la votación recibida en todo el Estado, para los efectos de la elección de diputaciones por representación proporcional, observando lo siguiente.
I. Revisará las actas de cómputo distrital y tomará nota de los resultados que arrojen, y
II. Sumará el resultado del total de votos que se hubiese obtenido cada partido político en los distritos electorales del Estado, obteniendo el resultado de la votación de la elección de diputados recibida en todo el Estado.
Después de realizar el cómputo de la votación de la elección de diputaciones recibida en todo el Estado, el Consejo procederá a la asignación de diputaciones electas por el principio de representación proporcional, de conformidad con el procedimiento previsto en los siguientes artículos”.] 


572. Una vez obtenido el cómputo de la votación de la elección de diputaciones recibida en todo el Estado, el Consejo General procederá a realizar la asignación de curules por el principio de representación proporcional, de acuerdo con la fórmula de asignación prevista en el artículo 411 de la Ley Electoral local.

573. Únicamente como ejemplo, de conformidad con la fórmula de representación proporcional del Estado de San Luis Potosí, si un partido político obtiene al menos el tres por ciento de la votación emitida, se le asignará una curul plurinominal, independientemente de los triunfos que haya obtenido mediante el principio de mayoría relativa.  

574. En este sentido, es posible que existan casos en los que la nulidad de la votación recibida en una casilla impacte en la votación emitida en todos los distritos, par efecto de la asignación de escaños plurinominales, por lo que es evidente que los partidos políticos tienen un interés directo en contar con representación ante el Consejo General del organismo público local y ante las comisiones distritales. 

575. [bookmark: _Hlk51323699][bookmark: _Hlk51323713][bookmark: _Hlk51323724]Por lo anterior, se declara la invalidez de los artículos 102, párrafo segundo, en la porción “Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate”; 108, fracción IV, en la porción “que contienda”; 117, fracción IV, en la porción “que contienda”; así como 274, fracción I, segundo párrafo, en la porción “Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate”, todos de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

576. Tema 9. Antinomia respecto de la obligación de firmar las actas electorales. 

577. El partido político actor refiere que el artículo 130, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí infringe los principios de certeza, legalidad, máxima publicidad y objetividad electorales, así como las garantías de seguridad jurídica, fundamentación y motivación, ya que dispone que el secretario de la mesa directiva de casilla debe revisar que todas las actas estén firmadas por, cuando menos, dos de los funcionarios de ésta y por los representantes que así lo quisieren hacer, siendo que el precepto 389 de la legislación electoral en mención, al igual que el artículo 275.1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, obligan a todos los funcionarios de dichas mesas directivas a firmarlas.

578. Asimismo, considera que se transgrede el principio de máxima publicidad electoral, pues la falta de firmas en cada una de las actas afecta la transparencia en la actuación de los funcionarios y representantes en documentos que consignan resultados electorales u otros actos ocurridos durante la jornada electoral en la casilla, lo que también puede dar lugar a conflictos valorativos de estas documentales.

579. La norma impugnada es del tenor siguiente:

“Artículo 130. De conformidad con lo dispuesto por la LGIPE y la presente Ley, son atribuciones de las secretarias o secretarios de las mesas directivas de casilla: (…)
II. Revisar que todas las actas estén firmadas por cuando menos dos de los funcionarios de la mesa directiva de casilla, y por los representantes que así lo quisieren hacer; (…).”

580. [bookmark: _Hlk51323771]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez de las porciones normativas “cuando menos dos de” y “que así lo quisieran hacer” de la fracción II del artículo 130 de la Ley Electoral local, por las razones siguientes.

581. En múltiples precedentes, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que, de conformidad con lo artículos 73, fracción XXIX-U[footnoteRef:173], en relación con el 116, fracción IV, ambos de la Constitución General, el Congreso de la Unión tiene facultad para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, por lo que las constituciones y leyes de los Estados deben ajustarse a las bases previstas en el propio Ordenamiento Supremo y las Leyes Generales expedidas por el Congreso de la Unión. [173:  “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…)
XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución. (..).”] 


582. Lo anterior es reiterado en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, al establecer que se trata de un ordenamiento de observancia general en toda la República y que sus disposiciones son aplicables a las elecciones en el ámbito federal y en el ámbito local respecto de las materias que establece la Constitución, recalcando que, las entidades federativas se ajustaran a lo previsto en la Constitución y en el citado ordenamiento general[footnoteRef:174].  [174:  “Artículo 1.
1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para los Ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales.
2. Las disposiciones de la presente Ley son aplicables a las elecciones en el ámbito federal y en el ámbito local respecto de las materias que establece la Constitución.
3. Las Constituciones y leyes locales se ajustarán a lo previsto en la Constitución y en esta Ley. (…)”.] 


583. Al respecto, al regular los aspectos relacionados con la instalación y apertura de casillas, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales dispone en su artículo 275[footnoteRef:175] que los funcionarios y representantes que actuaron en la casilla deberán, sin excepción, firmar las actas. [175:  Artículo 275.
1. Los funcionarios y representantes que actuaron en la casilla, deberán, sin excepción, firmar las actas.”] 


584. No obstante, en el caso, el artículo cuestionado de la ley electoral del Estado de San Luis Potosí establece que las secretarias o los secretarios de las mesas directivas de casilla deberán revisar que todas las actas estén firmadas por cuando menos dos de los funcionarios de la mesa directiva de casilla y por los representantes que así lo quisieren hacer; supuesto normativo que no se ajusta a lo previsto en la Ley General de la Materia.

585. En virtud de lo anterior, toda vez que, por disposición de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, los funcionarios y representantes que actuaron en la casilla deben, sin excepción, firmar las actas, procede declarar la invalidez de las porciones normativas “cuando menos dos de” y “que así lo quisieran hacer” de la fracción II del artículo 130 de la Ley Electoral local, a efecto de que la atribución reconocida a las secretarias o secretarios de la mesa directiva de casilla se entienda en el sentido de revisar que todas las actas estén firmadas por los funcionarios y por los representantes que actuaron en la casilla.

586. Máxime que, como lo sostiene el instituto político actor, el artículo 389[footnoteRef:176] del citado ordenamiento local electoral establece que, concluido el escrutinio y el cómputo de todas las votaciones, se levantarán las actas correspondientes de cada elección, las que deberán firmar, sin excepción, todos los funcionarios y los representantes que actuaron en la casilla. [176:  “Artículo 389. Concluido el escrutinio y el cómputo de todas las votaciones se levantarán las actas correspondientes de cada elección, las que deberán firmar, sin excepción, todos los funcionarios y los representantes que actuaron en la casilla.”] 


587. De manera que la atribución encomendada a dicho funcionario debe armonizarse con lo dispuesto en la Ley General y la propia Ley Electoral de la entidad y, en consecuencia, se declara la invalidez de las porciones normativas “cuando menos dos de” y “que así lo quisieran hacer” de la fracción II del artículo 130 de la Ley Electoral local, que deberá leerse de la siguiente manera:

“Artículo 130. De conformidad con lo dispuesto por la LGIPE y la presente Ley, son atribuciones de las secretarias o secretarios de las mesas directivas de casilla: (…)
II. Revisar que todas las actas estén firmadas por los funcionarios de la mesa directiva de casilla, y por los representantes; (…).”

588. Tema 10. Violación competencial por regular el tema de coaliciones y vulneración del principio de autodeterminación de los partidos políticos. 

589. El Partido del Trabajo señaló, en sus conceptos de invalidez noveno y décimo, que los artículos 139, fracción VI, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son inconstitucionales pues invaden la esfera competencial del Congreso de la Unión para regular de manera uniforme todo lo referente a las coaliciones electorales y presentan algunos vicios adicionales.

590. En el noveno concepto de invalidez, el partido actor sostiene que el artículo 139, fracción VI, de la Ley Electoral local es inconstitucional por dos razones: 

591. a) En primer lugar, porque establece que los partidos políticos tienen derecho a formar coaliciones, lo cual escapa de la potestad legislativa de las entidades federativas; y 

592. b) En segundo lugar, porque si bien el legislador local puede regular otras vías de participación de los partidos políticos como frentes y fusiones, en este caso, la fórmula empleada rompe con el derecho de autodeterminación y autogobierno de los partidos políticos al establecer que las coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que se contemple en los estatutos correspondientes —lo que no presenta problema aparente con los partidos locales, pero sí somete a los partidos nacionales que participen en las elecciones estatales, a aprobar las alianzas, frentes y fusiones exclusivamente a través de órganos locales, vulnerando así su capacidad de autogobierno—.

593. En el décimo concepto de invalidez, el partido accionante sostiene que los artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187 de la Ley Electoral local son inconstitucionales en su totalidad, pues forman parte de un capítulo en el que se regulan las coaliciones.  Adicional y específicamente, los accionantes sostienen la inconstitucionalidad del artículo 186 respecto del plazo límite para la presentación de la solicitud de registro del convenio de coalición, el que consideran es diverso al establecido en el artículo segundo transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia político-electoral de dos mil catorce.  

594. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

Noveno concepto de invalidez:

“Artículo 139. Son derechos de los partidos políticos:
(…)
VI. Formar coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones, las que en todo caso deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, en los términos de la LGPP, y esta Ley;
(…)”.

Décimo concepto de invalidez:

“Capítulo VI
De las Coaliciones
Artículo 181. Los partidos políticos nacionales y locales podrán formar coaliciones para las elecciones de Gubernatura; diputaciones de mayoría relativa; y planillas de mayoría relativa en los ayuntamientos.
Los partidos políticos no podrán postular candidaturas propias donde ya hubiere candidaturas de la coalición de la que ellos formen parte.
Ningún partido político podrá registrar como candidatura propia a quien ya haya sido registrado como candidata o candidato por alguna coalición.
Ninguna coalición podrá postular como candidatura de la coalición a quien ya haya sido registrado como candidato o candidata por algún partido político.
Ningún partido político podrá registrar a una candidata o candidato de otro partido político. No se aplicará esta prohibición en los casos en que exista coalición en los términos del presente capítulo o, en su caso, en el supuesto previsto en el presente capítulo, y la LGPP.
Los partidos políticos que se coaliguen para participar en las elecciones, deberán celebrar y registrar el convenio correspondiente en los términos del presente capítulo.
El convenio de coalición podrá celebrarse por dos o más partidos políticos.
Los partidos políticos no podrán celebrar más de una coalición en un mismo proceso electoral local.
Los partidos políticos no podrán distribuir o transferirse votos mediante convenio de coalición.
Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de diputaciones y ayuntamientos, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidaturas, en cuyo caso las candidaturas a diputaciones de la coalición que resultaren electas o electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición.
Independientemente del tipo de elección, convenio y términos que en el mismo adopten los partidos coaligados, cada uno de ellos aparecerá con su propio emblema en la boleta electoral, según la elección de que se trate; los votos se sumarán para la candidatura de la coalición y contarán para cada uno de los partidos políticos para todos los efectos establecidos en la LGPP.
Los votos en los que se hubiesen marcado más de una opción de los partidos coaligados, serán considerados válidos para la candidatura postulada, y contarán como un solo voto.
En todo caso, cada uno de los partidos coaligados deberá registrar listas propias de candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional y sus propias listas de candidaturas a regidurías por el mismo principio.
Las coaliciones deberán ser uniformes. Ningún partido político podrá participar en más de una coalición y éstas no podrán ser diferentes, en lo que hace a los partidos que las integran, por tipo de elección.”

“Artículo 182. Los partidos políticos podrán formar coaliciones totales, parciales o flexibles.
I. Se entiende como coalición total, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso local a la totalidad de sus candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.
En el caso de las elecciones locales si dos o más partidos se coaligan en forma total para las elecciones de diputaciones locales deberán coaligarse para la elección de Gubernatura.
Si una vez registrada la coalición total, la misma no registrara a las candidaturas a los cargos de elección, en los términos del párrafo anterior, y dentro de los plazos señalados para tal efecto en la presente Ley, la coalición y el registro del candidato o candidata para la elección de Gubernatura quedarán automáticamente sin efectos;
II. Coalición parcial es aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso local, al menos al cincuenta por ciento de sus candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral, y
III. Se entiende como coalición flexible, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso electoral local, al menos a un veinticinco por ciento de candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.”

“Artículo 183. En todo caso, para el registro de la coalición los partidos políticos que pretendan coaligarse deberán:
I. Acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección nacional o estatal según lo establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados y que dichos órganos expresamente aprobaron la plataforma electoral, y en su caso, el programa de gobierno de la coalición o de uno de los partidos coaligados;
II. Comprobar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, la postulación y el registro de determinada candidatura para la elección de gubernatura;
III. Acreditar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, postular y registrar, como coalición, a las candidaturas a los cargos de diputaciones y ayuntamientos por el principio de mayoría relativa, y
IV. En su oportunidad, cada partido integrante de la coalición de que se trate deberá registrar, por sí mismo, las listas de candidaturas a diputaciones y regidurías por el principio de representación proporcional.”

“Artículo 184. En el caso de coalición, independientemente de la elección para la que se realice, cada partido conservará su propia representación en cada uno de los organismos electorales del Consejo y ante las mesas directivas de casilla.”

“Artículo 185. El convenio de coalición contendrá en todos los casos:
I. Los partidos políticos que la forman;
II. El proceso electoral local que le da origen;
III. El procedimiento que seguirá cada partido, para la selección de las candidaturas que serán postuladas por la coalición;
IV. La plataforma electoral y, en su caso, el programa de gobierno que sostendrá su candidatura a la Gubernatura del Estado, así como los documentos en que conste la aprobación por los órganos partidistas correspondientes;
V. El señalamiento, de ser el caso, del partido político al que pertenece originalmente cada una de las candidaturas registradas por la coalición y el señalamiento del grupo parlamentario o partido político en el que quedarían comprendidas en el caso de resultar electos o electas, y
VI. Para el caso de la interposición de los medios de impugnación previstos en la ley de la materia, quien ostentaría la representación de la coalición.
En el convenio de coalición se deberá manifestar que los partidos políticos coaligados, según el tipo de coalición de que se trate, se sujetarán a los topes de gastos de campaña que se hayan fijado para las distintas elecciones, como si se tratara de un solo partido. De la misma manera, deberá señalarse el monto de las aportaciones de cada partido político coaligado para el desarrollo de las campañas respectivas, así como la forma de reportarlo en los informes correspondientes.
A las coaliciones totales, parciales y flexibles les será otorgada la prerrogativa de acceso a tiempo en radio y televisión en los términos previstos por la LGIPE.
En todo caso, los mensajes en radio y televisión que correspondan a candidaturas de coalición deberán identificar esa calidad y el partido responsable del mensaje.
Es aplicable a las coaliciones electorales, cualquiera que sea su ámbito territorial y tipo de elección, en todo tiempo y circunstancia, lo establecido en el segundo párrafo del Apartado A de la Base III del artículo 41 de la Constitución Federal.”

“Artículo 186. La solicitud de registro del convenio de coalición, se presentará y tramitará en los términos del artículo 92 de la LGPP.”

“Artículo 187. Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos, en cuyo caso los candidatos a diputados y miembros de los ayuntamientos de la coalición que resultaren electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición”.

595. [bookmark: _Hlk51323840][bookmark: _Hlk48636223][bookmark: _Hlk51323881]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que los conceptos de invalidez hechos valer son parcialmente fundados, por lo que únicamente se declara la invalidez del artículo 139, fracción VI, en su porción normativa “estatal”, y se reconoce la validez de los artículos 139, fracción VI en la porción normativa “coalición”, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, por las razones siguientes que se expondrán en dos apartados distintos: el primero atendiendo a la invasión de competencias del congreso de la Unión en materia de coaliciones y, el segundo atendiendo a los vicios particulares que se alegan en torno a la violación del principio de autodeterminación de los partidos políticos.

596. a) Violación competencial por regular el tema de coaliciones.

597. En múltiples precedentes, iniciados originalmente al resolver la acción de inconstitucionalidad 22/2014 y sus acumuladas 26/2014, 28/2014 y 30/2014[footnoteRef:177] —en la que se analizó la constitucionalidad de la Ley General de Partidos Políticos—, y reiteradas entre otras, en las acciones de inconstitucionalidad 42/2015 y sus acumuladas 43/2015 y 44/2015[footnoteRef:178], y en la acción de inconstitucionalidad 103/2015[footnoteRef:179], esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que, de conformidad con el artículo 73, fracción XXIX-U[footnoteRef:180], de la Constitución General, y el artículo segundo transitorio, fracción I, inciso f), numeral 1[footnoteRef:181], del Decreto de reformas constitucionales en materia política-electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil catorce, el régimen de coaliciones debe ser regulado por el Congreso de la Unión en la ley general que expida en materia de partidos políticos, sin que las entidades federativas cuenten con atribuciones para legislar sobre dicha figura. [177:  Acción de inconstitucionalidad 22/2014 y sus acumuladas 26/2014, 28/2014 y 30/2014, resuelta por el Pleno el 9 de septiembre de 2014, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos (ponente), Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, respecto a declarar que el Congreso de la Unión tiene competencia exclusiva para regular sobre coaliciones de partidos políticos.]  [178:  Acción de inconstitucionalidad 42/2015 y sus acumuladas 43/2015 y 44/2015, resuelta por el Pleno el 3 de septiembre de 2015, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz (ponente), Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales. El señor Ministro Franco González Salas votó en contra.]  [179:  Acción de inconstitucionalidad 103/2015, resuelta por el Pleno el 3 de diciembre de 2015, por unanimidad de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Pérez Dayán (ponente) y Presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 131, sólo por cuanto se refiere a la figura de coaliciones, de la Ley de Partidos Políticos para el Estado de Tlaxcala.]  [180:  “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…)
XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución. (…).”]  [181:  “Artículo segundo transitorio. El Congreso de la Unión deberá expedir las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar el 30 de abril de 2014. Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente:
I. La ley general que regule los partidos políticos nacionales y locales: (…)
f) El sistema de participación electoral de los partidos políticos a través de la figura de coaliciones, conforme a lo siguiente:
1. Se establecerá un sistema uniforme de coaliciones para los procesos electorales federales y locales; (…).”] 


598. En efecto, en los precedentes citados —particularmente en la acción de inconstitucionalidad 22/2014 y sus acumuladas 26/2014, 28/2014 y 30/2014— se ha destacado que en torno a la participación electoral de los partidos políticos a través de la figura de las coaliciones, la Constitución ordena al legislador federal el establecimiento de un sistema uniforme para los procesos electorales federales y locales, que prevea: a) la solicitud de registro hasta la fecha en que inicie la etapa de precampañas; b) la existencia de coaliciones totales, parciales y flexibles, conforme al porcentaje de postulaciones de candidaturas en un mismo proceso bajo una misma plataforma; c) la manera en que aparecerán sus emblemas en las boletas electorales y las modalidades de escrutinio y cómputo de los votos; y d) la prohibición de coaligarse en el primer proceso electoral en que participe un partido político.

599. En este sentido, en la citada línea jurisprudencial se ha afirmado que: 

600. El régimen de coaliciones aplicable tanto a procesos federales como locales, por disposición constitucional, debe ser regulado por el Congreso de la Unión en la ley general que expida en materia de partidos políticos; sin que las entidades federativas cuenten, por tanto, con atribuciones para legislar sobre dicha figura.

601. De este modo, las reglas a las que deberán sujetarse los partidos que decidan participar bajo esta modalidad en los procesos electorales federales y locales se encuentran previstas en los artículos 87 a 92 de la Ley General de Partidos Políticos que fue expedida por el Congreso de la Unión mediante Decreto publicado en el Diario Oficial el veintitrés de mayo de dos mil catorce.

602. Consecuentemente, las entidades federativas no se encuentran facultadas, ni por la Constitución ni por la Ley General, para regular cuestiones relacionadas con las coaliciones.

603. En un primer momento, este Tribunal Pleno sostuvo el criterio por el que las entidades federativas no contaban con potestad legislativa, ni siquiera para incorporar en su legislación disposiciones establecidas en la Constitución Federal o en las leyes generales sobre esta figura, ya que el deber de adecuar su marco jurídico-electoral, impuesto por el artículo tercero transitorio[footnoteRef:182] del Decreto por el que se expidió la Ley General de Partidos Políticos, no requiere la reproducción de dichas disposiciones a nivel local, si se considera que la citada ley es de observancia general en todo el territorio nacional.  [182:  “Artículo tercero transitorio. El Congreso de la Unión, los Congresos locales y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán adecuar el marco jurídico-electoral, a más tardar el 30 de junio de 2014.”] 


604. Sin embargo, ese criterio se ha venido matizando en casos posteriores, pues también se señaló que lo anterior no impide a los Estados y al Distrito Federal legislar sobre aspectos electorales que se relacionen de manera indirecta con el tema de coaliciones, como la forma en que operará el principio de representación proporcional al interior de los órganos legislativos locales, en términos de los artículos 116 y 122 de la Constitución General; por lo que, en cada caso concreto, deberá definirse qué es lo que regula la norma, a fin de determinar si la autoridad que la emitió es o no competente para tales efectos.

605. Asimismo, al resolver la acción de inconstitucionalidad 133/2020[footnoteRef:183], resuelta el veinticinco de agosto de dos mil veinte, este Tribunal Pleno sostuvo que la invasión de competencias no implica un mero estudio formal o absoluto, de manera que para que una norma ses inconstitucional por invasión de las competencias del congreso de la Unión en materia de coaliciones, es necesario que se aparten materialmente —o no coincidan— de lo dispuesto en la Constitución Federal o en las leyes generales. [183:  Acción de inconstitucionalidad 133/2020, resuelta por el Pleno el 25 de agosto de 2020, por unanimidad de 11 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa (ponente), Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. De esa decisión unánime, una mayoría de 6 votos, de los Ministros González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat y Laynez Potisek, se apartaron de las consideraciones por las que se ha estimado que la mera invocación del vocablo “coalición” por el legislador local es inconstitucional por vulnerar las competencias exclusivas del Congreso de la Unión.] 


606. Esto es, las normas de las entidades federativas serán inconstitucionales cuando reglamenten a las coaliciones, de manera diferenciada a como lo hace la legislación general o desarrollen un sistema que pueda llevar a contradecir a la legislación general.

607. De esta manera, la mera reiteración o referencia a las disposiciones constitucionales o a las leyes generales en materia de coaliciones no generan en automático una invasión competencial.

608. Ahora bien, en el caso que se analiza, el legislador local estableció en el artículo 139, fracción VI (noveno concepto de invalidez), que los partidos políticos tienen derecho a “[f]ormar coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones” que en todo caso deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos.

609. De esta manera, como se puede apreciar —y con independencia de los restantes vicios de constitucionalidad que se hicieron valer, que serán abordados en párrafos siguientes—, el legislador potosino no creó un nuevo derecho ni moduló el existente y contemplado por el Congreso de la Unión, sino que simplemente reiteró —salvo el vocablo “estatal” que será analizado en el apartado siguiente por sus propios méritos— y la adición de las “alianzas partidarias” —tema no controvertido en este concepto de invalidez— casi a la literalidad el artículo 23, numeral 1, inciso f) de la Ley General de Partidos Políticos, como se evidencia en la siguiente tabla comparativa.

	LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES
	NORMAS IMPUGNADAS
LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ


	“Artículo 23.

1. Son derechos de los partidos políticos:
(…)
f) Formar coaliciones, frentes y fusiones, las que en todo caso deberán ser aprobadas por el órgano de dirección nacional que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, en los términos de esta Ley y las leyes federales o locales aplicables;
(…)”.

	“Artículo 139. 

Son derechos de los partidos políticos:
(…)

VI. Formar coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones, las que en todo caso deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, en los términos de la LGPP, y esta Ley;
(…)”.




610. En este sentido, como se anunció previamente, si bien las entidades federativas no tienen competencia para regular aspectos relacionados directamente con las coaliciones electorales, no es inconstitucional que el legislador local haga remisiones a la Ley General de Partidos Políticos o reiteren o parafraseen casi a la letra los preceptos de la referida Ley General, como acontece con este artículo.

611. En esta tesitura, es infundada esta parte del noveno concepto hecho valer, por lo que se reconoce la validez del artículo 139, fracción VI, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, exclusivamente en su porción “coaliciones”. Al respecto, se precisa que, por razón de método, el análisis de validez de los restantes vicios esgrimidos en contra de este artículo, se analizarán en el siguiente apartado de este mismo tema.

612. Por otra parte, en su décimo concepto de invalidez, el Partido del Trabajo cuestionó la constitucionalidad de los artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187. 

613. Al respecto, este Tribunal Pleno considera que el artículo 186 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí no presenta contenido normativo alguno, pues únicamente expresa que la solicitud de registro del convenio de coalición, se presentará y tramitará en los términos del artículo 92 de la Ley General de Partidos Políticos, por lo que no existe violación competencial alguna.

614. No pasa desapercibido que en su demanda el Partido del Trabajo sostiene que, aun suponiendo que el legislador local pueda hacer remisiones normativas a la legislación federal, esa remisión es incorrecta porque no puede regir el plazo límite de presentación de la solicitud de registro de coaliciones que se señala en el artículo 92 de la Ley General de Partidos Políticos, pues a juicio del partido promovente, ese plazo legal es contrario a lo previsto en el artículo segundo transitorio del Decreto de la reforma político-electoral de diez de febrero de dos mil catorce.

615. Sin embargo, ese argumento no es suficiente para acarrear la inconstitucionalidad de la norma impugnada pues, se insiste, el artículo 186 impugnado no tiene un contenido normativo y, más aun, no es posible realizar el análisis que pretende el partido demandante, pues ello implicaría que esta Suprema Corte haga un estudio de constitucionalidad del artículo 92 de la Ley General de Partidos Políticos que fue emitida mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés de mayo de dos mil catorce —decreto que fue analizado en la acción de inconstitucionalidad 22/2014 y acumuladas 26/2014, 28/2014 y 30/2014, sin que se hubiera impugnado el referido artículo 92 de esa Ley General—.

616. Asimismo, se advierte que los artículos 181, 182, 183, 184, 185 y 187 no introducen nuevas reglas sobre las coaliciones, sino que se trata de una reiteración casi textual de la Ley General de Partidos Políticos, con algunas adaptaciones de redacción tendentes únicamente a emplear un lenguaje con perspectiva de género (sustituyendo el vocablo “candidato” por uno más incluyente como “candidatura” o “candidata y candidato”) o bien para adaptarlo al contexto local.

617. Asimismo, tampoco se advierte que los artículos controvertidos modulen o se aparten del marco constitucional y de la Ley General, de ahí que no se advierte algún vicio de constitucionalidad en lo que, a juicio de este Tribunal Pleno es únicamente una reiteración casi textual —con algunos matices mínimos propios de la adaptación al ámbito local— de los artículos 87, 88, 89, 90, 91 y 92 de la Ley General de Partidos Políticos, como a continuación se evidencia al comparar ambos sistemas (las modificaciones se encuentran subrayadas).

	LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES
	NORMAS IMPUGNADAS
LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ


	Artículo 87.
1. Los partidos políticos nacionales podrán formar coaliciones para las elecciones de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, así como de senadores y de diputados por el principio de mayoría relativa.

2. Los partidos políticos nacionales y locales podrán formar coaliciones para las elecciones de Gobernador, diputados a las legislaturas locales de mayoría relativa y ayuntamientos, así como de Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa de mayoría relativa y los titulares de los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal.

3. Los partidos políticos no podrán postular candidatos propios donde ya hubiere candidatos de la coalición de la que ellos formen parte.

4. Ningún partido político podrá registrar como candidato propio a quien ya haya sido registrado como candidato por alguna coalición.

5. Ninguna coalición podrá postular como candidato de la coalición a quien ya haya sido registrado como candidato por algún partido político.

6. Ningún partido político podrá registrar a un candidato de otro partido político. No se aplicará esta prohibición en los casos en que exista coalición en los términos del presente Capítulo o, en su caso, en el supuesto previsto en el párrafo 5 del artículo 85 de esta Ley.


7. Los partidos políticos que se coaliguen para participar en las elecciones, deberán celebrar y registrar el convenio correspondiente en los términos del presente Capítulo.

8. El convenio de coalición podrá celebrarse por dos o más partidos políticos.

9. Los partidos políticos no podrán celebrar más de una coalición en un mismo proceso electoral federal o local.

10. Los partidos políticos no podrán distribuir o transferirse votos mediante convenio de coalición.

11. Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de senadores y diputados, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos, en cuyo caso los candidatos a senadores o diputados de la coalición que resultaren electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición.

12. Independientemente del tipo de elección, convenio y términos que en el mismo adopten los partidos coaligados, cada uno de ellos aparecerá con su propio emblema en la boleta electoral, según la elección de que se trate; los votos se sumarán para el candidato de la coalición y contarán para cada uno de los partidos políticos para todos los efectos establecidos en esta Ley.

13. Los votos en los que se hubiesen marcado más de una opción de los partidos coaligados, serán considerados válidos para el candidato postulado, contarán como un solo voto.

14. En todo caso, cada uno de los partidos coaligados deberá registrar listas propias de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional y su propia lista de candidatos a senadores por el mismo principio.

15. Las coaliciones deberán ser uniformes. Ningún partido político podrá participar en más de una coalición y éstas no podrán ser diferentes, en lo que hace a los partidos que las integran, por tipo de elección.

	Artículo 181. 







Los partidos políticos nacionales y locales podrán formar coaliciones para las elecciones de Gubernatura; diputaciones de mayoría relativa; y planillas de mayoría relativa en los ayuntamientos.






Los partidos políticos no podrán postular candidaturas propias donde ya hubiere candidaturas de la coalición de la que ellos formen parte.

Ningún partido político podrá registrar como candidatura propia a quien ya haya sido registrado como candidata o candidato por alguna coalición.

Ninguna coalición podrá postular como candidatura de la coalición a quien ya haya sido registrado como candidato o candidata por algún partido político.

Ningún partido político podrá registrar a una candidata o candidato de otro partido político. No se aplicará esta prohibición en los casos en que exista coalición en los términos del presente capítulo o, en su caso, en el supuesto previsto en el presente capítulo, y la LGPP.

Los partidos políticos que se coaliguen para participar en las elecciones, deberán celebrar y registrar el convenio correspondiente en los términos del presente capítulo.

El convenio de coalición podrá celebrarse por dos o más partidos políticos.

Los partidos políticos no podrán celebrar más de una coalición en un mismo proceso electoral local.

Los partidos políticos no podrán distribuir o transferirse votos mediante convenio de coalición.

Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de diputaciones y ayuntamientos, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidaturas, en cuyo caso las candidaturas a diputaciones de la coalición que resultaren electas o electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición.

Independientemente del tipo de elección, convenio y términos que en el mismo adopten los partidos coaligados, cada uno de ellos aparecerá con su propio emblema en la boleta electoral, según la elección de que se trate; los votos se sumarán para la candidatura de la coalición y contarán para cada uno de los partidos políticos para todos los efectos establecidos en la LGPP.

Los votos en los que se hubiesen marcado más de una opción de los partidos coaligados, serán considerados válidos para la candidatura postulada, y contarán como un solo voto.

En todo caso, cada uno de los partidos coaligados deberá registrar listas propias de candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional y sus propias listas de candidaturas a regidurías por el mismo principio.

Las coaliciones deberán ser uniformes. Ningún partido político podrá participar en más de una coalición y éstas no podrán ser diferentes, en lo que hace a los partidos que las integran, por tipo de elección.”


	“Artículo 88.

1. Los partidos políticos podrán formar coaliciones totales, parciales y flexibles.

2. Se entiende como coalición total, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso federal o local, a la totalidad de sus candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.

3. Si dos o más partidos se coaligan en forma total para las elecciones de senadores o diputados, deberán coaligarse para la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. En el caso de las elecciones locales si dos o más partidos se coaligan en forma total para las elecciones de diputados locales o de diputados a la Asamblea Legislativa, deberán coaligarse para la elección de Gobernador o Jefe de Gobierno.

4. Si una vez registrada la coalición total, la misma no registrara a los candidatos a los cargos de elección, en los términos del párrafo anterior, y dentro de los plazos señalados para tal efecto en la presente Ley, la coalición y el registro del candidato para la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Gobernador o Jefe de Gobierno quedarán automáticamente sin efectos.

5. Coalición parcial es aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso federal o local, al menos al cincuenta por ciento de sus candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.

6. Se entiende como coalición flexible, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso electoral federal o local, al menos a un veinticinco por ciento de candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.”

	“Artículo 182. 

Los partidos políticos podrán formar coaliciones totales, parciales o flexibles.

I. Se entiende como coalición total, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso local a la totalidad de sus candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.






En el caso de las elecciones locales si dos o más partidos se coaligan en forma total para las elecciones de diputaciones locales deberán coaligarse para la elección de Gubernatura.


Si una vez registrada la coalición total, la misma no registrara a las candidaturas a los cargos de elección, en los términos del párrafo anterior, y dentro de los plazos señalados para tal efecto en la presente Ley, la coalición y el registro del candidato o candidata para la elección de Gubernatura quedarán automáticamente sin efectos;



II. Coalición parcial es aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso local, al menos al cincuenta por ciento de sus candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral, y

III. Se entiende como coalición flexible, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso electoral local, al menos a un veinticinco por ciento de candidaturas a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.”


	“Artículo 89.

1. En todo caso, para el registro de la coalición los partidos políticos que pretendan coaligarse deberán:

a) Acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección nacional que establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados y que dichos órganos expresamente aprobaron la plataforma electoral, y en su caso, el programa de gobierno de la coalición o de uno de los partidos coaligados;


b) Comprobar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, la postulación y el registro de determinado candidato para la elección presidencial;

c) Acreditar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, postular y registrar, como coalición, a los candidatos a los cargos de diputados y senadores por el principio de mayoría relativa, y


d) En su oportunidad, cada partido integrante de la coalición de que se trate deberá registrar, por sí mismo, las listas de candidatos a diputados y senadores por el principio de representación proporcional”.

	“Artículo 183. 

En todo caso, para el registro de la coalición los partidos políticos que pretendan coaligarse deberán:

I. Acreditar que la coalición fue aprobada por el órgano de dirección nacional o estatal según lo establezcan los estatutos de cada uno de los partidos políticos coaligados y que dichos órganos expresamente aprobaron la plataforma electoral, y en su caso, el programa de gobierno de la coalición o de uno de los partidos coaligados;

II. Comprobar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, la postulación y el registro de determinada candidatura para la elección de gubernatura;

III. Acreditar que los órganos partidistas respectivos de cada uno de los partidos políticos coaligados aprobaron, en su caso, postular y registrar, como coalición, a las candidaturas a los cargos de diputaciones y ayuntamientos por el principio de mayoría relativa, y

IV. En su oportunidad, cada partido integrante de la coalición de que se trate deberá registrar, por sí mismo, las listas de candidaturas a diputaciones y regidurías por el principio de representación proporcional.”


	“Artículo 90.

1. En el caso de coalición, independientemente de la elección para la que se realice, cada partido conservará su propia representación en los consejos del Instituto y ante las mesas directivas de casilla.”
	“Artículo 184. 

En el caso de coalición, independientemente de la elección para la que se realice, cada partido conservará su propia representación en cada uno de los organismos electorales del Consejo y ante las mesas directivas de casilla.”


	“Artículo 91.

1. El convenio de coalición contendrá en todos los casos:

a) Los partidos políticos que la forman;

b) El proceso electoral federal o local que le da origen;

c) El procedimiento que seguirá cada partido para la selección de los candidatos que serán postulados por la coalición;

d) Se deberá acompañar la plataforma electoral y, en su caso, el programa de gobierno que sostendrá su candidato a Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, así como los documentos en que conste la aprobación por los órganos partidistas correspondientes;

e) El señalamiento, de ser el caso, del partido político al que pertenece originalmente cada uno de los candidatos registrados por la coalición y el señalamiento del grupo parlamentario o partido político en el que quedarían comprendidos en el caso de resultar electos, y

f) Para el caso de la interposición de los medios de impugnación previstos en la ley de la materia, quien ostentaría la representación de la coalición.

2. En el convenio de coalición se deberá manifestar que los partidos políticos coaligados, según el tipo de coalición de que se trate, se sujetarán a los topes de gastos de campaña que se hayan fijado para las distintas elecciones, como si se tratara de un solo partido. De la misma manera, deberá señalarse el monto de las aportaciones de cada partido político coaligado para el desarrollo de las campañas respectivas, así como la forma de reportarlo en los informes correspondientes.

3. A las coaliciones totales, parciales y flexibles les será otorgada la prerrogativa de acceso a tiempo en radio y televisión en los términos previstos por la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

4. En todo caso, los mensajes en radio y televisión que correspondan a candidatos de coalición deberán identificar esa calidad y el partido responsable del mensaje.

5. Es aplicable a las coaliciones electorales, cualquiera que sea su ámbito territorial y tipo de elección, en todo tiempo y circunstancia, lo establecido en el segundo párrafo del Apartado A de la Base III del artículo 41 de la Constitución”.

	“Artículo 185. 

El convenio de coalición contendrá en todos los casos:

I. Los partidos políticos que la forman;

II. El proceso electoral local que le da origen;

III. El procedimiento que seguirá cada partido, para la selección de las candidaturas que serán postuladas por la coalición;

IV. La plataforma electoral y, en su caso, el programa de gobierno que sostendrá su candidatura a la Gubernatura del Estado, así como los documentos en que conste la aprobación por los órganos partidistas correspondientes;

V. El señalamiento, de ser el caso, del partido político al que pertenece originalmente cada una de las candidaturas registradas por la coalición y el señalamiento del grupo parlamentario o partido político en el que quedarían comprendidas en el caso de resultar electos o electas, y

VI. Para el caso de la interposición de los medios de impugnación previstos en la ley de la materia, quien ostentaría la representación de la coalición.

En el convenio de coalición se deberá manifestar que los partidos políticos coaligados, según el tipo de coalición de que se trate, se sujetarán a los topes de gastos de campaña que se hayan fijado para las distintas elecciones, como si se tratara de un solo partido. De la misma manera, deberá señalarse el monto de las aportaciones de cada partido político coaligado para el desarrollo de las campañas respectivas, así como la forma de reportarlo en los informes correspondientes.

A las coaliciones totales, parciales y flexibles les será otorgada la prerrogativa de acceso a tiempo en radio y televisión en los términos previstos por la LGIPE.



En todo caso, los mensajes en radio y televisión que correspondan a candidaturas de coalición deberán identificar esa calidad y el partido responsable del mensaje.

Es aplicable a las coaliciones electorales, cualquiera que sea su ámbito territorial y tipo de elección, en todo tiempo y circunstancia, lo establecido en el segundo párrafo del Apartado A de la Base III del artículo 41 de la Constitución Federal.”


	“Artículo 87.
(…)
11. Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de senadores y diputados, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos, en cuyo caso los candidatos a senadores o diputados de la coalición que resultaren electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición”.

	“Artículo 187. 

Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos, en cuyo caso los candidatos a diputados y miembros de los ayuntamientos de la coalición que resultaren electos quedarán comprendidos en el partido político o grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición”.




618. De este modo, se reconoce la validez de los artículos 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí en su integridad, pues al ser casi una mera reiteración textual de lo dispuesto en la Ley General de Partidos Políticos y, en el caso del artículo 186 una simple remisión a la Ley General, no vulneran las competencias del Congreso del Estado de San Luis Potosí para regular cuestiones relacionadas con las coaliciones.

619. b) Violación del principio de autodeterminación de los partidos políticos.

620. [bookmark: _Hlk51592413]Finalmente, como se precisó al inicio del estudio de este tema, en su noveno concepto de invalidez, el partido político actor impugnó la constitucionalidad del artículo 139, fracción IV, por regular indebidamente que las alianzas partidarias, frentes y fusiones —ya no se hace referencia a las coaliciones, pues esa porción fue analizada y declarada inválida en párrafos anteriores— a las que tienen derecho a formar los partidos políticos, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que se establezca en las normas estatutarias de cada uno de los partidos políticos.

621. [bookmark: _Hlk51592425]En este caso, el partido político actor sostiene acertadamente que la fórmula empleada rompe con el derecho de autodeterminación y autogobierno de los partidos políticos al establecer que las alianzas partidarias, frentes y fusiones, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que se contemple en los estatutos correspondientes.

622. De conformidad con el artículo 41, Base I, de la Constitución General[footnoteRef:184], así como el artículo 3, numeral 1, de la Ley General de Partidos Políticos[footnoteRef:185], los partidos son entidades de interés público que tienen como finalidad promover la participación del pueblo en la vida democrática.  [184:  “Artículo 41.- (…)
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de género.
Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la integración de los órganos de representación política, y como organizaciones ciudadanas, hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como con las reglas que marque la ley electoral para garantizar la paridad de género, en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular. (…)
(…)”.]  [185:  “Artículo 3.
1. Los partidos políticos son entidades de interés público con personalidad jurídica y patrimonio propios, con registro legal ante el Instituto Nacional Electoral o ante los Organismos Públicos Locales, y tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y, como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público.
(…)”.] 


623. Del mismo modo, a estas entidades constitucionalmente se les reconoce y garantiza autogobierno y autodeterminación, de modo tal que —en principio— el Estado no debe intervenir en sus asuntos internos; y, cuando sea el caso, se debe hacer teniendo como tamiz los principios de conservación de la libertad de decisión política y el derecho de auto organización de los partidos.

624. El artículo 34, numerales 1 y 2, de la Ley General de Partidos Políticos[footnoteRef:186] establece que los asuntos internos de los partidos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución y en la Ley, así como en sus respectivos estatutos y lineamientos internos.  [186:  “Artículo 34.
1. Para los efectos de lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la Base I del artículo 41 de la Constitución, los asuntos internos de los partidos políticos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en esta Ley, así como en su respectivo Estatuto y reglamentos que aprueben sus órganos de dirección.
2. Son asuntos internos de los partidos políticos:
a) La elaboración y modificación de sus documentos básicos, las cuales en ningún caso se podrán hacer una vez iniciado el proceso electoral;
(…)
c) La elección de los integrantes de sus órganos internos;
d) Los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidatos y candidatos a cargos de elección popular;
e) Los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales y, en general, para la toma de decisiones por sus órganos internos y de los organismos que agrupen a sus militantes, y
f) La emisión de los reglamentos internos y acuerdos de carácter general que se requieran para el cumplimiento de sus documentos básicos”.] 


625. En este sentido, son asuntos internos de los partidos políticos, entre otros los concernientes a la elaboración y modificación de sus documentos básicos, la elección de integrantes de sus órganos internos, los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y candidaturas, los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales y, en general, para la toma de decisiones por sus órganos internos, entre otros.

626. Si bien los partidos deben sujetarse y satisfacer los mandatos constitucionales y legales, el legislador local debe ser respetuoso de la vida interna de los partidos políticos, sobre todo porque en la Constitución Federal y en las leyes generales se les ha reconocido un amplio espectro de libertad para configurar y diseñar sus propias instituciones y procedimientos de toma de decisiones, siempre y cuando se adopten fórmulas coherentes con los principios que defiende la Constitución Mexicana, como lo es el principio democrático.

627. En este caso, la norma impugnada genera una intromisión indebida en la vida interna de los partidos políticos al regular que las alianzas partidarias, frentes y fusiones a las que tienen derecho a formar los partidos políticos, deberán ser aprobadas por el órgano de dirección estatal que se establezca en las normas estatutarias de cada uno de los partidos políticos. 

628. [bookmark: _Hlk51592523]Lo anterior, porque si bien no se advierte problema aparente con los partidos locales, lo cierto es que la norma cuestionada somete a los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones estatales, a aprobar las alianzas, frentes y fusiones exclusivamente a través de sus órganos locales, vulnerando así su capacidad de autodeterminación y autogobierno, pues la decisión de encargar a un determinado órgano intrapartidista la función de aprobar alianzas y fusiones forma parte de la vida interna de los institutos políticos, de manera que ellos pueden decidir centralizar ese tipo de determinaciones en un órgano nacional o, bien, hacerlo a través de sus órganos a nivel local.

629. [bookmark: _Hlk51592536]De esta manera, se declara la invalidez del artículo 139, fracción VI, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, exclusivamente en su porción normativa “estatal”.
***
630. Por tanto, recapitulando lo antes determinado, este Tribunal Pleno declara la invalidez del artículo 139, fracción VI, exclusivamente en su porción normativa “estatal”, y reconoce la validez de los artículos 139, fracción VI, en la porción normativa “coalición”, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187, todos de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.  

631. Lo anterior, en el entendido de que el artículo 139, fracción VI, deberá leerse de la siguiente forma:

“Artículo 139. Son derechos de los partidos políticos:
(…)
VI. Formar coaliciones, alianzas partidarias, frentes y fusiones, las que en todo caso deberán ser aprobadas por el órgano de dirección que establezca el Estatuto de cada uno de los partidos, en los términos de la LGPP, y esta Ley;
(…)”.


632. [bookmark: _Hlk51592790]Tema 11. Regulación sobre el escrutinio y cómputo de alianzas partidarias. 

633. El Partido del Trabajo señala que los artículos 385, párrafo segundo, 386 fracciones II, inciso b) y III, y 420, párrafo tercero, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí son inconstitucionales en las porciones que regulan el escrutinio y cómputo de las alianzas partidarias, pues en esos preceptos se equiparan a las alianzas con las coaliciones y, además, se genera una antinomia con el resto del ordenamiento local, pues contrario a lo que se refiere en los preceptos cuestionados, las alianzas partidarias tienen una naturaleza distinta a las coaliciones, de manera que la votación emitida en favor de los candidatos postulados en alianza debe distribuirse de conformidad con el convenio respectivo.

634. En efecto, el partido político actor refiere que las porciones normativas impugnadas rompen con los principios de certeza, legalidad y objetividad en materia electoral, porque al establecer las reglas que se deben seguir en el escrutinio y cómputo de la elección, indebidamente, dan el mismo tratamiento a las alianzas partidarias con las coaliciones —cuando se trata de figuras diferentes—, pues el cómputo de los votos obtenidos por alianzas y coaliciones debe ser distinto: mientras que las alianzas partidarias se asemejan a las candidaturas comunes y, de acuerdo con la propia Ley Electoral local deben participar en la boleta electoral con un emblema común, las coaliciones participan postulando a una misma persona, pero con el emblema separado de cada uno de los partidos que participan coaligados —atendiendo a las reglas de las leyes generales—. 

635. En consecuencia, no puede preverse la misma forma de cómputo de los votos, pues mientras las alianzas partidarias —al participar con un emblema común para postular a un mismo candidato— deben pactar los votos que corresponderán a cada partido político en el convenio correspondiente, las coaliciones no pueden pactar transferencia de votos, sino que, de acuerdo con la Ley General de Partidos Políticos, los votos cuentan para el partido que individualmente los obtuvo y se suman para los candidatos de la coalición.

636. En este sentido, el partido político actor estima que las normas impugnadas son inconstitucionales, porque en esas reglas se distorsiona la naturaleza de las alianzas partidarias al equipararlas y darles el mismo tratamiento en el cómputo de votos que a las coaliciones. 

637. Además, el partido accionante acusa la existencia de una antinomia, pues las normas impugnadas se contradicen con la naturaleza de las alianzas partidarias que se encuentran reguladas en los artículos 188, fracción IV, inciso b) y 190 de la Ley Electoral local, en los que se refiere que las alianzas partidarias participarán en las elecciones con un emblema común entre los partidos que la conforman y los votos se computarán a favor de la candidata o candidato postulada en la alianza y la votación será distribuida entre los partidos de acuerdo con el porcentaje pactado en el convenio registrado ante el Consejo General del Instituto Electoral local.

638. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 385. El escrutinio y cómputo de la elección, se realizará conforme a las reglas siguientes:
I. La secretaria o secretario de la mesa directiva de casilla contará las boletas sobrantes y las inutilizará por medio de dos rayas diagonales con tinta, las guardará en un sobre especial el cual quedará cerrado y anotará en el exterior del mismo el número de boletas que se contienen en él;
II. La o el primer escrutador contará en dos ocasiones, el número de ciudadanos que aparezca que votaron conforme a la lista nominal de electores de la sección, sumando, en su caso, el número de electores que votaron por resolución del Tribunal Electoral sin aparecer en la lista nominal;
III. La o el presidente de la mesa directiva abrirá la urna, sacará las boletas y mostrará a los presentes que la urna quedó vacía;
IV. El segundo escrutador contará las boletas extraídas de la urna;
V. Los dos escrutadores, bajo la supervisión del presidente, clasificarán las boletas para determinar:
a) El número de votos emitidos a favor de cada uno de los partidos políticos o candidatos, y
b) El número de votos que sean nulos, y
c) Si aparecieran boletas de una elección en la urna correspondiente a otra, se hará la rectificación ante la vista de todos los presentes. Estas boletas se separarán y se computarán en la elección respectiva. El cómputo final y llenado de las actas se hará al término del escrutinio de todas las urnas para que puedan incluirse estos votos.
VI. La secretaria o el secretario anotará en hojas dispuestas al efecto los resultados de cada una de las operaciones señaladas en las fracciones anteriores, los que, una vez verificados por los demás integrantes de la mesa, transcribirá en las respectivas actas de escrutinio y cómputo de cada elección.
Tratándose de partidos coaligados, si apareciera cruzado más de uno de sus respectivos emblemas, se asignará el voto a la candidata o candidato de la alianza partidaria, o la coalición, lo que deberá consignarse en el apartado respectivo del acta de escrutinio y cómputo correspondiente.
Este cómputo deberá coincidir con la suma de los respectivos grupos de boletas, la cual será verificada; se contará un voto por cada emblema, o recuadro marcado, así como cuando el elector marque en algún lugar el recuadro que contiene el círculo o emblema del partido, candidata o candidato”.

“Artículo 386. Para determinar la validez o nulidad de los votos emitidos para efecto del cómputo a que se refiere el artículo anterior, se observarán las siguientes reglas:
I. Se contará un voto válido por la marca que haga la o el elector en un solo cuadro en el que se contenga el emblema de un partido político o candidato independiente;
II. Se contará como nulo cualquier voto emitido en los términos siguientes:
a) Aquél expresado por un elector en una boleta que depositó en la urna, sin haber marcado ningún cuadro que contenga el emblema de un partido político o de una candidatura independiente, o
b) Cuando el elector marque dos o más cuadros sin existir alianza partidaria, o coalición, entre los partidos cuyos emblemas hayan sido marcados;
III. Si el elector cruza más de un emblema o recuadro de un partido político y se trata de candidaturas de la alianza partidaria, o coalición, se computará un solo voto en favor de la candidata o candidato, fórmula o planilla específica;
IV. Los votos por candidatos no registrados se computarán si se anotaron completamente sus nombres, fórmulas o los de la lista respectiva. Para planillas de renovación de ayuntamientos, sólo se computarán si se anotaron completamente los nombres de las candidatas o los candidatos para todos los cargos a elegir, y se levantará acta por separado, y
V. Serán nulos los votos de boletas que ostenten un número de sección distinto al de la casilla en la que se efectúe el escrutinio”.

“Artículo 420. A más tardar al siguiente domingo del día de la elección, el Consejo deberá contar con la documentación electoral a que se refiere el artículo anterior, y ese día sesionará para revisar la documentación relativa al cómputo de los municipios, a fin de asignar las regidurías de representación proporcional que señala la Ley Orgánica del Municipio, para cada ayuntamiento.
El Consejo realizará la asignación de regidores de representación proporcional, ponderando en todo momento el cumplimiento de la paridad sustantiva en el ayuntamiento electo, conforme al lineamiento que para tal caso emita el Consejo General.
Hecho lo señalado en el párrafo que antecede, se procederá de la siguiente forma:
I. Sumará los votos de los partidos políticos y, en su caso, de la candidata o candidato independiente que habiendo obtenido al menos el dos por ciento de la votación emitida, tienen derecho a participar en la asignación de regidurías de representación proporcional;
II. Para el cómputo municipal de la votación para ayuntamientos, se sumarán los votos que hayan sido emitidos a favor de dos o más partidos en alianza partidaria y que por esa causa hayan sido consignados por separado en el apartado correspondiente del acta de escrutinio y cómputo de casilla. La suma municipal de tales votos se distribuirá igualitariamente entre los partidos que integran la alianza partidaria; de existir fracción los votos correspondientes se asignarán a los partidos de más alta votación.
III. Los votos obtenidos conforme a la fracción anterior se dividirán entre el número de regidores de representación proporcional que refiere la Ley Orgánica del Municipio Libre en cada caso, para obtener así un cociente natural;
IV. Enseguida, los votos de cada partido político y, en su caso, del candidato o candidata independiente, se dividirán entre el cociente natural, y tendrán derecho a que se les asigne el número de regidurías a que corresponda el valor del entero que resulte de las respectivas operaciones; para tal efecto, en todos los casos, la fracción aritmética mayor prevalecerá sobre la fracción aritmética menor;
V. Si efectuada la asignación mediante las operaciones a que se refieren las fracciones anteriores, aún hubiere regidurías por distribuir, se acreditarán éstas según el mayor número de votos que restaran a los partidos políticos, y al candidato o candidata independiente, después de haber participado en la primera asignación;
VI. La asignación de las regidurías de representación proporcional se hará en favor de las y los candidatos a regidurías registrados en las listas por el principio de representación proporcional que hayan sido postuladas por los partidos, y por el candidato o candidata independiente, que tengan derecho a las mismas, según lo establecido por la presente Ley, y la Ley Orgánica del Municipio, atendiendo el orden en que hubiesen sido propuestos, salvo que se presente el supuesto previsto por la fracción VIII del presente artículo;
VII. Sin embargo, ningún partido político, candidata o candidato independiente, tendrá derecho a que se le asigne más del cincuenta por ciento del número de regidurías de representación proporcional que refiere la Ley Orgánica del Municipio Libre, en cada caso, y sin perjuicio de respetar la representación de género a que se refiere el artículo 284, de esta Ley;
VIII. En el supuesto de que el número de regidores de representación proporcional permitido en la Ley Orgánica del Municipio Libre, en cada caso, sea impar, se atenderá el número par inferior siguiente para calcular el porcentaje del cincuenta por ciento ya mencionado, y
IX. Realizada la asignación de regidurías de representación proporcional a cada uno de los partidos políticos, y previo a la expedición de las constancias relativas, el Consejo General del Consejo procederá de la siguiente manera:
a) Determinará con base en la integración de la planilla de mayoría relativa, y a las listas de regidurías de representación proporcional presentadas por los partidos políticos o candidatos independientes, si se actualiza la conformación paritaria del órgano municipal. De ser así, procederá a la expedición de las constancias correspondientes en apego al orden de las listas de representación proporcional.
b) De advertirse la predominancia de uno de los géneros en la integración del órgano municipal, el Consejo General modificará el orden de prelación de las listas de regidurías de representación proporcional presentadas por los partidos políticos y/o candidatos independientes, iniciando con la del partido o candidato independiente que, habiendo postulado al género predominante en el primer lugar de su lista, haya obtenido la menor votación válida efectiva, y continuando con las listas de los partidos o candidatos independientes que en forma ascendente continúen en votación, hasta alcanzar la paridad en la integración del ayuntamiento.
c) La modificación en el orden de prelación de las listas se realizará por la fórmula del género distinto que siga dentro de la lista a la que se aplicará la modificación, y
X. Se levantará acta circunstanciada del procedimiento anterior y de sus etapas e incidentes.
Contra el resultado proceden los recursos previstos en la Ley de Justicia Electoral para el Estado de San Luis Potosí”.

[La porción subrayada es la impugnada].


639. [bookmark: _Hlk51595257][bookmark: _Hlk51324014][bookmark: _Hlk51595298][bookmark: _Hlk51324037]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez de los artículos 385, párrafo segundo, en la porción “la alianza partidaria, o”, 386 fracciones II, inciso b), en la porción “alianza partidaria, o”, y III, en la porción “alianza partidaria, o” y 420, párrafo tercero, en la totalidad de la fracción II, de la Ley Electoral local.  Asimismo, en suplencia de la deficiencia de la queja —pues presenta el mismo vicio—, se declara la invalidez del artículo 402, fracción VIII en su totalidad, de la Ley Electoral local, por las razones siguientes.

640. En primer lugar, es menester señalar que al resolver la acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017[footnoteRef:187], esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido la validez de la figura conocida como “alianza partidaria” que se contempla en la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.  [187:  Acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017, resuelta por el Pleno el 28 de agosto de 2017, por mayoría de 7 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo Rebolledo (ponente), Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente Aguilar Morales, reconocer la validez de los artículos 191, fracción IV, incisos b) y e), y 193 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, que prevén la posibilidad de que los partidos políticos integren “alianzas partidarias” y postulen candidaturas con un emblema común cuyos votos serán distribuidos de acuerdo con lo que acuerden en los convenios correspondientes. Los Ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Medina Mora I. y Pérez Dayán votaron en contra.] 


641. En ese precedente se reconoció la validez de los artículos 191, fracción IV, incisos b) y e), y 193 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí que tenía vigencia hasta el uno de julio de dos mil veinte cuando fue abrogada de conformidad con el artículo transitorio Primero[footnoteRef:188] del Decreto 0703 por el que se publicó la nueva Ley Electoral local —publicada en el periódico oficial el treinta de junio de dos mil veinte— y que ahora es materia de impugnación en esta acción de inconstitucionalidad.  [188:  “SEGUNDO. Con la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado, con el Decreto Legislativo número 613, el treinta de junio de dos mil catorce”.] 


642. En términos generales, en la acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017, este Tribunal Pleno consideró constitucional la regulación del Estado de San Luis Potosí de la figura denominada “alianza partidaria”.

643. Al respecto, en ese precedente se arguyó que, si bien las entidades federativas tienen vedada su competencia para regular las coaliciones, lo cierto es que sí pueden regular lo atinente a la alianza partidaria. En este sentido, se consideró que la regulación de los requisitos y lineamientos para la postulación de alianzas partidarias y la forma del cómputo de sus votos queda bajo el amparo de la libre configuración legislativa del Congreso Local.

644. Asimismo, se enfatizó que aún cuando las entidades federativas gozan de libertad de configuración para regular otras formas de participación o asociación de los partidos, distintas de los frentes, fusiones y coaliciones, esa facultad no es irrestricta, pues deben observar los parámetros constitucionales que permitan el cumplimiento de los fines de los partidos políticos como entidades de interés público, en términos del artículo 41, base I, de la Norma Fundamental, a saber: promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y, como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo.

645. En esa ocasión, se estimó que la legislación local se encontraba dentro de los límites del principio de libertad configurativa el Estado, por lo que era válida la forma prevista en la legislación local para computar los votos sin afectar la voluntad del electorado: en el marco legal local se establecía la obligación de que en el convenio de las alianzas partidarias se estableciera la forma de distribución de los votos, pues en la boleta se contemplaba que apareciera en un mismo espacio el emblema conjunto de los partidos y, por ende, a través del convenio previamente publicado, el electorado tendría conocimiento de cómo y en qué porcentaje se beneficiarían los partidos políticos postulantes en alianza para las demás prerrogativas. 

646. De esta manera, en el precedente citado se sostuvo que la “alianza partidaria” prevista en la legislación de San Luis Potosí es una figura similar a la “candidatura común” que se ha adoptado por otras legislaturas locales, por lo que ambas son formas con las que cuentan las entidades federativas para permitir que los partidos políticos participen con una misma candidatura en las elecciones y, para ello, deberán registrar un convenio en el que pacten el emblema y colores en común, así como la forma en la que se asignarán los votos obtenidos en la elección.

647. Del mismo modo, se estimó que el hecho de que en las “alianzas partidarias” se prevea que aparecerá en un mismo espacio en la boleta el emblema conjunto de los partidos que contiendan bajo esa modalidad, es una regla que otorga certeza al electorado, en tanto que su manifestación de voluntad es por conceder el voto a una alianza.  

648. Así, se consideró que si el electorado marca el emblema conjunto de los partidos políticos que conforman la alianza partidaria, no existirá duda sobre su voluntad de apoyar tanto a la persona postulada como a los partidos que la postularon; de ahí que el establecimiento del emblema común resulte constitucional y estrechamente relacionado con la existencia de un convenio en el que se distribuyan los votos, en virtud de que se trata de un factor determinante para evitar la transferencia de votos sin mediar la voluntad del electorado, en tanto que vota con conocimiento de la existencia de la alianza y de los términos del convenio que se autorizó y publicó de manera previa a emitirse el sufragio. 

649. Siguiendo este hilo conductor, el Pleno sostuvo que para efectos del reparto de los votos emitidos a favor de la alianza partidaria entre los partidos que la integran, la existencia del convenio brinda certeza jurídica, en tanto que la distribución de votos se ajusta a los términos del convenio que éstos hubieran celebrado y que el Instituto Electoral local hubiera aprobado y publicado, con objeto de que la ciudadanía conozca la forma como se distribuirán los sufragios en caso de que decida votar por la alianza partidaria.

650. Igualmente, se consideró que la fórmula de “alianza partidaria” no genera inequidad en la contienda, pues todos los partidos se encuentran en aptitud de participar bajo esta modalidad —lo cual obedecerá a razones de oportunidad y estrategia política de cada uno de ellos—, al tiempo que obligados a alcanzar el umbral de votación que se requiere para conservar el registro.

651. No pasa desapercibido que en la acción de inconstitucionalidad 40/2014 y sus acumuladas 64/2014 y 80/2014[footnoteRef:189], este Tribunal Pleno analizó una regulación de “alianza partidaria” en el Estado de San Luis Potosí.  Sin embargo, ese precedente no es aplicable a este caso.   [189:  Acción de inconstitucionalidad 40/2014 y sus acumuladas 64/2014 y 80/2014, resuelta por el Pleno, el 1 de octubre de 2014, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena en contra de la validez del artículo 191, fracción V, pues se necesita su interpretación conforme, Cossío Díaz, Luna Ramos (hizo suyo el proyecto del Ministro Valls Hernández), Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán en contra de la validez del artículo 422 y Presidente Silva Meza, respecto a reconocer la validez de los artículos 191, fracción V, 404, fracción VIII, y 422, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en contra.] 


652. Del mismo modo en que esta Suprema Corte ya se pronunció al resolver la diversa acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017 —en la que también se hizo esta aclaración—, el modelo de “alianza partidaria” estudiado en la acción 40/2014 y acumuladas, tenía reglas totalmente distintas, pues se establecía una distribución igualitaria de los votos obtenidos por la alianza entre los partidos que la componían, porque en ese sistema —diametralmente opuesto al que actualmente se contempla en la legislación local— se presuponía la aparición en la boleta electoral del emblema por separado de cada uno de los partidos en alianza. Por tanto, se insiste, las razones contenidas en la acción de inconstitucionalidad 40/2014 y acumuladas no son aplicables a este asunto, pues en la actualidad se prevé la existencia de un emblema común.

653. De este modo, teniendo en cuanta lo resuelto por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017, se advierte que la actual legislación en el Estado de San Luis Potosí permite dos interpretaciones posibles, pero sólo una de ellas es coherente con el modelo electoral que se ha delineado en la Constitución General, como a continuación se expresa.

654. En los artículos 188 a 192 de la Ley Electoral local —que integran el capítulo VII denominado “De las Alianzas Partidarias”— se contempla la posibilidad de que los partidos políticos formen alianzas para postular a una misma persona como candidata y, se fijan las reglas en las que participará este tipo de alianzas.

655. De acuerdo con el artículo 176 de la Ley Electoral local[footnoteRef:190], los partidos políticos pueden formar alianzas partidarias y postular las mismas candidaturas en las elecciones para la gubernatura, diputaciones por mayoría relativa y planillas de mayoría relativa para la renovación de ayuntamientos.  [190:  “Artículo 176. Los partidos políticos para fines electorales, pueden formar coaliciones, alianzas partidarias, y postular los mismos candidatos y candidatas en las elecciones estatales, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en esta Ley”.] 


656. Para ese efecto, conforme al artículo 188 de la Ley Electoral local[footnoteRef:191], las alianzas partidarias deberán registrar ante el Consejo General del organismo público local electoral el convenio de alianza en el que especifiquen el emblema y colores con los que participarán, así como la forma en que se acreditarán los votos a cada uno de los partidos políticos que postulan la alianza partidaria, para efectos de la conservación del registro, financiación y, en su caso, asignación de escaños de representación proporcional. [191:  “Artículo 188. Dos o más partidos políticos, sin mediar coalición, pueden presentar candidaturas en alianza partidaria; sujetándose a las siguientes reglas y condiciones:
I. Podrán postular candidatas o candidatos en alianza para la elección de la Gubernatura del Estado; diputaciones por el principio de mayoría relativa; y planillas de mayoría relativa para la renovación de ayuntamientos, sea en elección ordinaria o extraordinaria. En todo caso se requiere el consentimiento escrito de lo o el candidato, o de las o los candidatos en alianza. En este esquema no podrán postularse candidaturas a diputaciones, y regidurías por el principio de representación proporcional;
(…) IV. Que celebren los partidos contendientes en alianza partidaria, los convenios respectivos. Dicho convenio deberá contener:
a) Nombre de los partidos que la conforman, así como el tipo de elección de que se trate.
b) Emblema común de los partidos que lo conforman, y el color o colores con que se participa.
(…) e) La forma en que se acreditarán los votos a cada uno de los partidos políticos que postulan la alianza partidaria, para efectos de la conservación del registro, para el otorgamiento del financiamiento público y, en su caso, para la asignación de representación proporcional, y otros aquellos que establezca esta Ley.
(…)”.] 


657. Asimismo, en el artículo 190 de la Ley Electoral local[footnoteRef:192] se prevé expresamente que tratándose de las alianzas partidarias, toda vez que aparecen en la boleta electoral con un emblema común a todos los partidos que las integran, los “votos se computarán a favor de la candidata o candidato propuesto en alianza partidaria, y la distribución del porcentaje de votación será conforme al convenio registrado ante el Consejo”.  [192:  “Artículo 190. Independientemente del tipo de elección, convenio y términos que en el mismo adopten los partidos en alianza partidaria, aparecerá el emblema común de los partidos que lo conforman y el color o colores con que se participa en la boleta electoral, según la elección de que se trate. Los votos se computarán a favor de la candidata o candidato propuesto en alianza partidaria, y la distribución del porcentaje de votación será conforme al convenio registrado ante el Consejo”.] 


658. Lo anterior en el entendido de que cada uno de los partidos que integran una alianza deben postular sus propias listas de representación proporcional[footnoteRef:193], de manera que, en caso de alcanzar el umbral necesario para acceder a escaños plurinominales, éstos se asignan de acuerdo al porcentaje de votación obtenido conforme al convenio de alianza. [193:  “Artículo 191. Cada uno de los partidos en alianza, en todo caso, deberá registrar listas propias de candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional y su propia lista de candidatos a regidurías por el mismo principio”.] 


659. [bookmark: OLE_LINK1][bookmark: OLE_LINK2]Como se puede advertir, en un capítulo específico denominado “De las Alianzas Partidarias”, en la legislación electoral local se contemplan las reglas básicas que expresan la naturaleza y forma en la que los partidos políticos pueden postular candidaturas comunes como parte de sus estrategias electorales. 

660. En este sentido, desde un plano abstracto esta regulación de las “alianzas partidarias” es congruente y similar a la que se encontraba prevista en la ahora abrogada legislación electoral, y que fue validada en la acción de inconstitucionalidad 54/2017 y sus acumuladas 55/2017 y 77/2017 como un modelo similar al de “candidatura común” que ha sido reconocido en otras legislaciones como una vía legítima de participación política distinta a las coaliciones.

661. Este modelo de “alianza partidaria” tiene como característica principal que dos o más partidos políticos deciden participar con una misma candidatura y, para ese fin, en la boleta electoral contienden con un emblema y colores comunes.  En consecuencia, las reglas para el cómputo de los votos obtenidos a través de este modelo, son distintas a las de las candidaturas postuladas por partidos en forma individual, candidaturas independientes y, por supuesto que las de las coaliciones —que además su regulación compete en exclusiva al Congreso de la Unión—.

662. En el caso de las “alianzas partidarias”, dado que su naturaleza implica la participación en la boleta electoral con un emblema común, los votos emitidos en favor del candidato o candidata deben contar para esta persona, pero la votación que se emite —para efectos de registro, prerrogativas y representación proporcional— debe distribuirse de acuerdo con el convenio registrado por la alianza ante el Instituto Electoral, conforme se señala en el artículo 190 de la Ley Electoral de San Luis Potosí.

663. Se insiste, estos preceptos son similares a los que ya han sido estudiados y validados en el precedente antes referido.  Sin embargo, en los artículos impugnados se presenta una antinomia, pues se regula la forma de realizar el escrutinio y cómputo en un modo que se opone a las reglas antes explicadas.

664. En efecto, en el artículo 385, párrafo segundo, de la Ley Electoral local se prevén las reglas para realizar el escrutinio y cómputo de la elección y, en concreto, se señala que “si apareciera cruzado más de uno de sus respectivos emblemas, se asignará el voto a la candidata o candidato de la alianza partidaria, o la coalición, lo que deberá consignarse en el apartado respectivo del acta de escrutinio y cómputo correspondiente”.

665. Por su parte, en el artículo 386 fracciones II, inciso b) y III, de la ley local, se establecen las reglas para determinar la validez o nulidad de la votación emitida en casilla, la cual se actualiza entre otros casos, “[c]uando el elector marque dos o más cuadros sin existir alianza partidaria, o coalición, entre los partidos cuyos emblemas hayan sido marcados”.  Asimismo, se establece que “[s]i el elector cruza más de un emblema o recuadro de un partido político y se trata de candidaturas de la alianza partidaria, o coalición, se computará un solo voto en favor de la candidata o candidato, fórmula o planilla específica.

666. En el artículo 420, párrafo tercero, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí se contempla que en el cómputo municipal de la elección de ayuntamientos, “se sumarán los votos que hayan sido emitidos a favor de dos o más partidos en alianza partidaria y que por esa causa hayan sido consignados por separado en el apartado correspondiente del acta de escrutinio y cómputo de casilla. La suma municipal de tales votos se distribuirá igualitariamente entre los partidos que integran la alianza partidaria; de existir fracción los votos correspondientes se asignarán a los partidos de más alta votación”.

667. Adicionalmente, y en suplencia de la queja, se advierte que en el artículo 402, fracción VIII, de la misma ley local[footnoteRef:194], se establece que para el cómputo distrital de la votación para diputaciones, “se sumarán los votos que hayan sido emitidos a favor de dos o más partidos en alianza partidaria y que por esa causa hayan sido consignados por separado en el apartado correspondiente del acta de escrutinio y cómputo de casilla” y que la suma de esos votos “se distribuirá igualitariamente entre los partidos que integran la alianza partidaria; de existir fracción los votos correspondientes se asignarán a los partidos de más alta votación”. [194:  “Artículo 402. Las comisiones distritales electorales al efectuar el cómputo distrital procederán de la siguiente forma:
(…)
VIII. Para el cómputo distrital de la votación para diputados, se sumarán los votos que hayan sido emitidos a favor de dos o más partidos en alianza partidaria y que por esa causa hayan sido consignados por separado en el apartado correspondiente del acta de escrutinio y cómputo de casilla. La suma distrital de tales votos se distribuirá igualitariamente entre los partidos que integran la alianza partidaria; de existir fracción los votos correspondientes se asignarán a los partidos de más alta votación;
(…)”.] 


668. [bookmark: _Hlk51595870]Como se puede apreciar, en los artículos 385, párrafo segundo, 386 fracciones II, inciso b) y III, 420, párrafo tercero, fracción II, y supliendo la deficiencia de la queja, en el artículo 402, fracción VIII, de la Ley Electoral local, se establecen las reglas para llevar a cabo el escrutinio y cómputo de la votación recibida en casilla, pero se hace en forma contradictoria con lo previsto en el capítulo “De las Alianzas Partidarias”, que se compone por los artículos 188 a 192 de la Ley Electoral local.

669. [bookmark: _Hlk51595984][bookmark: _Hlk51596117]Lo anterior, porque mientras que en los artículos 188 a 192 de la Ley Electoral de San Luis Potosí se prevé que las “alianzas partidarias” tienen una naturaleza que se asemeja a las candidaturas comunes, en tanto que implica la participación de dos o más partidos políticos a través de una candidatura compartida con un emblema y colores en común; en las normas impugnadas se modifica esa naturaleza y las reglas para el cómputo de la votación, pues se prevé que las “alianzas partidarias” —al igual que como sucede con las coaliciones— participan con una candidatura compartida pero cada partido aparecerá en la boleta con su propio emblema, de manera que se prevé un mecanismo para repartir la votación —para efecto de registro, prerrogativas y acceso a la representación proporcional— a través del sistema propio de las coaliciones, en el que no se puede puede pactar transferencia de votos, sino que los votos cuentan para el partido que individualmente los obtuvo y se suman para los candidatos de la coalición, y los votos emitidos a favor de dos o más partidos se suman y se distribuyen entre los partidos coaligados.

670. [bookmark: _Hlk51596161]En este orden de ideas, como se adelantó existe una contradicción en la forma en que se realizará el cómputo y escrutinio de la votación recibida en casilla, pues una primera parte se dota a las “alianzas partidarias” de una naturaleza y regulación similar a las candidaturas comunes, mientras que en el segundo tramo normativo —ahora impugnado—, se aprecia que las “alianzas partidarias” son asimilables a las coaliciones.

671. De esta forma, la legislación electoral local permite dos interpretaciones: la primera sería atender a lo dispuesto en los artículos 188 a 192 —que integran el capítulo VII denominado “De las Alianzas Partidarias”— y deducir que esta figura es aquella en la que dos o más partidos se alían para postular a una candidatura en común y aparecen en la boleta con un emblema y colores compartidos, y acuerdan en un convenio la forma de distribución de la votación entre los partidos.  

672. La segunda interpretación posible sería estimar en forma aislada, que los artículos impugnados son los que definen la naturaleza de las “alianzas partidarias” como una forma de participación en la que dos o más partidos políticos postulan a una persona como candidata y cada partido contiende con su propio emblema y los votos se computan a favor del candidato postulado, pero se suman en forma individual para cada partido.

673. Para este Tribunal Pleno, la segunda interpretación expuesta sería inconstitucional, pues más que una alianza se trataría de una fórmula prácticamente igual a la “coalición” que como se sostuvo en el apartado anterior, es parte de las competencias exclusivas de la Federación, de manera que las entidades federativas no pueden establecer mecanismos análogos a las coaliciones ni regular en forma alguna este tipo de figuras.

674. Por tanto, si la segunda interpretación posible sería inconstitucional, este Tribunal Pleno se decanta por reconocer que la “alianza partidaria” contemplada en la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí es aquella que, conforme a lo previsto en los artículos 188, fracción IV, inciso b) y 190 de la Ley Electoral local, permite que dos o más partidos políticos participen en las elecciones con un emblema común entre los partidos que la conforman y que los votos obtenidos se computarán a favor de la candidata o candidato postulada en la alianza y la votación será distribuida entre los partidos de acuerdo con el porcentaje pactado en el convenio registrado ante el Consejo General del Instituto Electoral local.

675. De esta manera, esta Suprema Corte estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que, para dotar de certeza y seguridad jurídica a los partidos políticos, autoridades electorales y a la ciudadanía en general, se declara la invalidez de los artículos 385, párrafo segundo, en la porción “la alianza partidaria, o”, 386 fracciones II, inciso b), en la porción “alianza partidaria, o”, y III, en la porción “alianza partidaria, o” y 420, párrafo tercero, en la totalidad de la fracción II, de la Ley Electoral local.  Asimismo, en suplencia de la deficiencia de la queja —pues presenta el mismo vicio—, se declara la invalidez del artículo 402, fracción VIII en su totalidad, de la Ley Electoral local.

676. La invalidez decretada no genera un vacío normativo, pues la naturaleza y las reglas de operación de las “alianzas partidarias” se encuentran contempladas en los artículos 188 a 192 —que integran el capítulo VII denominado “De las Alianzas Partidarias”— que se encuentra intocado.

677. Finalmente, se advierte que en el caso de los artículos 385, párrafo segundo y 386, fracción III, se declaró la invalidez de las porciones que aludían a las “alianzas partidarias”, de manera que al expulsar esas porciones, los enunciados jurídicos que subsisten regulan únicamente la forma en la que se realizará la distribución de la votación obtenida por las coaliciones. En este sentido, al advertirse que las normas que subsisten tienen una sospecha de inconstitucionalidad, se reserva su análisis para el último considerando de esta sentencia en el que se estudiará la posible invalidez por extensión de efectos.

678. [bookmark: _Hlk51596274]Tema 12. Regulación sobre la postulación de candidaturas para elegir ayuntamientos: inexistencia de una candidatura suplente a la presidencia municipal. 

679. El Partido del Trabajo arguye que los artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto[footnoteRef:195] y 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales pues disponen que en las elecciones de ayuntamientos únicamente las candidaturas a sindicaturas y regidurías deberán postularse fórmulas de propietario y suplente, mientras que en la candidatura a la presidencia municipal no se contempla una suplencia. [195:  En su escrito de demanda señala que impugna el artículo 287, párrafo quinto. Sin embargo, de la lectura íntegra de los conceptos de invalidez y de la propia transcripción de la norma impugnada que realizó el partido demandante, es evidente que se refiere al párrafo primero. ] 


680. En este sentido, el partido actor hace notar que al no preverse que las candidaturas a la presidencia municipal se compongan con una fórmula de propietario y suplente, se corre el riesgo de que, en caso de declararse la inelegibilidad del presidente electo, se tenga que accionar el mecanismo contemplado en la Ley Orgánica del Municipio —en el que, según el partido actor, se prevé que el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un presidente interino o sustituto, según sea el caso—. 

681. De este modo, el partido promovente señala que la falta de previsión de candidaturas a presidente suplente, vulnera la debida integración de las planillas de ayuntamientos y los principios de certeza, legalidad y objetividad electorales, supremacía constitucional y las garantías de legalidad y de seguridad jurídica en relación con el derecho de la ciudadanía a que un presidente municipal electo democráticamente ocupe el cargo, sin necesidad de interinos o sustitutos.

682. Adicionalmente, el Partido del Trabajo arguye la existencia de una contradicción entre las normas que regulan las formas para llenar el vacío producido con motivo de la inelegibilidad del presidente municipal electo, pues por una parte, en el artículo 43, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Municipio se prevé que el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un interino o sustituto, según sea el caso; y en el artículo 57, párrafo segundo, fracción III, de la Ley de Justicia Electoral para el Estado de San Luis Potosí se dispone que tratándose de la inelegibilidad del candidato a la presidencia municipal, se convocarán a elecciones extraordinarias —tema respecto del cual, insiste el promovente, el legislador no dejó claro si deberá convocarse a una nueva elección en la que se elija otra vez la planilla entera o únicamente a la titularidad de la presidencia municipal y, además, vulneraría los derechos de las candidaturas del resto de personas no declaradas inelegibles—.

683. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 239. La o el ciudadano que haya obtenido el derecho a registrarse como candidata o candidato independiente a la presidencia municipal, deberá:
I. Presentar solicitud de registro de planilla de mayoría relativa, y listas de regidurías por el principio de representación proporcional, ante el comité municipal electoral respectivo, en el formato que para tal efecto emita el Consejo.
La planilla de mayoría relativa se registrará con los nombres de quienes se proponen a los cargos de presidenta o presidente municipal, que es la o el candidato independiente; primera regiduría propietaria, y una o dos sindicaturas, según corresponda.
Por cada regiduría y sindicatura propietaria se registrará un suplente. Las candidaturas a regidurías de representación proporcional se presentarán en una lista en orden ascendente en el número que al efecto señala el artículo 13 de la Ley Orgánica del Municipio;
II. La solicitud se presentará por triplicado y deberá ser firmada por la candidata o el candidato a la presidencia municipal, misma que deberá contener los siguientes datos:
a) Cargo para el que se postula y cada uno de las candidatas y los candidatos que integran la planilla de mayoría relativa, así como la lista de regidurías de representación proporcional.
b) Nombre completo y apellidos de cada uno de las candidatas y los candidatos que integran la planilla de mayoría relativa, y la lista de regidurías de representación proporcional.
c) Lugar, fecha de nacimiento, domicilio, antigüedad de su residencia y ocupación.
d) Nombramiento de un representante legal, y un responsable de la administración de los recursos financieros, así mismo deberá señalar domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones.
e) En la solicitud de registro deberán también señalarse los colores y, en su caso, emblema que pretenda utilizar en su propaganda electoral la o el candidato independiente, los cuales no podrán ser iguales o semejantes a los utilizados por los partidos políticos ya existentes, a los colores institucionales del Consejo, ni a los que éste apruebe para la impresión de las boletas electorales, y
III. A la solicitud de registro se deberán de anexar los documentos requeridos en el artículo 295, de esta Ley, y los previstos en los Lineamientos que para tal caso emita el Consejo General, por cada una de las candidaturas titulares y suplentes propuestas”.

“Artículo 284. En cumplimiento del principio de paridad de género establecido en la Constitución Federal, de la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputaciones de mayoría relativa, como de representación proporcional; así como de las candidaturas postuladas en las planillas de mayoría relativa y en las listas de regidurías de representación proporcional para la renovación de los ayuntamientos, que sean presentadas ante el Consejo y sus órganos desconcentrados, en ningún caso incluirán más del cincuenta por ciento de candidatos o candidatas propietarias y suplentes del mismo género, con la excepción de que, en virtud de la operación aritmética que se realice para el cálculo del respectivo porcentaje, no sea posible cumplir en esa medida; en consecuencia, se tomará el entero superior siguiente como válido para conformar la lista de candidaturas.
En las fórmulas para el registro de candidaturas a diputaciones de mayoría relativa, como de representación proporcional; así como de candidaturas postuladas en las planillas de mayoría relativa y en las listas de regidurías de representación proporcional para la renovación de los ayuntamientos, las candidaturas de propietario y suplente serán del mismo género.
En las listas de candidatos o candidatas a diputados o diputadas se procurará incluir a personas consideradas líderes migrantes.
Las listas de representación proporcional deberán cumplir con el principio de paridad de género señalado en la Constitución Federal, para lo cual se registraran de forma alternada, candidatos propietarios de género distinto.
Las candidaturas suplentes serán del mismo género que la o el candidato propietario.
Las candidatas y candidatos a diputaciones, regidurías, y sindicaturas municipales, se registrarán por fórmulas, con un propietario o propietaria, y un suplente para cada cargo”.

“Artículo 287. En la elección de ayuntamientos se elegirán candidaturas propuestas por los principios de mayoría relativa, y representación proporcional. Los de mayoría se registrarán en una planilla con los nombres de quienes se proponen a los cargos de presidenta o presidente municipal, primera regiduría propietaria, y una o dos sindicaturas, según corresponda. Por cada regiduría y sindicatura propietarias se elegirá un suplente. Las candidaturas a regidurías de representación proporcional, se presentarán en una lista en orden ascendente en el número que al efecto señala esta Ley, y el artículo 13, de la Ley Orgánica del Municipio.
Tanto las candidaturas de las planillas de mayoría relativa, como de las listas de regidurías de representación proporcional, deberán cumplir con el principio de paridad de género establecido en la Constitución Federal.
Para lo anterior, adicionalmente a lo dispuesto por el artículo 284, de la presente Ley, las candidaturas se registrarán tanto en las planillas como en las listas, de forma alternada, integrando candidaturas propietarias de género distinto, garantizando con ello la paridad vertical. Las candidaturas suplentes serán del mismo género que las candidaturas propietarias.
Así también, a efecto de garantizar la paridad horizontal, los partidos políticos deberán postular planillas encabezadas en un cincuenta por ciento por un género y el restante cincuenta por ciento por candidaturas de género distinto. En caso que del total de quienes encabezan las postulaciones, resulte un número impar, se deberá privilegiar al género femenino”.

“Artículo 424. Cuando el carácter de inelegibilidad afectara a una candidata o candidato electo por mayoría para el cargo en una regiduría, el Tribunal Electoral podrá declarar nula su elección y se llamará desde luego a su suplente; si éste tampoco pudiera desempeñar el cargo, asumirán sus funciones los integrantes de la primera fórmula que le sigue en la lista de representación proporcional que su partido político, o el candidato independiente, hubiera registrado. Para cubrir a su vez la regiduría vacante, se recorrerán las fórmulas por dicho principio en el orden de prelación en que fueron registradas.
Tratándose de candidatos o candidatas a regiduría por el principio de representación proporcional, si se declara la inelegibilidad del propietario, se llamará a su suplente; si éste tampoco pudiera desempeñar el cargo, se llamará a la fórmula que le sigue en la lista del mismo partido, o de la candidata o candidato independiente.
Cuando se declare la inelegibilidad del presidente de un ayuntamiento electo, se estará a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Municipio”.

[Lo subrayado constituye las porciones normativas impugnadas].

684. Como se puede apreciar, el Partido del Trabajo sostiene en la primera parte de su concepto de invalidez, en esencia, que la regulación prevista en la Ley Electoral local para la postulación de candidaturas a la presidencia municipal es deficiente, pues no contempla una fórmula de propietario y suplente para la elección de la persona titular de la presidencia municipal —lo que sí prevé para las sindicaturas y las regidurías—. 

685. Asimismo, en la segunda parte de su concepto de invalidez, sostiene que el artículo 424 es inconstitucional pues rompe con el principio de certeza electoral al existir una contradicción entre las normas que regulan las formas para llenar el vacío producido con motivo de la inelegibilidad del presidente municipal electo.  A continuación, se realiza el estudio de este concepto de invalidez en dos apartados distintos.

686. a) Supuesta regulación deficiente del sistema de postulación de candidaturas para integrar ayuntamientos. 

687. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que esta parte del concepto de invalidez hecho valer es infundada, pues la regulación del sistema de postulación de candidaturas para integrar ayuntamientos es un tema en el que el legislador tiene libertad de configuración para adaptar el sistema a las necesidades propias de la entidad, y sobre el cual no se advierte vicio de constitucionalidad desde un plano abstracto.

688. En primer término, es necesario recordar que conforme a lo previsto en el artículo 41, base V, apartado C, de la Constitución General, la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece la Constitución[footnoteRef:196].  [196:  “Artículo 41.- (…)
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:
(…) V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución.
(…) Apartado C. En las entidades federativas, las elecciones locales y, en su caso, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato, estarán a cargo de organismos públicos locales en los términos de esta Constitución, que ejercerán funciones en las siguientes materias:
(…) 6. Declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales;
7. Cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo;
8. Resultados preliminares; encuestas o sondeos de opinión; observación electoral, y conteos rápidos, conforme a los lineamientos establecidos en el Apartado anterior;
(…) 10. Todas las no reservadas al Instituto Nacional Electoral, y
11. Las que determine la ley.
(…)”.] 


689. Asimismo, en cuanto a sus funciones, dispone entre otras cuestiones, que los organismos públicos locales deben encargarse de organizar las elecciones locales —y en su caso, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato— y realizarán: a) la declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales; b) los escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley; c) el cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo, y d) todas las que no estén reservadas al Instituto Nacional Electoral o que determine la Ley General.

690. Asimismo, en el artículo 116, fracción IV, incisos a) y m), de la Constitución General[footnoteRef:197] se prevé que las constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar, entre otras cuestiones, que las elecciones de las gubernaturas, legislaturas locales y ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, y que se fijen las causales de nulidad de dichas elecciones, así como los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas. [197:  “Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
(…)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
a) Las elecciones de los gobernadores, de los miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de junio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por esta última disposición;
(…)
m) Se fijen las causales de nulidad de las elecciones de gobernador, diputados locales y ayuntamientos, así como los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas, tomando en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos electorales, y
(…)”.] 


691. Lo anterior debe leerse en forma conjunta con el artículo 115, base I, de la Constitución General[footnoteRef:198], en el que se determinó que los estados adoptarán la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular con base en el municipio libre.  De este modo, cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popular directa y se integrará por un presidente o presidenta municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. [198:  “Artículo 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:
I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.
Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.
Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic) alegatos que a su juicio convengan.
Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.
(…)”.] 


692. Asimismo, en el artículo 115 constitucional se dispone que las constituciones particulares de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidencias municipales, regidurías y sindicaturas, por un periodo adicional —siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años—.

693. Igualmente se prevé la facultad de las legislaturas para suspender ayuntamientos, declarar que han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros.  Finalmente, en el cuarto párrafo, de la Base I, del referido artículo 115 constitucional, se señala expresamente que “si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley”. 

694. Por su parte, en el artículo 26 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales[footnoteRef:199] se regulan las cuestiones inherentes a la elección de ayuntamientos y, en específico, se reitera que los municipios serán gobernados por un ayuntamiento de elección popular directa que será conformado por una presidencia municipal y el número de integrantes que determine la constitución y leyes de cada Estado. [199:  “Artículo 26.
1. Los poderes Ejecutivo y Legislativo de las 32 entidades federativas de la República se integrarán y organizarán conforme lo determina la Constitución, las constituciones de cada estado, así como la Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes respectivas.
2. Los municipios serán gobernados por un Ayuntamiento de elección popular directa, conformado por una Presidencia Municipal y el número de integrantes que determine la Constitución y la ley de cada entidad, así como los órganos político-administrativos, según la legislación aplicable en la Ciudad de México.
En el registro de las candidaturas a los cargos de presidente o presidenta, alcalde o alcaldesa, concejalías, regidurías y sindicaturas de los Ayuntamientos, los partidos políticos deberán garantizar el principio de paridad de género.
Las fórmulas de candidaturas deberán considerar suplentes del mismo género que la persona propietaria.
(…)”.] 


695. Como se puede apreciar, ni en la Constitución General o en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales —que constituyen el sistema electoral que rige a nivel nacional— se advierte la existencia de disposiciones que ordenen la forma en que deben integrarse las planillas que se registren en una contienda electoral para renovar ayuntamientos, pues este marco constitucional y legal únicamente señala que deberán elegirse mediante voto popular y directo y que deberán contender en planillas integradas por candidaturas a la presidencia municipal, sindicaturas y regidurías. 

696. Incluso, en el artículo 26 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales se reafirma que los municipios serán gobernados por un ayuntamiento de elección popular directa y será conformado por una presidencia municipal y el número de integrantes que determine la constitución y leyes de cada estado.

697. Lo anterior implica que cada entidad federativa, al emitir su legislación electoral, goza de libertad de configuración para decidir el número de regidurías y sindicaturas que tendrá cada ayuntamiento y la forma en se postularán las candidaturas correspondientes, lo que implica, por supuesto, decidir si deberá o no contemplarse que la candidatura a la presidencia municipal deba registrarse como una fórmula de propietario y suplente o únicamente a partir de una candidatura única —acompañada, por supuesto de las regidurías y sindicaturas—.

698. Asimismo, esta libertad de configuración legislativa se hace patente en el propio artículo 115, Base I, cuarto párrafo, de la Constitución General, en donde se señala que “si alguno de los miembros [del Ayuntamiento] dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley”, ya que en la última parte de esta porción se deja al legislador un amplio margen para definir si contemplará fórmulas con suplentes o alguna otra análoga e, incluso, distinta.

699. Esta decisión es consistente con el criterio de este Tribunal Pleno adoptado en otras ocasiones para evidenciar la libertad de configuración legislativa con que cuentan las entidades federativas.  

700. Por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 97/2016 y su acumulada 98/2016[footnoteRef:200], este Pleno sostuvo que el legislador local cuenta con libertad de configuración para definir el número y porcentajes de regidores que ocuparán el cargo en cada uno de los principios de elección democrática de representación proporcional y mayoría relativa; y que el único requisito constitucional en este sentido que limita al legislador local, es que las normas que definan los porcentajes de los ediles nombrados por mayoría relativa y representación proporcional no estén configuradas de tal manera que los principios pierdan su operatividad o su funcionalidad en el sistema representativo municipal.  [200:  Acción de inconstitucionalidad 97/2016 y su acumulada 98/2016, resuelta por el Pleno el 5 de enero de 2017, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Pérez Dayán (ponente) y Presidente Aguilar Morales.] 


701. No pasa desapercibido que mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de abril de dos mil veinte, se adicionó un párrafo al artículo 26 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en el que se prevé que “[l]as fórmulas de candidaturas deberán considerar suplentes del mismo género que la persona propietaria”. Sin embargo, esa adición debe leerse en el contexto y fines de la reforma en la que se originó.

702. En efecto, la adición de esta norma forma parte de un paquete de reformas a distintas legislaciones que se llevó a cabo a fin de proteger los derechos de participación política de la mujer en condiciones paritarias y libre de violencia política de género.  

703. En el Dictamen[footnoteRef:201] de las Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de Gobernación y Población, de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, que conoció de las reformas y adiciones referidas[footnoteRef:202],  se advierte que el artículo 26 no presentaba modificación o adición alguna, sino que fue, como se aprecia en el Diario de los Debates de la Cámara de Diputados de cinco de diciembre de dos mil diecinueve, cuando integrantes de las juntas directivas de las Comisiones Unidas de Igualdad de Género y de Gobernación y Población plantearon la modificación de diversas normas, entre ellas, la adición de un párrafo al numeral 2, del artículo 26, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales con la finalidad de garantizar el principio de paridad en el registro de las candidaturas en los ayuntamientos. [201:  Publicado en la Gaceta de la Cámara de Diputados de 5 de diciembre de 2019, Número 5417-II. Año XXIII.]  [202:  “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de las Leyes General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, General de Instituciones y Procedimientos Electorales, General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, General de Partidos Políticos, General en materia de Delitos Electorales, Orgánica de la Fiscalía General de la República, y Orgánica del Poder Judicial de la Federación”. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de abril de 2020.] 


704. De esta manera, es evidente que la intención del Órgano Parlamentario Federal era proteger la postulación paritaria de candidaturas a los cargos de representación en los ayuntamientos, lo que puede lograrse al exigir que, en los cargos en que se prevean fórmulas de propietario y suplente, cada una deba ser del mismo género, para evitar conductas fraudulentas o derivadas de violencia política en las que se obligue a renunciar a una mujer para que acceda al cargo un hombre.

705. En este contexto, y por las razones antes referidas, es palmario que las entidades federativas cuentan con libertad de configuración para determinar en su constituciones y legislaciones particulares, si la candidatura a la presidencia municipal recaerá en una sola persona o en una fórmula, siempre y cuando sea acorde con los principios contenidos en la Constitución General, lo que en la especie se cumple. 

706. [bookmark: _Hlk51596448]Por tanto, es infundado el argumento hecho valer en torno a que el legislador local reguló deficientemente el sistema de postulación de candidaturas a integrar los ayuntamientos, pues como ha quedado señalado, los estados no se encuentran obligados a establecer un modelo en el que la candidatura a la presidencia municipal deba realizarse a través de una fórmula de propietario y suplente.

707. b) Supuesta antinomia en la regulación de las formas para llenar el vacío producido por la inelegibilidad de la persona electa titular de la presidencia municipal (artículo 424 impugnado).

708. Como se adelantó, en la segunda parte de su concepto de invalidez, el Partido del Trabajo arguye que en el artículo 424 —que remite, para los casos en que se declare la inelegibilidad del presidente de un ayuntamiento electo, a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Municipio— existe una contradicción entre ese precepto y las normas que regulan las formas para llenar el vacío producido con motivo de la inelegibilidad del presidente municipal electo, pues por una parte, en el artículo 43, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Municipio se prevé que el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un interino o sustituto, según sea el caso; y en el artículo 57, párrafo segundo, fracción III, de la Ley de Justicia Electoral para el Estado de San Luis Potosí se dispone que tratándose de la inelegibilidad del candidato a la presidencia municipal, se convocarán a elecciones extraordinarias.

709. Al respecto, este segundo planteamiento también es infundado, en virtud de que no existe la antinomia acusada, pues el partido político actor parte de una premisa equivocada al estimar que el artículo 424 de la Ley Electoral local remite al artículo 43, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Municipio.

710. En el artículo 424 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí se establecen algunas reglas de actuación en caso de que se presente la inelegibilidad de candidaturas ya electas, a saber:

711. - Cuando el carácter de inelegibilidad afectara a una candidatura electa por mayoría para el cargo en una regiduría, el Tribunal Electoral podrá declarar nula su elección y se llamará desde luego a su suplente; si éste tampoco pudiera desempeñar el cargo, asumirán sus funciones los integrantes de la primera fórmula que le sigue en la lista de representación proporcional que su partido político, o el candidato independiente, hubiera registrado. Para cubrir a su vez la regiduría vacante, se recorrerán las fórmulas por dicho principio en el orden de prelación en que fueron registradas.

712. - Tratándose de candidaturas a una regiduría por el principio de representación proporcional, si se declara la inelegibilidad del propietario, se llamará a su suplente; si éste tampoco pudiera desempeñar el cargo, se llamará a la fórmula que le sigue en la lista del mismo partido, o de la candidata o candidato independiente.

713. - Cuando se declare la inelegibilidad del presidente de un ayuntamiento electo, se estará a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Municipio.

714. Como se puede apreciar, tratándose de los dos primeros supuestos (inelegibilidad de las fórmulas de regidurías de mayoría relativa y representación proporcional) no existe algún planteamiento de vaguedad o ambigüedad de la norma. 

715. Sin embargo, en el tercer supuesto el partido político acusa la existencia de un problema de certeza y de congruencia, pues a su juicio, en el artículo 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí se remite al artículo 43 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de esa entidad federativa[footnoteRef:203], en el que se prevé que ante la falta definitiva del presidente municipal, el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un interino o un sustituto, según sea el caso; lo cual se opone a lo previsto en el artículo 57 de la Ley de Justicia Electoral del mismo Estado, en el que se prevé la celebración de elecciones extraordinarias. [203:  “Artículo 43. En las faltas temporales del Presidente Municipal que no excedan de sesenta días naturales, será suplido por el Primer Regidor, y en ausencia o declinación expresa de éste, por los que le sigan en orden numérico.
En las ausencias temporales que excedan de sesenta días naturales, o ante la falta definitiva del Presidente Municipal, el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un interino o un sustituto, según sea el caso.
(…)”.] 


716. Como se adelantó, no existe la antinomia denunciada, pues el artículo 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral local refiere que: “[c]uando se declare la inelegibilidad del presidente de un ayuntamiento electo, se estará a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Municipio” y, si bien esa remisión normativa no es técnicamente la idónea pues no se señala expresamente a qué artículo se refiere, esa falta de técnica legislativa no necesariamente acarrea su inconstitucionalidad, pues la interpretación que pretende dar el partido demandante no sería viable.

717. En principio, es menester señalar que en la norma impugnada se remite a la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí que, conforme a lo previsto en su artículo 1º, es una legislación dirigida a determinar la estructura, organización y funcionamiento del gobierno municipal en esa entidad federativa, lo que supone, a juicio de este Tribunal Pleno, que esa Ley contiene un sistema regulatorio de los gobiernos municipales instalados y en funciones, lo cual no implicaría, por naturaleza, cuestiones propias del sistema electoral.

718. Aunado a lo anterior, debe recordarse que en el artículo 424 impugnado se hace referencia a una causal de nulidad de la elección derivada de la inelegibilidad de la fórmula de candidaturas a diputaciones por ambos principios y de integrantes de los ayuntamientos.  En este sentido, cuando celebrada la elección y una vez que se haya realizado el escrutinio y cómputo de la elección municipal y emitida la declaración de validez, el Tribunal Electoral local o el del Poder Judicial de la Federación determinen que el presidente municipal electo es inelegible, procederá a declarar la nulidad de la elección y el Congreso y el organismo público local deberán convocar a una extraordinaria.

719. En este caso, bajo el contexto en el que está inmerso el artículo 424 impugnado, se advierte que la porción normativa “[c]uando se declare la inelegibilidad del presidente de un ayuntamiento electo, se estará a lo dispuesto por la Ley Orgánica del Municipio” no remite al artículo 43 de esa ley orgánica —como afirma el partido actor—. 

720. Esto es así, porque en el artículo 43 de la Ley Orgánica del Municipio no se regula cuestión alguna vinculada con el sistema electoral potosino. Por el contrario, en ese precepto únicamente se regula un mecanismo para sustituir las faltas temporales y definitivas de los integrantes de los ayuntamientos.  Así, de conformidad con en el artículo 43 de la referida Ley Orgánica del Municipio, las faltas temporales del presidente municipal que no excedan de sesenta días naturales se suplirán con el primer regidor o, en ausencia o declinación, por el que le siga en orden numérico.  Mientras que las ausencias temporales que excedan de sesenta días naturales o ante la falta definitiva del presidente municipal, el Ayuntamiento designará de entre sus miembros a un interino o un sustituto, según sea el caso.

721. Como se puede advertir, este precepto de la Ley Orgánica del Municipio no contempla una consecuencia para los casos en que el presidente o presidenta electa resultaran inelegibles, pues únicamente se ocupa de los mecanismos para cubrir las faltas temporales y definitivas de la persona que haya tomado posesión del cargo de Presidente Municipal —lo cual, se insiste, no ha ocurrido en el caso previsto en el artículo 424 impugnado, en el que se hace referencia a una causal de nulidad de la elección—, de manera que a juicio de esta Suprema Corte, la porción normativa impugnada no hace referencia, en modo alguno, al artículo 43 de la Ley Orgánica del Municipio, como lo aduce el Partido del Trabajo.

722. Por el contrario, este Tribunal Pleno encuentra que las normas impugnadas son coherentes con el resto del ordenamiento al prever los mecanismos para cubrir la ausencia de un ayuntamiento generadas por la nulidad de la elección por la causal de inelegibilidad del presidente municipal electo, que se produciría entre el momento en que termina el periodo para el que fue electo el ayuntamiento saliente y el momento en que, tras celebrar y calificar una elección extraordinaria, asumirá sus funciones uno nuevo elegido democráticamente.

723. Debe tenerse en cuenta que en la legislación procesal electoral local se contemplan diversas causales de nulidad de la votación recibida en casilla y de la elección en su totalidad.  Específicamente, en el artículo 57, fracción III, de la Ley de Justicia Electoral para el Estado de San Luis Potosí[footnoteRef:204] se establece que si el candidato o candidata al cargo de presidente municipal resultara inelegible, el Tribunal Electoral notificará su resolución al Congreso del Estado y al Consejo General del organismo público local, a fin de que se convoque a elecciones extraordinarias, las que deberán de verificarse dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se haya declarado la nulidad por esta causal. [204:  “Artículo 57 [Ley de Justicia Electoral publicada el 25 de agosto de 2020]. Sólo el Tribunal podrá declarar nula alguna elección en los casos señalados en el artículo anterior, siempre y cuando se interponga el medio de impugnación idóneo, en que el actor pruebe plenamente las causales que invoque y que éstas no sean imputables a los candidatos independientes, partidos políticos, o las coaliciones, que las promuevan o a sus candidatos.
En el caso de la nulidad de la votación de una o más casillas, se descontará la votación de las casillas anuladas, de la votación total de la elección de que se trate, para el efecto de determinar el resultado válido de la elección. Tratándose de inelegibilidad de candidatos se procederá de la siguiente forma:
(…) III. Si es de ayuntamientos por el principio de mayoría relativa, tomarán el lugar de aquél o aquéllos candidatos propietarios que resulten inelegibles, los respectivos suplentes. En el caso de que al menos el cincuenta por ciento de los integrantes propietarios de la planilla que obtuvo el triunfo en la elección, o el candidato al cargo de presidente municipal resultare inelegible, el Tribunal notificará su resolución al Congreso del Estado y al Consejo, a fin de que se convoque a elecciones extraordinarias, las que deberán de verificarse dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se haya declarado la nulidad por esta causa, y
(…)”.] 


724. De este modo, puede presentarse el caso hipotético en que el Tribunal Electoral declare la nulidad de la elección municipal por la causal de nulidad por inelegibilidad de la persona que fue electa presidenta municipal, en un momento cercano al de conclusión del ayuntamiento saliente. Esa situación obligaría a que se convoque a una elección extraordinaria que deberé respetar los plazos previstos en la legislación electoral para el desarrollo de las etapas del proceso electoral y, en consecuencia, que exista un lapso en el que —ante la conclusión del periodo del ayuntamiento saliente— no exista un ayuntamiento que gobierne.

725. Evidentemente ese vacío de poder no podría permitirse, por lo que las entidades federativas deben disponer los mecanismos adecuados para cubrir la ausencia temporal de un ayuntamiento —debe recordarse que la nulidad de una elección no es parcial, sino que se decreta por la totalidad de la elección del ayuntamiento, pues los ayuntamientos son órganos colegiados que ejercen las funciones de gobierno municipal, y que son elegidos a través de una planilla en la que se incluyen a todos los aspirantes que lo conformarán—.

726. En este orden de ideas, se insiste, en que no existe la antinomia aducida ni un vacío normativo, pues el sistema potosino contempla los mecanismos para cubrir la falta temporal del ayuntamiento, generada por la nulidad de la elección una vez que terminó su periodo el ayuntamiento saliente.  De este modo, en el artículo 15 de la misma Ley Electoral local[footnoteRef:205] se dispone que en los casos en que se declare la nulidad de la elección o se declare la inelegibilidad de la persona que fue electa como presidenta municipal mediante resolución del Tribunal Electoral local o del Poder Judicial de la Federación, se celebrarán elecciones extraordinarias y, para los efectos de cubrir el inicio del periodo constitucional para el que debe ser electo el ayuntamiento de que se trate, la propia ley señala que deberá estarse a lo previsto en la Constitución del Estado y en la Ley Orgánica del Municipio. [205:  “Artículo 15. Cuando conforme a la ley se declare nula una elección de diputaciones, según el principio de mayoría relativa, o las o los candidatos triunfadores resulten inelegibles conforme resolución definitiva que emita el Tribunal Electoral del Estado, o Federal, se celebrarán elecciones extraordinarias dentro de los noventa días naturales siguientes a la conclusión de la última etapa del proceso electoral respectivo, previa convocatoria que para el caso de diputaciones expida el Consejo.
Asimismo, se efectuará la elección extraordinaria respectiva en los términos previstos en el párrafo anterior, si un Tribunal Electoral, ya sea estatal o federal, anula la elección de un ayuntamiento o declara la inelegibilidad de las o los candidatos de la planilla triunfadora. En tal caso, se estará a lo previsto en la Constitución del Estado, y en la Ley Orgánica del Municipio, para los efectos de cubrir el inicio del periodo constitucional para el que debe ser electo el ayuntamiento de que se trate”.] 


727. De esta forma, acudiendo al artículo 122 de la Constitución local[footnoteRef:206] se puede advertir que en caso de que el Tribunal Electoral declare la nulidad de la elección de un ayuntamiento, el Congreso de San Luis Potosí deberá designar, de entre los vecinos, un Concejo Municipal que se encargará de gobernar el municipio hasta en tanto se celebre la elección extraordinaria y tome posesión la planilla que haya resultado electa.  [206:  “Artículo 122.- En caso de declararse suspendido o desaparecido un Ayuntamiento, el Congreso designará, de entre los vecinos, un Concejo Municipal, que concluirá el período respectivo, si la causal se da después de un año de ejercicio del período constitucional para el que fue electo; en caso de que esta circunstancia se presente dentro del primer año del ejercicio constitucional, el Concejo Municipal designado gobernará el municipio hasta en tanto se celebre la respectiva elección extraordinaria de Ayuntamiento y tome posesión la planilla que haya resultado electa. El mismo procedimiento se observará si ocurre la renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus integrantes, si no procediere que entren en funciones los suplentes.
Igualmente, el Congreso del Estado designará un Concejo Municipal que concluirá el período respectivo, determinando los cargos correspondientes, en los siguientes casos:
I.- Si al comenzar un período los integrantes del Ayuntamiento electo no se presentan a tomar posesión de su encargo;
II.- Cuando no se hayan celebrado elecciones;
III.- Cuando las elecciones se hubieran anulado;
IV.- Cuando ninguna planilla hubiese sido declarada electa, y
V.- Cuando por cualquier otra causa no logre integrarse legalmente el Ayuntamiento.
En todos los casos señalados en este artículo, invariablemente si el supuesto se da dentro del primer año del período constitucional correspondiente, el Consejo Estatal Electoral deberá convocar a la elección extraordinaria de Ayuntamiento”.] 


728. Siguiendo este hilo conductor, del análisis de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí se aprecia con claridad meridiana que en el artículo al que se remite en la norma impugnada no es —como erróneamente lo afirma la parte actora— el 43 que, en realidad regula un mecanismo para cubrir las ausencias temporales y definitivas del presidente municipal que ya ha asumido el cargo y posteriormente por algún motivo ya no puede terminar el periodo para el que fue electo.  

729. Por el contrario, tras una lectura sistemática del ordenamiento en su integridad, es evidente que la remisión a la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí es únicamente para que el Congreso del Estado designe, de entre los vecinos, al concejo municipal que gobernará transitoriamente durante el periodo comprendido entre el momento en que termina el mandato de un Ayuntamiento y aquel en que toma posesión del cargo uno nuevo que ha emanado de una elección extraordinaria, lo cual se encuentra desarrollado en los artículos 44 y 45 de la Ley Orgánica del Municipio[footnoteRef:207]. [207:  “Artículo 44. Los concejos municipales designados por el Congreso del Estado en los casos que establece la Constitución Política del Estado, se formarán por un número de concejales igual al de los miembros del ayuntamiento que conforme a esta Ley debe tener el municipio de que se trate.
Los concejales designados deberán reunir los requisitos que establece la Constitución del Estado para ser miembro de un Ayuntamiento.
El decreto de creación del Concejo determinará la fecha de inicio y conclusión del ejercicio de funciones del mismo, y los cargos que desempeñará cada concejal, debiendo designarse también a los suplentes.
“Artículo 45. El Concejo designado tendrá la misma organización interna y funciones que corresponden a los ayuntamientos, y sus integrantes asumirán las atribuciones y obligaciones análogas a las que corresponden al Presidente Municipal, regidores y síndicos, respectivamente”.] 


730. Finalmente, vale destacar que tampoco lleva razón el partido promovente al señalar que con la nulidad de la elección se vulneran los derechos del electorado, pues la nulidad de elecciones y, en general todo sistema de nulidades en materia electoral, tiene como fin proteger los principios rectores que deben primar en un proceso electoral que se precie de ser auténticamente democrático.

731. Las nulidades electorales buscan asegurar la vigencia del Estado constitucional y democrático de Derecho, pues al invalidar una elección que se encuentre viciada en forma grave y que no cumpla con las condiciones mínimas que la Constitución ordena a efecto de asegurar la realización de elecciones libres, auténticas y periódicas, así como los elementos fundamentales del sufragio universal, igual, libre, secreto y directo, la equidad en la contienda, el pluralismo político y la vigencia de los principios rectores de la función electoral, es decir, que se nuble o no se respete la voluntad popular, es deber del Estado repetir las elecciones a fin de garantizar que se respeten esos principios esenciales de la democracia.

732. De esta manera, la nulidad de elecciones no puede considerarse como una forma de sanción al electorado o a los participantes en una contienda electoral, se trata de un mecanismo de protección de la autenticidad de la elección, de manera que con ella no se genera una vulneración en los derechos a ser votados de los demás integrantes de la planilla. Máxime porque a través del análisis de los requisitos de elegibilidad de las personas que participan como candidatas a un cargo de elección popular son condiciones que garantizan la igualdad entre candidaturas durante la contienda electoral y la idoneidad de la persona a fin de asegurar su buen desempeño en el cargo.

733. [bookmark: _Hlk51596567][bookmark: _Hlk51324126]Por todo lo anterior, se reconoce la validez de los artículos 239, fracción I, párrafo segundo, 284, párrafo sexto, 287, párrafo quinto, y 424, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

734. [bookmark: _Hlk51596614]Tema 13. Requisitos de registro de candidaturas a cargos públicos representativos. 

735. El Partido del Trabajo señala en sus conceptos de invalidez décimo tercero y décimo cuarto, que los artículos 294, párrafo primero, en su parte inicial, y 295, fracciones IV, V, incisos c) y j) y XI, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales pues establecen requisitos de registro de candidaturas a cargos de elección popular que son en algunos casos excesivos, desproporcionados y contrarios a los principios de presunción de inocencia, reinserción social y los rectores de la materia electoral.

736. Así, en su concepto de invalidez décimo tercero, el partido demandante impugna el artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral local, en la parte inicial que prevé como requisitos para obtener el registro de candidaturas: que la solicitud se presente por triplicado y firmada por la persona que ocupe la presidencia estatal del partido político solicitante.

737. En este sentido, el partido político actor considera que tener que presentar la solicitud por triplicado y firmada por la presidenta o presidente estatal del partido es un requisito que dificulta el procedimiento de registro de candidaturas de manera irrazonable y, además, desplaza o nulifica la función que tienen los representantes de los partidos ante el Consejo General, comisiones distritales y comités municipales y, también vulneran la libertad de autoorganización de los partidos políticos quienes deben decidir a cuál de sus órganos intrapartidistas corresponde realizar el registro de candidaturas.

738. Por su parte, en el concepto de invalidez décimo cuarto, el Partido del Trabajo señala que el artículo 295, fracciones IV, V, incisos c) y j) y XI, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, impone una serie de documentos que deben acompañarse con la solicitud de registro anterior que, a su juicio son excesivos y desproporcionados y, más aún, en algunos casos son frontalmente contrarios a los principios constitucionales de presunción de inocencia.

739. Dichos requisitos son: a) Presentar comprobante de presentación de la declaración fiscal del último ejercicio o constancia emitida por la autoridad competente con la que se acredite estar al corriente de sus contribuciones; b) Escrito bajo protesta de decir verdad de no contar con antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso; c) Escrito bajo protesta de decir verdad de no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género —sin que se precise si se trata de una condena definitiva—; d) Adicionalmente, el partido político que postule candidaturas deberá anexar, por cada una de ellas, la copia certificada del acta de la asamblea del partido en la que hayan sido elegidas las personas a postular.

740. A continuación, se transcriben los artículos completos, en el entendido de que las porciones impugnadas son las que se encuentran subrayadas:

“Artículo 294. Cada solicitud de registro será presentada por triplicado y firmada por la presidenta o el presidente estatal del partido solicitante, debiendo contener los siguientes datos:
I. Cargo para el que se les postula;
II. Nombre completo y apellidos de las candidatas y los candidatos;
III. Lugar y fecha de nacimiento, domicilio, antigüedad de su residencia, y ocupación;
IV. Tratándose de solicitudes de registro de candidaturas a diputaciones por mayoría relativa que busquen reelegirse en sus cargos, deberá especificarse en la solicitud de registro cuál o cuáles de los integrantes de la fórmula están optando por reelegirse en sus cargos y los periodos para los que han sido electos en ese cargo. En el caso de candidatas o candidatos a diputaciones por representación proporcional deberá señalarse en la solicitud de registro cuáles integrantes de la lista respectiva están optando por reelegirse en sus cargos y el número de veces que han ocupado la misma posición de manera consecutiva. En el caso de candidatas y candidatos suplentes, se deberá especificar si en los periodos anteriores en que hayan resultado electos, entraron o no en funciones;
V. Para el caso de solicitudes de registro de candidatas y candidatos a miembros de los ayuntamientos que busquen reelegirse en sus cargos, deberá especificarse así mismo cuáles de los integrantes, ya sea de la planilla de mayoría relativa o de la lista de representación proporcional, están optando por reelegirse en sus cargos. En el caso de candidatas y candidatos suplentes, se deberán especificar los periodos en que han resultado electos, y si entraron o no en funciones;
VI. Manifestación por escrito del partido político postulante, de que las candidatas y los candidatos cuyo registro solicita, fueron seleccionados de conformidad con las normas estatutarias del propio partido político, y
VII. En el caso de que algún candidato o candidata opte por la reelección, deberá manifestar mediante escrito libre, y bajo protesta de decir verdad, el número de veces que ha sido reelecto para ocupar el cargo para el cual se está postulando, y el partido que lo propuso; observando en todo momento lo señalado en las fracciones V y VI de este artículo, según corresponda”.

“Artículo 295. A la solicitud de registro deberá anexarse la siguiente documentación de cada una de las candidatas o candidatos:
I. Copia certificada del acta de nacimiento;
II. Copia fotostática, por ambos lados, de la credencial para votar con fotografía vigente;
III. Constancia de domicilio y antigüedad de su residencia efectiva e ininterrumpida, expedida por la secretaría del ayuntamiento que corresponda o, en su defecto, por fedatario público;
IV. Comprobante de presentación de la declaración fiscal del último ejercicio, o constancia emitida por la autoridad competente, mediante la que se acredite estar al corriente en el pago de sus contribuciones fiscales;
V. Manifestación por escrito por cada una de las candidatas y candidatos, bajo protesta de decir verdad, por medio del cual señalen:
a) No ser miembro de las fuerzas armadas en servicio activo.
b) No ser ministro de culto religioso.
c) No contar con antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso.;
d) No contar, al momento de la presentación de la solicitud, con un registro como candidata o candidato a otro puesto de elección popular.
e) No estar inhabilitada o inhabilitado para ocupar cargos públicos.
f) No tener una multa firme pendiente de pago, o que encontrándose sub júdice no esté garantizado en los términos de las disposiciones legales aplicables, que haya sido impuesta por responsabilidad con motivo de los cargos públicos que hubiere desempeñado en la administración federal, estatal o municipal;
g) No aceptar recursos de procedencia ilícita para campañas.
h) De respetar y hacer cumplir la Constitución Federal, la Constitución del Estado, esta Ley, y a las autoridades electorales.
i) No encontrarse en alguno de los supuestos de prohibición para ser candidata o candidato, en los términos que establece la Constitución del Estado.
j) No estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género.
k) Que su residencia, para el caso de Gubernatura del Estado cumple con lo señalado por el artículo 73 fracción II; para el caso de candidaturas a diputaciones lo señalado por el artículo 46 fracción II; y para el caso de candidaturas a ayuntamiento, lo señalado por el artículo 117 fracción II, todos de la Constitución del Estado;
VI. Tratándose de las candidatas o candidatos a síndicos acreditar contar con el grado de licenciado en Derecho o abogado, en los casos que establece la Ley Orgánica del Municipio;
VII. Constancia firmada por los candidatos de que han aceptado la postulación;
VIII. En el caso de candidatas o candidatos que aspiren a la reelección en sus cargos, se deberá anexar por cada uno de ellos, una escrito signado por la o el candidato, en el cual, bajo protesta de decir verdad, manifiesten los periodos para los que han sido electos en ese cargo, así como el partido político que los haya propuesto, en su caso; y estar cumpliendo los límites establecidos por la Constitución Federal, y la Constitución del Estado, en materia de reelección. Tratándose de candidatas o candidatos suplentes, deberán además manifestar si entraron en funciones como propietarios;
IX. Constancia de registro del Sistema Nacional de Registro, implementado por el Instituto;
X. Constancia del Sistema Estatal de Registro de candidaturas locales, y
XI. El partido político solicitante deberá anexar además, la copia certificada del acta de asamblea del partido en la que hayan sido elegidos sus candidatas o candidatos”.

[Las porciones subrayadas son las efectivamente impugnadas].

741. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es parcialmente fundado, por las razones siguientes.

742. [bookmark: _Hlk51605251]En primer lugar, es necesario recordar que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene una reiterada doctrina en torno a los requisitos de registro y de elegibilidad de candidaturas a cargos públicos representativos. 

743. Los requisitos de elegibilidad y de registro son conceptos distintos —pues los requisitos de elegibilidad son las condiciones con que debe contar una persona para poder contender y ejercer un cargo de elección popular, mientras que los requisitos de registro son las condiciones y documentos que deben acompañarse a la solicitud de registro de una candidatura— y se revisan en distintos momentos del proceso electoral —los requisitos de elegibilidad se verifican tanto al momento del registro como de la calificación de la elección, mientras que los requisitos de registro se deben cumplir únicamente al momento de registrar candidaturas—.  Sin embargo, para efectos de su análisis abstracto este Tribunal los ha analizado en ambos casos como barreras de acceso al ejercicio de los derechos político-electorales de la ciudadanía.

744. En este sentido, ya sea que se trate de requisitos de registro o de elegibilidad, lo relevante para este análisis es que ambas figuras implican un límite para que la ciudadanía pueda postularse en candidaturas a cargos públicos representativos.  

745. Asimismo, como se verá a continuación, existen casos en los que los requisitos de registro implican aportar alguna constancia o certificación oficial o un escrito de bajo protesta de decir verdad en el que conste determinada condición. Esta distinción tampoco es relevante para este análisis constitucional, pues en ambos casos —constancias o escritos bajo protesta— se parte de la buena fe y autenticidad del contenido, de manera que lo que realmente se exige en estas documentales es contar con una determinada condición o no incurrir en determinado supuesto.

746. De este modo, en el artículo 35, fracción II, de la Constitución General[footnoteRef:208] se reconoce el derecho de la ciudadanía a ser votada en condiciones de paridad a todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. Por su parte, en el artículo 1º de la Norma Fundamental se establece que el ejercicio de los derechos humanos no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución establece. [208:  “Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:
II.- Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;
(…)”.] 


747. Como se puede apreciar, el derecho a ser votado en el ordenamiento constitucional mexicano se encuentra condicionado a las “calidades que establezca la ley”. Sobre este tema, esta Suprema Corte se ha pronunciado en diversas ocasiones, entre ellas al resolver la acción de Inconstitucionalidad 28/2006 y sus acumuladas y, recientemente, la acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020[footnoteRef:209]. [209:  Acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020, resuelta por el Pleno el 7 de septiembre de 2020, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (ponente), González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. Los Ministros Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Laynez Potisek votaron en contra y por la inconstitucionalidad del requisito de elegibilidad consistente en “no estar condenada o condenado por delito de violencia política contra las mujeres” (sin apartarse de la metodología). ] 


748. En esos precedentes, este Tribunal Pleno determinó que corresponde al legislador secundario fijar las “calidades” como requisitos de elegibilidad —y de registro— de los cargos públicos de cada entidad federativa que se elijan mediante elecciones; sin embargo, se argumentó que ese aspecto no le es completamente disponible, toda vez que la utilización del concepto “calidades” se refiere a las cualidades o perfil de una persona que vaya a ser nombrada en el empleo, cargo o comisión de que se trate, que pueden ser: capacidad, aptitudes, preparación profesional, edad y demás circunstancias, que pongan de relieve el perfil idóneo para desempeñar con eficiencia y eficacia el cargo popular, o bien, el empleo o comisión que se le asigne. 

749. Es decir, se determinó que cuando el artículo 35, fracción II, de la Constitución General utiliza el término “las calidades que establezca la ley”, se refiere a cuestiones que son inherentes a la persona y no así a aspectos extrínsecos a éste; pues no debe pasarse por alto que es condición básica de la vida democrática que el poder público dimane del pueblo y la única forma cierta de asegurar que esa condición se cumpla puntualmente reside en la participación de la ciudadanía, sin más restricciones o calidades que las inherentes a su persona.

750. En ese sentido, en la acción de inconstitucionalidad 36/2011[footnoteRef:210], —reiterada, entre otras, en la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016[footnoteRef:211], y recientemente en la acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020 antes citada—, este Tribunal Pleno sostuvo que el derecho a ser votado está sujeto al cumplimiento de los requisitos que se establecen tanto en la Constitución Federal, como en las constituciones particulares y leyes de las entidades federativas.  [210:  Acción de inconstitucionalidad 36/2011, resuelta por el Pleno el 20 de febrero de 2012, por mayoría de 10votos de los Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz con salvedades, Luna Ramos con salvedades, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales con salvedades, Valls Hernández a favor del sentido pero en contra de las consideraciones, Sánchez Cordero de García Villegas con salvedades, Ortiz Mayagoitia (ponente) y Presidente Silva Meza. El Ministro Franco González Salas votó en contra.]  [211:  Acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, resuelta por el Pleno el 27 de octubre de 2016, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, por declarar la invalidez de la exigencia de aportar un “certificado médico de la prueba de antidoping”. El Ministro Laynez Potisek votó en contra.] 


751. En ese precedente se afirmó, por ejemplo, que la ciudadanía mexicana, como condición necesaria para gozar y ejercer los derechos políticos, está prevista directamente en la Constitución General; mientras que los requisitos específicos para ser votado para los diversos cargos de elección popular en las entidades federativas cuentan con un marco general previsto en los artículos 115 y 116 de la Norma Fundamental, complementado con otras disposiciones constitucionales, que en conjunto establecen un sistema normativo en el que concurren tres tipos de requisitos para el acceso a cargos públicos de elección popular:

752. - Requisitos tasados. Son aquellos requisitos que se previeron directamente en la Constitución Federal, sin que se puedan alterar por el legislador ordinario para flexibilizarse o endurecerse.

753. - Requisitos modificables. Son aquellos requisitos previstos en la Constitución y en los que expresamente se prevé la potestad de las entidades federativas para establecer modalidades, de modo que la Constitución adopta una función supletoria o referencial.

754. - Requisitos agregables. Son aquellos requisitos no previstos en la Constitución Federal, pero que se pueden adicionar por las entidades federativas.

755. Los requisitos modificables y los agregables entran dentro de la libre configuración con que cuentan las legislaturas locales, pero deben reunir tres condiciones de validez:

756. - Ajustarse a la Constitución Federal, tanto en su contenido orgánico, como respecto de los derechos humanos y los derechos políticos.

757. - Guardar razonabilidad constitucionalidad en cuanto a los fines que persiguen.

758. - Ser acordes con los tratados internacionales en materia de derechos humanos y de derechos civiles y políticos de los que el Estado mexicano es parte.

759. De esta forma, en esta cadena de precedentes se ha sostenido que en la Constitución Federal y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos se ha reconocido la posibilidad de regular y limitar los derechos políticos —particularmente el derecho a ser votado— por razones como la edad, la nacionalidad, la residencia, el idioma, la instrucción, la existencia de condena dictada por juez competente en proceso penal, entre otros. 

760. Sin embargo, tales restricciones deben estar previstas directa y exclusivamente en una ley —en sentido formal y material—, apegarse a criterios objetivos de razonabilidad legislativa y sólo pueden existir bajo la forma de requisitos de elegibilidad para el ejercicio del cargo público, y por ende, como requisitos para el registro de la candidatura.

761. En esa medida, únicamente pueden ser constitucionalmente válidos los procedimientos, trámites, evaluaciones o certificaciones que tienen por objeto acreditar algún requisito de elegibilidad establecido expresamente en la ley, pues de otra manera se incorporarían indebidamente autoridades, requisitos y valoraciones de naturaleza diversa a la electoral dentro de la organización de las elecciones y en el curso natural del ejercicio de los derechos políticos de los ciudadanos para votar y ser votado.

762. Igualmente, este Tribunal Pleno ha reiterado en las acciones de inconstitucionalidad 19/2011, así como en la 41/2012 y sus acumuladas 42/2012, 43/2012 y 45/2012 que el derecho a ser votado reconocido en el artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal debe leerse en conjunto con los demás lineamientos constitucionales que establecen requisitos para ocupar cargos públicos; en particular, con el artículo 116 constitucional que prevé los supuestos de elegibilidad de las personas que aspiren a ser Gobernador o Gobernadora de una entidad federativa.

763. Siguiendo este hilo conductor, se puede sostener que la Constitución General reconoce en los más amplios términos el derecho a ser votado; empero, dadas sus características, este derecho puede ser regulado para hacer efectivo en el propio ordenamiento constitucional. 

764. [bookmark: _Hlk51605505]En relación con esa posibilidad de regulación, las entidades federativas gozan de un amplio margen de configuración para instaurar tanto requisitos de elegibilidad como los procedimientos o trámites que tengan por objeto acreditar esos requisitos, con la limitación de hacerlo en atención a los principios de no discriminación y proporcionalidad y respetando los derechos humanos; particularmente, acatando los requisitos establecidos al respecto en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de una manera tasada. 

765. Este criterio es armónico con los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en particular con el Caso Castañeda Gutman vs. México, en donde manifestó que el derecho a ser elegido supone que la ciudadanía pueda postularse en candidaturas en condiciones de igualdad y que puedan ocupar los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad de votos necesarios para ello[footnoteRef:212]. [212:  Caso Jorge Castañeda Gutman vs Estados Unidos Mexicanos, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párrafo 148.] 


766. Para ese fin, la Corte Interamericana aceptó que los Estados pueden modular el ejercicio y las oportunidades del derecho a ser votado, pero enfatizó que la normatividad doméstica que intente reglamentar el derecho a ser votado sólo puede ser válida si cumple “con los requisitos de legalidad, esté dirigida a cumplir con una finalidad legítima, sea necesaria y proporcional; esto es, sea razonable de acuerdo a los principios de la democracia representativa”[footnoteRef:213].  [213:  Ibidem, párr. 149.] 


767. En este sentido, la Corte Interamericana estableció el siguiente canon para analizar si este tipo de límites del derecho de sufragio pasivo son válidos en un estado democrático de Derecho:

768. - Examinar si la medida limitativa cumple con el requisito de legalidad. Es decir, que las condiciones y circunstancias generales que autorizan una restricción al ejercicio de un derecho humano determinado deben estar claramente establecidas por ley —en sentido formal y material—.

769. - Que exista una finalidad legítima de la medida restrictiva. Esto es, que la causa que se invoque para justificar la restricción sea de aquellas permitidas por la Convención Americana, previstas en disposiciones específicas que se incluyen en determinados derechos (por ejemplo, las finalidades de protección del orden o salud públicas), o bien, en las normas que establecen finalidades generales legítimas (por ejemplo, los derechos y libertades de las demás personas o las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática); y

770. - Que la medida sea necesaria para una sociedad democrática y proporcional con ese objetivo legítimo.

771. Tomando como base el estándar de análisis antes reseñado, a continuación, se analizará la constitucionalidad de cada uno de los requisitos de registro controvertidos, sin que sea relevante, para este análisis abstracto, si se trata de requisitos de elegibilidad o de registro, pues se insiste, desde el plano abstracto, ambos tipos de requisitos son barreras del derecho de sufragio pasivo, por lo que debe analizarse desde la óptica en que se trata de límites del derecho fundamental a ser votado a cargos públicos representativos en la entidad federativa.

772. a) Que la solicitud se presente por triplicado y firmada por la persona que ocupe la presidencia estatal del partido político solicitante.

773. [bookmark: _Hlk51605600]Como se adelantó, el Partido del Trabajo señala que el artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí es inconstitucional en la parte inicial que prevé como requisitos para obtener el registro de candidaturas: que la solicitud se presente por triplicado y firmada por la persona que ocupe la presidencia estatal del partido político solicitante.

774. En este sentido, el partido político actor considera que tener que presentar la solicitud por triplicado y firmada por la presidenta o presidente estatal del partido es un requisito que dificulta el procedimiento de registro de candidaturas de manera irrazonable y, además, desplaza o nulifica la función que tienen los representantes de los partidos ante el Consejo General, comisiones distritales y comités municipales y, además, vulneran la libertad de autoorganización de los partidos políticos quienes deben decidir a cuál de sus órganos intrapartidistas corresponde realizar el registro de candidaturas.

775. [bookmark: _Hlk51605650][bookmark: _Hlk51605674]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez es parcialmente fundado, por lo que se reconoce la validez del artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral local, con excepción de la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d” que se estima inconstitucional por vulnerar el principio de autodeterminación de los partidos políticos, al exigir que las solicitudes de registro de candidaturas sean firmadas exclusivamente por un dirigente partidista determinado, soslayando que es facultad de cada partido —conforme a sus normas estatutarias— decidir en qué órganos o dirigencias recae la atribución de presentar los registros de candidaturas, como a continuación se explica.

776. El párrafo primero, del artículo 194, en la porción impugnada señala que “Cada solicitud de registro será presentada por triplicado y firmada por la presidenta o el presidente estatal del partido solicitante”.

777. En primer lugar, este Tribunal Pleno estima que la exigencia consistente en que cada solicitud de registro sea presentada por triplicado no es excesiva ni desproporcionada, como lo aduce el partido actor, pues parte de una premisa errónea al considerar que esta norma implica, necesariamente, que cada una de las candidaturas o fórmulas respecto de las que se solicite su registro, deban presentarse en forma individual.

778. Por el contrario, como se puede apreciar de la lectura integral del ordenamiento electoral, las solicitudes de registro de candidaturas pueden realizarse en forma conjunta atendiendo a las particularidades del cargo que se elegirá. 

779. Por ejemplo, si se trata de la elección de ayuntamientos, los comités municipales correspondientes serán los encargados de recibir la documentación y pronunciarse sobre el registro de candidaturas, de acuerdo con el artículo 121 y 282, párrafo segundo de la propia Ley Electoral local[footnoteRef:214]. [214:  “ARTÍCULO 121. Los comités municipales electorales tendrán las siguientes atribuciones:
(…)
III. Recibir la documentación que presenten los partidos políticos o candidata o candidato independiente, y pronunciarse sobre el registro de las planillas de mayoría relativa, y listas de candidatos a regidurías de representación proporcional a los ayuntamientos;
(…)”.
“Artículo 282. (…)
En la elección de ayuntamientos, las planillas de mayoría y listas de candidatas y candidatos a regidurías de representación proporcional, se registrarán ante el comité municipal electoral que corresponda”.] 


780. Mientras que el registro de candidaturas a diputaciones por el principio de mayoría relativa se realiza ante las comisiones distritales correspondientes, de conformidad con los artículos 113 y 282 párrafo primero, de la Ley Electoral local[footnoteRef:215]. [215:  “Artículo 113. Son atribuciones de las comisiones distritales electorales, las siguientes:
(…)
III. Recibir la documentación que presenten los partidos políticos, o candidaturas independientes y pronunciarse sobre el registro de las candidaturas a diputaciones a elegirse por el principio de mayoría relativa, informando de ello inmediatamente al Consejo;
(…)”.
“Artículo 282. Las candidatas y los candidatos a la Gubernatura, y las listas de candidatas y candidatos a diputaciones de representación proporcional, se registrarán ante el Consejo; las candidatas y los candidatos a diputaciones propuestos por el principio de mayoría relativa, se registrarán ante las respectivas comisiones distritales electorales.
(…)”.] 


781. Y el registro de candidaturas a la gubernatura y a diputaciones por el principio de representación proporcional se lleva a cabo ante el Consejo General del Instituto Electoral, conforme lo dispone el artículo 282 de la Ley Electoral de San Luis Potosí.

782. En este sentido, en cada elección —gubernatura, diputaciones y ayuntamientos— los partidos políticos y candidatos independientes pueden postular candidaturas y, conforme a la legislación local, en cada una de estas elecciones se realizará una solicitud de registro en la que se encuentren integradas todas las personas que forman parte de una fórmula de diputaciones por mayoría relativa o en planillas para los ayuntamientos y, evidentemente, listas de candidaturas por representación proporcional a diputaciones plurinominales en una única circunscripción estatal.

783. Lo anterior se evidencia del contenido de los artículos 285, 286 y 287 de la Ley Electoral de San Luis Potosí[footnoteRef:216], en los que se dispone que en la elección de diputaciones por mayoría relativa se registrarán fórmulas de propietario y suplente para cada distrito uninominal y para las diputaciones plurinominales o de representación proporcional se registrará una lista para la circunscripción única estatal.  Asimismo, para elegir ayuntamientos se necesitará presentar una solicitud de registro integrada por una planilla con los nombres que se proponen a la presidencia, primera regiduría y una o dos sindicaturas —en fórmulas de propietario y suplente—, y una lista numerada para las regidurías de representación proporcional. [216:  “Artículo 285. En la elección de diputaciones, se elegirán candidaturas propuestas por los principios de mayoría relativa, en cada uno de los distritos uninominales que conforman la Entidad federativa; y por el principio de representación proporcional, en una única circunscripción estatal
Las candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional, se registrarán en lista, numerando por orden las candidaturas.
Tanto las candidaturas a diputaciones por el principio de mayoría relativa, como las listas de diputaciones por el principio representación proporcional, deberán cumplir con el principio de paridad de género establecido en la Constitución Federal.
(…)”.
“Artículo 286. Las candidatas y candidatos a diputaciones, regidurías y síndicaturas municipales, se registrarán por fórmulas, con un propietario y un suplente para cada cargo”.
“Artículo 287. En la elección de ayuntamientos se elegirán candidaturas propuestas por los principios de mayoría relativa, y representación proporcional. Los de mayoría se registrarán en una planilla con los nombres de quienes se proponen a los cargos de presidenta o presidente municipal, primera regiduría propietaria, y una o dos sindicaturas, según corresponda. Por cada regiduría y sindicatura propietarias se elegirá un suplente. Las candidaturas a regidurías de representación proporcional, se presentarán en una lista en orden ascendente en el número que al efecto señala esta Ley, y el artículo 13, de la Ley Orgánica del Municipio.
(…)”.] 


784. Por tanto, el partido actor parte de una premisa errónea al sostener que la norma impugnada le impone una carga excesiva al tener que realizar una solicitud por cada persona que postulará en candidaturas.

785. [bookmark: _Hlk51605900]De este modo, a juicio de esta Suprema Corte, exigir que cada solicitud de registro se realice por triplicado no resulta excesivo ni irrazonable, pues las entidades federativas cuentan con libre configuración legislativa para prever los procedimientos o trámites necesarios para registrar candidaturas y, en este caso, no se advierte que esta exigencia sea desproporcionada y, mucho menos, discriminatoria, pues únicamente se trata de una medida tendente a proteger la certeza y legalidad de las etapas preparatorias del proceso electivo.

786. Por tanto, es infundada esta primera parte del concepto de invalidez planteado y, en consecuencia, se reconoce la validez del artículo 294, párrafo primero, en la porción que señala “Cada solicitud de registro será presentada por triplicado”.

787. Ahora bien, en la segunda parte de este concepto de invalidez, el Partido del Trabajo acusa que la exigencia de que cada solicitud de registro sea firmada por la presidenta o el presidente estatal del partido solicitante, es desproporcionada y vulnera las facultades de autogobierno y autodeterminación de los partidos políticos, quienes tienen el derecho de establecer sus órganos de dirección y representación y conceder libremente a cada uno de ellos las atribuciones que desarrollarán.

788. Este Tribunal Pleno estima que esta segunda parte del concepto de invalidez es fundada, por lo que procede declarar la invalidez de la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d”, del párrafo primero, del artículo 294 impugnado, pues el hecho de que la norma estatal especifique a un determinado órgano partidista —la presidencia estatal de un partido político— como el órgano facultado para solicitar el registro de candidaturas, transgrede el derecho de autodeterminación de los partidos, como se explica a continuación.

789. En efecto, como se ha señalado con anterioridad, en el artículo 41, Base I, de la Constitución General[footnoteRef:217], así como el artículo 3, numeral 1, de la Ley General de Partidos Políticos[footnoteRef:218], se establece que los partidos son entidades de interés público que tienen como finalidad promover la participación del pueblo en la vida democrática.  [217:  “Artículo 41.- (…)
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de género.
Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la integración de los órganos de representación política, y como organizaciones ciudadanas, hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como con las reglas que marque la ley electoral para garantizar la paridad de género, en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular. (…)
(…)”.]  [218:  “Artículo 3.
1. Los partidos políticos son entidades de interés público con personalidad jurídica y patrimonio propios, con registro legal ante el Instituto Nacional Electoral o ante los Organismos Públicos Locales, y tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y, como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público.
(…)”.] 


790. Del mismo modo, a estas entidades constitucionalmente se les reconoce y garantiza autogobierno y autodeterminación, de modo tal que —en principio— el Estado no debe intervenir en sus asuntos internos; y, cuando sea el caso, se debe hacer teniendo como tamiz los principios de conservación de la libertad de decisión política y el derecho de auto organización de los partidos.

791. El artículo 34, numerales 1 y 2, de la Ley General de Partidos Políticos[footnoteRef:219] establece que los asuntos internos de los partidos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución y en la Ley, así como en sus respectivos estatutos y lineamientos internos.  [219:  “Artículo 34.
1. Para los efectos de lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la Base I del artículo 41 de la Constitución, los asuntos internos de los partidos políticos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en esta Ley, así como en su respectivo Estatuto y reglamentos que aprueben sus órganos de dirección.
2. Son asuntos internos de los partidos políticos:
a) La elaboración y modificación de sus documentos básicos, las cuales en ningún caso se podrán hacer una vez iniciado el proceso electoral;
(…)
c) La elección de los integrantes de sus órganos internos;
d) Los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidatos y candidatos a cargos de elección popular;
e) Los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales y, en general, para la toma de decisiones por sus órganos internos y de los organismos que agrupen a sus militantes, y
f) La emisión de los reglamentos internos y acuerdos de carácter general que se requieran para el cumplimiento de sus documentos básicos”.] 


792. En este sentido, son asuntos internos de los partidos políticos, entre otros los concernientes a la elaboración y modificación de sus documentos básicos, la elección de integrantes de sus órganos internos, los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y candidaturas, los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales y, en general, para la toma de decisiones por sus órganos internos, entre otros.

793. Si bien los partidos deben sujetarse y satisfacer los mandatos constitucionales y legales, el legislador local debe ser respetuoso de la vida interna de los partidos políticos, sobre todo porque en la Constitución Federal y en las leyes generales se les ha reconocido un amplio espectro de libertad para configurar y diseñar sus propias instituciones y procedimientos de toma de decisiones, siempre y cuando se adopten fórmulas coherentes con los principios que defiende la Constitución Mexicana, como lo es el principio democrático.

794. En este caso, la norma impugnada genera una intromisión indebida en la vida interna de los partidos políticos al exigir que las solicitudes de registro de candidaturas que postulen deban estar firmadas por una autoridad partidista específica —en el caso por la persona que ocupe la presidencia estatal del Partido—.  Además de ser invasiva, esta norma local soslaya que cada partido político puede implementar los órganos de gobierno que considere adecuados para su estrategia política, así es posible que lo hagan a través de un comité directivo, un consejo, diversas formas de representación, entre otras.

795. De este modo, se estima que la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d” es inconstitucional y, por tanto, al expulsar este enunciado del artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral local, no se deja un vacío normativo, pues se hace patente que el derecho de solicitar el registro de candidaturas es de los partidos y la solicitud deberá estar firmada por las personas a quien se les concede esa facultad conforme a los estatutos de los partidos políticos.

796. Por lo anterior, se reconoce la validez del artículo 294, párrafo primero, de la Ley Electoral local, con excepción de la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d” que se estima inconstitucional.  En este sentido, el artículo 294 deberá leerse de la siguiente forma y entendiendo que los partidos políticos tienen derecho a solicitar el registro de candidaturas a través de los órganos intrapartidistas que, conforme a sus estatutos y demás normas fundacionales, estén facultados para ese efecto:

“Artículo 294. Cada solicitud de registro será presentada por triplicado y firmada por el partido solicitante, debiendo contener los siguientes datos:
(…)”.


797. b) Comprobante de presentación de la declaración fiscal del último ejercicio o constancia emitida por la autoridad competente con la que se acredite estar al corriente de sus contribuciones.

798. Siguiendo el parámetro expuesto al inicio de este apartado, las entidades federativas gozan de un amplio margen de configuración para instaurar requisitos de elegibilidad y procedimientos o trámites que tengan por objeto acreditar esos requisitos, con la limitación de hacerlo en atención a los principios de no discriminación y proporcionalidad y respetando los derechos humanos; particularmente, acatando los requisitos establecidos al respecto en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de una manera tasada. 

799. Además, estos requisitos y procedimientos deben dirigirse, como se sostuvo en la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, a demostrar que la ciudadanía cumple con los requisitos o calidades señaladas en la ley.

800. [bookmark: _Hlk51606206]En este sentido, a juicio de este Alto Tribunal, en el artículo 295, fracción IV, de la Ley Electoral local se establece que a la solicitud de registro de candidaturas se deberá anexar una serie de documentos respecto de cada candidatura, entre ellas la aquí reclamada, consistente en un “[c]omprobante de presentación de la declaración fiscal del último ejercicio, o constancia emitida por la autoridad competente, mediante la que se acredite estar al corriente en el pago de sus contribuciones fiscales”.

801. En síntesis, lo que se prevé en esta fracción como requisito de registro es una forma de asegurar que la ciudadana o ciudadano esté al corriente de sus obligaciones tributarias.

802. [bookmark: _Hlk51606058]Al respecto, esta Suprema Corte determina que el artículo 295, fracción IV, impugnado es inconstitucional por dos motivos: primero porque la redacción de la norma genera inseguridad jurídica y falta de certeza para la ciudadanía que pretenda acceder a un cargo público de elección popular, así como a los operadores jurídicos y al electorado en general, pues la norma es altamente vaga, pues no señala si la constancia que exige para acreditar estar al corriente en el pago de contribuciones fiscales se refiere a las federales o estatales —incluso locales— o si debe acreditar cumplir con todas ellas o sólo algunas, y tampoco refiere cuál es la autoridad competente para ese efecto.  

803. Además, esta exigencia es desproporcionada y no es un trámite o carga tendiente a demostrar que las ciudadanas reúnen las calidades de ley para ejercer cargos públicos representativos.

804. Como se ha sostenido en páginas previas, el derecho político-electoral de ser votado puede ser modulado y limitado para preservar algún bien o valor de alta relevancia en un Estado democrático, siempre y cuando sea proporcional.

805. En este caso, el requisito de registro impugnado previsto en el artículo 295, fracción IV, de la Ley Electoral de San Luis Potosí se erige como un límite o barrera del derecho de ser votado reconocido en el artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal, así como en el artículo 23.1, inciso b), de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos que, a juicio de este Tribunal Pleno, no supera un test de proporcionalidad (en el que se persiga un fin legítimo, y se cumpla con los sub-principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido).

806. Al respecto, se estima que el requisito de registro en comentario persigue un fin legítimo en un Estado constitucional y democrático de Derecho, consistente en pretender que accedan a los cargos públicos representativos sólo aquellas personas que se encuentren en pleno cumplimiento de sus obligaciones fiscales y, de esta forma, asegurar que los mejores perfiles de civilidad, solidaridad y ciudadanía accedan a estos cargos.

807. Sin embargo, la medida interventora de los derechos de acceso a cargos públicos representativos no es idónea para la consecución de los fines pretendidos, en virtud de que el hecho de cubrir este requisito no garantiza que quien acceda a un cargo de elección popular sea una persona solvente desde el punto de vista moral ni respecto de la percepción que el electorado tenga de él, es decir, no es suficiente para asegurar que la candidata o candidato cumpla con los requisitos de elegibilidad previstos en la Constitución y leyes locales.

808. El perfil público de una candidata o candidato, su reputación, honorabilidad, buena fama, y los diversos calificativos que la ciudadanía pueda tener sobre una persona, son cualidades que el electorado puede percibir sobre un candidato o candidata y debe ser la propia ciudadanía quien juzgue en las urnas si el perfil postulado por un partido político o bien, por el sistema de candidaturas independientes, es el deseable o no para ejercer un cargo público de elección popular.

809. Además, esta vía tampoco es la adecuada para proteger a la Hacienda Pública, pues para ese efecto hay diversos mecanismos de ejecución e, incluso, penales.

810. Adicionalmente, el requisito tampoco es necesario, ya que no se trata del mecanismo más benigno con respecto al derecho de acceso a los cargos de elección popular. Por el contrario, el legislador pudo optar por mecanismos menos lesivos para este derecho humano, como lo son, por ejemplo, los mecanismos para hacer efectivo el cobro de las contribuciones, como los procedimientos administrativos de ejecución, embargos de bienes para garantizar el cobro de créditos fiscales, entre otros.

811. Finalmente, este requisito tampoco es proporcional en sentido estricto, pues se trata de un requisito que no guarda una adecuada relación entre los bienes jurídicos tutelados frente al derecho de sufragio pasivo. El incumplimiento de este requisito puede ser interpretado como una prohibición para acceder a un cargo público de elección popular en San Luis Potosí, por lo que la restricción de los derechos político-electorales debe ser la ultima ratio del Derecho electoral.

812. Esta desproporción se evidencia porque la norma no permite establecer diversas gradas de incumplimiento ni contempla excepciones, lo que llevaría a sostener que le sería aplicable la misma consecuencia a quien no pague los impuestos reiterada y sistemáticamente que a quien fue omiso por un periodo fiscal o que, por negligencia, omitió pagar la tenencia o un impuesto municipal como el predial.

813. Como se puede observar, la norma no permite al órgano administrativo electoral ponderar los diversos niveles de incumplimiento del requisito, lo que tiene como consecuencia que una conducta muy leve actualizara impidiera el acceso a una candidatura, lo que a juicio de este Tribunal Pleno es desproporcionado y, por tanto, procede declarar la invalidez del artículo 295, fracción IV, de la Ley Electoral local.

814. No se soslaya que en la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, se analizó una norma similar —requisito de presentar la declaración fiscal— sin embargo, en aquella ocasión se obtuvo una mayoría de siete votos[footnoteRef:220] a favor de la invalidez de este requisito, por lo que se desestimó la acción, razón por la que no se generó un precedente qué seguir sobre este tema. Además, como se ha señalado en párrafos anteriores, el artículo 295, fracción IV, de la Ley Electoral local no sólo es desproporcionado, sino que también adolece de un alto grado de indeterminación que lo hace inconstitucional. [220:  Acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, resuelta por el Pleno el 27 de octubre de 2016, por 7 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas (ponente), Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, por la invalidez del artículo 10, párrafo 1, inciso f), del Código Electoral del Estado de Coahuila, exclusivamente respecto del requisito de presentar “la declaración patrimonial, fiscal y de no conflicto de intereses”. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández y Laynez Potisek votaron en contra. Este tema fue desestimado al no alcanzarse una votación calificada.] 


815. c) Escrito bajo protesta de decir verdad de no contar con antecedentes penales ni estar sujeto a proceso por delito doloso.

816. [bookmark: _Hlk51606245]En este inciso, el legislador potosino prevé dos supuestos distintos que deben constar en el escrito que se presenta bajo protesta de decir verdad: uno relacionado con “no contar con antecedentes penales” y otro relacionado con “no estar sujeto a proceso por delito doloso”. En este apartado se analizará independientemente cada porción normativa.

817. - Análisis de la porción “no contar con antecedentes penales”.

818. Al respecto, este Tribunal Pleno ya se ha decantado, en otras ocasiones, por declarar la invalidez de las normas que establecen requisitos de elegibilidad o de registro en los que se condiciona el acceso a candidaturas a cargos de elección popular a que la ciudadanía acredite o refiera bajo protesta de decir verdad que no tiene antecedentes penales. 

819. [bookmark: _Hlk51606278]De este modo, al resolver la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016[footnoteRef:221], este Tribunal Pleno determinó que el artículo 10, párrafo 1, inciso f), del Código Electoral para el Estado de Coahuila, era inconstitucional en la porción que exigía presentar ante el Instituto Electoral de Coahuila la carta de antecedentes penales para ejercer la gubernatura, diputaciones locales o para integrar ayuntamientos, pues este tipo de requisitos constituyen restricciones injustificadas al derecho a ser votado, pues no son trámites o cargas tendentes a demostrar que la ciudadanía reúne las calidades de ley para ejercer el cargo al que aspira. [221:  Acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, resuelta por el Pleno el 27 de octubre de 2016, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto a declarar la invalidez del artículo 10, párrafo 1, inciso f), del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la porción normativa “así como carta de antecedentes penales”. La Ministra Piña Hernández y el Ministro Laynez Potisek votaron en contra.] 


820. Asimismo, en la acción de inconstitucionalidad 107/2016[footnoteRef:222] este Tribunal Pleno declaró la invalidez de un requisito similar. En aquella ocasión, si bien no se analizó una norma electoral, lo cierto es que se trataba de un precepto que generaba una barrera para acceder a la función pública, de manera que es posible añadir este precedente a la doctrina de este Alto Tribunal en la que se ha declarado la invalidez de la exigencia de no contar con antecedentes penales para acceder a cargos públicos. [222:  Acción de inconstitucionalidad 107/2016, resuelta por el Pleno el 23 de enero de 2020, por unanimidad de 11 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena al tratarse de una categoría sospechosa, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa en contra de las consideraciones, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández al tratarse de una categoría sospechosa, Ríos Farjat en contra de las consideraciones, Laynez Potisek en contra de las consideraciones, Pérez Dayán en contra de las consideraciones y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea al tratarse de una categoría sospechosa, respecto a declarar la invalidez del artículo 64, en su porción normativa “y no tener antecedentes penales”, de la Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre, del Estado de Veracruz.] 


821. Este caso fue reiterado en exactos términos, al resolver, entre otras, la acción de inconstitucionalidad 86/2018[footnoteRef:223], en la que se declaró la invalidez del requisito consistente en “no tener antecedentes penales” para ejercer el cargo de dirección general de los organismos operadores de agua potable en el Estado de Sonora. [223:  Acción de inconstitucionalidad 86/2018, resuelta el 27 de enero de 2020, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek (ponente) Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto a declarar la invalidez del requisito consistente en “no tener antecedentes penales” para ejercer el cargo de dirección general de los organismos operadores de agua potable en el Estado de Sonora.] 


822. Siguiendo el estándar anunciado al inicio de este apartado, este Tribunal Pleno estima que la exigencia de presentar una manifestación de no tener antecedentes penales, es un requisito de registro que no está dirigido a acreditar alguno de los requisitos de elegibilidad previstos en la Constitución local para ejercer un cargo público representativo como la gubernatura, las diputaciones y los ayuntamientos. 

823. En efecto, de acuerdo con los artículos 46, 73 y 117 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,[footnoteRef:224] para ejercer este tipo de cargos, es necesario cumplir con determinados requisitos de elegibilidad y, destacadamente, no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado una pena de prisión. [224:  “Artículo 73.- Para ser Gobernador del Estado se requiere:
(…) VI.- No tener una multa firme pendiente de pago, o que encontrándose sub júdice no esté garantizada en los términos de las disposiciones legales aplicables, que haya sido impuesta por responsabilidad con motivo de los cargos públicos que hubiere desempeñado en la administración federal, estatal o municipal; y no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión, y (…)”.
“Artículo 46.- Para ser Diputado se requiere:
(…) III.- No tener una multa firme pendiente de pago, o que encontrándose sub júdice no esté garantizada en los términos de las disposiciones legales aplicables, que haya sido impuesta por responsabilidad con motivo de los cargos públicos que hubiere desempeñado en la administración federal, estatal o municipal; y no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión; y (…)”.
“Artículo 117.- Para ser miembro del Ayuntamiento, Concejo o Delegado Municipal, se requiere:
(…) III.- No tener una multa firme pendiente de pago, o que encontrándose sub júdice no esté garantizada en los términos de las disposiciones legales aplicables, que haya sido impuesta por responsabilidad con motivo de los cargos públicos que hubiere desempeñado en la administración federal, estatal o municipal; y no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión, y (…)”.] 


824. Como se puede apreciar, a diferencia del requisito de “no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión” —que en realidad está relacionado con la otra porción del artículo 295, fracción V, inciso c), y que será materia de estudio más adelante—, lo que se pretende al exigir que la persona no cuente con antecedentes penales se vincula, más bien, con la finalidad de que las personas que se postulen en candidaturas a cargos de elección popular nunca hayan sido condenadas penalmente por algún delito —sin especificar si es doloso o culposo ni si la se cumplió la sentencia—.

825. De este modo, la exigencia de “no contar con antecedentes penales” es absoluta y significa que la ciudadanía tiene que hacer constar bajo protesta de decir verdad, que jamás, en toda su vida, ha sido condenada penalmente por cualquier tipo de delito, lo que llevaría a concluir en un escenario hipotético, que una persona que fue condenada por un delito de daños culposos ocasionados en un accidente de tráfico en cualquier entidad federativa, no podría ser postulado en una candidatura a ejercer cargos públicos.

826. En este sentido, el requisito de registro que se analiza no tiene una relación directa que permita constatar que se incumple con alguno de los requisitos de elegibilidad previstos en la Constitución local, por lo que este Suprema Corte lo estima inconstitucional.

827. Aunado a lo anterior, bajo la redacción adoptada por el legislador potosino, este tipo de exigencias no pasa un juicio de proporcionalidad, pues si bien la medida empleada persigue una finalidad legítima como lo es permitir el acceso a cargos de elección popular con los mejores perfiles posibles desde un contexto de civilidad y legalidad, lo cierto es que la medida no supera la grada de idoneidad.

828. Lo anterior, porque en este caso, la medida interventora de los derechos de acceso a cargos públicos representativos no es idónea para la consecución de los fines pretendidos, en virtud de que el hecho de cubrir este requisito no garantiza que quien acceda a un cargo de elección popular sea una persona que se conducirá en todo momento bajo los más altos estándares de legalidad y civilidad. 

829. Además, la exigencia de no haber tenido antecedentes penales es absoluta y no permitiría que la autoridad administrativa electoral pudiera ponderar, en cada caso concreto, si un tipo de delito o de condena penal es de una entidad suficiente como para impedir que las personas puedan ser postuladas a cargos públicos representativos.

830. La construcción absoluta de este impedimento se traduce en una barrera ilimitada que no permite distinguir entre delitos dolosos y culposos y tampoco permite eximir de este requisito a las personas que cometieron un delito y cumplieron su condena. Más aún, tampoco permite distinguir la gravedad y relevancia de los delitos que se cometieron —incluso hace muchos años—, pues no es lo mismo, por ejemplo, que se trate de un delito culposo de daños ocasionado por un accidente de tránsito que no tiene una relación directa con la administración pública ni con el ejercicio de los cargos de elección popular, que si se tratara de los delitos cometidos por servidores públicos como abuso de autoridad o peculado, por citar algunos.

831. En virtud de lo anterior, este Tribunal Pleno arriba a la conclusión de que el requisito de registro consistente en “no contar con antecedentes penales” es inconstitucional y debe declararse su invalidez.

832. No pasa desapercibido que este Tribunal Pleno ha sostenido, al resolver la 131/2017 y sus acumuladas 132/2017, 133/2017 y 136/2017[footnoteRef:225], que la exigencia de presentar un escrito bajo protesta de decir verdad de no contar con antecedentes penales puede ser válida en determinados supuestos excepcionales.  En esa ocasión, el Pleno se decantó por reconocer la validez de la exigencia de una manifestación de no contar con antecedentes penales, pues a diferencia de los demás precedentes de este Pleno —específicamente la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y acumuladas—, en la legislación analizada existe la particularidad de que la Constitución local contiene un requisito de elegibilidad consistente en no haber condenado a una pena mayor de un año de prisión en los últimos diez años por delito intencional, salvo los de carácter político. [225:  Acción de inconstitucionalidad 131/2017 y sus acumuladas 132/2017, 133/2017 y 136/2017, resuelta por el Pleno el 27 de noviembre de 2017, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto a reconocer la validez del la exigencia de presentar “Escrito de protesta de no contar con antecedentes penales, como requisito de elegibilidad”. La Ministra Luna Ramos y el Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. ] 


833. De este modo, en la acción de inconstitucionalidad 131/2017, el Pleno consideró que el requisito de presentar una manifestación de no contar con antecedentes penales era un mecanismo adecuado para asegurar que las personas que se postulen como candidatas, cumplan con el requisito de elegibilidad consistente en haber sido condenadas a una pena de prisión mayor de un año en los últimos diez años por delito intencional, de manera que en ese supuesto, existe una temporalidad determinada y no se trata, como en los precedentes en los que sí se declaró la invalidez, de barreras ilimitadas que restringen en forma absoluta los derechos de acceso a cargos públicos.

834. En el presente caso, el requisito de registro establecido por el legislador local no puede ubicarse en este tipo de supuestos de excepción, pues conforme a lo previsto en los artículos 46, 73 y 117 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para ejercer una diputación, gubernatura o para integrar un ayuntamiento, es necesario cumplir con ciertos requisitos, entre ellos “no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión”.

835. De esta forma, a diferencia del caso validado en la acción de inconstitucionalidad 131/2017, en el caso de San Luis Potosí la exigencia de presentar una manifestación de no contar con antecedentes penales no está relacionada con alguno de los requisitos de elegibilidad previstos en la Constitución local, pues el requisito consistente en “no haber sido condenado por sentencia firme por la comisión de delitos dolosos que hayan ameritado pena de prisión” está relacionado más bien con la otra porción que se analizará a continuación, respecto de la exigencia de presentar una manifestación bajo protesta de decir verdad de “no estar sujeto a proceso por delito doloso”.

836. Más aún, porque en la siguiente porción normativa que se analizará se realiza una interpretación conforme para entender que el requisito de “no estar sujeto a proceso por delito doloso” no significa que se deba demostrar que en el pasado existen condenas penales por delitos dolosos sino que, únicamente se debe manifestar que la persona que pretende registrarse como candidata, no se encuentra en ese momento cumpliendo una condena por ese tipo de delitos y que no está materialmente en prisión.

837. [bookmark: _Hlk51606453][bookmark: _Hlk51324200]Por tanto, este Tribunal Pleno declara la invalidez del artículo 295, fracción V, inciso c), exclusivamente en su porción “no contar con antecedentes penales”.

838. - Análisis de la porción “no estar sujeto a proceso por delito doloso”.

839. [bookmark: _Hlk51606557][bookmark: _Hlk51606587]Por lo que hace al segundo de los supuestos descritos, consistente en que para la procedencia del registro de candidaturas a cargos de elección popular es necesario presentar un escrito en el que bajo protesta de decir verdad la ciudadana o ciudadano refiera “no estar sujeto a proceso por delito doloso”, este Tribunal Pleno considera que es constitucional al tenor de una interpretación conforme, de manera que el requisito sólo opera cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad, pues sería el único caso en el que sería razonable y existiría un impedimento para postularse y ejercer un cargo público sin existir una condena firme.

840. En la acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017[footnoteRef:226], se reconoció la validez del artículo 10, numeral 4, inciso g), del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas que contiene el requisito de elegibilidad consistente en “no estar sujeto a causa penal por delito intencional”, siempre y cuando se entendiera que el impedimento para ocupar un cargo de elección popular sólo opera cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad. [226:  Acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017, resuelta por el Pleno el 28 de septiembre de 2017, por mayoría de 7 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente en funciones Cossío Díaz, respecto de reconocer la validez del requisito de “No estar sujeto a causa penal por delito intencional”, al tenor de la interpretación conforme propuesta. El Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra.] 


841. De este modo, en esta ocasión este Tribunal Pleno reitera lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017 y el criterio sustentado en la contradicción de tesis 6/2008-PL[footnoteRef:227], precedentes en los que se analizó un requisito similar. [227:  Contradicción de tesis 6/2008, resuelta por el Pleno el 26 de mayo de 2011, por por mayoría de 7 votos de los Ministros Aguirre Anguiano (ponente), Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea con salvedades respecto de todas las consideraciones compartiendo únicamente el sentido, Pardo Rebolledo, con salvedades en cuanto a algunas consideraciones del proyecto, Aguilar Morales, con salvedades en cuanto a algunas consideraciones del proyecto, Sánchez Cordero de García Villegas y Ortiz Mayagoitia. Los Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Valls Hernández y Presidente Silva Meza votaron en contra. ] 


842. Siguiendo los precedentes en comentario, el requisito de “no estar sujeto a causa penal por delito intencional”, es válido bajo el entendido de que el derecho al voto del ciudadano se suspende con el dictado del auto de formal prisión o de vinculación a proceso sólo cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad, supuesto que implica su imposibilidad física para ejercer ese derecho, lo que no sucede cuando está materialmente en libertad, hipótesis en la cual no existe impedimento para el ejercicio del derecho al sufragio activo en tanto no se dicte una sentencia condenatoria.

843. Lo anterior sobre la base del principio de presunción de inocencia y el derecho a votar y ser votado, los cuales constituyen prerrogativas constitucionales cuya evolución y desarrollo constitucional llevan a valorar de manera armónica la aplicación de las respectivas restricciones que les pudieran afectar.

844. Con base en lo anterior, este Tribunal Pleno considera que el artículo 295, fracción V, inciso c), en su porción “no estar sujeto a proceso por delito doloso”, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, es constitucional, porque atiende lo dispuesto en los artículos 38, fracción II, y 20, apartado B, de la Constitución General[footnoteRef:228] que prevén la garantía de presunción de inocencia y que los derechos o prerrogativas de la ciudadanía, entre ellas el derecho a ejercer cargos de elección popular, se suspenden por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal a contar desde la fecha del auto de formal prisión. [228:  “Artículo 38.- Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden:
(…)
II.- Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal prisión;
(…)”.
“Artículo 20.- El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.
(…)
B. De los derechos de toda persona imputada:
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa;
(…)”.] 


845. Sin embargo, la hipótesis normativa debe interpretarse sobre la base de los criterios emitidos por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tal manera que el impedimento para ocupar un cargo de elección popular sólo opera cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad, pues ello implica su imposibilidad física para ejercer ese derecho.

846. [bookmark: _Hlk51324233]En consecuencia, y bajo la interpretación conforme realizada, se reconoce la validez del artículo 295, fracción V, inciso c), en su porción “no estar sujeto a proceso por delito doloso”, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

847. [bookmark: _Hlk51606633]d) Escrito bajo protesta de decir verdad de no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género.

848. Asimismo, el Partido del Trabajo sostiene la inconstitucionalidad del artículo 295, fracción V, inciso j), de la Ley Electoral local, por exigir que las personas que pretendan registrarse como candidatas a cargos de elección popular, deban presentar una manifestación bajo protesta de decir verdad respecto a “[n]o estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género”.

849. Al respecto, este Tribunal Pleno reitera el criterio asumido al resolver, recientemente, la acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020[footnoteRef:229], en la que se analizó una norma prácticamente igual. [229:  Acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020, resuelta por el Pleno el 7 de septiembre de 2020, por mayoría de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (ponente), González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. Los Ministros Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Laynez Potisek votaron en contra y por la inconstitucionalidad del requisito de elegibilidad consistente en “no estar condenada o condenado por delito de violencia política contra las mujeres”.] 


850. En este sentido, siguiendo ese precedente, este Tribunal Pleno considera que el concepto de invalidez es parcialmente fundado, pues si bien es posible establecer este tipo de requisitos —no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género—, la norma no detalla si se refiere o no a una condena definitiva ni su temporalidad, lo que podría vulnerar los principios de presunción de inocencia, legalidad y seguridad jurídica en materia electoral, lo que genera incertidumbre y dificultades en la aplicación de la ley.

851. [bookmark: _Hlk51606708]De esta manera, a fin de salvaguardar el contenido normativo y buscando a su vez el respeto a la Constitución Federal, esta Suprema Corte estima que la fracción reclamada resulta válida, siempre y cuando se interprete de conformidad con la Constitución General: a saber, que el referido requisito de registro, si bien constituye una barrera de acceso a los cargos públicos representativos en San Luis Potosí, se refiere o tiene como presupuesto necesario, que exista una condena de índole definitiva (es decir, que no se haya cuestionado y no esté pendiente de resolución algún medio o juicio de impugnación) y que dicha condena siga surtiendo sus efectos temporales, por las razones a continuación se exponen.

852. En primer lugar, es necesario recordar que siguiendo el estándar anunciado al principio de este apartado, las entidades federativas tienen facultades para legislar en materia de requisitos de registro y de elegibilidad para acceder a los cargos de elección popular, siempre que esos requisitos se encuentren en una ley en sentido formal y material, lo cual evidentemente se cumple en este caso.  Del mismo modo, el requisito de manifestar no estar condenado por un delito de violencia política contra las mujeres en razón de género, no trastoca los requisitos de elegibilidad tasados por la Cosntitución.

853. Sin embargo, esta exigencia puede aceptar al menos dos interpretaciones distintas, pero sólo una de ellas —como se verá— superaría un exámen de proporcionalidad.

854. La primera interpretación posible consiste en que será un impedimento para ser registrarse o ser elegido en los cargos públicos de elección popular, el estar condenado o condenada por violencia política contra las mujeres en razón de género, sin importar que se trate de una mera condena en primera instancia o una condena definitiva. A su vez, el impedimento es atemporal, pues basta haber sido condenada o condenado en algún momento de la vida.

855. Por otro lado, la segunda interpretación radica en atribuir dicho impedimento, pero únicamente cuando se trate de una condena definitiva; a saber, que ya no esté sujeta ni puede estar sujeta algún medio de impugnación o juicio constitucional. Además, al utilizar la expresión, “estar condenada o condenado”, se refiere a una condena que sigue surtiendo sus efectos: es decir, que la persona se encuentra, en ese momento, bajo la vigencia temporal de la sanción penal aplicada de manera definitiva.

856. Al respecto, esta Corte llega a la convicción de que la única interpretación que puede estimarse acorde a la Constitución es la segunda, por dos razones.

857. Primero, porque en cualquiera de sus modalidades interpretativas, la medida legislativa cumple con una finalidad legítima: el hecho de prever un impedimento relativo a la violencia de género se relaciona, de manera directa, con las aptitudes de cualquier persona para desempeñar los referidos cargos de elección popular, tomando en cuenta la relevancia normativa que la Constitución Federal y las leyes generales han atribuido a la protección de los derechos de las mujeres, en general, y a la prohibición de la violencia política contra ellas en razón de género, en lo particular. 

858. Y segundo, la medida legislativa es idónea para el fin buscado, ya que se circunscribe a una condena penal por un tipo específico de delito: el de violencia política contra las mujeres en razón de género, que se encuentra previsto en el artículo 20 bis de la Ley General en Materia de Delitos Electorales[footnoteRef:230]. La inclusión de las normas reclamadas en la ley electoral local se hizo, entre varios aspectos, bajo la lógica de cumplimiento de las reformas en materia de violencia política de género a diversas leyes, incluidas la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y la Ley General en Materia de Delitos Electorales. [230:  “Artículo 20 Bis. Comete el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género quien por sí o interpósita persona:
I. Ejerza cualquier tipo de violencia, en términos de ley, contra una mujer, que afecte el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, o el desempeño de un cargo público;
II. Restrinja o anule el derecho al voto libre y secreto de una mujer;
III. Amenace o intimide a una mujer, directa o indirectamente, con el objeto de inducirla u obligarla a presentar su renuncia a una precandidatura o candidatura de elección popular;
IV. Amenace o intimide a una mujer, directa o indirectamente, con el objeto de inducirla u obligarla a presentar su renuncia al cargo para el que haya sido electa o designada;
V. Impida, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a cualquier cargo público; rindan protesta; ejerzan libremente su cargo, así como las funciones inherentes al mismo;
VI. Ejerza cualquier tipo de violencia, con la finalidad de obligar a una o varias mujeres a suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad, en el ejercicio de sus derechos políticos y electorales;
VII. Limite o niegue a una mujer el otorgamiento, ejercicio de recursos o prerrogativas, en términos de ley, para el desempeño de sus funciones, empleo, cargo, comisión, o con la finalidad de limitar el ejercicio de sus derechos políticos y electorales;
VIII. Publique o divulgue imágenes, mensajes o información privada de una mujer, que no tenga relación con su vida pública, utilizando estereotipos de género que limiten o menoscaben el ejercicio de sus derechos políticos y electorales;
IX. Limite o niegue que una mujer reciba la remuneración por el desempeño de sus funciones, empleo, cargo o comisión;
X. Proporcione información incompleta o datos falsos a las autoridades administrativas o jurisdiccionales en materia electoral, con la finalidad de impedir el ejercicio de los derechos políticos y electorales de las mujeres;
XI. Impida, por cualquier medio, que una mujer asista a las sesiones ordinarias o extraordinarias, así como a cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo;
XII. Impida a una mujer su derecho a voz y voto, en el ejercicio del cargo;
XIII. Discrimine a una mujer embarazada, con la finalidad de evitar el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, impedir o restringir su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad, o de cualquier otra contemplada en la normatividad, y
XIV. Realice o distribuya propaganda político electoral que degrade o denigre a una mujer, basándose en estereotipos de género, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales.
Las conductas señaladas en las fracciones de la I a la VI, serán sancionadas con pena de cuatro a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa.
Las conductas señaladas en las fracciones de la VII a la IX, serán sancionadas con pena de dos a cuatro años de prisión y de 100 a 200 días multa.
Las conductas señaladas en las fracciones de la X a la XIV, serán sancionadas con pena de uno a dos años de prisión y de 50 a 100 días multa.
Cuando las conductas señaladas en las fracciones anteriores fueren realizadas por servidora o servidor público, persona funcionaria electoral, funcionaria partidista, aspirante a candidata independiente, precandidata o candidata, o con su aquiescencia, la pena se aumentará en un tercio.
Cuando las conductas señaladas en las fracciones anteriores, fueren cometidas contra una mujer perteneciente a un pueblo o comunidad indígena, la pena se incrementará en una mitad.
Para la determinación de la responsabilidad y la imposición de las penas señaladas en este artículo, se seguirán las reglas de autoría y participación en términos de la legislación penal aplicable”.] 


859. En tercer lugar, se considera que la medida legislativa, a la luz de la primera interpretación (gramatical), no cumple con el requisito de necesidad, pues el hecho de incluir en el posible impedimento para ocupar los aludidos cargos públicos a cualquier persona que se encuentra inmersa en un procedimiento penal por ese delito, sin importar que se encuentren pendientes de resolución medios de defensa, se trata de una medida sobre-inclusiva que transgrede el principio de presunción de inocencia. 

860. Es criterio de esta Corte que la presunción de inocencia de la que goza toda persona sujeta a proceso penal no puede tener una incidencia indirecta o un efecto reflejo en otros procedimientos o ámbitos donde se establezcan consecuencias desfavorables a una persona por el simple hecho de estar sujeto a proceso penal. 

861. Lo anterior, porque la presunción de inocencia como regla de tratamiento del imputado también establece la forma en la que debe tratarse fuera del proceso a una persona que está sometida a proceso penal; y más específicamente, en estos casos la finalidad de esta vertiente de la presunción de inocencia consiste en impedir que fuera del proceso penal se aplique cualquier tipo de medida desfavorable asociada al simple hecho de que una persona esté sujeta a proceso, evitando así que a través de esas medidas se haga una equiparación entre imputado y culpable en ámbitos extraprocesales. 

862. Así, la presunción de inocencia, en su vertiente de regla de tratamiento del imputado, ordena que las personas que están sujetas a proceso penal no sean tratadas de la misma manera que las personas que han sido declaradas culpables. 

863. Consecuentemente, la presunción de inocencia como regla de tratamiento del imputado, en su dimensión extraprocesal, protege a las personas sujetas a proceso penal de cualquier acto estatal o particular ocurrido fuera del proceso penal, que refleje la opinión de que una persona es responsable del delito del que se le acusa, cuando aún no se ha dictado una sentencia definitiva en la que se establezca su culpabilidad más allá de toda duda razonable. 

864. Siguiendo este hilo conductor, por más que exista una condena a una persona por violencia política contra las mujeres en razón de género, si ésta no es definitiva, la Corte no puede aceptar como una medida posible y razonable el afectar su derecho a ser votado al tener éste también un rango constitucional. De aceptarse, la incidencia en el derecho a ser votado sería altamente gravosa, pues se generaría de manera anticipada una consecuencia negativa impidiendo ejercer un derecho humano sin la certeza absoluta y definitiva de su culpabilidad.

865. Ahora, a diferencia de lo anterior, se considera que la segunda modalidad interpretativa de las normas reclamadas no adolece de la deficiencia normativa recién identificada. El valorar que el referido impedimento únicamente se actualizará cuando se trate de una condena definitiva (mientras se cumpla la sanción aplicada) provoca que la medida no sea gravosa para cumplir la finalidad pretendida y que, también, se acredite con una proporcionalidad en sentido estricto.

866. Los beneficios de la medida legislativa, así entendida, superan los costos de la incidencia en el derecho a ser votado. Solamente se afectará el derecho cuando la culpabilidad de la persona sea de carácter definitivo, pues no se hizo uso o se agotaron los medios de defensa. Aspecto que genera que, dicha persona, no sea apta para desempeñar los cargos públicos de elección popular en el Estado de San Luis Potosí, al haber llevado a cabo una actuación que afecta de manera directa un elemento de suma relevancia para nuestro ordenamiento constitucional: la protección de los derechos de las mujeres y, por ende, la salvaguarda del principio de igualdad sustantiva.

867. Además, con esta interpretación, la restricción al derecho a ser votado no se vuelve atemporal. Se estará en esa causal de impedimento únicamente cuando la respectiva persona esté cumpliendo con la sanción aplicada por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género. No así de manera indefinida, lo cual sería desproporcional al fin buscado.

868. [bookmark: _Hlk51606761]Por todo lo anterior, este Tribunal estima que el artículo 295, fracción V, inciso j), de la Ley Electoral local, es constitucional siempre y cuando se interprete de conformidad con la Constitución en el sentido de que el requisito de registro consistente en presentar una manifestación bajo protesta de decir verdad respecto a “[n]o estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género”, se refiere a una condena definitiva (al no estar sujeta a ningún medio de impugnación o juicio de revisión constitucional) y solamente durante el tiempo en que se compurga la pena aplicada. 

869. e) Exigencia consistente en que el partido político que postule candidaturas deberá anexar, por cada una de ellas, la copia certificada del acta de la asamblea del partido en la que hayan sido elegidas las candidaturas.

870. [bookmark: _Hlk51606794]Finalmente, el Partido del Trabajo sostiene que el artículo 295, fracción XI, de la Ley Electoral de San Luis Potosí es desproporcionado al contemplar que los partidos políticos que soliciten el registro de candidaturas deberán anexar, por cada una de las personas postuladas, la copia certificada del acta de la asamblea del partido en la que hayan sido.

871. En primer lugar, es necesario señalar que el partido demandante parte de una premisa errónea al considerar que por cada persona que postule en candidaturas, deberá anexar una copia certificada del acta de asamblea en la que el partido político haya elegido a las personas a postular. Lo anterior, porque de acuerdo con una lectura textual del propio artículo 295, fracción XI, es evidente que se trata de una copia certificada por cada solicitud de registro, lo cual, como se analizó en páginas anteriores —al revisar la constitucionalidad del artículo 294, párrafo primero— las solicitudes de registro de candidaturas pueden realizarse en forma conjunta atendiendo a las particularidades del cargo que se elegirá. 

872. De esta manera, en cada elección —gubernatura, diputaciones y ayuntamientos— los partidos políticos y candidatos independientes pueden postular candidaturas y, conforme a la legislación local, en cada una de estas elecciones se realizará una solicitud de registro en la que se encuentren integradas todas las personas que forman parte de una fórmula de diputaciones por mayoría relativa o en planillas para los ayuntamientos y, evidentemente, listas de candidaturas por representación proporcional a diputaciones plurinominales en una única circunscripción estatal.

873. Lo anterior se evidencia del contenido de los artículos 285, 286 y 287 de la Ley Electoral de San Luis Potosí —citados en páginas anteriores—, en los que se dispone que en la elección de diputaciones por mayoría relativa se registrarán fórmulas de propietario y suplente para cada distrito uninominal y para las diputaciones plurinominales o de representación proporcional se registrará una lista para la circunscripción única estatal.  Asimismo, para elegir ayuntamientos se necesitará presentar una solicitud de registro integrada por una planilla con los nombres que se proponen a la presidencia, primera regiduría y una o dos sindicaturas —en fórmulas de propietario y suplente—, y una lista numerada para las regidurías de representación proporcional.

874. Por tanto, el partido actor parte de una premisa errónea al sostener que la norma impugnada le impone una carga excesiva al tener que realizar una solicitud por cada persona que postulará en candidaturas y anexar a cada una de las solicitudes individuales, “la copia certificada del acta de asamblea del partido en la que hayan sido elegidos sus candidatas o candidatos”.

875. De este modo, a juicio de esta Suprema Corte, exigir que cada solicitud de registro se realice anexando copia certificada de un documento o acta en el que conste la selección de las candidaturas, no es excesivo ni irrazonable, pues las entidades federativas cuentan con libre configuración legislativa para prever los procedimientos o trámites necesarios para registrar candidaturas y, en este caso, no se advierte que esta exigencia sea desproporcionada pues únicamente se trata de una medida tendente a proteger la certeza y legalidad de las etapas preparatorias del proceso electivo.

876. En consecuencia, es infundada esta parte del concepto de invalidez hecho valer en contra del artículo 295, fracción XI, impugnado.

877. Ahora bien, el partido promovente hace valer argumentos en contra de la otra porción de la norma cuestionada, en concreto, se queja de la exigencia de anexar copia certificada del “acta de la asamblea del partido en la que hayan sido elegidas las personas a postular”, pues a su juicio, esta fórmula impone a los partidos políticos un determinado mecanismo de selección de candidaturas, lo cual resulta contrario a los principios de autodeterminación y auto organización de los partidos políticos.

878. [bookmark: _Hlk51606893]Al respecto, este Tribunal Pleno considera que el partido demandante lleva razón al sostener la vulneración en la vida interna de los institutos políticos, pero en este caso no debe declararse la invalidez de la norma, siempre y cuando se interpreten de conformidad con la Constitución y la Ley General de Partidos Políticos en el sentido de que la exigencia de anexar la copia certificada del acta de asamblea en la que se hayan elegido sus candidaturas, es únicamente uno de los múltiples ejemplos de documentos que deben anexar para demostrar en forma certera y formal, que el órgano facultado para ese efecto y a través de los cauces democráticos, determinó elegir a ciertas personas para ser postuladas en candidaturas a cargos públicos de elección popular en esa entidad federativa.

879. En efecto, como se señaló al inicio de este apartado, en el artículo 41, Base I, de la Constitución General, así como el artículo 3, numeral 1, de la Ley General de Partidos Políticos, se establece que los partidos son entidades de interés público que tienen como finalidad promover la participación del pueblo en la vida democrática y, que a éstas se les reconoce y garantiza autogobierno y autodeterminación, de modo tal que —en principio— el Estado no debe intervenir en sus asuntos internos; y, cuando sea el caso, se debe hacer teniendo como tamiz los principios de conservación de la libertad de decisión política y el derecho de auto organización de los partidos.

880. Asimismo, de acuerdo con el artículo 34, numerales 1 y 2, de la Ley General de Partidos Políticos, los asuntos internos de los partidos son, entre otros, los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y candidaturas.

881. Si bien los partidos deben sujetarse y satisfacer los mandatos constitucionales y legales, el legislador local debe ser respetuoso de la vida interna de los partidos políticos, sobre todo porque en la Constitución Federal y en las leyes generales se les ha reconocido un amplio espectro de libertad para configurar y diseñar sus propias instituciones y procedimientos de toma de decisiones, así como de selección de candidaturas, siempre y cuando se adopten fórmulas coherentes con los principios que defiende la Constitución Mexicana, como lo es el principio democrático.

882. En este caso, en principio, exigir que la selección de candidaturas se realice en una asamblea implicaría una intromisión indebida en la vida interna de los partidos políticos.  

883. Sin embargo, esta norma debe leerse de conformidad con la Constitución y en forma conjunta con el resto de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí que, en específico, en su artículo 337[footnoteRef:231] dispone que los partidos políticos, al menos con treinta días de anticipación, deben determinar conforme a sus normas estatutarias, el procedimiento para seleccionar sus candidaturas a cargos de elección popular.  Asimismo, deberán comunicar esa decisión al Consejo General del Instituto Electoral local y, para ese efecto, señalarla fecha de comienzo del proceso interno, el método de selección que será utilizado, la fecha en la que se expedirá la convocatoria correspondiente, los plazos que comprenderá cada fase del proceso interno, los órganos responsables de su conducción y vigilancia y, la fecha de celebración de la asamblea electoral o, en su caso, de realización de la jornada comicial interna. [231:  “Artículo 337. Los procesos internos para la selección de candidatas y candidatos a cargos de elección popular, son el conjunto de actividades que realizan los partidos políticos y las precandidatas y precandidatos a dichos cargos, de conformidad con lo establecido en esta Ley, y demás disposiciones de carácter general que aprueben los órganos de dirección de cada partido político.
Al menos treinta días antes del inicio formal de los procesos a que se refiere el párrafo inmediato anterior, cada partido determinará, conforme a sus estatutos, el procedimiento aplicable para la selección de sus candidatas y candidatos a cargos de elección popular, según la elección de que se trate. La determinación deberá ser comunicada al Consejo dentro de las setenta y dos horas siguientes a su aprobación, señalando la fecha de inicio del proceso interno; el método o métodos que serán utilizados; la fecha para la expedición de la convocatoria correspondiente; los plazos que comprenderá cada fase del proceso interno; los órganos de dirección responsables de su conducción y vigilancia; la fecha de celebración de la asamblea electoral o, en su caso, de realización de la jornada comicial interna, conforme a lo siguiente:
(…)”.] 


884. De esta manera, como se puede apreciar, el legislador local reconoce en este precepto, que los partidos políticos deben postular candidaturas a participar en las elecciones, a través del método de selección que consideren pertinente e, incluso, destaca que podrá realizarse en una asamblea o a través de una elección directa.

885. Por tanto, se reconoce la validez del artículo 295, fracción XI, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, al tenor de una interpretación conforme con la Constitución a fin de preservar sus facultades de autodeterminación y autogobierno, de manera que esta norma debe interpretarse en el sentido de que: la exigencia de anexar la copia certificada del acta de asamblea en la que se hayan elegido sus candidaturas, es únicamente uno de los múltiples ejemplos de documentos que deben anexar para demostrar en forma certera y formal, que el órgano facultado para ese efecto y a través de los cauces democráticos, determinó elegir a ciertas personas para ser postuladas en candidaturas a cargos públicos de elección popular en esa entidad federativa. 

886. En este sentido y bajo la interpretación anterior, debe entenderse que los partidos deben aportar copia certificada del documento en el que conste —de acuerdo con sus estatutos y con el procedimiento de selección que se comunicó previamente al Consejo General— que a través de un mecanismo constitucionalmente válido se determinó postular a ciertas personas como candidatas y candidatos a cargos públicos de elección popular.

***

887. [bookmark: _Hlk51324432]En síntesis, este Tribunal Pleno estima que los conceptos de invalidez hechos valer son parcialmente fundados, por lo que se reconoce la validez del artículo 294, párrafo primero, con excepción de la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d”. 

888. [bookmark: _Hlk51606970]Asimismo, se reconoce la validez del artículo 295, fracción V, inciso c), en la porción normativa “No (…) estar sujeto a proceso por delito doloso”, al tenor de una interpretación conforme; del inciso j), con interpretación conforme; y de la fracción XI, también bajo una interpretación conforme con la Constitución.

889. [bookmark: _Hlk51324451][bookmark: _Hlk51607095]Finalmente, se declara la invalidez del artículo 294, párrafo primero, exclusivamente en la porción “la presidenta o el presidente estatal d”; así como del artículo 295, fracción IV en su totalidad, y de la fracción V, inciso c), exclusivamente en la porción “contar con antecedentes penales ni”.

890. [bookmark: _Hlk51607615]Tema 14. Duración de las precampañas electorales y retiro de propaganda electoral. 

891. El Partido del Trabajo impugna los artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II y 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, al considerar que son inconstitucionales porque: a) la legislación dispone periodos laxos dentro de los cuales se pueden desarrollar las precampañas, incluso de duración mayor respecto de las campañas respectivas; y b) las normas extienden la fecha límite de retiro de la propaganda de precampañas al periodo de intercampañas; todo lo cual vulnera los principios de equidad en la contienda, certeza, legalidad y objetividad electorales, en la medida en que no impiden que los partidos políticos y candidatos independientes sigan difundiendo propaganda de precampaña más allá del plazo máximo permitido por la Constitución.

892. De esta manera, el partido actor sostiene que el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II, de la Ley Electoral local es inconstitucional pues las normas no dan certeza de la fecha concreta en que dará inicio la precampaña de cada partido y, consecuentemente, tampoco su duración.  Asimismo, arguye que la forma en que está redactado ese precepto es distinta a la dispuesta para las precampañas federales en el artículo 226, numeral 2, incisos a), b) y c), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  Desde la perspectiva del partido demandante, todas las precampañas deberían iniciar y concluir al mismo tiempo para mantener una homologación con las precampañas federales en procesos ordinarios coincidentes.

893. Por otra parte, respecto del artículo 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral local, el Partido del Trabajo sostiene que es inconstitucional porque el plazo de retiro de propaganda de las precampañas —fijado en la norma impugnada— se extiende indebidamente al grado de permitir que siga fijada la propaganda de las precampañas hasta después de terminado el periodo de precampañas, invadiendo el periodo de intercampañas.  En este sentido, acusa que esa extensión temporal de la permisión de mantener la propaganda visible pone en riesgo la equidad en la contienda.

894. Las normas impugnadas son del tenor siguiente:

“Artículo 337. Los procesos internos para la selección de candidatas y candidatos a cargos de elección popular, son el conjunto de actividades que realizan los partidos políticos y las precandidatas y precandidatos a dichos cargos, de conformidad con lo establecido en esta Ley, y demás disposiciones de carácter general que aprueben los órganos de dirección de cada partido político.
Al menos treinta días antes del inicio formal de los procesos a que se refiere el párrafo inmediato anterior, cada partido determinará, conforme a sus estatutos, el procedimiento aplicable para la selección de sus candidatas y candidatos a cargos de elección popular, según la elección de que se trate. La determinación deberá ser comunicada al Consejo dentro de las setenta y dos horas siguientes a su aprobación, señalando la fecha de inicio del proceso interno; el método o métodos que serán utilizados; la fecha para la expedición de la convocatoria correspondiente; los plazos que comprenderá cada fase del proceso interno; los órganos de dirección responsables de su conducción y vigilancia; la fecha de celebración de la asamblea electoral o, en su caso, de realización de la jornada comicial interna, conforme a lo siguiente:
I. Tratándose de las precampañas para la elección de Gubernatura, estas se desarrollarán dentro del periodo comprendido del quince de noviembre del año previo al de la elección, al quince de febrero del año de la elección, y no podrán durar más de sesenta días a partir del día que el partido político, a través de su representante, notifique al Consejo el comienzo de su proceso;
II. Tratándose de las precampañas para la elección de diputaciones, y ayuntamiento, éstas se desarrollarán dentro del periodo comprendido del quince de diciembre del año previo al de la elección, al quince de febrero del año de la elección, y no podrán durar más de cuarenta días a partir del día que el partido político, a través de su representante, notifique al Consejo el comienzo de sus procesos, y
III. Las precampañas, darán inicio al día siguiente de que se apruebe el registro interno de las precandidatas y los precandidatos. Las precampañas de todos los partidos deberán celebrarse dentro de los mismos plazos. Cuando un partido tenga prevista la celebración de una jornada de consulta directa, ésta se realizará el mismo día para todas las candidaturas.
Una vez registrados las ciudadanas y ciudadanos que participarán en el proceso interno del partido político de que se trate, éste deberá de notificar al Consejo el nombre y el cargo para el que participan cada uno de ellos, en un plazo máximo de setenta y dos horas posterior al fallo emitido.
Las precandidatas y precandidatos a candidaturas a cargos de elección popular que participen en los procesos de selección interna convocados por cada partido, no podrán realizar actividades de proselitismo o difusión de propaganda por ningún medio, antes de la fecha de inicio de las precampañas; la violación a esta disposición se sancionará con la negativa de registro como precandidata o precandidato.
Para la difusión de los procesos de selección interna de candidatas o candidatos a cargos de elección popular en el Estado, los partidos políticos harán uso del tiempo en radio y televisión que les corresponda conforme a lo dispuesto por la Constitución Federal, la LGIPE, la reglamentación federal que se expida al efecto por el Instituto, y lo dispuesto por la presente Ley. Las precandidatas y precandidatos debidamente registrados podrán acceder a radio y televisión, exclusivamente a través del tiempo que corresponda en dichos medios al partido político por el que pretenden ser postulados.
Queda prohibido a las precandidatas y precandidatos a candidaturas a cargos de elección popular, en todo tiempo, la contratación o adquisición de propaganda o cualquier otra forma de promoción personal en radio y televisión. La violación a esta norma se sancionará con la negativa de registro como precandidata o precandidato o, en su caso, con la cancelación de dicho registro. De comprobarse la violación a esta norma en fecha posterior a la de postulación de la candidata o candidato por el partido de que se trate, el Consejo negará el registro legal de la persona infractora”.

“Artículo 340. A las precampañas y a los precandidatos que en ellas participen les serán aplicables, en lo conducente, las normas previstas en esta Ley, respecto de los actos de campaña y propaganda electoral.
El Consejo vigilará los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular y las precampañas, de conformidad con lo establecido en esta Ley.
Los partidos políticos, precandidatas y precandidatos están obligados a retirar su propaganda electoral de precampaña para su reciclaje, por lo menos tres días antes del inicio del plazo para el registro de candidaturas de la elección de que se trate. De no retirarse, el Consejo tomará las medidas necesarias para su retiro con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que al respecto establezca esta Ley.
Durante los procesos de precampaña, en la colocación de propaganda electoral, los partidos, candidatas y candidatos observarán las reglas planteadas en las fracciones, I a VI del artículo 354, de esta Ley”.

[La porción subrayada es la que está impugnada].

895. [bookmark: _Hlk51609081]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es infundado, por lo que se reconoce la validez de los artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II y 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, por las siguientes razones que serán estudiadas en dos apartados distintos.

896. a) Duración de las precampañas electorales (artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II). 

897. [bookmark: _Hlk51609115]Esta Suprema Corte ha sostenido al resolver la acción de inconstitucionalidad 88/2015 y sus acumuladas 93/2015 y 95/2015[footnoteRef:232], así como la diversa acción de inconstitucionalidad 77/2015 y sus acumuladas 77/2015 y 78/2015[footnoteRef:233], que de conformidad con el artículo 116 constitucional, las legislaturas de los Estados tienen libertad para establecer los plazos que estimen convenientes para llevar a cabo las precampañas y campañas electorales dentro de los márgenes temporales previstos en la Norma Fundamental, sin poder excederlos o disminuirlos. [232:  Acción de inconstitucionalidad 88/2015 y sus acumuladas 93/2015 y 95/2015, resuelta por el Pleno el 24 de noviembre de 2015, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Aguilar Morales.]  [233:  Acción de inconstitucionalidad 77/2015 y sus acumuladas 77/2015 y 78/2015, resuelta por el Pleno el 26 de octubre de 2015, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos (ponente), Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales.] 


898. En efecto, en el artículo 116, base IV, incisos a) y j) de la Constitución General[footnoteRef:234] se prevé que las constituciones y las leyes de las entidades federativas deberán garantizar —con apego a la Constitución Federal y a las leyes generales— que las elecciones de las gubernaturas, legislaturas locales y ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo.  Asimismo, que se fijen las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los partidos políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan.  [234:  “Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
(…)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
a) Las elecciones de los gobernadores, de los miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de junio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por esta última disposición;
(…)
j) Se fijen las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los partidos políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan. En todo caso, la duración de las campañas será de sesenta a noventa días para la elección de gobernador y de treinta a sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos; las precampañas no podrán durar más de las dos terceras partes de las respectivas campañas electorales;
(…)”.] 


899. Igualmente, en esa norma constitucional se establece, como mandato directo y sin posibilidad de que las entidades federativas regulen algo distinto, en todo caso: a) la duración de las campañas será de sesenta a noventa días para la elección de gobernador; b) será de treinta a sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos; y c) las precampañas no podrán durar más de las dos terceras partes de las respectivas campañas electorales.

900. Asimismo, en el artículo 226 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales se establecen las reglas, plazos y fechas ciertas en las que deberán llevarse a cabo la etapa de precampañas para las elecciones federales, por lo que es patente que la intención del Órgano Reformador de la Constitución fue dejar al legislador estatal la libertad para elegir el sistema que mejor considere para su entidad. De este modo, no es necesario que las constituciones y leyes de los estados se apaguen exactamente al modelo diseñado por el legislador federal.

901. Sin embargo, esta libertad de configuración legislativa no es irrestricta y, por el contrario, debe atender en todo caso a las bases mínimas que se contienen en el artículo 116 constitucional (duración de las campañas y precampañas para elegir gubernaturas, congresos locales y ayuntamientos) y a los principios rectores de la materia electoral, entre los cuales destaca el presupuesto básico de todo proceso comicial: que se elija mediante el voto libre de la ciudadanía, lo cual implica, necesariamente un contexto de equidad en la contienda.

902. De este modo, desde un punto de vista formal se cumple con lo ordenado en el artículo 116, base IV, incisos a) y j) de la Constitución General, en el que se ordena que la legislación local contemple que la duración de las campañas será de sesenta a noventa días para la elección de gobernador, de treinta a sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos; mientras que las precampañas deban durar no más de dos terceras partes de las respectivas campañas electorales.

903. En este sentido, la legislación local impugnada cumple con este mandato expreso de la Constitución General.  

904. En principio, es necesario recordar que en el artículo 355 de la Ley Electoral local[footnoteRef:235] —que si bien no está impugnado, sienta las bases para hacer el contraste y determinar si las precampañas son armónicas con la Constitución General— se establece que las campañas locales para la gubernatura tendrán una duración de noventa días, mientras que las campañas electorales para diputaciones y ayuntamientos tendrán una duración de sesenta días. [235:  “Artículo 355. Las campañas electorales para la Gubernatura del Estado tendrán una duración de noventa días. Las campañas electorales para diputaciones y ayuntamientos tendrán una duración de sesenta días.
Las campañas electorales de los partidos políticos se iniciarán a partir del día siguiente al de la sesión de registro de candidaturas para la elección respectiva, debiendo concluir tres días antes de celebrarse la jornada electoral.
(…)”.] 


905. Ahora bien, en el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II, de la Ley Electoral de San Luis Potosí se destaca lo siguiente:

906. - Al menos treinta días antes del inicio formal de los procesos internos de selección de candidaturas a cargos de elección popular, cada partido político determinará de conformidad con sus estatutos, el procedimiento de selección de candidaturas y lo comunicará al Consejo General del organismo público local dentro de las setenta y dos horas siguientes a su aprobación.  

907. - En esa comunicación deberá señalar la fecha de inicio del proceso interno, el método que se utilizará, la fecha de expedición de la convocatoria y las etapas y plazos del proceso interno, así como los órganos que serán responsables de su conducción y vigilancia. Del mismo modo, deberá señalar la fecha de celebración de la asamblea electoral o jornada comicial, según lo hubiera decidido.

908. - Además, para realizar lo anterior, el partido político debe tomar en consideración que las precampañas para la elección de la gubernatura deberán desarrollarse dentro de un periodo comprendido del quince de noviembre del año previo a la elección y hasta el quince de febrero del año de la elección, y que esas precampañas no podrán durar más de sesenta días a partir del día que el partido político notifique al Consejo General el comienzo de su proceso.

909. – Igualmente, deberá considerar que las precampañas para la elección de diputaciones y ayuntamientos deberán llevarse a cabo dentro del periodo comprendido del quince de diciembre del año previo al de la elección al quince de febrero del año de la elección, y éstas no podrán durar más de cuarenta días a partir del día que el partido político, a través de su representante, notifique al Consejo el comienzo de sus procesos.

910. Como puede advertirse, desde un punto de vista formal, las normas locales impugnadas cumplen con el mandato del artículo 116, base IV, inciso j), de la Constitución General, en tanto que, conforme a lo previsto en el artículo 355 de la Ley Electoral local, las campañas correspondientes a la gubernatura tendrán una duración de noventa días y las campañas para diputaciones y ayuntamientos durarán sesenta días, lo cual refleja exactamente el plazo contemplado en el artículo 116 constitucional.

911. En consecuencia, partiendo de los plazos para las campañas antes señalados, la duración máxima para las precampañas señalada en el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II de la Ley Electoral local, es acorde con el parámetro fijado directamente en la Constitución General, pues en todos los casos —para la gubernatura, así como para diputaciones y ayuntamientos— el periodo fijado en las normas impugnadas tiene una duración máxima de dos terceras partes del periodo de campañas.

912. En efecto, el plazo de precampañas para la elección de la gubernatura tiene un tope máximo de sesenta días, lo que significa que es un límite de dos terceras partes del plazo de campañas para esa elección (de noventa días).

913. Mientras que el plazo de precampañas para la elección de diputaciones y ayuntamientos tiene un tope máximo de cuarenta días, lo que implica que se trata de un límite de dos terceras partes del plazo para las campañas de esa elección (de sesenta días).

914. [bookmark: _Hlk51609270]De este modo, desde una revisión formal y abstracta, las normas impugnadas se ciñen a los plazos y bases fijadas directamente en la Constitución General.

915. Aunado a lo anterior, como se señaló en párrafos previos, si bien el legislador local tiene libertad de configuración para establecer el modelo de precampañas que, siendo acorde con el mandato constitucional expreso, considere más adecuado, ello no implica una facultad ilimitada, por lo que debe analizarse el planteamiento hecho valer por el Partido del Trabajo a la luz del principio de equidad en la contienda.

916. Al respecto, es menester señalar que de conformidad con lo previsto en el artículo 41, párrafo tercero, base IV, de la Constitución General se establece que la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas en las que podrán participar partidos políticos y candidaturas independientes, y que la ley establecerá los requisitos y forma de realizar los procesos de selección y postulación de candidaturas a los cargos públicos representativos, así como las reglas para las precampañas y campañas electorales.

917. Asimismo, en el artículo 116, fracción IV, incisos a) y m), de la Constitución General[footnoteRef:236] se prevé que las constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar, entre otras cuestiones, que las elecciones de las gubernaturas, legislaturas locales y ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, y que se fijen las causales de nulidad de dichas elecciones, así como los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas. [236:  “Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
(…)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
a) Las elecciones de los gobernadores, de los miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de junio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por esta última disposición;
(…)
m) Se fijen las causales de nulidad de las elecciones de gobernador, diputados locales y ayuntamientos, así como los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas, tomando en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos electorales, y
(…)”.] 


918. De esta manera, la realización de las elecciones libres, auténticas y periódicas, constituye el medio por el cual el pueblo, mediante el ejercicio de su derecho a votar, elige a los representantes que habrán de conformar los poderes públicos de gobierno, y que las candidatas y candidatos electos son las personas mediante las cuales el pueblo ejerce su soberanía.

919. El derecho de sufragio activo es uno de los pilares fundamentales sobre el cual se sostiene una democracia, pues es a través del voto como se otorga voz a la ciudadanía y se hace latente el sentido de la soberanía popular. 

920. En este sentido, la protección de la voluntad popular implica garantizar que los procesos de elección de cargos públicos representativos sean respetuosos de los principios del voto público y del principio de igualdad, materializado en este caso, en su vertiente de equidad en la contienda.

921. En esta tesitura, en los sistemas electorales en los que los cargos públicos representativos se eligen mediante un sistema de competencia, es necesario que la contienda se lleve a cabo en condiciones de equidad; es decir, que desde el momento del inicio del proceso electoral y hasta su conclusión, los participantes sean tratados en igualdad de circunstancias.

922. En este orden de ideas, el principio de igualdad o equidad en la contienda, si bien tiene como objeto mediato, la tutela del derecho de los contendientes de tener la misma oportunidad de obtener el voto ciudadano, la finalidad última está dirigida a que la decisión que tomen los electores, se encuentre libre de influencias indebidas, como podría ser la sobre o sub exposición del electorado a determinada propaganda electoral producida por un inequidad en la duración de las precampañas y campañas electorales.

923. Es decir, el objetivo del principio de equidad en la contienda es que los electores se encuentren sujetos de manera indiscriminada y desproporcionada a una exposición ante el electorado, que pueda alterar o influir el sentido de su voto.  

924. De este modo, la equidad en la contienda implica una “igualdad de armas” en la que todos los participantes en un proceso electoral estén situados en una línea de salida equiparable y sean tratados, a lo largo de la contienda electoral, en forma equitativa. 

925. Partiendo de estas premisas, este Tribunal Pleno no advierte que la regulación de las precampañas contemplada en la legislación local impugnada atente, desde un plano abstracto, contra la equidad en la contienda.

926. En principio, porque desde el plano abstracto las normas no generan un desequilibrio o una sobreexposición que ocasione inequidad entre los contendientes en el proceso electoral, pues las reglas son las mismas para todos los participantes y son de su conocimiento previo.

927. Además, porque en el artículo 337, párrafo segundo, fracciones I y II, de la Ley Electoral local se exige a los partidos políticos que, con al menos treinta días de anticipación, informen al organismo público local encargado de organizar las elecciones, cuál será el proceso de selección de candidaturas y, en su caso, cuáles serán los periodos de precampaña en los que se permitirá a los aspirantes a ocupar una candidatura, realizar actos propagandísticos para solicitar el voto de su militancia o de las personas que, conforme a los estatutos de cada partido político, tengan derecho a decidir en el proceso interno de selección de candidaturas a cargos públicos representativos.

928. En este sentido, todos los participantes de un proceso interno de selección de candidaturas participarían, en condiciones equitativas al interior de un instituto político.  

929. De igual forma el modelo del legislador local es acorde con el principio de certeza en materia electoral, conforme a lo previsto en el artículo 337, fracción III, de la Ley Electoral local, las precampañas de todos los partidos deberán celebrarse dentro de los mismos plazos, lo cual, para efectos de la legislación local, debe entenderse como un mandato de respetar los plazos previstos para el desarrollo de las precampañas (un máximo de sesenta días para la elección de la gubernatura y un máximo de cuarenta para la elección de diputaciones y ayuntamientos) y que ese plazo máximo se lleve a cabo en el periodo previsto por la propia legislación (entre el quince de noviembre del año previo a la elección y hasta el quince de febrero del año de la elección para gubernatura; y del quince de diciembre del año previo al de la elección al quince de febrero del año de la elección de ayuntamientos y diputaciones).

930. b) Retiro de propaganda electoral (artículo 340, párrafo tercero).

931. Como se adelantó, el partido político actor arguye que el artículo 340, párrafo tercero, es inconstitucional pues contiene una deficiente regulación en torno a la obligación de retirar la propaganda de las precampañas, lo que a su juicio vulnera el principio de equidad en la contienda. Para el promovente, la norma impugnada permite que la propaganda utilizada en las precampañas siga fijada y exhibida hasta rebasar esa etapa del proceso y continúe hasta invadir el periodo de intercampañas en el que ya no debería existir propaganda alguna (ni de precampañas porque ya terminaron, ni de las campañas electorales que aún no comienzan).

932. Al respecto, es infundado el planteamiento hecho valer, como a continuación se explica.

933. El artículo 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral local que ahora se revisa, contiene una serie de reglas vinculadas con la propaganda electoral del periodo de precampañas.

934. En concreto, en el párrafo tercero se establece que los partidos políticos y las personas postuladas como precandidatas tienen la obligación de retirar su propaganda electoral —evidentemente perteneciente a la precampaña— para que sea reciclada, por lo menos tres días antes del inicio del plazo para el registro de candidaturas de la elección de que se trate.

935. Asimismo, se dispone que si los partidos políticos o las personas postuladas como candidatas no retiren su propaganda electoral, el Consejo General del Instituto Electoral local tomará las medidas necesarias para retirar dicha propaganda, con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que corresponda.

936. [bookmark: _Hlk51609576]Como se puede apreciar, el artículo 340, párrafo tercero, impugnado contiene una regla para el retiro de la propaganda electoral que emplean los partidos políticos y los aspirantes a ser postulados como candidatos a un cargo público representativo.  En este sentido, es evidente que la materia de regulación se encuentra incrustada en el ámbito de la propaganda electoral que, como ha sido reiterado por esta Suprema Corte en diversos precedentes, forma parte del ámbito de actuación legislativa de las entidades federativas.

937. En esta tesitura, este Tribunal Pleno ha sostenido en las acciones de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014[footnoteRef:237], así como 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016[footnoteRef:238], que en el artículo segundo transitorio del decreto de reforma constitucional en materia político-electoral de diez de febrero de dos mil catorce, el Órgano Reformador de la Constitución ordenó al Congreso de la Unión los contenidos mínimos de las leyes generales y estableció en algunos casos la obligación de uniformar el sistema a nivel nacional, como en el tema coaliciones, mientras que en otros sólo precisó la obligación de desarrollar las reglas aplicables, como en materia de financiación.  [237:  Acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014, resuelta por el Pleno el 29 de septiembre de 2014, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco Gonzalez Salas, Zaldívar Lelo de Larrea (ponente), Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza.]  [238:  Acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, resuelta por el Pleno el 27 de octubre de 2016, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González (ponente) Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales.] 


938. En materia de propaganda electoral en dicho precepto se estableció lo siguiente:

“SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar el 30 de abril de 2014. Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente:
(…)
II. La ley general que regule los procedimientos electorales:
(…)
g) La regulación de la propaganda electoral, debiendo establecer que los artículos promocionales utilitarios sólo podrán ser elaborados con material textil;
(…)”.

939. En cuanto a la regulación de la propaganda, el artículo transitorio dio libertad al Congreso de la Unión para regular la materia sin una instrucción de generar un sistema nacional uniforme, constriñéndolo únicamente a emitir la regulación respectiva en la que se prevea qué material deberá ser usado para los artículos promocionales utilitarios.

940. Así, dado que la materia electoral es concurrente, para identificar la existencia de una competencia local en materia de propaganda electoral debe acudirse, en primer lugar, a las bases establecidas en la Constitución y, en segundo lugar, a las leyes generales, en el caso concreto, a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, a fin de determinar el ámbito competencial de cada uno de los niveles de gobierno.

941. En el artículo 41 constitucional, fracción III, se reguló con detalle las prerrogativas de acceso a radio y televisión tanto para los partidos políticos nacionales como los de registro local; se estableció la prohibición absoluta de contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos; se previó que en la propaganda política o electoral que difundan los partidos y candidatos deberá abstenerse de expresiones que calumnien a las personas; y, se establecieron límites a la difusión de propaganda gubernamental en consonancia con lo dispuesto en el artículo 134 de la Constitución Federal.

942. Por su parte, en el artículo 116 constitucional —el cual establece de manera directa las obligaciones de las entidades federativas al regular sobre la materia electoral— no contiene disposición alguna referida a la propaganda electoral que condicione previamente el contenido de la ley general.

943. Con base en lo anterior, en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales se dispusieron, por una parte, reglas de aplicación general tanto para la Federación, como para las entidades federativas y, por otra, reglas aplicables sólo a la Federación. 

944. En el Libro Quinto, Título Primero, se establecieron las reglas generales para los Procesos Electorales Federales y Locales, las cuales desarrollan los contenidos que aplicarán de manera uniforme para ambos tipos de elecciones. En particular, en el Capítulo II, que comprende los artículos 209 a 212, se regula la propaganda electoral.

945. Entre otras cuestiones, en el artículo 209, numeral 2, de la Ley General se establece que toda la propaganda electoral impresa deberá ser reciclable, fabricada con materiales biodegradables que no contengan sustancias tóxicas o nocivas para la salud o el medio ambiente y, además, que los partidos políticos y candidatos independientes deberán presentar un plan de reciclaje de la propaganda que utilizarán durante su campaña.
 
946. Asimismo, en el artículo 210 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales se dispone que la distribución o colocación de la propaganda electoral deberá respetar los tiempos legales que se establezcan para cada caso, en el entendido de que deberá ser retirada o detener su distribución tres días antes de la jornada electoral. Y en el caso de la propaganda colocada en la vía pública, deberá retirarse durante los siete días posteriores a la conclusión de la jornada electoral.

947. Por su parte, en el artículo 211 se define el término “propaganda de precampaña” como el conjunto de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que durante el periodo de precampaña difunden los precandidatos con el propósito de dar a conocer sus propuestas y obtener la candidatura a un cargo de elección popular. La propaganda de precampaña deberá señalar, expresamente, la calidad de precandidato de quien es promovido.

948. Finalmente, en el artículo 212 de la referida Ley General se prevé que “[l]os partidos políticos, precandidatos y simpatizantes están obligados a retirar su propaganda electoral de precampaña para su reciclaje, por lo menos tres días antes al inicio del plazo para el registro de candidatos de la elección de que se trate. De no retirarse, el Instituto o los Organismos Públicos Locales tomarán las medidas necesarias para su retiro con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que al respecto establezca esta Ley”.

949. De este modo, al tenor de lo antes expuesto, en los precedentes citados este Alto Tribunal ha sostenido que no existe un mandato de uniformidad en las disposiciones referidas, por lo que aún no se ha agotado la regulación en materia de propaganda electoral, sino que constituye una regulación mínima a partir de la cual las entidades federativas pueden desarrollar su propia normativa.

950. [bookmark: _Hlk51609459]Con base en lo anterior, este Tribunal Pleno estima que el artículo 340, párrafo tercero, es constitucional pues no sólo es congruente con lo establecido en la Constitución Federal y en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, sino que incluso la fórmula empleada por el legislador potosino es idéntica a la contemplada en el artículo 212, numeral 1, de la Ley General referida, como a continuación se evidencia.

	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
	Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí (impugnada)

	“Artículo 212.

1. Los partidos políticos, precandidatos y simpatizantes están obligados a retirar su propaganda electoral de precampaña para su reciclaje, por lo menos tres días antes al inicio del plazo para el registro de candidatos de la elección de que se trate. De no retirarse, el Instituto o los Organismos Públicos Locales tomarán las medidas necesarias para su retiro con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que al respecto establezca esta Ley”.
	“Artículo 340. (…)
(…)
Los partidos políticos, precandidatas y precandidatos están obligados a retirar su propaganda electoral de precampaña para su reciclaje, por lo menos tres días antes del inicio del plazo para el registro de candidaturas de la elección de que se trate. De no retirarse, el Consejo tomará las medidas necesarias para su retiro con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que al respecto establezca esta Ley.
(…)”.



951. Ahora bien, contrario a lo sostenido por el partido político actor, esta Suprema Corte considera que la fórmula anterior no genera inequidad en la contienda desde un plano abstracto. 

952. De este modo, como se precisó en páginas anteriores, de conformidad con lo previsto en el artículo 41, párrafo tercero, base IV, y 116, fracción IV, incisos a) y m), de la Constitución General la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, por lo que las constituciones y leyes de los estados deben garantizar que las elecciones de las gubernaturas, legislaturas locales y ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo.

953. Así, como se sostuvo en párrafos previos, la exigencia de contar con elecciones libres y auténticas implica que los procesos electivos se realicen a través de la verdadera voluntad popular, es decir, con estricto apego a los principios del voto público y del principio de igualdad, que se traducen en un mandato de equidad en la contienda. Es decir, que desde el momento del inicio del proceso electoral y hasta su conclusión, los participantes sean tratados en igualdad de circunstancias.

954. A fin de que todos los contendientes tengan la misma oportunidad de obtener el voto ciudadano, pero sobre todo, que la decisión que tomen los electores, se encuentre libre de influencias indebidas, como podría ser la sobre o sub exposición del electorado a determinada propaganda electoral.

955. Es decir, el objetivo del principio de equidad en la contienda es que los electores se encuentren sujetos de manera indiscriminada y desproporcionada a propagada electoral irregular que pueda alterar el sentido de su voto.  De este modo, la equidad en la contienda implica que todos los participantes en un proceso electoral estén situados en una línea de salida equiparable y sean tratados, a lo largo de la contienda electoral, en forma equitativa. 

956. Con base en lo antes expuesto y, en la misma forma que este Tribunal Pleno se pronunció al resolver la acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020[footnoteRef:239], se estima que no existe un problema de equidad en la contienda, pues desde un plano abstracto, todas las personas precandidatas están obligadas a cumplir la misma disposición. [239:  Acción de inconstitucionalidad 140/2020 y su acumulada 145/2020, resuelta el _________ [se ajustará en el engrose]] 


957. No se soslaya, que desde un plano fáctico sería posible —hipotéticamente— que en esta entidad federativa se mantenga propaganda electoral de los precandidatos o precandidatas en forma posterior a la conclusión de la precampaña y hasta tres días antes del respectivo registro. Sin embargo, este es un escenario que la propia Ley General contempla como posible, pues dice explícitamente que la propaganda electoral de precampañas deberá retirarse, al menos, tres días antes del registro de las candidaturas; de manera que se trata de un problema que escapa al control abstracto de la norma y corresponderá, en su caso, a los operadores jurídicos proteger la equidad en la contienda mediante la aprobación de los calendarios correspondientes.

958. Además, este escenario no atenta contra la Constitución Federal o contra los principios y reglas electorales implementados en la Ley General, pues lo dispuesto en el citado artículo 212 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales —replicado en la norma local ahora impugnada— parte de una lógica en la que el legislador ponderó la dificultad que implica el retiro de toda la propaganda electoral de todos los partidos y los plazos limitados que pueden existir, según lo regulen las entidades federativas, entre la finalización de precampañas y el registro de candidaturas. Sin que esto tenga necesariamente, desde el plano normativo, una consecuencia dañina en el proceso o de ventaja a algún precandidato o precandidata. De ahí que es infundado el concepto de invalidez analizado.

959. [bookmark: _Hlk51324577]En virtud de lo anterior, esta Suprema Corte reconoce la validez de los artículos 337, párrafo segundo, fracciones I y II y 340, párrafo tercero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

960. Tema 15. Constitucionalidad de las reglas para la presentación de escritos de protesta e incidentes: entrega por triplicado de los escritos y el original al organismo electoral correspondiente. 

961. El accionante señala que el artículo 391, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí transgrede los principios de certeza, legalidad, objetividad electorales y razonabilidad de las normas jurídicas, así como los principios de autodeterminación y auto organización de los partidos políticos, ya que, de manera excesiva e innecesaria, obliga al representante del partido político o de la candidatura independiente a entregar por triplicado el escrito de protesta e incidentes y su original al organismo electoral que corresponda.

962. Al respecto, expresa que es excesivo lo referente al escrito de protesta, pues no es un requisito de procedibilidad del juicio de nulidad y sólo constituye un medio para establecer la existencia de presuntas irregularidades durante el día de la jornada electoral, por lo que su exigencia da como consecuencia no establecer esa presunción a pesar de que se realice la denuncia sobre su posible existencia.

963. Asimismo, señala que el legislador local convierte en deber esta opción contemplada en el artículo 51 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por lo que soslaya las bases regulativas del escrito de protesta que el Congreso de la Unión reguló y que de manera alguna contempla los requisitos previstos en la norma impugnada.

964. De igual modo, considera que el derecho a optar ante qué autoridad u órgano electoral se presenta, qué representante lo exhibe y el momento en que se ofrece el escrito de protesta, corresponde sólo a los partidos políticos. En este sentido, explica que el ejercicio del derecho de defensa del sufragio y de la preparación o acceso a la justicia electoral forman parte del sistema de medios de impugnación en materia electoral, de modo que es innecesaria y desproporcionada la restricción consistente en la presentación del escrito original del escrito de protesta ante los órganos distintos a las mesas directivas de casilla, por el representante del partido o candidatura independiente, pues con ello se restringe que el representante ante el Consejo, Comisión Distrital o Comité Municipal Electoral pueda presentar su propio escrito hasta antes de las sesiones de cómputo respectivas.

965. La norma impugnada es del tenor siguiente:

[bookmark: _Hlk49511361]“Artículo 391. El secretario de la casilla debe recibir los escritos de incidencias o protesta que le sean presentados, así como las pruebas documentales que, en su caso, se exhiban. Estos escritos se presentarán por triplicado, debiendo constar en ellos el nombre y firma de la secretaria o secretario de la casilla, así como la hora en que los haya recibido. El referido funcionario conservará una de las copias para formar parte del expediente que se integrará en el paquete electoral. Por su parte, el representante de partido político, o de la candidata o candidato independiente, deberá hacer entrega del original del escrito de protesta al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado. (…)”.

966. [bookmark: _Hlk51324732]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez de las porciones normativas “Estos escritos se presentarán por triplicado”, “constar en ellos el nombre y firma de la secretaria o secretario de la casilla, así como la hora en que los haya recibido. El referido funcionario conservará una de las copias para” y “Por su parte, el representante de partido político, o de la candidata o candidato independiente, deberá hacer entrega del original del escrito de protesta al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado.” del párrafo primero del artículo 391 de la Ley Electoral local, por las razones siguientes.

967. De conformidad con la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, los partidos políticos, alianzas partidarias, las coaliciones y los candidatos independientes, con derecho a participar en el proceso electoral, podrán solicitar la acreditación de representantes ante la mesa directiva de casilla[footnoteRef:240]. [240:  “Artículo 310. Los partidos políticos, alianzas partidarias, las coaliciones, y las candidatas o candidatos independientes, con derecho a participar en el proceso electoral, podrán solicitar se les acredite una o un representante propietario, y una o un suplente ante la mesa directiva de casilla; así como un representante general por cada cinco casillas en zonas rurales, y uno por cada diez casillas en zonas urbanas. (…)”] 


968. Dichos representantes tendrán a su cargo la función de vigilar el desarrollo de las diversas fases de la jornada electoral, pudiendo presentar, en todo tiempo, escritos sobre los incidentes que se susciten durante el desarrollo de la jornada electoral, sobre cualquier cuestión que, en su concepto, constituye una infracción a lo dispuesto en el ordenamiento local electoral[footnoteRef:241]; asimismo, pueden presentar, al término del escrutinio y cómputo[footnoteRef:242], escritos de protesta relacionados con incidentes ocurridos durante la votación. [241:  “Artículo 379. Las y los representantes de los partidos políticos y de candidaturas independientes podrán presentar al secretario de la mesa directiva escritos sobre cualquier incidente que en su concepto constituya una infracción a lo dispuesto por esta Ley.
La secretaria o secretario recibirá tales escritos y los incorporará al expediente electoral de la casilla sin que pueda mediar discusión sobre su admisión.”]  [242:  “Artículo 317. Las y los representantes acreditados ante las mesas directivas de las casillas, tendrán a su cargo la función de vigilar el desarrollo de las diversas fases de la jornada electoral, y ejercerán su cargo exclusivamente ante la mesa directiva de casilla instalada para la que fueron acreditados, debiendo presentar para identificarse, la acreditación debidamente sellada y firmada por la o el presidente, y secretaria o secretario del organismo electoral respectivo, así como su credencial para votar con fotografía.
Tendrán los siguientes derechos y obligaciones: (…)
V. Presentar escritos relacionados con incidentes ocurridos durante la votación;
VI. Presentar al término del escrutinio y cómputo, escritos de protesta relacionados con incidentes ocurridos durante la votación; (…).”] 


969. Como puede advertirse, la presentación de escritos de protesta y de incidentes constituye una herramienta legal reconocida a favor de los partidos políticos, alianzas partidarias, coaliciones y candidatos independientes, a efecto de hacer valer cualquier tipo de irregularidades en relación con la jornada electoral.

970. En ese sentido, se trata de documentos que contienen hechos o actos que pudieran resultar contrarios a las normas electorales y que, en su oportunidad, deben ser valorados por la autoridad administrativa o electoral, a fin de determinar la legalidad del procedimiento electoral y, con ello, preservar la certeza electoral y la autenticidad de los procesos comiciales. 

971. El hecho de que se trate de promociones formuladas durante el desarrollo de la jornada electoral o al término del escrutinio y cómputo, incide en las características de dichos documentos, pues se trata de escritos que, generalmente, no tienen mayor formalidad, precisamente, en atención a que son elaborados en la eventualidad y contingencia que supone una elección, en la que pueden ser numerosos y muy variados los incidentes suscitados en torno a una misma casilla; por ello, el establecimiento de requisitos o formalidades para su trámite o procedencia debe ser proporcional al fin u objeto perseguido; pues, de otra manera, su regulación podría representar requisitos irracionales, impeditivos u obstaculizadores para conseguir lo pretendido.

972. En el caso, el artículo 391, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí establece que los escritos de protesta y de incidencias deberán presentarse por triplicado; que, en ellos, el secretario de la mesa directiva debe hacer constar su nombre, su firma y la hora de recibido; que el referido funcionario conservará una copia para formar parte del expediente que se integrará al paquete electoral y que los representantes acreditados deberán hacer entrega del original al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado.

973. Al respecto, de la revisión del procedimiento legislativo no se desprende cuál fue la finalidad del legislador al establecer tales requisitos, pues el dispositivo cuestionado es una reproducción del diverso 393 de la abrogada Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí de treinta de junio de dos mil catorce, que, a su vez, encuentra origen en el artículo 171 de los ordenamientos locales electorales de treinta de junio de dos mil once y diez de mayo de dos mil ocho.

974. Por otro lado, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación tampoco advierte algún fin legítimo que lo pueda justificar frente a la exigencia constitucional de preservar la certeza electoral y la autenticidad de los procesos comiciales.

975. En efecto, la certeza electoral y la autenticidad de los procesos electorales, entre otras cuestiones, implican que la realización y calificación de las elecciones se revistan de una total convicción y legitimación, a efecto de que los votos emitidos, por un lado, produzcan un resultado convincente por veraz y, por otro, reflejen la voluntad real del electorado.

976. Luego, condicionar el derecho de los actores políticos para dejar constancia sobre hechos o actos que, en su concepto, representan irregularidades en la observancia de la normativa electoral, no puede hacerse a grado tal que haga nugatoria la búsqueda de la confianza y la veracidad de la jornada electoral.  

977. En la especie, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el hecho de que la norma prevea que los escritos de incidencia o protesta deban ser presentados por triplicado, puede representar una condicionante para su recepción por parte de los funcionarios de la mesa directiva de casilla o un obstáculo innecesario, que soslaya diversas posibilidades geográficas o indisponibilidad de servicios, por las que no sea posible la reproducción del escrito.

978. Asimismo, el exigir que al momento de la recepción de los escritos, se haga constar el nombre y la firma del secretario de la mesa directiva de casilla, así como la hora de recibido, genera requisitos o cargas adicionales que pueden ser empleadas por la autoridad administrativa o electoral para negar valor probatorio a la luz del precepto cuestionado, por ejemplo, con motivo de que alguna de las partes impugne la discrepancias de la firma asentada; se alegue la ilegibilidad, enmendadura o tachadura de los datos de recepción, o bien, diferencias entre la hora de recibido apuntada en el escrito y la registrada en el acta de escrutinio y cómputo, entre otras múltiples variantes.

979. [bookmark: _GoBack]De igual forma, requerir que el original se remita al consejo o comité correspondiente (municipal o distrital), puede representar una forma de inhibir el derecho de los partidos y de los candidatos independientes para acceder a la justicia y a la certeza electoral. Aunado a que soslaya la realidad de la región en la que pueden existir casillas rurales en zonas geográficas de difícil acceso, por lo que se traduce en una carga desproporcionada hacer que deban trasladarse a presentar el escrito hasta la sede en la que esté el comité o consejo respectivo.

980. De ahí que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el precepto prevé exigencias desproporcionadas e innecesarias, que no guardan una razonabilidad frente al requerimiento constitucional de certeza electoral y de autenticidad en los comicios.

981. En consecuencia, procede declarar la invalidez de las porciones normativas “Estos escritos se presentarán por triplicado”, “constar en ellos el nombre y firma de la secretaria o secretario de la casilla, así como la hora en que los haya recibido. El referido funcionario conservará una de las copias para” y “Por su parte, el representante de partido político, o de la candidata o candidato independiente, deberá hacer entrega del original del escrito de protesta al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado.”, a efecto de que el artículo 391, párrafo primero, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, se lea así:

“Artículo 391. El secretario de la casilla debe recibir los escritos de incidencias o protesta que le sean presentados, así como las pruebas documentales que, en su caso, se exhiban, debiendo formar parte del expediente que se integrará en el paquete electoral.
El escrito de protesta, salvo el caso de excepción previsto en el artículo 316 fracción VII, de esta Ley, sólo podrá ser presentado por los representantes acreditados debidamente ante la mesa directiva de casilla, el día de la jornada electoral, al término del escrutinio y cómputo”. 


982. Tema 16. Sanción a las personas que, siendo electas en un cargo de elección popular, no se presenten, injustificadamente, a desempeñarlo. 

983. El Instituto Político actor refiere que el artículo 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis es inconstitucional, toda vez que la sanción de suspensión de derechos políticos de ciudadanas o ciudadanos y de todo empleo público por el tiempo que dure su comisión excede el plazo de un año que contempla el artículo 38, fracción I, de la Constitución General.

984. En este sentido, expresa que los cargos de elección popular tienen una duración mayor a un año, por lo que, si los candidatos electos no se presentan a desempeñarlo, quedarán privados de sus derechos de ciudadanía, así como de cualquier empleo público durante el tiempo que dure su comisión.

985. Deriva de esto, acusa que la norma prevé que los infractores no podrán ser registrados como candidatos en las dos elecciones subsecuentes, lo cual se traduce en una suspensión de derechos de, al menos, seis años en los que no podrán ser candidatos o candidatas a cargos de elección popular.

986. Por tanto, concluye que la norma en cuestión extiende la duración de la sanción suspensoria por más tiempo del que expresamente dispone la Constitución General, por lo que debe decretarse su invalidez.

987. La norma impugnada es del tenor siguiente:

“Artículo 483. Conforme a lo establecido por la Constitución del Estado, las personas que habiendo sido electas para ocupar un cargo de elección popular no se presenten sin causa justificada a desempeñarlo, quedarán privadas de sus derechos de ciudadanas o ciudadanos, y de todo empleo público por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registradas como candidatas en las dos elecciones subsecuentes.”

988. [bookmark: _Hlk51324765]Al respecto, este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado, por lo que se declara la invalidez del artículo 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, en la porción normativa que establece: “por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registradas como candidatas en las dos elecciones subsecuentes”.

989. En relación con la suspensión de los derechos o prerrogativas de los ciudadanos, el artículo 38, fracción I[footnoteRef:243], de la Constitución General establece que es motivo de suspensión la falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligaciones que impone el artículo 36 constitucional.  Dicha suspensión durará un año y se impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley. [243:  “Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden:
I. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligaciones que impone el artículo 36. Esta suspensión durará un año y se impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley; (…).”] 


990. Por su parte, el artículo 36, fracción IV[footnoteRef:244], del citado texto fundamental prevé como obligaciones de los ciudadanos de la República, entre otras, desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas.  [244:  “Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la República: (…)
IV. Desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas, que en ningún caso serán gratuitos; y (…).”] 


991. Como puede advertirse, el incumplimiento de la obligación ciudadana de desempeñar un cargo de elección popular, prevista en la fracción IV del artículo 36 constitucional, se sanciona con la suspensión de los derechos políticos en términos de la fracción I del artículo 38 constitucional; esto, sujeto a una condición temporal de un año en la suspensión del derecho, independientemente de otras penas que por el mismo hecho se determinen.

992. De ahí que pueda afirmarse que las entidades federativas, de conformidad con el último párrafo del artículo 38 constitucional, podrán regular los supuestos ahí previstos; sin embargo, en ningún caso podrán ampliar la limitación de los derechos políticos de los ciudadanos.

993. Al respecto, este Tribunal Pleno ha establecido que los derechos del ciudadano con motivo del incumplimiento de las obligaciones que impone el artículo 36 constitucional, parte de la premisa de que la ciudadanía se constituye en un estatus jurídico que implica facultades, pero también impone obligaciones que serán la base para determinar la procedencia de la suspensión de las prerrogativas relacionadas con esta condición[footnoteRef:245]. [245:  Acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017, resuelta por el Pleno el 28 de septiembre de 2017, por unanimidad de 8 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas con reservas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández (Ponente), Laynez Potisek y Presidente en funciones Cossío Díaz, respecto de declarar la invalidez de la porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar” del artículo 9, numeral 2, fracción V, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, que establecía que estarán impedidos para votar en los procesos electorales y procedimientos ciudadanos locales organizados en el Estado de Chiapas las personas que se hayan negado a desempeñar una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación o gubernatura; esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar.] 


994. En este contexto, se ha interpretado que el fundamento de tales derechos proporciona, a su vez, la justificación para que su ejercicio pueda ser restringido por actos cometidos por el titular que revelen su desapego a la ley, pues, en esa medida, los derechos de ciudadanía dependen del comportamiento y, si ello no ocurre en la forma debida, deberá decretarse su restricción.

995. En el caso en estudio, el legislador de San Luis Potosí prevé la suspensión de los derechos ciudadanos ante el incumplimiento del deber de desempeñar injustificadamente un cargo de elección popular para el que fue electo, por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registrados como candidatos en las dos elecciones subsecuentes.

996. Este Tribunal Pleno advierte que la previsión impugnada es contraria al texto constitucional, pues excede el límite de un año que ahí se prevé expresamente para la suspensión de los derechos ante el incumplimiento de una obligación ciudadana.

997. En efecto, de conformidad con la Constitución del Estado, los cargos de diputados del Congreso[footnoteRef:246] y miembros del Ayuntamiento[footnoteRef:247] tendrán una duración de tres años, mientras que el cargo de Gobernador[footnoteRef:248] será de seis años. Por su parte, el imponer como sanción a los ciudadanos no poder ser registrados como candidatos en las dos elecciones subsecuentes también trasciende a la condición temporal de un año prevista en el Ordenamiento Supremo para la suspensión de los derechos ciudadanos[footnoteRef:249]. [246:  “Artículo 40. El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una asamblea de Diputados, que se denomina Congreso del Estado, la cual se elegirá cada tres años.”]  [247:  “Artículo 114. El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes: (…) 
XI. Los Ayuntamientos serán electos cada tres años. (…).”]  [248:  “Artículo 74. El Gobernador del Estado no podrá durar en su encargo más de seis años e iniciará su ejercicio el veintiséis de septiembre del año de su elección.”]  [249:  Acción de inconstitucionalidad 42/2014 y sus acumuladas 55/2014, 61/2014 y 71/2014, resuelva el 25 de septiembre de 2014, los Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo y Aguilar Morales (ponente) votaron a favor de la declaratoria de invalidez, mientras que los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Pérez Dayán y la Ministra presidenta en funciones Sánchez Cordero de García Villegas lo hicieron en contra, por lo que se desestima la declaratoria de invalidez del artículo 231, inciso d), fracciones IV y V, del Código Electoral del Estado de Michoacán, que establece la prohibición para participar en elecciones subsecuentes como sanción al haberse detectado una irregularidad.
Acción de inconstitucionalidad 40/2014 y sus acumuladas 64/2014 y 80/2014, resuelta por el Pleno el 1 de octubre de 2014, los Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Pardo Rebolledo votaron a favor de la declaratoria de invalidez, mientras que los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos (ponente), Aguilar Morales, Sánchez Cordero, Pérez Dayán, y presidente Silva Meza votaron en contra, por lo que se desestima la declaratoria de invalidez del artículo 467, fracciones IV y V, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, que establece la sanción consistente en que, cuando se omita informar y comprobar los gatos tendentes a recabar el apoyo ciudadano, no podrá ser registrado en las dos elecciones subsecuentes. 
] 


998. En consecuencia, debe declararse la invalidez de la porción normativa que establece: “por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registradas como candidatas en las dos elecciones subsecuentes”, prevista en el artículo 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis; en el entendido de que el plazo para la suspensión de los derechos es el previsto en la fracción I del artículo 38 constitucional.

999. OCTAVO. Extensión de invalidez. En el tema 11, del considerando anterior se declaró la invalidez de los artículos 385, párrafo segundo y 386, fracción III, en las porciones que aludían a las “alianzas partidarias”, de manera que, al expulsar esas porciones, los enunciados jurídicos que subsisten regulan únicamente la forma en la que se realizará la distribución de la votación obtenida por las coaliciones.

1000. En este sentido, ante la sospecha de inconstitucionalidad del resto de la norma —por tratarse de enunciados jurídicos que contienen las reglas del cómputo de la votación recibida por coaliciones—, se reservó para este apartado el análisis de su invalidez por extensión de efectos.

1001. Ahora bien, con fundamento en lo previsto en el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de la materia, se declara la invalidez por extensión de efectos de los artículos 385, párrafo segundo y 386, fracción III, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, pues si bien dichas normas fueron analizadas en el tema 11 por regular indebidamente la forma de realizar el escrutinio y cómputo de las “alianzas partidarias”, las normas también regulaban la materia de coaliciones.

1002. En este sentido, cuando se declaró la invalidez de las porciones que aludían a las “alianzas partidarias” en el tema 11, el resto de enunciados jurídicos que subsistió en los artículos 385, párrafo segundo y 386, fracción III, terminó regulando exclusivamente el escrutinio y cómputo de las coaliciones, lo que es abiertamente inconstitucional por vulnerar la esfera competencial del Congreso de la Unión, según se determinó en el tema 10 de esta sentencia.

1003. NOVENO. Efectos. Conforme a lo dispuesto en los artículos 41, fracción IV, y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución General[footnoteRef:250], las sentencias dictadas en acciones de inconstitucionalidad deberán establecer sus alcances y efectos fijando con precisión, las normas o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. [250:  “Artículo 41. Las sentencias deberán contener:
(…)
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;
(…)”.
“Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley”.
“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia”.] 


1004. En este sentido, atendiendo a las amplias facultades con que cuenta este Alto Tribunal para fijar los efectos de la inconstitucionalidad de normas, es necesario precisar que de acuerdo con lo resuelto en el Tema 1, “Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí y falta de regulación para adoptar sistemas normativos internos. Falta de consulta previa”, analizado en el considerando anterior, se decretó la invalidez total del Decreto Número 703, por el que se expidió la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el treinta de junio de dos mil veinte, debido a que para la emisión del referido decreto no se consultó a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas previamente.

1005. De esta manera, atendiendo a que el proceso electoral ordinario en el Estado de San Luis Potosí comenzará el treinta de septiembre de dos mil veinte, y tomando en cuenta la relevancia que tiene la celebración de los comicios, la declaración de invalidez surtirá efectos a partir del día siguiente a aquél en el que concluya el proceso electoral ordinario 2020-2021 en el Estado de San Luis Potosí, cuya jornada electoral habrá de celebrarse el domingo seis de junio de dos mil veintiuno, en términos del artículo 14[footnoteRef:251] de la Ley Electoral de la entidad.  [251:  “Artículo 14. Las elecciones ordinarias se verificarán el primer domingo de junio de cada seis años para la gubernatura; y el mismo día de cada tres años para diputaciones y ayuntamientos del año correspondiente, según se trate.”] 


1006. Proceso que, conforme a los artículos 274, párrafo primero[footnoteRef:252], y 276, párrafo primero[footnoteRef:253], del citado ordenamiento, comienza mediante una sesión pública de instalación convocada por el Presidente del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de San Luis Potosí, el treinta de septiembre del año anterior al de la elección, y concluye con la declaratoria de validez de las elecciones de la Gubernatura del Estado, de diputaciones por ambos principios, y de ayuntamientos y la publicación correspondiente en el Periódico Oficial de la entidad. [252:  “Artículo 274. El Consejo General dará inicio al proceso electoral, mediante una sesión pública de instalación convocada por la o el Presidente del mismo, el treinta de septiembre del año anterior al de la elección, a fin de iniciar la preparación de la elección que corresponda, en la que se procederá a: (…).”]  [253:  “Artículo 276. El proceso de las elecciones ordinarias a la Gubernatura, diputaciones, y ayuntamientos, comienza a partir de la sesión del Consejo General celebrada a más tardar el treinta de septiembre del año anterior al de la elección; y culmina con la declaración de validez formal pronunciada por el Consejo General, conforme a lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 31 de la Constitución del Estado, y el artículo 49 fracción II inciso l) de esta Ley. Sus fases serán: (…).”] 


1007. Lo anterior, en la inteligencia de que la consulta respectiva y la legislación correspondiente deberán realizarse y emitirse, a más tardar, dentro del año siguiente a la conclusión de ese proceso electoral[footnoteRef:254]. [254:  En los mismos términos se pronunció este Alto Tribunal al resolver la acción de inconstitucionalidad 136/2020, el 8 de septiembre de 2020, por mayoría de 8 votos de los Ministros Esquivel Mossa, González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea. Voto en contra de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá y de la señora Ministra Piña Hernández, quien anuncia voto particular.] 


1008. Ahora bien, en este caso se presenta una singularidad, pues al decretarse la invalidez total del decreto por el que se expidió la Ley Electoral local, con efectos invalidantes que se comenzarán a surtirse una vez que termine el proceso electoral local 2020-2021, la consecuencia inmediata es que la Ley Electoral seguirá vigente y deberá regir para dicho proceso comicial. 

1009. En consecuencia, ante esta situación atípica, fue necesario realizar el estudio de los restantes conceptos de invalidez, a fin de depurar y dar certeza en torno a las normas que regirán los comicios locales. Lo anterior, en el entendido de que los reconocimientos de validez, las interpretaciones conformes y sistemáticas, así como las declaraciones de invalidez decretadas en esta sentencia —distintas a la determinada al estudiar el tema 1 “Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí y falta de regulación para adoptar sistemas normativos internos. Falta de consulta previa”—, tendrán vigencia exclusivamente a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso local y hasta en tanto comience a regir la declaración de invalidez total del Decreto.

1010. Por tanto, las siguientes declaratorias de invalidez surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, y hasta el momento en que surta efectos la invalidez total decretada —lo que ocurrirá una vez que se concluya totalmente el proceso electoral local 2020-2021—:

· Tema 2. Integración del Organismo Público Local Electoral (OPLE) y su facultad para sancionar y remover al titular del órgano interno de control nombrado por el Congreso local. En el que se declaró la invalidez del artículo 6, fracción XXIII, en la porción normativa “las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado y” y 94 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

Debiendo observarse lo dispuesto en el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Responsabilidades Administrativas, a efecto de determinar la autoridad competente.

· Tema 3. Integración del organismo público local electoral (OPLE): inclusión de dos representantes del Poder Legislativo con voz y sin voto. En el que se declaró la invalidez del artículo 48, en sus fracciones II y IV, ésta última en la porción normativa “y el Congreso del Estado”, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

· Tema 4. Atribuciones del Consejo General del organismo público local electoral (OPLE) para realizar actos de ubicación e instalación de casillas extraordinarias, aprobar cursos y capacitación electoral, y celebrar convenios con el INE. En el que se declaró la invalidez de los artículos 49, fracciones I, incisos c) y h); 113, fracciones IV y XV; y 121, fracciones IV, XVI y XXII, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

· Tema 9. Antinomia respecto de la obligación de firmar las actas electorales. En el que se declaró la invalidez de las porciones normativas “cuando menos dos de” y “que así lo quisieran hacer” de la fracción II del artículo 130 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

Para entender que la atribución reconocida a las secretarias o secretarios de la mesa directiva de casilla es en el sentido de revisar que todas las actas estén firmadas por los funcionarios y por los representantes que actuaron en la casilla.

· Tema 15. Constitucionalidad de las reglas para la presentación de escritos de protesta e incidentes: entrega por triplicado de los escritos y el original al organismo electoral correspondiente. En el que se declaró la invalidez las porciones normativas “Estos escritos se presentarán por triplicado”, “constar en ellos el nombre y firma de la secretaria o secretario de la casilla, así como la hora en que los haya recibido. El referido funcionario conservará una de las copias para” y “Por su parte, el representante de partido político, o de la candidata o candidato independiente, deberá hacer entrega del original del escrito de protesta al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado.” del párrafo primero del artículo 391 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

En la inteligencia de que el artículo 391 deberá ser leído en los términos precisados en esta ejecutoria.

· Tema 16. Sanción a las personas que, siendo electas en un cargo de elección popular, no se presenten, injustificadamente, a desempeñarlo. En el que se declaró la invalidez del artículo 483, en la porción normativa que establece: “por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registradas como candidatas en las dos elecciones subsecuentes”, del artículo 391 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

En el entendido de que el plazo para la suspensión de los derechos es el previsto en la fracción I del artículo 38 constitucional.

1011. Por lo expuesto y fundado, se:

RESUELVE:

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

[bookmark: _Hlk51324826]SEGUNDO. Se sobresee en la presente acción de inconstitucionalidad, respecto de la impugnación de los artículos 55, fracciones IV y V, 56, 285, 312, párrafo primero, fracción IV, 316, fracción I, 317, párrafo primero, 387, 400, 410, párrafo primero, 411, fracciones I y II, 434, fracción VI, y 444, párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, ante la falta de elaboración de conceptos de invalidez en su contra y porque este Tribunal Pleno no advierte la necesidad de suplirlos.

TERCERO. Se declara la invalidez total del Decreto Número 703, que expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de la entidad el treinta de junio de dos mil veinte, en términos del considerando noveno de esta resolución.

CUARTO. La declaratoria de invalidez decretada en el resolutivo tercero de esta sentencia surtirá efectos a partir del día siguiente a aquél en que concluya el proceso electoral ordinario en el Estado de San Luis Potosí 2020-2021, cuya jornada electoral habrá de celebrarse el domingo seis de junio de dos mil veintiuno, en la inteligencia de que la consulta respectiva y la legislación correspondiente deberán realizarse y emitirse, a más tardar, dentro del año siguiente a la conclusión de ese proceso electoral, como se precisa en el considerando noveno de esta resolución.

QUINTO. En virtud de que la declaratoria de invalidez total del Decreto Número 703 surtirá efectos a partir del día siguiente en que concluya el proceso electoral ordinario en el Estado de San Luis Potosí 2020-2021, la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí seguirá rigiendo para este proceso electoral, al tenor de las interpretaciones y declaratorias de invalidez precisadas en el considerando noveno de esta resolución y en los puntos resolutivos siguientes.

SEXTO. Se reconoce la validez de los artículos 47, párrafo segundo; 48, fracción III; 49, fracciones II, inciso s) y IV, inciso a), punto 4; 52, párrafos primero y tercero; 63, fracción VII; 78; 100, fracciones I, III y IX; 112; 120, párrafos primero y tercero; 139, fracción VI, en la porción normativa “coalición”; 181; 182; 183; 184; 185; 186; 187; 239, fracción I, párrafo segundo; 284, párrafo sexto; 287, párrafo quinto; 294, párrafo primero, con excepción de la porción normativa “la presidenta o el presidente estatal d”; 295, fracción V, incisos c), en su porción “no estar sujeto a proceso por delito doloso”, bajo la interpretación conforme realizada; e inciso j), y fracción XI; 337, párrafo segundo, fracciones I y II; 340, párrafo tercero; y 424, párrafo tercero; todos de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de la entidad el treinta de junio de dos mil veinte, en el entendido de que este reconocimiento de validez tendrá vigencia exclusivamente hasta en tanto surta efectos la declaración de invalidez total decretada en el punto resolutivo tercero de esta sentencia.

SÉPTIMO. Se declara la invalidez de los artículos 6, fracción XXIII, en la porción normativa “las y los ciudadanos electos por el Congreso del Estado y”; artículo 48, en fracciones II y IV, ésta última en la porción normativa “y el Congreso del Estado”; 49, fracciones I, incisos c) y h); 94; 100, fracción V, en suplencia de la queja; 102, párrafo segundo, en la porción “Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate”; 108, fracción IV, en la porción “que contienda”; 113, fracciones IV y XV; 117, fracción IV, en la porción “que contienda”; 121, fracciones IV, XVI y XXII; 130, fracción II, en las porciones normativas “cuando menos dos de” y “que así lo quisieran hacer”; artículo 139, fracción VI, en su porción normativa “estatal”;  274, fracción I, segundo párrafo, en la porción “Tal representación quedará sin efecto en caso de no postular candidatas o candidatos a la elección de que se trate”; 294, párrafo primero, exclusivamente en la porción “la presidenta o el presidente estatal d”; 295, fracción IV, en su totalidad y fracción V, inciso c), exclusivamente en su porción “no contar con antecedentes penales”; 385, párrafo segundo, en la porción “la alianza partidaria, o”, 386 fracciones II, inciso b), en la porción “alianza partidaria, o”, y III, en la porción “alianza partidaria, o”; 391, párrafo primero, en las porciones normativas “Estos escritos se presentarán por triplicado”, “constar en ellos el nombre y firma de la secretaria o secretario de la casilla, así como la hora en que los haya recibido. El referido funcionario conservará una de las copias para” y “Por su parte, el representante de partido político, o de la candidata o candidato independiente, deberá hacer entrega del original del escrito de protesta al organismo electoral que corresponda, en los términos de la Ley de Justicia Electoral para el Estado.”; 420, párrafo tercero, en la totalidad de la fracción II y fracción VIII, esta última en suplencia de la queja; y 483 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, en la porción normativa que establece: “por el tiempo que dure su comisión y, además, no podrán ser registradas como candidatas en las dos elecciones subsecuentes”; todos de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de la entidad el treinta de junio de dos mil veinte.

OCTAVO. Se declara la invalidez, por extensión de efectos, de los artículos 385, párrafo segundo y 386, fracción III, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí.

NOVENO. Las declaratorias de invalidez contenidas en los resolutivos séptimo y octavo surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, en el entendido de que tendrán vigencia exclusivamente hasta en tanto surta efectos la declaración de invalidez total decretada en el punto resolutivo tercero de esta sentencia.

DÉCIMO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente.




*****
PROPUESTA ALTERNA
TEMA 1
NOTA: En caso de que no se apruebe el estudio propuesto en relación con el tema 1 “Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí y falta de regulación para adoptar sistemas normativos internos. Falta de consulta previa”, o que no se alcance la mayoría calificada para declarar la invalidez total del Decreto impugnado, a continuación se presenta el estudio de los artículos 240 y 288, primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí a la luz de los conceptos de invalidez planteados de forma subsidiaria.

1012. Tema 1. Mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí y falta de regulación para adoptar sistemas normativos internos. Falta de consulta previa.

1013. El Partido del Trabajo actor señala que los artículos 240 y 288, primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, son inconstitucionales por dos motivos.

1014. Primero, porque regulan una serie de aspectos relacionados con la vida interna de los pueblos y comunidades indígenas de la entidad, sin que se les hubiera consultado previamente. 

1015. En concreto, porque al regular la elección de candidaturas indígenas dentro del sistema de elección por partidos políticos y candidaturas independientes, debía consultarse a los pueblos originarios de San Luis Potosí, máxime porque —según el partido político promovente— en la reforma impugnada no se atiende a los sistemas de usos y costumbres en la elección de las autoridades municipales de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, ni se les permite elegir a sus representantes conforme a sus procedimientos normativos internos.

1016. Y en segundo lugar, porque estiman que los artículos 240 y 288, primer párrafo impugnados, vulneran el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí de elegir a sus gobernantes en los municipios donde existe una población mayoritariamente indígena de acuerdo a sus usos y costumbres —y no a través del sistema de partidos políticos y candidaturas independientes que les es ajeno y constituye una imposición que vulnera su derecho a la autodeterminación, reconocido en el artículo 2° constitucional—; y, además, porque en los municipios donde no existe una población mayoritariamente indígena —en los que sí debe regir el sistema de partidos—, las normas no garantizan que los pueblos y comunidades puedan contar con representantes ante los ayuntamientos, como se ordena en el artículo 2°, apartado A, fracción VII, de la Constitución General.

1017. Asimismo, señala que las normas impugnadas rompen con el principio de representación proporcional en materia electoral, pues en los municipios de población mayoritariamente indígena —en los que debería regir el sistema de usos y costumbres— la norma prevé que los partidos políticos deberán postular en sus planillas de candidaturas, al menos una fórmula integrada por personas indígenas, lo que a juicio del partido actor, genera la subrepresentación de este colectivo en la lista de candidaturas que postularán los partidos políticos, pues bastaría con incluir una sola fórmula integrada por personas indígenas y afromexicanas para satisfacer esa exigencia legal, lo cual sería insuficiente.

1018. Además, que esta subrepresentación se maximiza porque la norma controvertida permite que esa candidatura indígena pueda ser postulada, indistintamente, por el sistema de mayoría relativa o de representación proporcional, sin establecer un orden de prelación —lo que no aseguraría un lugar en el ayuntamiento—.

1019. Finalmente, sostiene que las normas vulneran los principios de supremacía constitucional, certeza, legalidad y objetividad electorales, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica, al establecer que el mecanismo para determinar si un municipio tiene una población mayoritariamente indígena o no, debe acudirse al Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. Lo anterior, porque a juicio del Partido del Trabajo, este dato debe obtenerse del Sistema Nacional de Información Estadística y Geografía (INEGI), por lo que se vulnera lo dispuesto en el artículo 26, apartado B, de la Constitución General.

1020. a) Cuestión previa: determinación sobre la necesidad de realizar una consulta a pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

1021. Al respecto, este Tribunal Pleno estima que en forma previa y de estudio prioritario, es necesario analizar si en este caso específico es exigible que el legislador local hubiera consultado —en una etapa dentro del procedimiento legislativo— a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del Estado de San Luis Potosí sobre la redacción y emisión de la Ley Electoral de esa entidad federativa.

***(En caso de aprobarse que no era exigible la consulta previa, se ajustará en el engrose correspondiente con las consideraciones de la mayoría o, de no alcanzarse la mayoría calificada se asentará lo conducente).***


1022. b) Análisis de los mecanismos de participación política de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí.

1023. A continuación, se procede con el estudio del resto de planteamientos de constitucionalidad hechos valer en contra de los artículos 240 y 288, primer párrafo, de la Ley Electoral de San Luis Potosí, que son del tenor siguiente:

“Artículo 240. En la integración de fórmulas de candidaturas a diputaciones, así como de planillas de mayoría relativa, y listas de representación proporcional para los ayuntamientos, las candidatas y los candidatos independientes deberán atender a lo dispuesto en el artículo 284, de esta Ley, relativos al principio de paridad de género en el registro de candidaturas a diputaciones, y ayuntamientos, así como lo relativo a la inclusión de miembros de comunidades indígenas por lo que hace a los ayuntamientos, en términos del artículo 288, de esta Ley”.

“Artículo 288. En los municipios donde la población sea mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes incluirán en las planillas para la renovación de ayuntamientos, a miembros que pertenezcan a las comunidades indígenas de dichos municipios, integrando, cuando menos, una fórmula de candidatas o candidatos propietarios y suplentes de dichas comunidades, ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional. Para determinar la mayoría de población indígena, se sujetará al Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y de acuerdo a los lineamientos que al efecto expida el Consejo General del organismo electoral.
(…)”.

1024. Como se puede advertir, en el artículo 240 se establece, entre otras cuestiones, que, en la integración de las fórmulas de candidaturas para ayuntamientos, se deberá atender al principio de paridad de género y a la fórmula contemplada en el artículo 288 en la que se regula la inclusión de integrantes de comunidades indígenas en los ayuntamientos.

1025. Mientras que en el artículo 288 mencionado se desarrolla una “acción afirmativa” en la que se prevé lo siguiente:

1026. - En los municipios donde hay una población mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes incluirán en sus planillas, a personas que pertenezcan a las comunidades indígenas de dichos municipios. Y para ese efecto, deberán integrar, cuando menos, una fórmula de candidatas o candidatos con personas indígenas de dichas comunidades, ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional. 

1027. - Para determinar en qué municipios existe una población mayoritariamente indígena, se deberá atender a lo dispuesto en el Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y a los lineamientos que expida el Consejo General del organismo electoral.

1028. Ahora bien, como se señaló en páginas anteriores, el Partido del Trabajo impugna la validez de estos artículos al estimar que vulneran el principio de autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del estado de San Luis Potosí.

1029. Primero, porque vulneran el derecho de los pueblos y comunidades a elegir a sus gobernantes en los municipios donde existe una población mayoritariamente indígena de acuerdo a sus usos y costumbres —y no a través del sistema de partidos políticos y candidaturas independientes que les es ajeno y constituye una imposición que vulnera su derecho a la autodeterminación, reconocido en el artículo 2° constitucional—; y, segundo, porque en los municipios donde no existe una población mayoritariamente indígena, se les impide contar con representantes ante los ayuntamientos, como se ordena en el artículo 2°, apartado A, fracción VII, de la Constitución General.

1030. Asimismo, señala que las normas impugnadas rompen con el principio de representación proporcional en materia electoral, pues en los municipios de población mayoritariamente indígena —en los que debería regir el sistema de usos y costumbres— la norma prevé que los partidos políticos deberán postular en sus planillas de candidaturas, al menos una fórmula integrada por personas indígenas, lo que a juicio del partido actor, genera la subrepresentación de este colectivo en la lista de candidaturas que postularán los partidos políticos. 

1031. Además, que esta subrepresentación se maximiza porque la norma controvertida permite que esa candidatura indígena pueda ser postulada, indistintamente, por el sistema de mayoría relativa o de representación proporcional, sin establecer un orden de prelación —lo que no aseguraría un lugar en el ayuntamiento—.

1032. Finalmente, sostiene que las normas vulneran los principios de supremacía constitucional, certeza, legalidad y objetividad electorales, así como las garantías de legalidad y seguridad jurídica, al establecer que el mecanismo para determinar si un municipio tiene una población mayoritariamente indígena o no, debe acudirse al Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. Lo anterior, porque a juicio del Partido del Trabajo, este dato debe obtenerse del Sistema Nacional de Información Estadística y Geografía (INEGI), por lo que se vulnera lo dispuesto en el artículo 26, apartado B, de la Constitución General.

1033. En síntesis, se puede apreciar que el partido político actor hace valer argumentos en contra de la “acción afirmativa” y, además, una omisión legislativa relativa, en tanto refiere que las normas impugnadas regulan deficientemente el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, pues: 1) No garantizan que en los municipios donde no hay una población mayoritariamente indígena, los pueblos y comunidades cuenten con representantes ante el Ayuntamiento; y 2) Que las normas impugnadas tienden —por omisión— a obligar que los pueblos y comunidades indígenas del Estado, aun cuando se integren por una mayoría indígena y afromexicana, deban elegir gobernantes por medio del sistema de partidos, sin poder optar por los sistemas normativos internos (usos y costumbres).

1034. Al respecto, este Tribunal Pleno emprenderá el estudio de los argumentos antes referidos, en tres apartados distintos: primero se expondrá el marco constitucional y convencional de los derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos, después, se analizará si la “acción afirmativa” es acorde con el derecho de autodeterminación de los pueblos y comunidades y, en último término, la omisión legislativa planteada.

1035. 1. Marco constitucional sobre los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

1036. El artículo 2º de la Constitución General en materia de multiculturalismo, refiere lo siguiente:

“Artículo 2o.- La Nación Mexicana es única e indivisible.
La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.
La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.
Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes.
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.
(…) VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad de género conforme a las normas aplicables.
Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas.
(…) B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.
(…) Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:
(…) C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del presente artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión social.”

1037. De este artículo, es importante destacar que en el Constituyente Mexicano ha sido cuidadoso en la protección de los derechos de las personas indígenas y afromexicanas del País.  Para fortalecer ese multiculturalismo, se ha precisado lo siguiente:

1038. Que la conciencia de su identidad indígena debe ser el criterio fundamental para determinar a quiénes se aplicarán las disposiciones sobre pueblos indígenas (autoadscripción indígena).

1039. Las constituciones y leyes de las entidades federativas se encuentran obligadas a reconocer a los pueblos y comunidades indígenas, los cuales, tienen derecho a la libre determinación, que se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. Para este efecto, las entidades federativas deberán tomar en cuenta, además de los principios generales, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.

1040. En el apartado A, del artículo 2º constitucional se prevé, además, que la Norma Fundamental reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

1041. - Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural; 

1042. - Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres; 

1043. - Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad;

1044. - Acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México.

1045. Asimismo, en el referido apartado A, del artículo 2º constitucional, se dispone que los pueblos y las comunidades indígenas tienen derecho a elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad de género conforme a las normas aplicables.

1046. Y en torno a los derechos antes mencionados —entre los que destacan los derechos a decidir sus formas internas de convivencia y organización política y social, aplicar sus sistemas normativos internos, elegir a sus autoridades y representantes conforme a sus usos y costumbres y a elegir representantes ante los ayuntamientos—, en el propio artículo 2º constitucional se ordena a las entidades federativas para que aseguren que en sus constituciones particulares y en sus leyes se reconozcan y regulen estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas.

1047. Aunado a lo anterior, es importante destacar que en los artículos 1º y 35, fracción II, de la Constitución General, se reconoce y protegen los derechos de participación política de las personas indígenas y afromexicanas. El artículo 1º de la Constitución establece una prohibición a toda forma de discriminación, destacando aquellas cuya motivación fuera el origen étnico o la condición social o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de aquéllas.

1048. Por su parte, el artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal dispone como un derecho de la ciudadanía, el poder ser votada para todos los cargos de elección popular, acreditando las calidades que establezca la ley, pudiendo solicitar el registro de su candidatura ante la autoridad electoral, cumpliendo con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación.

1049. Igualmente, en los artículos 23 y 24 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos[footnoteRef:255], 2, 25 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos[footnoteRef:256], 3, 5, 8, 18 y 20 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas[footnoteRef:257]; se reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a participar, en condiciones de igualdad, en los asuntos de relevancia pública, ya sea a través de sus sistemas normativos internos o a través de representantes elegidos a través de sus usos y costumbres, lo que es coherente, con la prohibición de discriminación y de asimilación cultural de estos pueblos originarios. [255:  “Artículo 23.  Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.(…)”.
“Artículo 24.  Igualdad ante la Ley
Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”.]  [256:  “Artículo 2
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.(…)”.
“Artículo 25
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país”.
“Artículo 26
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.]  [257:  “Artículo 3 
Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural”.
“Artículo 5 
Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado”.
“Artículo 8 
1. Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura. 
2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento de: 
a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su integridad como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica; (…)
d) Toda forma de asimilación o integración forzada; (…)”.
“Artículo 18 
Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción de decisiones”.
“Artículo 20 
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o instituciones políticos, económicos y sociales, a disfrutar de forma segura de sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas sus actividades económicas tradicionales y de otro tipo. 
2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa”.] 


1050. En efecto, los derechos de los pueblos indígenas a participar en la dirección de los asuntos públicos y de acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad, están previstos en los artículos 23, numeral 1, inciso b), de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y 25, incisos a) y c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

1051. Por su parte, los artículos 24 de la Convención, así como 2, numeral 1, del Pacto establecen, respectivamente, la obligación de los Estados parte a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, mientras que los diversos artículos 1 y 26 de los instrumentos internacionales citados prevén, además, el derecho de igualdad ante la ley.

1052. En este sentido, los pueblos indígenasy afromexicanos tienen derecho a que se respete su libre determinación, lo que incluye determinar libremente su condición política y a preservar sus propias instituciones políticas y jurídicas, manteniendo, a su vez, su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado (artículos 3, 5 y 20 de la Declaración).

1053. De las disposiciones constitucionales, convencionales e internacionales anteriores, se advierte que es un mandato constitucional —reiterado por el Estado Mexicano al asumirlo como compromiso internacional— que los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del País tienen una especiel protección, pues se trata de un grupo históricamente discriminado e ignorado, por lo que la deuda histórica que se tiene frente a ellos hace necesario un trato distinto al del resto de personas, a fin de generar una igualdad real y no sólo formal, lo cual puede generarse mediante la implementación de acciones afirmativas.

1054. Al respecto, este Tribunal Pleno se ha pronunciado en diversas ocasiones con respecto a la interculturalidad que reconoce y protege la Constitución General.

1055. En la acción de inconstitucionalidad 56/2014 y su acumulada 60/2014[footnoteRef:258], este Tribunal Pleno sostuvo que de conformidad con el artículo 2º constitucional, las entidades federativas deben emitir la regulación jurídica de las características propias de libre determinación y autonomía de sus pueblos indígenas, sujeta a la condición de que deben ser aquéllas que “mejor expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas”.  [258:  Acción de inconstitucionalidad 56/2014 y su acumulada 60/2014, resuelta por el Pleno el 2 de octubre de 2014, por mayoría de 7 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena en contra de las consideraciones, Cossío Díaz, Franco González Salas en contra de las consideraciones, Pardo Rebolledo, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, respecto a reconocer la validez del artículo 23 del Código Electoral del Estado de México, por considerar que no existió omisión legislativa en torno a la obligación de los estados de prever que los pueblos y comunidades indígenas contarán con representantes ante los ayuntamientos. Los Ministros Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en contra.] 


1056. No obstante, se reconoció que esa labor no es irrestricta, sino que debe estar sujeta, precisamente, a los derechos mínimos de autonomía que los estados deben garantizar en la regulación jurídica que realicen de la organización de sus pueblos y comunidades indígenas, entre los cuales se encuentran los siguientes —antes referidos en el artículo 2º constitucional—:

1057. - Decisión de sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.

1058. - Aplicación de sus propios sistemas normativos en la regulación de sus conflictos internos, acotado este derecho, por una parte, al respeto a los derechos humanos, garantías individuales y principios generales establecidos en la Constitución, destacándose la dignidad e integridad de las mujeres y, por la otra, a la validación de las resoluciones que con base en tales sistemas normativos se dicten, para lo cual las legislaturas locales deberán dictar las normas que establezcan los casos y procedimientos relativos por los jueces o tribunales correspondientes.

1059. - Elección de sus autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno conforme a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, con las únicas limitaciones de que ello se realice garantizando la participación de las mujeres en condiciones de equidad frente a los varones y en un marco que respete el pacto federal y la soberanía de los Estados.

1060. - Preservación y enriquecimiento de sus lenguas, conocimientos y demás elementos que constituyan su cultura e identidad.

1061. - Conservación y mejoramiento de su hábitat, así como la preservación de la integridad de sus tierras en los términos consignados en la propia Constitución.

1062. - Acceso al uso y disfrute preferente de los lugares que habitan y ocupan, salvo que correspondan a las áreas estratégicas en los términos de la propia Constitución. Tal acceso se supedita al respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en la Constitución y en las leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por indígenas integrantes de la comunidad.

1063. - Elección de representantes ante los ayuntamientos en los municipios en que exista población indígena.

1064. - Acceso a la jurisdicción estatal, en la que deberán ser tomadas en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, con el derecho de ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura.

1065. De esta manera, en el precedente también se sostuvo que la autonomía de los pueblos y comunidades indígenas se manifiesta en la libertad para decidir sus formas internas de organización política; y que se traduce en libertad para elegir a sus representantes o autoridades conforme a sus tradiciones y normas internas.

1066. Ahora, el reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas asentados en las entidades federativas parte de la base de división de su territorio, en el caso de los Estados, los municipios y cuya organización política es el ayuntamiento. 

1067. De tal manera —se siguió en la acción de inconstitucionalidad 56/2014 y su acumulada 60/2014— que puede darse el caso de que los pueblos y comunidades indígenas tengan su asiento en uno o más municipios de uno o más Estados, supuesto en el cual, el pueblo o comunidad indígena ejercitará su autonomía en todo el ámbito geográfico municipal, eligiendo a través de sus sistemas tradicionales a las personas que conformarán el órgano de gobierno municipal; mientras que en aquellos municipios donde sólo exista población indígena, la población o comunidad respectiva podrá elegir mediante esos sistemas, además de sus representantes (políticos) o autoridades al interior de ese núcleo comunitario, a las personas que fungirán como representantes (jurídicos) del propio núcleo ante los ayuntamientos; por su parte, los Estados tienen la obligación de reconocer su representación política, regulando en sus constituciones y leyes los términos en que sus representantes participarán ante los ayuntamientos. 

1068. Posteriormente, en la acción de inconstitucionalidad 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015[footnoteRef:259], este Tribunal Pleno sostuvo que la Constitución Federal exige que en las entidades federativas se incorporen reglas y principios específicos que lleven a la protección de los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas. En este sentido, —reiterando lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 56/2014 y su acumulada 60/2014—, el Pleno sostuvo que la Constitución Federal protege el régimen interno de los pueblos y comunidades indígenas, imponiendo ciertas obligaciones a las entidades federativas como el deber de respetar su derecho a la autonomía y libre determinación, en especial, a la elección de sus autoridades o representantes ante los municipios. [259:  Acción de inconstitucionalidad 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015, resuelta el 5 de octubre de 2015, por unanimidad de 10 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena (ponente), Cossío Díaz, Luna Ramos apartándose de consideraciones, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales apartándose de algunas consideraciones, respecto del análisis de diversas normas de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, en el que se hizo referencia a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas de esa entidad.] 


1069. En el precedente referido, esta Suprema Corte entendió que en el Estado de Oaxaca existe una doble dimensión en cuanto a la elección de ciertos cargos públicos. Uno se hace a partir del sistema de partidos y candidatos independientes, mientras que otro, en particular, por lo que hace a las autoridades municipales de municipios que se rigen por los usos y costumbres indígenas, se efectúa a partir de los sistemas normativos indígenas de los diferentes pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas. 

1070. Así, se reconoció que en el estado de Oaxaca existe un régimen de sistemas normativos indígenas para la elección de las autoridades comunitarias y municipales, sin que éste sea excluyente, pues las personas o asociaciones indígenas cuentan con la potestad para formar partidos políticos como cualquier otra reunión de personas.

1071. Finalmente, en la acción de inconstitucionalidad 63/2017 y sus acumuladas 65/2017, 66/2017, 67/2017, 68/2017, 70/2017, 71/2017, 72/2017, 74/2017 y 75/2017[footnoteRef:260], este Tribunal Pleno declaró la omisión legislativa relativa de la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, consistente en que el legislador no cumplió con su obligación de prever mecanismos político-electorales específicos relacionados con el acceso a cargos de elección popular de las personas que integran los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México a fin de garantizar su derecho a ser votados en condiciones de igualdad y representados ante las Alcaldías en las demarcaciones territoriales con población indígena.  [260:  Acción de inconstitucionalidad 63/2017 y sus acumuladas 65/2017, 66/2017, 67/2017, 68/2017, 70/2017, 71/2017, 72/2017, 74/2017 y 75/2017, resuelta por el Pleno el 21 de septiembre de 2017, por mayoría de 9 votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I. (ponente), Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, se declaró fundada la omisión legislativa respecto de los artículos 14, 256, párrafo penúltimo, 262, fracción V y 273, fracción XXIII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, así como del artículo transitorio vigésimo noveno del Decreto impugnado. Los Ministros Luna Ramos y Franco González Salas votaron por la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad contra una omisión legislativa y por declarar la invalidez de los referidos artículos.] 


1072. En este precedente se determinó que la Asamblea de la Ciudad de México incurrió en una omisión de garantizar el acceso efectivo de los integrantes de los pueblos, barrios y comunidades a los distintos cargos de elección popular, el cual, aun cuando no debe entenderse como el derecho a ocupar uno de estos puestos (por depender del voto), sí implica generar las condiciones necesarias para que participen en un plano de igualdad con el resto de la sociedad. Para ello, no basta prever un deber de procurar, cuyo cumplimiento queda al arbitrio de los partidos, sin mayores consecuencias; sino que es preciso establecer acciones encaminadas a asegurar la posibilidad real de que accedan a dichos cargos.

1073. Por tanto, se declaró fundada la omisión alegada por los promoventes y, como consecuencia, se ordenó al legislador local a cumplir con el mandato impuesto en la Constitución de la Ciudad, en el sentido de establecer en el Código mecanismos político-electorales específicos relacionados con el acceso a cargos de elección popular de las personas integrantes de los pueblos y barrios originarios y las comunidades indígenas residentes, atendiendo a los principios de proporcionalidad y equidad, para lo cual deberá consultarles sobre las medidas especiales que pretenda implementar al respecto.

1074. 2. Estudio de la “acción afirmativa” de protección a los integrantes de los pueblos y comunidades indígenas de San Luis Potosí.

1075. Como se adelantó, en el artículo 288 mencionado se desarrolla una “acción afirmativa” en la que se prevé lo siguiente:

1076. - En los municipios donde hay una población mayoritariamente indígena, los partidos políticos y los candidatos independientes incluirán en sus planillas, a personas que pertenezcan a las comunidades indígenas de dichos municipios. Y para ese efecto, deberán integrar, cuando menos, una fórmula de candidatas o candidatos con personas indígenas de dichas comunidades, ya sea en la planilla de mayoría relativa o en la lista de regidurías de representación proporcional. 

1077. - Para determinar en qué municipios existe una población mayoritariamente indígena, se deberá atender a lo dispuesto en el Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y a los lineamientos que expida el Consejo General del organismo electoral.

1078. Con esta norma, el legislador local implementó una “acción afirmativa” para maximizar el acceso de las personas indígenas a los cargos públicos de elección popular municipales, de manera que en todos aquellos municipios en los que la población sea predominantemente indígena, se deberá garantizar que, al menos una de las candidaturas que integran la planilla, sea ocupada por una persona indígena.

1079. En este sentido, el legislador dictó una medida que busca proteger el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas para acceder, en igualdad de oportunidades, a los cargos públicos representativos que integran los ayuntamientos.

1080. Se trata de una medida que es acorde con el mandato constitucional de igualdad real y efectiva por el que todas las autoridades se encuentran obligadas a proteger los derechos y libertades de las personas, sin discriminación alguna, por lo que, para proteger este derecho, en muchas ocasiones, es necesario dar un tratamiento diferenciado que favorezca a los grupos históricamente discriminados, como lo son, en este caso, los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

1081. Así lo ha considerado este Alto Tribunal[footnoteRef:261] y la Corte Interamericana de Derechos Humanos[footnoteRef:262] cuando han señalado que no toda diferencia de trato hacia una persona o grupo de ellas es discriminatoria, siempre que sean razonables, proporcionales y objetivas, y que no se trate de diferencias arbitrarias que vulneren los derechos humanos.  [261:  Así se aprecia en la tesis plenaria de rubro: “PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL”. Registro 2012594.  [J]; 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.; Libro 34, Septiembre de 2016; Tomo I; Pág. 112. P./J. 9/2016 (10a.).]  [262:  Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008, párrafo 211.] 


1082. En ese sentido la Corte Interamericana sostuvo que la distinción es convencional mientras: “esa distinción parta de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos (…)”[footnoteRef:263]. [263:  Opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos OC-4/84, Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, del 19 de enero de 1984, párrafo 57; y OC-17/2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, de 28 de agosto de 2002, párrafo 47. ] 


1083. Así, las acciones afirmativas son medidas que buscan combatir el atraso de determinado grupo históricamente discriminado, otorgando incluso diversas ventajas para el logro de la igualdad material o sustantiva, y se caracterizan por ser temporales, objetivas así como proporcionales y razonables: 1) Son temporales, porque su duración está condicionada al fin que persiguen; 2) Son proporcionales, porque deben tener un equilibrio entre las medidas que se implementan con la acción y los resultados por conseguir, y sin que se produzca una mayor desigualdad a la que pretende eliminar; y 3) Son razonables y objetivas, porque deben responder al interés de la colectividad a partir de una situación de injusticia para un sector determinado.

1084. De este modo, se trata de una acción afirmativa emitida a fin de fortalecer la participación política de los integrantes de los grupos indígenas y afromexicanos de San Luis Potosí.

1085. Ahora bien, este Tribunal Pleno estima que los argumentos hechos valer por el Partido del Trabajo en contra de esta acción afirmativa son infundados, pues parten de una premisa equivocada al sostener que el sistema de acceso al Poder Público a través de partidos políticos y candidaturas independientes es excluyente de los sistemas normativos internos.

1086. De acuerdo con lo previsto en el artículo 2º, apartado A, de la Constitución General, las entidades federativas deben garantizar el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas a la libre determinación, lo que implica tener autonomía suficiente para decidir sus formas internas de convivencia y organización social y política, así como a elegir, de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a sus autoridades o representantes para el ejercicio de sus propias formas de gobierno interno.  Del mismo modo, esa autodeterminación e igualdad implica que se proteja su derecho a acceder y ejercer cargos públicos representativos en el sistema de partidos y de candidaturas independientes.

1087. Dicho de otro modo, el sistema de interculturalidad mexicano no es excluyente, sino lo contrario: se trata de un modelo en el que, por un lado, debe protegerse el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas para que —en caso de así decidirlo conforme a sus prácticas ancestrales— elijan y se conformen política y socialmente en el modelo de gobierno que, dentro de los cauces constitucionales, de la dignidad humana y de los derechos humanos, elijan conforme a sus usos y costumbres; y, por el otro, para que, en caso de no decidir asumir un sistema normativo interno, se maximice y proteja su derecho a ejercer cargos públicos de elección popular en el sistema de partidos y candidaturas independientes.

1088. Es decir, el multiculturalismo mexicano no puede leerse en clave excluyente, sino complementaria, de manera que los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas tienen derecho a participar, en cualquiera de los dos sistemas (sistema normativo interno o sistema de partidos y candidaturas independientes) y, por tanto, el Estado Mexicano —en este caso a través de la entidad federativa— tiene el correlativo deber de implementar en su legislación los mecanismos efectivos y suficientes para dar contenido a los derechos de autodeterminación y autogobierno reconocidos en el artículo 2º de la Norma Fundamental. 

1089. Se estima que el argumento hecho valer por el partido político actor, en el sentido de que las normas impugnadas son contrarias a los principios de autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, es infundado pues siguiendo la línea argumentativa antes señalada, este Tribunal Pleno considera que la “acción afirmativa” implementada por el legislador potosino no vulnera —por su redacción expresa— el derecho de los integrantes de los pueblos y comunidades para elegir a sus gobernantes, aun cuando se trate de municipios en los que tienen una población mayoritariamente indígena y afromexicana.

1090. En efecto, conforme a lo antes apuntado, el sistema de multiculturalidad previsto en el artículo 2º constitucional, así como en los tratados internacionales y demás convenciones que ha suscrito el Estado Mexicano, se puede advertir que todas las personas que adquieren la ciudadanía mexicana tienen el derecho de votar y ser votados, así como de acceder a la función pública y a los cargos de elección popular, conforme a los requisitos y calidades que exige la Ley.

1091. En este sentido, no hay una fórmula única a través de la cual pueda fortalecerse los derechos de las personas indígenas y afromexicanas para acceder a los cargos públicos representativos en condiciones de igualdad.  En este sentido, corresponde a las entidades federativas implementar, de acuerdo a las condiciones particulares de cada una, los mecanismos y acciones afirmativas que protejan la igualdad formal y material de las personas, especialmente de las que integran los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

1092. Contrario a lo sostenido por el partido político demandante, la representación proporcional en materia electoral no tiene el alcance de exigir que el porcentaje de población perteneciente a pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas se refleje, en proporcionalidad pura, en cargos públicos de elección popular. 

1093. Lo anterior, pues el principio de proporcionalidad es parte del sistema electoral y de partidos que se reconoce en el artículo 41 y 116 de la Constitución Mexicana como un mecanismo que tiene como finalidad asegurar que cada partido político tenga una representación en el órgano colegiado.

1094. Lo que argumenta el partido demandante, más que una violación del principio de representación proporcional del sistema electoral mexicano, es, en realidad, un alegato a favor de garantizar la igualdad sustantiva de las personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

1095. En este sentido, no obstante que los artículos 1º, último párrafo, 2º y 35, fracción II, de la Constitución General; 1, 23 y 24 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos; así como 2, 25 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establecen el derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad, este Tribunal Pleno advierte que debido a distintos factores socio-culturales muy arraigados desde hace varios siglos, diversos grupos han sido colocados históricamente en una situación de desventaja para el ejercicio de sus derechos político-electorales.

1096. Esta circunstancia se presenta de manera particular en cuanto al ejercicio del derecho a ser votado y, por tanto, respecto del acceso al desempeño del poder público de los integrantes de las comunidades y pueblos indígenas. Por ello, la reforma en materia de derechos indígenas introducida al régimen constitucional mexicano mediante el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el catorce de agosto de dos mil uno, buscó erradicar las prácticas discriminatorias en relación con la participación política de los miembros de los pueblos y comunidades, con el objetivo de eliminar la brecha de desigualdad que guardan frente al resto de la población.

1097. En este orden de ideas, para lograr la pretendida igualdad de este grupo de la población históricamente desfavorecido, debe comenzarse por remover los obstáculos que generan cualquier tipo de discriminación, pues la igualdad sustancial implica que cualquier persona, indígena o no, sea considerada de la misma forma ante la ley.

1098. En consecuencia, para alcanzar la igualdad sustancial, resulta indispensable prever medidas compensatorias aptas y eficaces para asegurar la igualdad material o sustancial a favor de los integrantes de las comunidades y pueblos indígenas, tendentes a conseguir el objetivo cierto de una igualdad entre aquéllos y el resto de la población.

1099. En esa medida, la “acción afirmativa” contemplada por el legislador local es un mecanismo que favorece la protección de este grupo históricamente discriminado.

1100. En consecuencia, para proteger adecuadamente el derecho de las personas indígenas y afromexicanas de acceder a cargos de elección popular, en condiciones de igualdad, este Tribunal Pleno considera necesario sostener que los artículos 240 y 288, primer párrafo impugnados son válidos únicamente si se interpretan de conformidad con el artículo 2º de la Constitución, en el sentido de que la exigencia consistente en que en los municipios de población mayoritariamente indígena, los partidos políticos y candidaturas independientes deberán postular en sus planillas de candidaturas, al menos una fórmula integrada por personas indígenas, debe entenderse como un piso mínimo, de manera que sería posible —incluso deseable— que se postularan a más personas indígenas.

1101. Finalmente, respecto del argumento hecho valer en torno a que es inconstitucional el mecanismo contemplado en el artículo 288 de la ley Electoral local, por el cual se establece que para efectos de la “acción afirmativa indígena”, la forma de determinar si un municipio tiene población mayoritariamente indígena, es a través del Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, en lugar de los datos del Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía (INEGI), es infundado si se realiza una interpretación conforme con la Constitución, en el sentido de que el referido Padrón no es el único instrumento para determinar el porcentaje de población indígena.

1102. En efecto, desde una óptica aislada, la norma sería inconstitucional si se limitara a prever que la única forma de establecer si la población de un territorio es mayoritariamente indígena con base en el Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, pues se soslayaría que, conforme a la Constitución de la República, los datos del Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía son obligatorios para las entidades federativas y, además, de conformidad con el artículo 2º de la Norma Fundamental, la calidad de indígena de una persona y, por tanto, de una comunidad, se externa a través de la autoadscripción de las propias personas indígenas y afromexicanas.

1103. En efecto, este Tribunal Pleno sostuvo en la acción de inconstitucionalidad 10/2009[footnoteRef:264], que la forma para determinar el número de habitantes de cada entidad federativa, para efectos de la distritación electoral, debe basarse en los datos oficiales de los censos poblacionales publicados por el Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica que, por disposición del artículo 26, apartado B, de la Constitución Federal, resultan obligatorios para las entidades federativas. [264:  Acción de inconstitucionalidad 10/2009, resuelta por el Pleno el 18 de agosto de 2009, por unanimidad de 11 votos de los Ministros Aguirre Anguiano, Azuela Güitrón, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Gudiño Pelayo, Valls Hernández (ponente), Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia.] 


1104. En aquella ocasión, este Tribunal se pronunció sobre un caso de distritación, pero la razón esencial es aplicable a esta acción, pues en términos generales, lo relevante es que, conforme al marco constitucional mexicano, la información estadística y geográfica que produce el Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica es obligatoria para las entidades federativas, de conformidad con lo ordenado en el artículo 26, apartado B, de la Constitución General[footnoteRef:265]. [265:  “Artículo 26.- (…)
B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, los datos contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley.
La responsabilidad de normar y coordinar dicho Sistema estará a cargo de un organismo con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios, con las facultades necesarias para regular la captación, procesamiento y publicación de la información que se genere y proveer a su observancia.
(…)”.    ] 


1105. No obstante, esta afirmación no significa que, para el caso de definir si un territorio se integra por una población mayoritariamente indígena, se deba atender exclusivamente a los datos del Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, pues no debe perderse de vista que, conforme al artículo 2º, apartado A, de la Constitución General, la conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.

1106. Es decir, la forma que debe predominar para determinar si una persona es indígena o no es la autoadscripción. 

1107. Por tanto, esta Suprema Corte estima que la norma es válida, pero sólo a partir de una interpretación conforme en la que se entienda que para determinar la mayoría de población indígena, se deberá sujetar —en forma complementaria y en la medida en que no se contradigan los datos generados por el Instituto Nacional—, al Padrón de Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, y a los lineamientos que al efecto expida el Consejo General del organismo electoral, los cuales deberán alimentarse de la información proporcionada por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía y a través de consultas informadas, y culturalmente adecuadas, por conducto de las autoridades internas de los pueblos y comunidades. 

1108. 3. Estudio de las omisiones legislativas planteadas.

1109. Como se adelantó, el partido político demandante acusa dos omisiones legislativas relativas, pues en la Ley Electoral local: no se garantiza que en los municipios donde no hay una población mayoritariamente indígena, los pueblos y comunidades cuenten con representantes ante el Ayuntamiento; y que las normas impugnadas tienden —por omisión— a obligar que los pueblos y comunidades indígenas del Estado, aun cuando se integren por una mayoría indígena y afromexicana, deban elegir gobernantes por medio del sistema de partidos, sin poder optar por los sistemas normativos internos (usos y costumbres).

1110. Esta Suprema Corte ha sostenido en la jurisprudencia P./J. 11/2006,[footnoteRef:266] de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS”, que los órganos legislativos pueden incurrir en dos tipos de omisión: a) Omisión legislativa absoluta cuando no ejerzan su competencia de crear leyes; y, b) Omisión legislativa relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera parcial o simplemente no la realizan integralmente, impidiendo el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes. [266:  “OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS”. Registro 175872. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII, Febrero de 2006; Pág. 1527. P./J. 11/2006.] 


1111. A partir de lo anterior, y atendiendo además a la obligatoriedad del ejercicio de competencias legislativas, esta Suprema Corte clasificó las omisiones legislativas de la siguiente manera: 

1112. - Omisiones legislativas absolutas en competencias de ejercicio obligatorias, cuando el órgano legislativo tiene la obligación o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho; 

1113. - Omisiones legislativas relativas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o un mandato para hacerlo, pero lo realiza de manera incompleta o deficiente;

1114. - Omisiones legislativas absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que no hay ningún mandato u obligación que así se lo imponga; y,

1115. - Omisiones legislativas relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente.

1116. En este caso, los planteamientos hechos valer se encuadran en la clasificación de omisiones legislativas relativas de competencias de ejercicio obligatorio, pues lo que se reclama es que el Congreso local reguló deficientemente un aspecto al que estaba obligado constitucionalmente, como lo son los derechos de los pueblos y comunidades indígenas a adoptar los sistemas normativos indígenas y a tener representantes ante los ayuntamientos.

1117. Los argumentos hechos valer son parcialmente fundados, por las siguientes razones.

1118. En primer lugar, es infundada la omisión alegada en torno a que el Congreso local no ha reconocido que los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de San Luis Potosí tengan derecho a contar con representantes ante los ayuntamientos —como se ordena en el artículo 2º, apartado A, de la Constitución General—.

1119. Por el contrario, en el artículo 9º de la Constitución del Estado de San Luis Potosí[footnoteRef:267] se aprecia que el legislador local ha destacado que esa entidad tiene una composición pluriétnica, pluricultural y multilingüística sustentada originalmente en sus pueblos indígenas y, para ese efecto, reconoce la existencia histórica y vigente en su territorio de los pueblos Nahuas, Teének o Huastecos, y Xi'oi o Pames, así como la presencia regular de los Wirrarika o Huicholes. [267:  “Artículo 9o.- El Estado de San Luis Potosí tiene una composición pluriétnica, pluricultural y multilingüística sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Reconoce la existencia histórica y vigente en su territorio de los pueblos Nahuas, Teének o Huastecos, y Xi'oi o Pames, así como la presencia regular de los Wirrarika o Huicholes.
Asegurando la unidad de la Nación la ley establecerá sus derechos y obligaciones conforme a las bases siguientes:
(…)
VII.- Se reconoce la estructura interna de las comunidades indígenas, concebida como un sistema que comprende una asamblea general, diversos cargos y jerarquías;
VIII.- En el ámbito de su autonomía las comunidades indígenas podrán preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que formen parte de su cultura e identidad. El Estado coadyuvará en la preservación, enriquecimiento de sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que conformen su identidad cultural;
(…)
XI.- La jurisdicción indígena y sus competencias se corresponden con la organización social y el espacio geográfico o territorios donde se asientan las comunidades. Las comunidades indígenas elegirán y designarán a sus representantes y órganos de autoridad internos, y ante los ayuntamientos, en correspondencia con sus sistemas normativos y formas de organización comunitaria. La ley reglamentaria establecerá las bases al respecto, observando el principio de paridad de género conforme a las normas aplicables;
(…)
XIV.- La ley establecerá los casos y procedimientos para que los sistemas normativos que las comunidades indígenas utilizan para la solución y regulación de sus conflictos internos, sean validados por los jueces y tribunales correspondientes. Las personas indígenas tendrán derecho a contar durante todo el procedimiento, con el auxilio de un traductor y un defensor que tengan conocimiento de su lengua y cultura;
(…)”.] 


1120. Asimismo, se reconoce la jurisdicción indígena y el derecho de las comunidades para elegir y designar a sus representantes y órganos de autoridad internos y ante los ayuntamientos, en correspondencia con sus sistemas normativos y formas de organización comunitaria (fracción XI).

1121. Por su parte, atendiendo al mandato previsto en el artículo 9º de la Constitución local, el legislador potosino emitió la “Ley Reglamentaria del artículo 9º de la Constitución Política del Estado, Sobre Derechos y Cultura Indígenas”[footnoteRef:268], en la que se puede apreciar en los artículos 18 y 19, lo siguiente:  [268:  Publicada en el Periódico Oficial del Estado el 13 de septiembre de 2003.] 


“Artículo 18. El Estado y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, reconocerán a las autoridades indígenas elegidas por las comunidades de acuerdo a sus usos y costumbres, como los interlocutores legítimos para el desarrollo de la función gubernamental.

Artículo 19. En ejercicio del derecho a la autodeterminación, las comunidades indígenas tienen la facultad de elegir a quien las represente ante el ayuntamiento respectivo”.

1122. Como se puede apreciar, contrario a lo sostenido por el partido político actor, el Congreso de San Luis Potosí sí reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos de la entidad para nombrar —conforme a sus propios usos y costumbres— a sus representantes ante los ayuntamientos. De ahí que la omisión legislativa alegada es infundada, en este primer tema.

1123. Por otra parte, en cuanto a la omisión legislativa que se hace valer en torno a que el Congreso del Estado no prevé un mecanismo efectivo para que las comunidades indígenas y afromexicanas del Estado adopten el sistema de elección de autoridades municipales por usos y costumbres, este Tribunal Pleno estima que es fundada, como a continuación se explica.

1124. En el artículo 2º, apartado A, constitucional se reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: a) decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural; b) aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos; c) elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno; d) acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular; y e) a elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos.

1125. En torno a los derechos antes mencionados —entre los que destacan los derechos a decidir sus formas internas de convivencia y organización política y social, aplicar sus sistemas normativos internos, elegir a sus autoridades y representantes conforme a sus usos y costumbres y a elegir representantes ante los ayuntamientos—, en el propio artículo 2º constitucional se ordena a las entidades federativas para que aseguren que en sus constituciones particulares y en sus leyes se reconozcan y regulen estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas.

1126. Como se puede advertir, la Constitución Mexicana reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas desde dos dimensiones: por un lado, tienen derecho de acceso y desempeño de cargos públicos de elección popular a través del sistema de partidos y candidaturas independientes, como ya fue analizado en páginas anteriores al revisar la acción afirmativa implementada por el Congreso local; y, por otro lado, también tienen derecho, en caso de así decidirlo, de optar por un sistema de elección de sus autoridades a través de sus usos y costumbres, es decir, de adoptar un sistema normativo interno.

1127. Siguiendo esta línea argumentativa, este Tribunal Pleno ya ha sostenido en la acción de inconstitucionalidad 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015, al revisar la legislación del Estado de Oaxaca, que existe una doble dimensión en cuanto a la elección de ciertos cargos públicos: uno se materializa a partir del sistema de partidos y candidaturas independientes, mientras que otro, en particular, por lo que hace a las autoridades municipales de municipios que se rigen por los usos y costumbres indígenas, se efectúa a partir de los sistemas normativos indígenas de los diferentes pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas. 

1128. Así, en este caso se reconoció que en el Estado de Oaxaca existe un régimen de sistemas normativos indígenas para la elección de las autoridades comunitarias y municipales, sin que éste sea excluyente, pues las personas o asociaciones indígenas cuentan con la potestad para formar partidos políticos como cualquier otra reunión de personas.

1129. Sin embargo, no se advierte que el legislador potosino hubiera implementado un mecanismo apto y suficiente para cristalizar el mandato constitucional de proteger el derecho de los pueblos y comunidades de migrar a los sistemas normativos internos.

1130. En el artículo 9º de la Constitución local se reconoce la estructura interna de las comunidades indígenas como un sistema que comprende una asamblea general, cargos y jerarquías, asimismo, el derecho de los pueblos y comunidades indígenas de la entidad para tener su propia jurisdicción indígena.

1131. Del mismo modo, en el artículo 9º, fracción XI, de la Constitución local se reconoce el derecho de las comunidades indígenas para elegir y designar a sus representantes y órganos de autoridad internos y ante los ayuntamientos, conforme a sus sistemas normativos internos, lo cual debe regularse en la Ley Reglamentaria.

1132. En este sentido, en la Ley Reglamentaria del artículo 9º de la Constitución Política del Estado, Sobre Derechos y Cultura Indígenas se regulan distintos aspectos de los derechos de autonomía de los pueblos y comunidades, entre ellos destaca lo siguiente:

1133. - Se reconoce la existencia de estructuras de organización y de sistemas normativos internos basados en sus usos y costumbres[footnoteRef:269]. [269:  “Artículo 13. Se reconoce la existencia de estructuras de organización sociopolítica y de sistemas normativos internos de las comunidades indígenas, basados en sus usos y costumbres; así como en sus procesos de adaptación a la institucionalidad, que se han transmitido oralmente por generaciones y se han aplicado en su ámbito territorial”.] 


1134. - Se reconoce que el sistema normativo indígena es aquél que comprende reglas generales de comportamiento mediante las cuales la autoridad indígena regula la convivencia, la prevención y solución de conflictos internos[footnoteRef:270]. [270:  “Artículo 14. En lo general, para efectos de esta Ley, se entiende y se reconoce que el sistema normativo indígena es aquél que comprende reglas generales de comportamiento mediante las cuales la autoridad indígena regula la convivencia, la prevención y solución de conflictos internos, la definición de derechos y obligaciones, el uso y aprovechamiento de espacios comunes, la tipificación de faltas y la aplicación de sanciones”.] 


1135. – Se reconoce su derecho a prever las bases y mecanismos para la organización de su vida comunitaria, lo cual deberá ser respetado por las autoridades estatales y municipales[footnoteRef:271]. [271:  “Artículo 15. Las comunidades indígenas en ejercicio del derecho a la libre determinación y autonomía, establecerán las bases y mecanismos para la organización de su vida comunitaria, mismos que serán reconocidos y respetados por las autoridades estatales y municipales”.] 


1136. – Se reconoce a la Asamblea General como la máxima autoridad comunitaria, a través de la cual se elegirán a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus propias formas de gobierno interno, así como para regular y solucionar sus problemas y conflictos[footnoteRef:272]. [272:  “Artículo 17. Se reconoce a la Asamblea General como la máxima autoridad de las comunidades indígenas, a través de la cual elegirán, de acuerdo con sus normas y procedimientos, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, regular y solucionar sus problemas y conflictos, y decidir sobre faenas y el servicio público, es decir, las actividades de beneficio común”.] 


1137. - Se establece el mandato para que los Estados y municipios reconozcan a las autoridades indígenas elegidas por las comunidades, de acuerdo a sus usos y costumbres, como los interlocutores legítimos para el desarrollo de la función gubernamental[footnoteRef:273]. [273:  “Artículo 18. El Estado y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, reconocerán a las autoridades indígenas elegidas por las comunidades de acuerdo a sus usos y costumbres, como los interlocutores legítimos para el desarrollo de la función gubernamental”.] 


1138. – Se reconoce la validez de los sistemas normativos internos de las comunidades indígenas en el ámbito de las relaciones familiares, civiles y, en general, de justicia cotidiana[footnoteRef:274]. [274:  “Artículo 21. El Estado reconoce la validez de los sistemas normativos internos de las comunidades indígenas en el ámbito de las relaciones familiares, de la vida civil, de la organización de la vida comunitaria y, en general, de la prevención, regulación y solución de conflictos al interior de cada comunidad, siempre y cuando no contravengan la Constitución General de la República, la particular del Estado, ni vulneren los derechos humanos”.] 


1139. De este modo, como se puede advertir de lo antes narrado, el Congeso de San Luis Potosí prevé y reconoce una serie de derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos de la entidad, pero únicamente se trata del grupo de derechos que se materializan a través de la protección de los pueblos y comunidades de participar en el acceso a cargos de elección popular a través del sistema de partidos. 

1140. Pero el Congreso local no ha implementado algún mecanismo por el que pueda dar acceso a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas que tienen una población mayoritariamente indígena, de migrar a los sistemas normativos internos, como se establece en el artículo 2º, apartado A, de la Constitución General.

1141. Por lo anterior, esta Suprema Corte declara la omisión legislativa inconstitucional de carácter relativo y de ejercicio obligatorio, toda vez que el Congreso local no ha previsto y regulado un mecanismo efectivo que permita a los pueblos y comunidades indígenas de San Luis Potosí elegir a sus autoridades municipales a través de un sistema distinto al de partidos políticos y candidaturas independientes, como lo pueden ser los sistemas normativos internos en los que se eligen a través de sus usos y costumbres ancestrales.
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